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La Asociación Colombiana de Derecho de Seguros, ACOLDESE, se honra en presentar la versión 
digital del libro que, en homenaje al doctor BERNARDO BOTERO MORALES, recoge sus escri-
tos sobre grandes temas de seguros.

Es un privilegio para nuestra Asociación contar con tan importante material de quien ha sido uno 
de los principales cultores del seguro desde distintas perspectivas, tales como la juridica, técnica 
empresarial y económica.

BERNARDO BOTERO MORALES, hombre de ciencia y de bien, maestro de varias generaciones, 
líder de empresa y excelso doctrinante, nos ha honrado con su fecunda producción académica que 
ahora publicamos, en temas de perenne actualidad escritos con profundidad y rigor, tales como: 

El riesgo de terrorismo y su incidencia en el seguro y el reaseguro.

Las garantías de cumplimiento en el mercado colombiano.

Régimen legal y seguro de Responsabilidad Profesional en Colombia.

La teoría y la práctica del seguro por reclamación o seguro claims made.

La prescripción del derecho tanto del asegurado como del perjudicado a la indemnización bajo el 
seguro de responsabilidad civil por reclamación o claims made.

El Seguro de Lucro Cesante – su tesis de grado.

Que ACOLDESE ponga en manos del lector este material de consulta obligada para los estudiosos 
del seguro, es expresión del respeto, afecto y admiración por quien fue su Presidente y hoy es su 
Presidente Honorario y uno de los más calificados exponentes de la ciencia y del derecho de se-
guros.

Esta publicación es una muestra de la gratitud permanente por sus aportes, sus enseñanzas, su 
ejemplo y devoción.

ASOCIACION COLOMBIANA DE DERECHO DE SEGUROS ACOLDESE

JUAN MANUEL DIAZ-GRANADOS	 
Presidente

CARMENZA MEJIA MARTINEZ 
Vicepresidente

Santa Marta, octubre 19 de 2022 
XXXI Encuentro Nacional de ACOLDESE – 60 años 
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BERNARDO BOTERO MORALES
Nació en Bogotá el 15 de abril de 1942. Casado con María Consuelo Cabrera de Botero (QEPD), matrimonio del 
cual nacieron sus dos hijas: Adriana y Liliana. Estudió Derecho y Economía en la Pontificia Universidad Jave-
riana de Bogotá. Se graduó en Derecho el 18 de noviembre de 1970. Su tesis de grado fue titulada: “Elementos y 
atributos del Contrato de Seguros”. Se graduó de Economía el 24 de abril de 2010, su tesis de grado fue titulada: 
“El seguro de lucro cesante forma inglesa – pérdida de utilidad buta”. 

Entre 1966 y 1967 realizó estudios de Especialización en Derecho Laboral en la Pontificia Universidad Javeriana. 
Entre 1971 y 1974 tomó un número importante de cursos generales sobre seguros y reaseguros de propiedad y de 
responsabilidad, fianzas, administración y finanzas, en el Manpower Development Department de la Insurance 
Company of North America (INA) en Filadelfia.  

Experiencia Laboral
•	 Entre febrero de 1966 y noviembre de 1966 trabajó 
en la firma de economista Torres Lozano & Cia. Ltda, 
donde participó en la realización de estudios econó-
micos para diversas entidades. 

•	 Entre noviembre de 1966 y marzo de 1967 se des-
empeñó como asistente de gerencia del Hipódromo de 
Techo S.A. 

•	 A partir de marzo de 1967 y hasta noviembre de 1970 
fue asistente administrativo, asistente de gerencia, 
subgerente administrativo de la oficina en Colombia 
de Insurance Company of America, compañía con sede 
en Filadelfia, más conocida como INA, luego Cigna. En-
tre noviembre de 1970 y diciembre de 1974 trabajó con 
el servicio de Departamento Internacional de la Insu-
rance Company of North America (INA) en donde tuvo 
a su cargo el análisis y selección de riesgos en seguros 
de propiedad y responsabilidad para América Latina y 
realizó, adicionalmente, diversas labores de asesoría 
sobre aspectos jurídicos, administrativos y económi-
cos dela operación directa de INA en América Latina. 

•	 Entre enero de 1975 y septiembre de 1977 fue sub-
gerente general de la oficina en Colombia de Insu-
rance Company of North America (INA), entidad que 
posteriormente se transformó en Seguros Colina S.A., 
compañía subsidiaria de Insurance Company of North 
America (INA) en Colombia, 

•	 Entre octubre de 1977 y septiembre de 1979 fue ge-
rente general de Seguros Tequendama S.A. 

•	 A partir de octubre de 1979 asumió la presidencia 
de Aseguradora Mercantil, compañía que en el mes de 
abril de 1980 fue adquirida por la Fundación Social y 
se transformó en Seguros Colmena S.A. Estuvo a cargo 
de dicha entidad hasta octubre de 1986. 

•	 Entre abril de 1984 y octubre de 1986 desempeñó, si-
multáneamente con las presidencia de Seguros Colme-
na S.A., la presidencia de la Fiduciaria Colmena S,A, y 
entre junio de 1984 y octubre 1986, simultáneamente 
con las dos anteriores estuvo a cargo de la presidencia 
de Leasing Colmena S.A. 

•	 En noviembre de 1986 asumió la presidencia de la 
Compañía Colombiana de Seguros Colseguros S.A. (hoy 
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Allianz Seguros S.A.) cargo que desempeñó hasta di-
ciembre de 1996. 

•	 Entre febrero de 1997 y septiembre de 2006 fue con-
sultor de Alexander Howden Ossa, Ltda. Corredores de 
Reaseguros (luego de Aon Re Colombia Ltda Corredores 
de Reaseguros), tiempo durante el cual desarrolló en 
dicha firma la División de Riesgos Financieros y Pro-
fesionales. 

•	 A partir de octubre de 2006 y hasta diciembre de 
2009 fue presidente de Aon Re Colombia Ltda. Corre-
dores de Reaseguros; 

• Desde enero de 2010 hasta 2015 estuvo vinculado con 
Aon Re Colombia como consultor y presidente del Con-
sejo Consultivo. 

Actividades académicas. 
•	 Entre febrero de 1977 y octubre de 1978 fue profesor 
de Seguros y Bancos de la Facultad de Derecho de la 
Universidad Santo Tomás de Aquino. 

•	 En 1979, por encargo del padre Gabriel Giraldo S.J. y 
conjuntamente con los ilustres profesores J. Efrén Ossa 
Gómez, Jaime Bustamante Ferrer y Ramón Madriñán 
de la Torre, participó en el proceso de organización y 
puesta en marcha de la Maestría y luego Especializa-
ción en Derecho de Seguros de la Pontificia Universi-
dad Javeriana, Facultad de Ciencias Jurídicas. 

•	 Fue Director de la Especialización desde 1991 hasta 
2015. 

• Ininterrumpidamente entre 1980 y 2014 regentó en 
la Especialización la cátedra de Aspectos Técnicos y 
Económicos del Contrato de Seguro. 

•	 Ha sido, adicionalmente, director de los trabajos de 
investigación y catedrático de la actual Maestría de 
Derecho de Seguros de la Pontificia Universidad Jave-
riana que opera independientemente de la Especiali-
zación 

•	 Desde su Fundación en el mes de febrero de 1999 y 
hasta 2014 fue profesor de la cátedra de Aspectos Eco-
nómicos, Técnicos y Jurídicos del Contrato de Seguros 
en el Diplomado de Seguro de la Pontificia Universi-
dad Javeriana. 

•	 Desde marzo de 2007 hasta 2014 fue profesor de la 
cátedra de Seguros de daños en el Diplomado de Alta 

Gerencia en Seguros del Instituto Nacional de Seguros 
de Fasecolda.

•	 Adicionalmente, dictó numerosas conferencias en 
Colombia y en exterior (Buenos Aires, Ciudad de Méxi-
co, Ciudad de Panamá, Guadalajara, Guayaquil, Londres, 
Madrid, Miami, Quito, San José de Costa Rica, San Salva-
dor, Sao Paulo, entre otras), sobre diversos temas jurídi-
cos, económicos y técnicos del contrato de seguro. 

Publicaciones
Han sido publicados los siguientes artículos y confe-
rencias del suscrito: 

•	 El seguro y la fianza. Revista Ibero-Latinoamerica-
na de Seguros N°2 de enero de 1993, págs., 223 -252

•	 El seguro y la fianza. Naturaleza Jurídica de las ga-
rantías de cumplimiento. Revista Ibero-Latinoameri-
cana de Seguros N°2 de enero de 2000, págs., 178-197

•	 Consideraciones básicas para la determinación del 
límite de cobertura y del deducible en pólizas de indi-
fdelidad y riesgos financieros para bancos y demás es-
tablecimientos de crédito. Revista Ibero-latinoameri-
cana de seguros. N° 16 de junio de 2001.  Págs. 211 – 219

•	 Estado actual y perspectiva del derecho mercantil 
en Colombia. Presente y futuro del Derecho de Segu-
ros. Revista Ibero-latinoamericana de seguros. N° 29 
de junio de 2008.  Págs. 59 a 71

•	 El amparo de infidelidad bajo las pólizas de seguro 
global bancario. Revista Ibero-latinoamericana de se-
guros. N° 33 de julio de 2010.  Págs. 77-95

•	 El aseguramiento de la responsabilidad civil de ad-
ministradores y directores. Asociación colombiana de 
Derecho de Seguros Acoldese. Encuentro Nacional N° 
21, septiembre de 1998, págs. 205-210

•	 El riesgo de terrorismo y su incidencia en el seguro y 
el reaseguro.  Análisis de lo sucedido el 11 de septiem-
bre de 2001 en los Estados Unidos y la evaluación de 
sus consecuencias en el mercado nacional e interna-
cional. Acoldese. Encuentro Nacional N° 23, págs. 119-
138.

•	 Comentarios a la Resolución Orgánica N° 08428 de 
1980, sobre garantías de cumplimiento de contratos 
emanada de la Contraloría General de la República. 
1980
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•	 El seguro y la responsabilidad de los proveedores de 
servicios VI Congreso Mundial de la Asociación Inter-
nacional de Derecho de Seguros AIDA, Madrid, España 
1982. 

•	 Política general y criterios básicos para la suscrip-
ción de fianzas dentro de la actual coyuntura económi-
ca internacional. Asociación Panamericana de Fianzas 
AFP-PASA II Seminario Regional de Fianzas. Buenos 
Aires, Argentina 1983. 

•	 Las partes involucradas en el contrato de fianzas se-
gún sus distintas modalidades. Asociación Panameri-
cana de Fianzas AFP-PASA. III Seminario Regional de 
Fianzas. Quito, Ecuador 1984.

•	 El reaseguro proporcional: Problemas y perspecti-
vas. Foro Internacional. 25 Aniversario Cover C.A. Ca-
racas, Venezuela. 1984.

•	 Análisis crítico de los acuerdos de Fronting. Siste-
mas ponderados de participación conjunta. Asocia-
ción Panamericana de Fianzas AFP-PASA. Buenos Ai-
res, Argentina 1986. 

•	 Las garantías de cumplimiento en el mercado colom-
biano. Asociación Panamericana de Fianzas AFP-PA-
SA V Seminario de Fianzas, Madrid España, 1986.

•	 Régimen legal y seguro de responsabilidad profe-
sional en Colombia. Reaseguradora Delta C.A. Caracas, 
Venezuela, 1988. 

•	 El seguro y la fianza, I Encuentro Mundial de Segu-
ros, Madrid, España. 1992. 

•	 Áreas del mercado financiero en las que es posible la 
protección del afianzador. Fasecolda. Bogotá, Colom-
bia 1992

•	 El contrato de seguro en la jurisprudencia de las dos 
últimas décadas. Conferencia Cámara de Comercio de 
Bogotá. 1992

•	 Apertura y desregulación de los seguros en Colom-
bia. Inédito. Londres, Inglaterra 1995.

•	 El futuro de la fianza en los albores del siglo XXi. 
Noticias N° 63. Asociación Panamericana de Fianzas. 
Buenos Aires, Argentina 1996. 

•	 La teoría y la práctica del seguro por reclamación o 
seguro Claims Made. I Congreso Internacional de De-
recho de Seguros de Fasecolda. Cartagena marzo de 
2012. 

•	 La prescripción del derecho del asegurado al pago de 
la indemnización en el seguro de responsabilidad por 
reclamación o Claims Made. Liber Amicorum en ho-
nor al profesor mexicano Arturo Díaz Bravo. Noviem-
bre de 2014. 

Juntas Directivas.
A través de su carrera profesional fue miembro de las 
siguientes juntas directivas:

•	 Entre marzo de 1978 y marzo de 1980: Banco Tequen-
dama

•	 Entre marzo de 1978 y marzo de 1980: Seguros la 
Unión S.A. (hoy Segurexpo S.A.)

•	 Entre febrero de 1981 y marzo de 1986: Caja Social de 
Ahorros. (hoy Banco Caja Social)

•	 Entre marzo de 1984 y septiembre de 1986: Telecom

•	 Entre marzo de 1984 y marzo de 1987: Ingeser de Co-
lombia S.A.

•	 Entre marzo de 1987 y marzo de 1989: Cadena Radial 
Colombiana Caracol

•	 Entre marzo de 1987 y marzo de 1989. Inversiones 
Bavaria S.A. 

•	 Entre marzo de 1990 y marzo de 1994 Caracol Tele-
visión S.A.

•	 Entre octubre de 1977 y diciembre de 1996. Unión de 
Aseguradores Colombianos, hoy Federación de Asegu-
radores Colombianos. Fasecolda.

•	 Entre octubre de 1977 y octubre de 2010. Asociación 
Colombiana de Derecho de Seguros (Acoldese)

•	 Entre marzo de 1987 y marzo de 1997: Helicópteros 
Nacionales de Colombia S.A. (Helicol)

•	 Entre marzo de 1991 y marzo de 1997: Cervecería 
Unión S.A.

•	 Entre marzo de 1992 y marzo de 1997: Celumovil S.A. 
Hoy Movistar S.A.

•	 Entre marzo de 1994 y marzo de 1997: Sofasa S.A.

•	 Entre marzo de 1995 y marzo de 1997. Americatel 
Colombia S.A.
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•	 Entre marzo de 1997 y septiembre de 2009. Mapfre 
Seguros Generales de Colombia S.A.

•	 Entre mayo de 1999 y septiembre de 2009 Mapfre 
Colombia Vida Seguros S.A.

•	 Entre enero de 1997 y septiembre de 2009: Cesvi Co-
lombia S.A. 

•	 Entre marzo de 2005 y marzo de 2007; Palmeras de 
Yarima S.A. 

•	 Entre marzo de 2005 a 2014; Instituto Nacional de 
Seguros de Fasecolda. 

•	 Entre marzo de 1997 a 2014 Fiducor S.A.

Otras actividades
•	 Entre enero de 1978 y noviembre de 1984 fui miem-
bro de la Comisión Consultiva de Seguros de la Super-
intendencia Bancaria de Colombia (hoy Superinten-
dencia Financiera de Colombia)

•	 Entre julio de 1987 y diciembre de 1996 fue miembro 
del Comité Ejecutivo de la Asociación Panamericana 
de Fianzas AFP-PASA 

•	 Entre octubre de 1990 y julio de 1992 fue presidente 
de la Asociación Panamericana de Fianzas AFP-PASA

•	 Entre noviembre de 1998 a 2015 fue árbitro de la Lis-
ta A del Centro de Arbitraje y Conciliación de la Cáma-
ra de Comercio de Bogotá.

•	 Entre octubre de 2010 y 2015 fue Presidente de la 
Asociación Colombiana de Derecho de Seguros Acol-
dese.

Tribunales de Arbitramento  
y Amigable Composición
Fue árbitro de los siguientes procesos arbitrales:

•	 Comercializadora Internacional Pesquera Vikingos 
S.A. vs Aseguradora Colseguros S.A. octubre de 2002

•	 Empresa de Energía de Boyacá vs La Previsora Com-
pañía de Seguros S.A., octubre 2002

•	 Instituto Nacional de Radio y Televisión vs La Previ-
sora Compañía de Seguros S.A. febrero de 2003 y mar-
zo de 2005 (dos procesos)

•	 Municipio de Santiago de Cali vs Compañía Sura-
mericana de Seguros S.A. (Seguros Generales Surame-
ricana S.A.) agosto de 2006

•	 Empresa Colombiana de Vías Férreas (Ferrovías) en 
liquidación vs Seguros del Estado S.A. marzo 2007

•	 Laboratorios Biogen de Colombia S.A. vs Royal & Sun 
Alliance Seguros S.A. octubre 2008

•	 Enlaseguros Ltda vs Compañía Suramericana de Se-
guros S.A. (hoy Seguros Generales Suramericana S.A.), 
agosto de 2011.

•	 Química Internacional Quintal S.A. vs Aseguradora 
Colseguros (hoy Allianz Seguros S.A.), Seguros Gene-
rales Suramericana S.A. y Seguros Colpatria S.A. (hoy 
Axa Seguros S.A.), diciembre de 2011.

•	 Termoeléctrica Coindustrial S.A. vs Allianz Seguros 
S.A., noviembre de 2014

Fue Amigable Componedor en las 
siguientes controversias.
•	 Agencia Federal de Seguros vs La Previsora Seguros 
S.A. abril de 2005

•	 Baterías Willard vs Allianz Seguros S.A. junio de 2014

Condecoraciones
Ha recibido las siguientes condecoraciones

•	 La Medalla al Mérito Asegurador de la Federación de 
Aseguradores Colombianos – Fasecolda

•	 La Medalla de Acoldese de la Asociación Colombia-
na de Derecho de Seguros – Acoldese

•	 La Orden Valor al Mérito Humano de la Organiza-
ción de Naciones Unidas ONU, a través de la Organi-
zación Internacional para el Desarrollo de los Valores 
OIV.

•	 La Cruz de San Francisco Javier de la Universidad 
Javeriana otorgada en 2011 por los más de veinticinco 
años de servicio a la Universidad. 
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Bernardo Botero Morales, actual presidente del grupo 
Colseguros-La Nacional empezó su carrera en el sector 
asegurador hace treinta años en Insurance Company 
of North America (INA), compañía que actualmen-
te forma parte del grupo Cigna. "En INA buscaban un 
profesional que supiera inglés y con amplios conoci-
mientos en el sector de seguros. Yo todavía estaba en la 
universidad, no sabía inglés y, en cuanto a los seguros, 
únicamente conocía lo poco que había aprendido en 
la facultad de Derecho. Pero estaba interesado en vin-
cularme al sector y ese deseo de lograrlo fue decisivo."

Esa perseverancia y constancia son las dos caracterís-
ticas que mejor lo definen. El se confiesa cono una per-
sona que "no tiene objeción ni miramientos en dedicar 
el esfuerzo que sea necesario para sacar algo adelante".

Bernardo Botero recuerda de su infancia la estabilidad 
del hogar de sus padres y la camaradería que tuvo con 
su hermano. Estuvo interno por tres años en Medellín 
y terminó bachillerato en Cali; posteriormente estu-
dió Derecho y Economía en la Universidad Javeriana.

Después de vincularse a INA viajó a los Estados Unidos 
donde trabajo y estudió por espacio de cuatro años, en 
los que tuvo la oportunidad de adquirir una formación 
sólida en seguros.

Se casó con María Consuelo Cabrera, con quien tiene 
dos hijas: Adriana y Liliana. "Ellas son la razón de ser 
del esfuerzo que hacemos en la vida”.

EVOLUCION DEL
SECTOR ASEGURADOR

Respecto al sector asegurador colombiano, Bernardo 
Botero considera que éste, en términos generales, 
ha tenido una evolución muy dinámica en la cual se 
pueden distinguir dos etapas. La primera, antes de la 
ley 45 de 1990. período durante el cual su desarrollo 
se basó en los principios establecidos por la misión 
Kemmerer y la ley 105 de 1927. "Teníamos un sector 
que, más que regulado, era co-administrado por el 
Estado, en el cual, además del control normal sobre 
los estados financieros, todo tenía que someterse a la 
aprobación previa de la Superintendencia Bancaria: 
las pólizas. las tarifas, el reaseguro facultativo, el 
reaseguro automático y los anexos".

La segunda etapa se inició en 1990 "cuando pasamos 
de estar exhaustivamente regulados a estar totalmente 
desregulados como consecuencia del proceso de 
liberación y apertura. Este cambio ha tenido algunos 
efectos positivos porque ha hecho que el sector se 
dinamice, se vuelva más creativo y ofrezca distintas 
opciones para el asegurado en cuanto a productos 
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y costos. Sin embargo, los seguros han registrado 
resultados técnicos preocupantes".

El doctor Botero considera que la industria tiene en 
Colombia un nivel técnico muy alto. "En términos ge-
nerales disponemos de una buena formación asegu-
radora, poseemos claridad conceptual y contamos con 
una buena estructura, técnico-académica."

HABLANDO DE COLSEGUROS
Colseguros se creó en 1874 con el fin de asegurar los 
cargamentos importados al país por la vía del río Mag-
dalena. En 1902 se inició el ramo vida con la póliza 
de vida individual. En 1910 se estableció el ramo de 
seguros de accidentes, en 1939 el seguro de manejo y 
cumplimiento, en 1962 el seguro de maquinaria y en 
1984 se lanzó la nueva póliza de automóviles que, con 
el respaldo de Fasecolda, fue adoptada por todo el sec-
tor asegurador. En 1988 se aprobó el lanzamiento de la 
póliza blanca de cirugía y hospitalización.

El doctor Botero comenta que Colseguros "es una com-
pañía que evolucionó a la par con la historia del país, 
una empresa que ha pasado por distintas situaciones 
en diferentes épocas. Hoy en día afronta unos retos 
muy importantes: por una parte, venimos trabajando 
hace año y medio en un proceso de integración con la 
Nacional de Seguros, la cual de acuerdo con una re-
ciente decisión de los accionistas de ambas empresas 
desembocará muy pronto en una fusión que llevará 
a Colseguros-La Nacional a constituirse en la mayor 
organización de seguros del país y entre las diez más 
grandes de América Latina. El otro es el reto de ade-
cuar la organización para operar efectiva y eficiente-
mente en el gran mercado que abre la privatización de 
la Seguridad Social.

UN ASOMO AL FUTURO
Bernardo Botero cree que el sector de los seguros tiene 
un potencial muy grande con una amplia perspectiva 
de dinamización en el área de los seguros ligados a la 
razonable expectativa frente a la privatización de la 
Seguridad Social. En cuanto a los Seguros Generales, 
considera que tendrán un desarrollo activo, pero me-
nos dinámico que el registrado entre los años 90 y 94, 
es decir, que recuperarán un ritmo de crecimiento real 
del 3 al 5%, similar al observado en los años anteriores 
al 90.
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Seguros 
y fianzas
Libro 2
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Politica General y Criterios Basicos
para la Suscripcion de Fianzas

INTRODUCCION
En lo que va corrido de la presente década la actividad 
económica a nivel mundial ha venido evolucionando 
dentro de un clima de aguda recesión, y nuestro he-
misferio no ha sido ciertamente excepción a este fe-
nómeno. Estancamiento de la actividad industrial, 
fuertes niveles de endeudamiento tanto interno como 
externo de los sectores público y privado, altas tasas de 
interés, elevados índices de desempleo, serias dificul-
tades para la financiación de proyectos de desarrollo, 
depresión de los mercados internacionales acompa-
ñada en muchos casos de marcados descensos en pre-
cios de productos básicos de exportación, constituyen 
común denominador en la delicada situación econó-
mica porque atraviesan muchos de nuestros países, si 
no todos.

Baste a este respecto citar algunas cifras tomadas del 
Informe Anual sobre el Progreso Económico y Social en 
América Latina para 1983 (1), publicado recientemen-
te por el Banco Interamericano de Desarrollo. Según 
el BID, durante el año de 1982 el producto agregado de 
la región disminuyó en aproximadamente un 1.20/o; 
varios países registraron en 1981 1982 una reducción 
del ingreso percapita de más del 10% con relación a 
1980; la producción en el sector manufacturero pre-
sentó una disminución del 2.6% en 1981 y del 2.7% en 
1982. Igualmente, en 1982, el sector de la construcción 
cayó un 4.5% mientras en el sector agrícola se produjo 
estancamiento. Por excepción, en el sector eléctrico se 
observó durante 1982 un crecimiento del valor agre-
gado en 3.6%; Sin embargo, en el mismo año, las ex-
portaciones de petróleo de la región disminuyeron en 
2.000 millones de dólares.

En materia de ocupación, el estudio indica que un 30% 
de la mano de obra se encuentra hoy sub-empleada o 
desempleada; solamente la desocupación abierta pasó 
5.8% en 1980 a 7.4% en 1982. Finalmente, las reservas 
internacionales de la región descendieron en 1982 en 
algo más de 12.500 millones de dólares, lo cual equi-
vale a un 31% de las reservas acumuladas a diciembre 
31 de 1981.

Si bien es cierto que en los Estados Unidos se perciben 
claros signos de reactivación económica, no lo es me-

nos que el efecto favorable de tal fenómeno se demo-
rará no poco tiempo en producir resultados tangibles 
sobre nuestros países.

El análisis y selección de riesgos en materia de fianzas 
debe realizarse desde tres puntos de vista, a saber en 
cuanto al contratista, cuyas obligaciones son materia 
de la fianza que otorga la compañía; en cuanto al con-
trato en sus aspectos técnicos, económicos y jurídicos; 
y, finalmente, en cuanto a las fianzas o garantías mis-
mas a ser otorgadas, sus modalidades, características, 
montos y condiciones.

El estudio indica que un 30% de la mano 
de obra se encuentra hoy sub-empleada 
o desempleada

Correspondió a distinguidos expositores que me pre-
cedieron en el uso de la palabra, efectuar el análisis 
detenido de la crisis financiera internacional descrita 
y de sus ineludibles repercusiones tanto sobre la acti-
vidad de la construcción, como, de consiguiente, so-
bre los contratistas de obra, a quienes, por la natura-
leza misma de la labor que realizan, no les es dable 
sustraerse de sus efectos.

La incidencia de la delicada situación planteada so-
bre la suscripción de fianzas de obra, se ha convertido, 
de otra parte, en preocupación prioritaria para el sus-
criptor profesional. La descripción de los principios 
generales y criterios básicos que tradicionalmente in-
forman la suscripción, y su análisis dentro de la actual 
coyuntura, constituyen el objetivo central de esta di-
sertación.

Tema independiente del anterior, aun cuando en no 
pocos aspectos vinculado con el mismo, es el de los 
riesgos políticos, al cual haré igualmente referencia, 
habida consideración de su cada día mayor importan-
cia dentro del análisis y selección de riesgos en mate-
ria de fianzas.

Año
1983
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NORMAS DE SELECCION 
DE RIESGOS
La adecuada suscripción de fianzas demanda un cui-
dadoso análisis y evaluación de información no so-
lamente amplia sin, además, diversa en cuanto a las 
áreas de conocimiento a que hace referencia. Aspec-
tos técnicos, relativos a la naturaleza y características 
de las obras a realizar; jurídicos, referentes a los tér-
minos y condiciones de los contratos, naturaleza de 
las entidades contratantes y clausulado de las garantí; 
financieros y contables, concernientes a la situación 
económica de los contratistas, al valor de las obras a 
realizar, su forma de pago etc., deben, entre otros mu-
chos, ser detenidamente estudiados en el proceso de 
otorgamiento de una fianza.

El análisis y selección de riesgos en materia de fianzas 
debe realizarse desde tres puntos de vista, a saber en 
cuanto al contratista, cuyas obligaciones son materia 
de la fianza que otorga la Compañía; en cuanto al con-
trato, en sus aspectos técnicos, económicos y jurídi-
cos; y, finalmente, en cuanto a las fianzas o garantías 
mismas a ser otorgadas, sus modalidades, caracterís-
ticas, montos y condiciones.

A continuación nos ocuparemos del estudio en detalle 
de cada uno de los aspectos anotados.

I. EN CUANTO AL CONTRATISTA

Las calidades del contratista constituyen un aspecto 
primordial y determinante en la suscripción de fian-
zas. Tres son los factores con arreglo a los cuales se ha 
realizado tradicionalmente la evaluación técnica del 
contratista de una obra concreta a ser afianzada: ca-
rácter, capacidad y capital.

1. Carácter

En el análisis del "carácter" interesa particularmente 
evaluar todos aquellos aspectos que en materia de se-
guros se conocen bajo la denominación de riesgo mo-
ral; es decir, la integridad de la firma y de sus socios, 
su prestigio, su trayectoria.

El carácter hace relación a las calidades del contra-
tista apreciadas en abstracto, es decir, prescindiendo 
de toda referencia a las características de la obra que 
proyecta realizar. En el análisis del "carácter" interesa 
particularmente evaluar todos aquellos aspectos que 
en materia de seguros se conocen bajo la denomina-
ción de riesgo moral; es decir, la integridad de la firma 
y de sus socios, su prestigio, su trayectoria: El suscrip-
tor debe adicionalmente conocer a satisfacción la or-
ganización de la empresa misma, su seriedad y estabi-
lidad, y cerciorarse de que cuenta con conocimientos 
y experiencia adecuados para desarrollar con éxito sus 
actividades.

Es sorprendente, y en verdad no debería serlo, con 
cuánta frecuencia factores inherentes al susodicho 
"carácter" constituyen causa fundamental del fracaso 
de un contratista. En un estudio realizado por Dun & 
Bradstreet, en que se relacionan las 10 causas de quie-
bra más frecuentes de las entidades constructoras en 
los Estados Unidos, se consignaron entre otras las de 
comportamiento financiero desmedido; falta de regis-
tros contables adecuados; falta de conocimiento de la 
gerencia; inexperiencia;  especulaciones en inversio-
nes ajenas al objeto social de la empresa(1). 

Aun cuando en otro campo, no menos diciente es un 
estudio realizado sobre 493 bancos norteamericanos 
liquidados entre 1934 y 1972, en el que se llegó a la con-
clusión de que ninguna de dichas instituciones debió 
cerrar sus puertas en razón de que su patrimonio no 
fuese adccuado con arreglo a las normas establecidas. 
Según el citado estudio, de los 54 bancos liquidados 
entre 1960 y 1972, 12 fueron clausurados por fraude y 
el resto por manejo gerencial abusivo, autopréstamos 
y otras violaciones a la reglamentación bancaria(2).

2. Capacidad

La capacidad hace referencia a las calidades del con-
tratista, analizado no ya en abstracto sino en relación 
con las especificaciones concretas de la obra que pro-
yecta realizar. En este sentido, interesa al suscriptor 
evaluar sus conocimientos y su experiencia en la rea-
lización de proyectos similares, tanto por la índole de 
las obras como por el tamaño de las mismas. La ido-
neidad del personal a su servicio y la disponibilidad 
de equipo suficiente y adecuado a las características 
de las obras, constituyen igualmente factores impor-
tantes.

Adicionalmente, y a fin de establecer con claridad 
la real capacidad del contratista para emprender un 
nuevo proyecto, debe evaluarse el estado actual de las 
obras en curso y conocerse las licitaciones pendientes 
de adjudicación en que se halle comprometido.

La capacidad hace referencia a las calidades del con-
tratista, analizado no ya en abstracto sino en relación 
con las especificaciones concretas de la obra que pro-
yecta realizar.

3. Capital

La tercera e igualmente muy importante calidad que 
debe analizarse en un contratista, para efectos de su 
adecuada evaluación al otorgársele una fianza de eje-
cución de obra, hace referencia a su estructura finan-
ciera.

(1) Firmind Whitaker Jr. y Rafael Ribeiro do Valle, Asociación Panamericana de 
Fianzas, V Asamblea, 1978.

(2) Robert E. Barnett, "Anatomy of Bank Failure", Magazine of Bank Administra-
tion. Cita tomada de "El Sector Financiero Estructura, Desarrollo y Perspectivas", 

Asociación Bancaria de Colombia, 1982.
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A - Estados Financieros

Como regla general el suscriptor debe conocer los es-
tados financieros del contratista correspondientes a 
los tres últimos años.

Tanto el balance general, que proyecta la imagen de la 
situación financiera "estática" del contratista en una 
fecha determinada, como el estado de ganancias y 
pérdidas, que da a conocer el resultado de la actividad 
realizada durante un período específico, usualmente 
el último año calendario, deben ser analizados en for-
ma exhaustiva.

a) Balance General.

De especial interés para el suscriptor es conocer la si-
tuación de liquidez del contratista, dada por la dife-
rencia entre activos corrientes y pasivos corrientes en 
el lance, la cual indica la disponibilidad real de capital 
de trabajo.

Mucho se ha discutido sobre la relación que debe exis-
tir entre el capital de trabajo del contratista y el volu-
men de obra pendiente de realizar a su cargo. De he-
cho, es claro que dicha relación dependerá, en buena 
parte, de las características mismas de los proyectos 
en curso, de sus requerimientos específicos de inver-
sión y del tamaño y experiencia del contratista. No re-
sulta factible, por lo tanto, definir en forma fija lo que 
constituye una relación adecuada de capital de trabajo 
a obra en ejecución. Como parámetro general o punto 
de referencia, se considera que una relación de uno de 
capital de trabajo a diez de obra en ejecución, es nor-
malmente adecuada, o sea que, el capital de trabajo o 
liquidez de un contratista, debe en principio ser apro-
ximadamente igual al 10%/o de su volumen de obra 
pendiente.

Pero tan importante como que la relación entre los ac-
tivos y los pasivos corrientes del contratista muestre 
la disponibilidad de un capital de trabajo adecuado, 
es que la evaluación de lo que efectivamente consti-
tuyen activos y pasivos corrientes sea hecha en forma 
correcta.

Como parámetro general o punto de referencia, se con-
sidera que una relación de uno de capital de trabajo a 
diez de obra en ejecución, es normalmente adecuada.

Una de las labores más difíciles del suscriptor es, por 
lo tanto, verificar adecuadamente la exactitud de las 
partidas que aparecen en el pasivo del balance.

Un análisis pormenorizado de los diversos rubros del 
balance excedería las posibilidades y objetivos del 
presente estudio. Sin embargo, quisiera, así sea bre-
vemente, referirme a algunos rubros, tanto del activo 
como del pasivo, que requieren especial atención:

En el activo, los rubros de caja, bancos e inversiones 
mobiliarias (acciones y bonos), no ofrecen mayor difi-
cultad. Deben si verificarse dineros en caja, e inversio-
nes en bonos y acciones en cuanto a su calidad y liqui-
dez, cuando éstos representan sumas significativas.

En cuanto a las cuentas por cobrar, conviene conocer 
en detalle tanto los saldos pendientes de cobro que 
tenga el contratista por concepto de obras termina-
das, como las sumas correspondientes a cuentas pre-
sentadas dentro de contratos en vía de ejecución. En 
ambos casos, lo que primordialmente interesa al sus-
criptor es establecer la solvencia y puntualidad en el 
pago por parte de las entidades deudoras. En nuestro 
medio y en épocas como la actual no es poco común 
encontrar entidades, normalmente del sector público, 
en las cuales el trámite de aprobación y pago de cuen-
tas es exageradamente dilatado, generando por consi-
guiente dificultades de liquidez para los contratistas.

Finalmente interesa analizar con detenimiento, den-
tro del activo corriente, la partida correspondiente a 
materiales en existencia o materiales disponibles en 
poder del contratista. En relación con este rubro el 
suscriptor debe distinguir entre aquellos materiales 
requeridos para las obras en curso, los cuales consti-
tuyen efectivamente parte importante del activo lí-
quido, y otros materiales que el contratista ha acumu-
lado con carácter de residuos de contratos anteriores, 
los cuales no son normalmente de fácil liquidación y, 
por lo tanto, mal podrían considerarse como parte de 
los activos corrientes.

En cuanto al pasivo, debemos partir del aforismo ge-
neralmente aceptado de que, si bien puede tomarse 
como cierto que todo lo que en el balance aparece a 
cargo del contratista realmente lo debe, no necesaria-
mente todo lo que debe aparece a su cargo en el balan-
ce. Una de las labores más difíciles del suscriptor es, 
por lo tanto, verificar adecuadamente la exactitud de 
las partidas que aparecen en el pasivo del balance.

En términos generales, respecto de las cuentas del pa-
sivo, debe distinguirse entre las sumas exigibles a corto 
plazo, menos de un año, y las adeudadas a mediano o 
largo plazo. Generalmente, las sumas adeudadas a más 
de un año, no son consideradas como pasivos corrien-
tes. Si bien los suscriptores analizan en mayor deta-
lle los rubros correspondientes a los activos y pasivos 
corrientes, no por ello dejan de tener importancia las 
sumas de activos y pasivos a largo plazo. La diferencia 
entre los activos y los pasivos totales del contratista, 
permitirá conocer su solidez financiera, y con ella, la 
real dimensión y capacidad de la firma.

b) Estado de Ganancias y Pérdidas

El estado de ganancias y pérdidas nos presenta una 
imagen "dinámica" del resultado financiero de las ope-
raciones del contratista. Su importancia para el sus-
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criptor radica en que le da a conocer la forma como 
han venido evolucionando los resultados financieros 
del contratista, es decir, si está o no obteniendo utili-
dad y si venido fortaleciéndose o debilitándose con el 
tiempo.

B) Capacidad de Endeudamiento

Además del análisis de los estados financieros a que 
hemos venido haciendo referencia, es importante para 
el suscriptor conocer la capacidad de endeudamiento 
del contratista, la cual guarda íntima relación con su 
prestigio ante las entidades financieras, especialmen-
te bancos, y con la disponibilidad de activos adecua-
dos para ser otorgados como garantía en operaciones 
de crédito.

Además del análisis de los estados financieros, es im-
portante para el suscriptor conocer la capacidad de 
endeudamiento del contratista.

C) Contragarantía

Finalmente, compete al suscriptor en relación con el 
estudio de la situación financiera del contratista, es-
tablecer la clase y valor de la contragarantía que de-
berá exigir de éste o de un tercero, en orden a expedir 
una fianza.

Es generalmente aceptado que los convenios de in-
demnización o contragarantía, cualesquiera que fue-
ren sus características, no constituyen justificación 
suficiente para la suscripción de un mal riesgo.

El aspecto de la contragarantía daría en sí mismo su-
ficiente tema de análisis, no sólo para una conferen-
cia sino para un seminario; por lo cual, me limitaré a 
formular algunas observaciones muy concretas:

a) Es esencial que el otorgamiento de la contragaran-
tía, cualquiera sea su modalidad, se haga en debida 
forma desde el punto de vista jurídico. Esta observa-
ción es especialmente importante en relación con las 
contragarantías que deben ser otorgadas por las casas 
matrices de contratistas internacionales y, por lo tan-
to, en un país distinto de aquél en que opera la afian-
zadora, entidad esta que suele desconocer los requisi-
tos de forma exigidos para su adecuado otorgamiento. 
En tal caso, es recomendable gestionar la obtención de 
la contragarantía, a través de un suscriptor colega con 
sede en el país en que debe otorgarse, normalmente el 
afianzador regular del contratista, ofreciéndole como 
contraprestación una razonable participación en la 
fianza.

En algunos países es igualmente importante obtener, 
al momento de firmarse la contragarantía autoriza-
ción de las autoridades monetarias, a fin de evitar difi-
cultades para la realización de la transferencia de fon-
dos o el cambio de moneda, en el evento de requerirse 
hacer efectiva la contragarantía.

b) En los casos en que el contratista es una sociedad 
de personas en cuyas operaciones los socios o parte de 
ellos toman una participación activa, es recomenda-
ble que las contragarantías se firmen en forma solida-
ria por la sociedad y sus socios a título personal.

c) Es generalmente aceptado que los convenios de in-
demnización o contragarantía, cualesquiera fueren 
sus características, no constituyen justificación sufi-
ciente para la suscripción de un mal riesgo; son sí, un 
elemento indispensable para consolidar la posición 
del afianzador, en frente de un contratista que, por lo 
demás, reúna los requisitos exigidos para ser afianza-
do.

II. EN CUANTO AL CONTRATO

Un cuidadoso análisis del contrato resulta esencial 
para poder evaluar adecuadamente el riesgo objetivo 
a ser asumido por el afianzador.

En el contrato se establecen claramente la naturale-
za y alcance de las labores a cargo del contratista, se 
definen los términos económicos de la negociación, y 
se estipulan los derechos y obligaciones de las partes 
contratantes.

Para el suscriptor de fianzas resulta particularmente 
importante efectuar el análisis del contrato desde tres 
puntos de vista : el técnico, el económico y el jurídico.

1. Desde el Punto de Vista Técnico

En el contrato se describen las características técnicas, 
especificaciones y términos de ejecución de las obras a 
desarrollar por el contratista. El suscriptor, desde este 
punto de vista, debe analizar el alcance de las obliga-
ciones afianzadas a la luz de los criterios que hacen 
relación a la denominada "capacidad" del contratista, 
esto es, sus conocimientos y experiencia, la idoneidad 
del personal a su servicio y la disponibilidad de equipo 
suficiente y adecuado a las características de las obras.

Una evaluación realmente integral de las caracterís-
ticas técnicas hace necesario conocer, además, los re-
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querimientos y disponibilidad de mano de obra, las 
necesidades de bienes y servicios adicionales, las labo-
res a cargo de subcontratistas y las calidades de éstos, 
aspectos que con frecuencia y desafortunadamente, 
exceden el alcance de los análisis que está en posibili-
dad de realizar el suscriptor.

Interesa fundamentalmente al suscriptor establecer si 
el valor de las obras calculado por el contratista, co-
rresponde adecuadamente a su costo más un margen 
razonable.

2. Desde el Punto de Vista Económico

No nos ocupamos en este punto de los estados finan-
cieros del contratista, ni de su capacidad económica 
para llevar a cabo la obra contratada, aspectos que fue-
ron analizados anteriormente.

Aquí interesa fundamentalmente al suscriptor esta-
blecer si el valor de las obras calculado por el contra-
tista, corresponde adecuadamente a su costo más un 
margen razonable. El análisis de las diversas propues-
tas recibidas por la Entidad Contratante resulta de 
mucha utilidad al respecto. Un cinco a diez por ciento 
de diferencia entre el costo propuesto por el contra-
tista favorecido y la oferta del proponente más cerca-
no, se considera, en términos generales, aceptable. En 
caso de presentarse un margen mayor sería en muchas 
ocasiones aconsejable para el suscriptor, establecer a 
satisfacción las razones que lo justifican.

Otro aspecto, directamente relacionado con el ante-
rior, y que en épocas de elevada inflación como la que 
atraviesan las economías latinoamericanas adquiere 
especial relevancia, es el relativo a la cláusula de ajus-
te de precios en los contratos. En virtud de dicha cláu-
sula la entidad contratante asume los mayores costos 
por incremento en salarios decretados por el gobier-
no, aumento en precios de materiales, combustibles, 
etc., liberando así al contratista de un riesgo en mu-
chos casos difícil de prever adecuadamente.

Como corolario de lo expuesto resulta obvio que los 
denominados contratos de obra "a precio fijo", es de-
cir sin cláusula de ajuste, son, en tiempos como los ac-
tuales y países como los nuestros, altamente azarosos 
y exigen por lo tanto un estudio muy cuidadoso para 
su afianzamiento.

Los denominados contratos de obra "a precio fijo", es 
decir sin cláusula de ajuste, son, en tiempos como los 
actuales y en países como los nuestros, altamente aza-
rosos y exigen por lo tanto un estudio muy cuidadoso 
para su afianzamiento.

3. Desde el Punto de Vista Jurídico

Desde el punto de vista jurídico el afianzador debe ana-
lizar con detenimiento los términos y condiciones del 
contrato, en especial aquellos que estipulan el alcance 
de las obligaciones de las partes, y además conocer a 

fondo, tanto las normas legales que regulan la contra-
tación entre particulares, como las que establecen el 
régimen de contratación con entidades oficiales.

Algunas de las estipulaciones de orden legal o con-
tractual que en el análisis jurídico de los contratos ce-
lebrados con entidades oficiales, interesa evaluar al 
afianzador, son: la de caducidad, mediante la cual se 
estipulan las causales con arreglo a las cuales la entidad 
contratante puede declarar unilateralmente el incum-
plimiento del contrato; las de terminación, modifica-
ción e interpretación unilateral de los contratos por 
voluntad de la administración, con base en razones de 
interés público; y las cláusulas penal y de multas por 
incumplimientos parciales, que consagran sanciones 
pecuniarias a cargo del contratista. 
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III. EN CUANTO A LAS GARANTÍAS

Debe finalmente el suscriptor, den-
tro del proceso de evaluación de los 
riesgos sometidos a su considera-
ción, analizar en lo relativo a su mo-
dalidad y coberturas -texto, monto 
y lapso de duración- las fianzas re-
queridas para garantizar el cumpli-
miento de contratos de obra. Dicho 
análisis comprende los siguientes 
aspectos:

1. Modalidad

La obligación del afianzado bajo una 
garantía de ejecución de obra, bien 
puede ser, como en muchos de nues-
tros países, solidaria, haciendo po-
sible para el acreedor o dueño de la 
obra, perseguir simultáneamente 
tanto al contratista deudor princi-
pal como a su garante, o, como en los 
países anglosajones, subsidiaria, re-
quiriéndose para el acreedor agotar 
todos los recursos contra el deudor 
principal, antes de poder hacer efec-
tiva la garantía (1). En ambos casos, 
sin embargo, la exigibilidad de las 
sumas garantizadas, presupone el 
incumplimiento de sus obligaciones 
por parte del contratista deudor y la 
prueba de dicho incumplimiento.

Cosa muy distinta sucede con las de-
nominadas garantías incondiciona-
les o a primer requerimiento, en las 
cuales el afianzador debe efectuar el 
pago de la suma garantizada, ante el 
simple requerimiento de la entidad 
contratante, sin que se exija prueba 
alguna de incumplimiento por parte 
del contratista.

La utilización de esta modalidad de 
fianza para garantizar el cumpli-
miento de contratos de ejecución 
de obra se ha desarrollado princi-
palmente en los países del Medio 
Oriente, en donde ha dado lugar a 
graves problemas. Dentro de Amé-
rica Latina y con carácter general 
para el afianzamiento de contratos 
con entidades de derecho público, 
se ha querido establecer en Ecua-
dor y allí igualmente ha dado lugar 
a algunos problemas y generado 
amplia controversia.

El suscriptor debe analizar con 
detenimiento cada una de las co-
berturas requeridas por la entidad 
contratante, en cuanto a su texto, 
monto y lapso de duración.

Esta modalidad de fianza es evi-
dentemente más propia de las enti-
dades bancarias, las cuales la otor-
gan normalmente para garantizar 
el cumplimiento de obligaciones 
de contenido crediticio. Su expe-
dición para el afianzamiento de 
contratos de obra, debe ser mirado 
con mucha reserva por los suscrip-
tores, pues en ellas se limita drásti-
camente, cuando no se elimina, el 
derecho de defensa del afianzador. 
Adicionalmente, se hace un pobre 
servicio al contratista quien, nor-
malmente, ha otorgado una con-
tragarantía.

(1) Dr. Arturo Brillembourg - Riesgos Políticos y la 
Noción de Fuerza Mayor en los Contratos de Fianza. 
Panamá, abril 20, 1982.

Otro aspecto importante en rela-
ción con el monto de las garantías 
es el relativo a las multas y clausu-
las penales que pueden hacerse exi-
gibles como sanción, por el hecho 
mismo del incumplimiento y sin 
consideración al valor de los per-
juicios sufridos por el acreedor.

El suscriptor debe ana-
lizar con detenimiento 
cada una de las cobertu-
ras requeridas por la enti-
dad contratante
 

Coberturas

En lo relativo a contratos de ejecu-
ción de obra se requieren normal-
mente garantías para la buena uti-
lización de las sumas entregadas 
en carácter de anticipos al contra-
tista; el cumplimiento de las obli-
gaciones emanadas del contrato; el 
pago de los salarios y prestaciones 
sociales a los trabajadores a cargo 
del contratista; y, la estabilidad o 
buen funcionamiento de las obras 
por un lapso determinado, una vez 
efectuada la entrega formal de las 
mismas.

El suscriptor debe analizar con 
detenimiento cada una de las co-
berturas requeridas por la entidad 
contratante, en cuanto a su texto, 
monto y lapso de duración, como 
pasaremos a ver a continuación.
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A) Texto:

El texto de las garantías otorga-
das para afianzar el cumplimiento 
de obligaciones entre particulares, 
suele ser elaborado por las propias 
afianzadoras y por tal razón no pre-
senta, normalmente, dificultades.

Cosa muy distinta sucede con las 
garantías para afianzar contratos 
con entidades de derecho públi-
co, cuyo texto es normalmente, al 
menos en Colombia, elaborado por 
un organismo oficial, En tales ca-
sos es necesario que el suscriptor 
se familiarice con el clausulado de 
la garantía, en especial con aque-
llas cláusulas relativas a la forma 
de hacer efectiva la obligación del 
afianzador.

B) Monto:

Las fianzas de correcta utilización 
del anticipo suelen otorgarse por el 
ciento por ciento del valor del mis-
mo; en las de cumplimiento es nor-
mal que su expedición se haga por 
un porcentaje del precio contrac-
tual que fluctúa entre un cinco y un 
veinte por ciento, excepción hecha 
de los Estados Unidos, en donde di-
chas fianzas deben normalmente 
otorgarse por el ciento por ciento 
del valor del contrato.

El suscriptor debe considerar a este respecto el monto de las garantías 
requeridas, en función no sólo del contrato sino, además, de las respon-
sabilidades pendientes con relación a otras obras aún no concluidas por 
el contratista.

Otro aspecto importante en relación con el monto de las garantías es el 
relativo a las multas y cláusulas penales que pueden hacerse exigibles 
como sanción, por el hecho mismo del incumplimiento y sin considera-
ción al valor de los perjuicios sufridos por el acreedor.

El sólo hecho de que exista una crisis económica plantea para el afian-
zador la necesidad de establecer criterios más estrictos de suscripción.

C) Lapso de Duración:

Normalmente las garantías de correcta utilización dei anticipo y cum-
plimiento del contrato, se otorgan por un lapso igual al de la duración 
del mismo y, en algunos casos, sesenta o noventa días adicionales. Este 
aspecto no presenta dificultades para el suscriptor.

El lapso de vigencia de las garantías de estabilidad o buen funciona-
miento debe ser, en cambio, materia de cuidadoso análisis, ya que éste 
puede ser mayor o menor, dependiendo de la naturaleza de las obras 
realizadas Como regla general, garantías de más de cinco años no sólo 
conllevan el peligro de que se formulen reclamaciones por fallas resul-
tantes de deterioro gradual, que no son el objeto de la cobertura otorga-
da, sino, además, constituyen compromisos poco aconsejables en mu-
chos casos, dada la dificultad de prever a largo plazo el comportamiento 
de los negocios del contratista afianzado, y su situación financiera..

A manera de síntesis de lo expuesto adjuntamos un cuadro sinóptico en 
el cual se describen los elementos que informan el análisis y selección 
de riesgos, en la suscripción de fianzas de ejecución de obra.



22 - Estudios Sobre Seguros - Bernardo Botero Morales Volver al índice

SUSCRIPCION DE FIANZAS EN 
EPOCAS DE RECESION ECONOMICA
Definidos los requisitos de carácter jurídico, adminis-
trativo, técnico y financiero que, a manera de elemen-
tos de juicio para la adecuada suscripción de riesgos en 
el ramo de fianzas deben reunir el contratista, el con-
trato y la garantía, resulta procedente entrar a analizar 
en qué medida dichos elementos o requisitos deben 
ser replanteados en razón de los efectos propios de un 
período de aguda recesión económica y, por ende, cuál 
ha de ser su incidencia sobre los principios y criterios 
básicos que orientan el proceso de toma de decisión 
del suscriptor de fianzas.

Podemos al respecto partir de un principio casi axio-
mático: el sólo hecho de que exista una crisis económi-
ca como la que en la actualidad afecta a los países en 
desarrollo, casi sin excepción, y a no pocos de los in-
dustrializados, plantea para el afianzador la necesidad 
de establecer criterios más estrictos de suscripción, en 
razón del mayor riesgo de defección o incumplimien-
to que en sí mismo crea, necesariamente, el clima de 
incertidumbre y desconfianza propio de los períodos 
de crisis.

De otra parte, son múltiples y de muy diversa índo-
le los perjuicios concretos, tangibles y directos que de 
manera general sobre el sector de la construcción y en 
particular sobre los contratistas y las entidades con-
tratantes, se producen en un período de recesión eco-
nómica.

La construcción, como sector cuyo comportamiento se 
encuentra íntimamente ligado a la situación general 
de la economía, suele sumirse en un proceso de acen-
tuada disminución de actividades.

El Estado, motor de la obra pública, afectado por eleva-
dos niveles de endeudamiento que dificultan la obten-
ción de financiación externa y por acentuados déficits 
presupuestal y de tesorería, fenómenos coyunturales 
propios de una economía en crisis, se ve forzado a sus-
pender la realización de nuevos proyectos de construc-
ción y a disminuir el ritmo de trabajo en no pocas de 
las obras en curso.

Los particulares, víctimas igualmente de las restric-
ciones de crédito y desestimulados por la depresión de 
los mercados, adop1an idéntico comportamiento.

El fenómeno descrito se traduce, para el contratista de 
obra, en disminución de las oportunidades de traba-
jo, paralización de equipos y demás efectos propios de 
una situación de oferta deprimida.

Adicionalmente, la recesión económica causa al con-
tratista de obra serias dificultades, que indefectible-
mente afectan su situación financiera.

Baste al respecto, sin pretender ahondar en el examen 
de los efectos de la crisis sobre la actividad de los con-
tratistas, pues esto tema es objeto de análisis específico 
en otra conferencia, enumerar, por vía de ilustración, 
algunos de los perjuicios más ostensibles e inmedia-
tos:

1. Detrimento patrimonial en términos reales, como 
consecuencia de elevadas tasas de inflación y devalua-
ciones masivas;

2. Encarecimiento, por efecto igualmente de la deva-
luación, de las obligaciones en moneda' dura contraí-
das para la adquisición de equipos;

3. Escasez de crédito para capital de trabajo;

4. Dificultades en los flujos de tesorería a causa de la 
morosidad de las entidades contratantes en atender al 
pago de sus obligaciones. 

Eventualmente, aunque por vía de excepción, se pre-
sentan efectos positivos como el abaratamiento y ma-
yor disponibilidad de algunos insumos básicos, a con-
secuencia de la situación deprimida en la demanda.

La actitud del suscriptor de fianzas en frente de los fe-
nómenos descritos, no puede ser otra que la de adop-
tar especial cuidado, en la evaluación de la incidencia 
que los efectos negativos de la recesión, pueda tener 
sobre los diversos aspectos materia de análisis en el 
proceso de selección de riesgos descrito en la primera 
parte de la presente exposición; en especial, sobre los 
estados financieros del contratista.

En resumen, si bien se hace necesario para el suscriptor 
de fianzas evaluar con especial detenimiento los pro-
blemas coyunturales que para el contratista de obra 
plantean las tendencias depresivas y contraccionis-
tas de la economía, tal circunstancia no hace en ma-
nera alguna necesario, en nuestra opinión, modificar 
los principios y criterios básicos que tradicionalmente 
han orientado la sana suscripción de fianzas.

Normalmente, el incumplimiento de un contrato, 
como consecuencia de la ocurrencia de un riesgo po-
lítico propio o directo, no genera por sí mismo obli-
gación alguna de indemnización bajo la fianza que lo 
garantiza, por constituir, con carácter de fuerza mayor 
o caso fortuito, causal de exoneración de responsabili-
dad tanto para el contratista como para su afianzador.
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ACTITUD DEL AFIANZADOR 
EN FRENTE DE LOS RIESGOS
POLITICOS
Sobre el tema de los riesgos políticos ha competido di-
sertar en forma amplia a los distinguidos colegas Jean 
Bastin y John Fitzgerald, Me limitaré, por lo tanto, a 
formular algunos comentarios sobre la actitud que co-
rresponde asumir al afianzador en frente de los mis-
mos.

El estudio de contratos de ejecución de obras en que 
participan contratistas internacionales, debe ir acom-
pañado de un examen general sobre la situación políti-
ca, social y económica del país en que han de llevarse a 
cabo los trabajos, con miras a precisar adecuadamen-
te el alcance de los peligros de guerra, confiscación, 
expropiación, embargo y demás eventos constitutivos 
de los denominados riesgos políticos propios o direc-
tos.

Normalmente, el incumplimiento de un contrato, 
como consecuencia de la ocurrencia de un riesgo polí-
tico propio o directo (1), no genera por sí mismo obli-
gación alguna de indemnización bajo la fianza que lo 
garantiza, por constituir, con carácter de fuerza mayor 
o caso fortuito, causal de exoneración de responsabili-
dad tanto para el contratista como para su afianzador.

En razón de lo expuesto, el suscriptor, si bien no debe 
ser indiferente a las consecuencias del riesgo político 
directo respecto del contrato afianzado así pueda no 
generarle responsabilidad inmediata, debe primor-
dialmente dirigir su análisis a la cuidadosa evaluación 
de los efectos que la ocurrencia de dicho riesgo pueda 
producir sobre la situación financiera del contratista 
y, por ende, sobre su capacidad para cumplir adecua-
da y oportunamente otros contratos, respecto de los 
cuales el perjuicio producido por el riesgo político, no 
configura causal válida de exoneración de responsa-
bilidad.

Los denominados riesgos políticos indirectos o impro-
pios, plantean para el contratista internacional y su 
afianzador problemas igualmente delicados que deben 
ser examinados con detenimiento, tanto por el con-

tratista al entrar a operar en un país extranjero, como 
por el afianzador al otorgar las garantías respectivas.

Fenómenos como conmociones internas de carácter 
político no oficialmente reconocidas; expedición de 
drásticas medidas gubernamentales en materia cam-
biaria, tributaria, laboral, etc; carencia de un sistema 
judicial eficiente y realmente autónomo, que pueda 
dirimir eventuales controversias entre el contratista y 
la entidad contratante, con prescindencia de presio-
nes por parte de ésta última; falta de estabilidad de los 
gobiernos con sus nocivas repercusiones sobre la con-
tinuidad de los proyectos en curso; exigencia de dila-
tados y complejos trámites burocráticos que muchas 
veces dan lugar a la institucionalización de prácti-
cas poco ortodoxas, cuando no abiertamente corrup-
tas, que dificultan seriamente la labor del contratista, 
etc.; constituyen riesgos políticos indirectos que, no 
obstante llegar en ocasiones a perjudicar seriamente 
al contratista, no suelen adquirir el carácter de fuerza 
mayor o caso fortuito, que lo exoneren de responsabi-
lidad.

La actitud del afianzador frente al riesgo político in-
directo debe ser, por lo tanto, de extrema cautela pues 
a pesar de no ser imputable a responsabilidad del con-
tratista el incumplimiento por tal causa del contrato 
afianzado, las posibilidades de defensa son muy limi-
tadas, cuando no inexistentes.

Respecto de este último punto es, además, particu-
larmente importante para el suscriptor, adquirir un 
conocimiento pleno de los contratos en ejecución en 
países cuya inestabilidad política o económica pueda 
llevar a considerarlos como riesgos políticos delicados, 
a fin de evaluar las repercusiones que sobre la estabili-
dad del contratista y su habilidad para desarrollar con 
éxito otros proyectos, pueda tener eventuales dificul-
tades en dichos contratos.

Finalmente, debemos anotar que el suscriptor de fian-
zas no puede ser ajeno a las situaciones generadoras de 
riesgo político en el país sede del contratista interna-
cional, pues éstas pueden, eventualmente, constituir-
se en causa de incumplimiento de contratos adquiri-
dos en el exterior.
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CONCLUSIONES
A manera de conclusiones de lo expuesto deseamos en primer término poner de 
presente cómo en el ramo de fianzas, cuyo potencial carácter catastrófico no está 
por demás subrayar, el adecuado análisis y selección de riesgos es un proceso com-
plejo, delicado, dispendioso, que demanda amplios conocimientos en disciplinas 
muy diversas, y cuya suscripción debe estar, por lo tanto, en manos de un equipo 
calificado y de amplia experiencia.

En segundo lugar, a nuestro juicio, de lo expuesto puede válidamente deducirse 
que los criterios que informan el proceso de selección de riesgos en el otorgamiento 
de fianzas de ejecución de obra, deben permanecer básicamente intactos, cuales-
quiera sean las circunstancias políticas o económicas del momento, Naturalmen-
te, la correcta aplicación de tales criterios, debe necesariamente dar lugar a que se 
asuma una actitud más prudente y cautelosa en la suscripción, durante períodos 
de inestabilidad política o aguda recesión económica

(1) La clasificación de los riesgos políticos en propios e impropios, fué propuesta 
por Agustín de Vedia en su conferencia "Los Riesgos Políticos y la Suscripción de las 
Fianzas de Contratos" Panamá, abril 1982.
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Las Partes Involucradas en el 
Contrato de Fianza 
Segun las Distintas Modalidades

INTRODUCCION
De la tesis que se adopte frente a la naturaleza jurídica 
de las garantías de cumplimiento, dependerá de ma-
nera determinante el enfoque que deba darse en cuan-
to a las partes contratantes, sus derechos y obligacio-
nes y las normas que las rigen.

En mi país el tema de la naturaleza jurídica de la ga-
rantía de cumplimiento ha sido objeto de amplia con-
troversia. Un sector claramente mayoritario de la doc-
trina ubica dichas garantías dentro del ámbito de los 
denominados seguros de daños de carácter patrimo-
nial y en base a dicho enfoque han sido dictadas por 
la Superintendencia Bancaria -entidad que ejerce la 
vigilancia y control de las compañías de seguros, las 
normas que en Colombia regulan su otorgamiento.

Algunos hemos venido considerando, de otra parte, 
que las pólizas expedidas por las compañías de segu-
ros para garantizar el cumplimiento de obligaciones, 
sean éstas de carácter legal o contractual, tienen na-
turaleza jurídica de fianza comercial y deben regirse 
en sus lineamientos generales por las normas que en 
el Código Civil en ausencia de legislación mercantil al 
respecto- regulan dicha figura.

Una tercera posición de la que es de tiempo atrás in-
signe propulsor el doctor J. Efren Ossa, sostiene que 
las garantías de cumplimiento son un seguro que par-
ticipa de la naturaleza jurídica de la fianza.

Internacionalmente, hasta donde nos ha sido factible 
constatar, existe tanto en la legislación como en la doc-
trina una muy definida tendencia a enmarcar bajo la 
figura jurídica de la fianza comercial, las pólizas que 
para garantizar el cumplimiento de obligaciones lega-
les o contractuales expiden las compañías de seguros, 
los bancos u otras entidades especializadas. Así ocurre 
en nuestro continente en países como Estados Unidos, 
México, Panamá y Argentina; y en Europa Occiden-
tal, en Francia, Alemania, Suiza, Holanda e Italia, etc., 
con la única excepción de España, donde las garantías 
de cumplimiento han sido catalogadas jurídicamente 
como especie de seguro, según se desprende inequí-
vocamente de lo dispuesto por el artículo 66 de la Ley 
Orgánica de Seguros.

En razón de lo expuesto he juzgado indispensable for-
mular algunas reflexiones sobre la naturaleza jurídica 
de dicho contrato -seguro o fianza sin entrar a profun-
dizar sobre el tema pues su análisis en forma amplia 
y detenida ha correspondido al Presidente de nuestra 
Asociación, Licenciado Jorge Orozco Lainé.

Las garantías de cumplimiento son contratos acceso-
rios en virtud de los cuales la entidad que las otorga se 
obliga a responder por el cumplimiento de una obli-
gación ajena, comprometiéndose para con el acreedor 
de la persona o entidad garantizada, a cumplir dicha 
obligación en todo o en parte o a indemnizarle los per-
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juicios que se generen si la persona o entidad garanti-
zada no la cumple.

Existen entre la garantía de cumplimiento y el con-
trato de seguro similitudes evidentes que han llevado 
a no pocos a la conclusión de que la primera no es sino 
una modalidad del segundo.

Las garantías de cumplimiento son en muchos países 
expedidas por compañías de seguros. Concurren en la 
garantía de cumplimiento, a grosso modo, los elemen-
tos esenciales del contrato de seguro, esto es; el inte-
rés patrimonial de la persona o entidad en cuyo favor 
se expide la garantía; el riesgo, o sea la posibilidad de 
incumplimiento de la obligación garantizada; la pri-
ma o contraprestación económica exigida por el otor-
gamiento de la garantía; y, la obligación condicional 
que contrae el garante de indemnizar los perjuicios 
que cause el incumplimiento de la obligación garanti-
zada. Adicionalmente, en las garantías expedidas por 
compañías de seguros, las formas de atomización de 
los riesgos son idénticas a los mecanismos de coase-
guro y reaseguro.

Contienen, sin embargo, las garantías de cumplimien-
to, notas esenciales que resultan incompatibles con 
principios jurídicos inherentes al con trato de seguro.

La noción de riesgo bajo el contrato de seguro se en-
cuentra circunscrita al suceso incierto que no depende 
exclusivamente del tomador, del asegurado o del be-
neficiario y cuya realización da origen a la obligación 
del asegurador.

El alcance de la protección otorgada bajo las garan-
tías de cumplimiento no resulta compatible con tal 
definición, ya que en no pocos casos la no satisfacción 
de las prestaciones a cargo del afianzado es atribui-
ble a actuaciones exclusivamente voluntarias de éste. 
Siendo ello así según las voces de la definición citada, 
el incumplimiento como consecuencia de actos ente-
ramente voluntarios del afianzado no constituiría en 
estricto sentido un riesgo asegurable.

Otro tanto puede predicarse en relación con los prin-
cipios que consagran la inasegurabilidad del dolo, la 
culpa grave y los actos meramente potestativos del to-
mador, del asegurado o del beneficiario del seguro.

El contrato de seguro es por naturaleza revocable. La 
caución de cumplimiento no puede serlo al menos por 
quien la otorga, pues de otra forma se desvirtuaría la 
efectividad de la garantía.

Cabe finalmente destacar el carácter principal y au-
tónomo del contrato de seguro, atributo que se con-
trapone al de claramente accesorio de la garantía de 
cumplimiento.

De otra parte, las características propias de tales pólizas 
o garantías, esto es: la naturaleza y objeto de las obli-
gaciones que contra el garante; su carácter de contra-

tos accesorios; su condición de irrevocables, permiten 
concluir a mi juicio con claridad, que tienen verdadera 
naturaleza jurídica de fianzas, sin que, por otra parte, 
les resulte incompatible ninguna de las características 
o notas esenciales de dicha figura jurídica.

Hechas a manera de simple introducción las anterio-
res reflexiones, pasamos a ocuparnos del tema central 
que nos ha sido encomendado.

El contrato de seguro es por naturaleza 
revocable

I LAS PARTES EN EL CONTRATO DE FIANZA

Ante todo y como punto de partida para el desarrollo 
de este tema, debemos ubicarnos dentro de la noción 
de fianza, tal como es concebida por la mayoría de los 
Códigos Civiles de estirpe napoleónica, como lo son el 
chileno, el argentino y el colombiano por citar algunos.

De acuerdo con estos estatutos, la fianza es una obliga-
ción accesoria, en virtud de la cual una o más personas 
responden de una obligación ajena, comprometiéndo-
se para con el acreedor a cumplirla en todo o en parte 
si el deudor principal no la cumple.

Un análisis desprevenido de esta definición nos condu-
ce a afirmar que ella contiene una impropiedad, pues 
la fianza más que una obligación es un contrato que, 
para su formación, exige de un acuerdo de voluntades 
cruzado fundamentalmente entre el fiador y el acree-
dor. La fianza por tanto no es un acto unilateral, pues 
la sola voluntad del fiador no es suficiente para perfec-
cionar el contrato ya que es preciso que su propuesta 
sea aceptada por el acreedor.

La fianza es entonces un contrato por el cual una per-
sona se compromete para con el acreedor a pagar por 
el deudor si éste no lo hace. Es entonces la fianza una 
garantía común causal y subjetiva (Joaquín Rodríguez 
Rodríguez, Derecho Mercantil).

La fianza civil, en la mayoría de los países de derecho 
continental, se cataloga como un contrato consensual, 
unilateral accesorio y gratuito, características estas que 
no son predicables en su integridad de la fianza comer-
cial, según expondremos a continuación.

Independientemente de la legislación que se consulte, 
el rasgo básico y fundamental de un acto de comercio 
es su onerosidad, pues no se concibe un comerciante 
que actúe sin ánimo de lucro.

Por otra parte, en las legislaciones en las que se ha ti-
pificado la fianza mercantil, ésta tiende a ser solem-
ne, tal como sucede en México, donde necesariamente 
debe constar en una póliza, de acuerdo con lo estatuido 
en la ley de instituciones de fianzas de 1943.
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En Colombia, la ley comercial no se ocupa de regular 
la fianza mercantil, pero tratándose de las cauciones 
exigidas para garantizar el cumplimiento de contra-
tos administrativos, el Decreto 222 de 1983 exige que 
consten en pólizas expedidas bien por bancos, bien por 
compañías de seguros, pólizas estas que han de suje-
tarse a la aprobación previa de la Superintendencia 
Bancaria.

A su curso, la legislación mercantil chilena también 
exige que la fianza comercial conste por escrito, aban-
donándose así la concepción consensual de la fianza 
civil (Artículo 820 Código de Comercio Chileno).

Conserva eso sí la fianza comercial el carácter de con-
trato accesorio que también se predica de la fianza ci-
vil, pues requiere necesariamente de la existencia de 
una obligación principal cuyo cumplimiento se ga-
rantiza.

Característica excepcional de la fianza mercantil fren-
te a la civil, es la de la solidaridad que existe entre el 
fiador y el deudor, en virtud de la cual aquél no puede 
oponer al acreedor el beneficio de excusión, que si se-
ría factible de alegar si se tratara de un contrato civil. 
La razón última de esta distinción se ubica en los prin-
cipios generales del derecho comercial, consagrados 
en la mayoría de las legislaciones, al tenor de los cua-
les, en presencia de obligaciones mercantiles de sujeto 
plural, habrá de presumirse la solidaridad.

Resumiendo, tendríamos entonces que el contrato de 
fianza mercantil sería oneroso, solemne por regla ge-
neral, accesorio y solidario.

No debemos dejar de mencionar que existen ciertas di-
ferencias de matiz en la concepción de la fianza mer-
cantil entre los países latinoamericanos, pues mien-
tras en algunos, como en México, la fianza comercial 
para ser tal debe ser onerosa y además realizada en for-
ma habitual y profesional por un comerciante consti-
tuido como empresa afianzadora (Artículo 7 de la Ley 
Mexicana de Instituciones Financieras), en otros como 
en Argentina, el elemento característico de la fianza 
mercantil es "el asegurar el cumplimiento de un acto 
o contrato de comercio, aunque el fiador no sea co-
merciante". El mismo enfoque se aprecia en la legisla-
ción española, al decir de Joaquín Garriguez, en su obra 
Curso de Derecho Mercantil, cuando expresa, hacien-
do referencia al Código de Comercio Español: "El artí-
culo 349 siguiendo el criterio ya conocido, no define 
la fianza, sino que determina, en que caso la fianza es 
mercantil. A este efecto toma por base el carácter ac-
cesorio de la fianza respecto de otro contrato, y reputa 
mercantil el afianzamiento, cuando tenga por objeto 
asegurar el cumplimiento de un contrato mercantil, 
aun cuando el fiador no sea comerciante"

Dejando ya de lado la ubicación de la figura de la fianza 
mercantil, conviene advertir que la mayoría de los au-

tores coinciden en afirmar que son partes del contrato 
de fianza, el fiador y el acreedor, pues es el cruce de las 
voluntades de estos el que hace surgir el contrato.

Sin embargo, no debe perderse de vista que igualmen-
te, gran parte de los tratadistas que se ocupan de este 
tema, coinciden en afirmar que en la fianza se relacio-
nan tres personas a saber: el Fiador que es quien asume 
la obligación de pagar en defecto del deudor o fiador; 
el Acreedor quien recibe la garantía del cumplimiento 
de la obligación y, finalmente, el Deudor cuyo cum-
plimiento se afianza, Ello es tan cierto que, cuando los 
Códigos tratan el tema de la fianza, en lugar de hacer 
mención de las partes que intervienen en el contrato, 
se ocupan de regular las relaciones existen. tes entre 
las distintas personas involucradas en el mismo, re-
firiéndose invariablemente al Fiador, al Deudor y al 
Acreedor.

Examinemos entonces las calidades de cada uno de 
estos sujetos, así como los derechos y obligaciones que 
para ellos emanen del contrato.

En primer término, hablaremos del Fiador, entendien-
do que ostenta esta calidad la persona que siendo par-
te del contrato de fianza, tiene como papel principal, 
el de asumir una obligación consistente en satisfacer 
una prestación en caso de que el Deudor primeramen-
te obligado no la cumpla.

El Fiador puede afianzar obligaciones de dar, de hacer, 
de entregar una suma de dinero, pero, invariablemen-
te, en caso de incumplimiento por parte del principal 
obligado, el Fiador habrá de pagar al Acreedor en di-
nero ya que, al afianzar un hecho ajeno, sólo se garan-
tiza el pago de la indemnización en que el hecho por 
su inejecución se resuelva. Esta es entonces, la princi-
pal obligación del Fiador.

Correlativamente, su principal derecho hablando de 
fianza mercantil, es el de exigir el pago de la remune-
ración acordada como retribución por dicho servicio.

No nos detendremos en el análisis del beneficio de ex-
cusión entendido como la facultad del Fiador de exi-
gir al Acreedor que antes de perseguirlo actúe contra 
el Deudor garantizado, pues siendo la fianza mercan-
til solidaria, no cabe tal privilegio.

Lo propio acontece con el beneficio de división ya que, 
en el evento de existir varios fiadores como garantes 
del mismo contrato sin que se hubiere estipulado la 
proporción del riesgo asumida por cada uno, se pre 
sumirá que la obligación es solidaria, de suerte que el 
Acreedor podrá perseguir a cualquiera de tales fiado-
res exigiendo a este el 100% de la fianza. Naturalmen-
te, en tal evento, el Fiador así obligado a pagar, tendrá 
derecho a exigir de los otros fiadores el reembolso co-
rrespondiente a prorrata.
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Por el contrario, habiendo varios fiadores cada uno de 
ellos asumiendo una porción de la garantía, estaremos 
en presencia de obligaciones con juntas, de tal mane-
ra que cada garante sólo podrá ser requerido para que 
pague hasta concurrencia de la suma individualmen-
te garantizada.

También estimamos procedente destacar que otro de-
recho del fiador es el de subrogación ya que, en virtud 
del pago de la caución, éste sustituye al Acreedor en 
todos los derechos, acciones privilegios que en favor 
del Acreedor se deriven de obligación garantizada.

Es en tal virtud que el Fiador posee una acción de re-
embolso contra el Deudor incumplido, pudiendo soli-
citar el reintegro del valor desembolsado, adicionado 
con los intereses causados desde la fecha en que el Fia-
dor haya comunicado al Deudor que ha procedido a 
realizar el desembolso con los gastos que tal pago hu-
biere generado. En este punto es del caso mencionar 
que las instituciones afianzadoras tienen derecho y a 
veces obligación por motivos de estabilidad, de exigir 
contragarantías que aseguren el reembolso de las su-
mas pagadas al sobrevenir el incumplimiento impu-
table a los afianzados. Dichas contragarantías pueden 
ser ofrecidas bien directamente por los afianzados, 
bien por terceros suficientemente solventes.

A continuación, nos referiremos a la persona del Acree-
dor quien es el otro extremo de la relación derivada del 
contrato de fianza. Es el sujeto en cuyo favor se otor-
ga la caución y quien por lo mismo resulta favorecido 
pues encuentra satisfecho su requerimiento de gozar 
de una garantía de cumplimiento, adicional a la pro-
mesa presentada por el Deudor de que satisfará ade-
cuadamente su obligación,

El principal derecho del Acreedor consiste en su facul-
tad de perseguir al Fiador exigiéndole pago de la cau-
ción, utilizando la acción personal derivada del con-
trato de fianza, en caso de que la obligación impuesta 
al Deudor una vez exigible sea incumplida.

Al examinar las distintas especies de pólizas de cum-
plimiento tenemos que tendrá la calidad de Acreedor 
o Beneficiario de la fianza, la persona o entidad con-
tratante, en los casos de las cauciones expedidas para 
afianzar el cumplimiento de contratos, o a su tumo, la 
contraparte procesal del Afianzado en las pólizas judi-
ciales y, en general, podemos afirmar que el acreedor 
será aquella persona que ha solicitado una garantía 
debido a que eventualmente puede resultar perjudi-
cada por la actuación del fiado.

Otra de las obligaciones más importantes del Acree-
dor es conservar intacto su derecho de subrogación en 
favor del Fiador pues si por culpa de aquel, éste se ve 
privado de su posibilidad de recobrar alguna suma del 
Deudor incumplido, el Fiador estará facultado para 
reducir proporcionalmente la suma a indemnizar.

Finalmente analizaremos la figura del Deudor, respec-
to del cual ya dijimos que, a pesar de no ser en princi-
pio parte del contrato de fianza, por no ser su consen-
timiento esencial para la formalización del contrato, 
es sin duda un sujeto directamente interesado en el 
contrato ya que es precisamente el Afianzado, es decir 
aquella persona cuyo cumplimiento garantiza el Fia-
dor.

Adicionalmente, tratándose de fianzas solicitadas 
como garantía para el cumplimiento de contratos ad-
ministrativos, el estatuto de contratación adminis-
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trativa colombiano exige que sea el deudor o contra-
tista quien obtenga la garantía, lo que conduce en el 
fondo a que a este competa el pago de la prima estipu-
lada como precio de la caución, resultando así que su 
obligación básica y primera será la de pagar oportu-
namente el precio convenido

En este caso, y en todos aquellos en los que sea el Deu-
dor afianzado el llamado a efectuar este desembolso, 
resulta evidente la vinculación de este sujeto al con-
trato, concepción esta que ha conducido a legislacio-
nes como la norteamericana a afirmar que la fianza 
mercantil es un contrato tripartito en el que también 
es parte el Deudor.

La importancia del Afianzado en el contrato es básica, 
ya que en Últimas, la conducta de este constituye el 
riesgo asumido por el Fiador, razón por la cual los cri-
terios básicos de selección habrán de hacer referencia 
a la persona del Afianzado.

No debe perderse de vista que, tal como lo afirma el 
Profesor Manuel Somarriva en su Tratado de las Cau-
ciones, "al reglamentar el legislador las relaciones del 
Fiador y del Deudor, siempre procede inspirado por la 
idea de que aquél no es el verdadero Deudor y de que 
sólo accede a la obligación con el fin de garantizar-
la, De ahí que protege por todos los medios posibles al 
fiador, otorgándole acciones para obtener el reembol-
so de lo         pagado y también brindándole otros dere-
chos tendientes a evitar que el Fiador se vea colocado 
en el trance de pagar la indemnización". Tales serian 
por ejemplo, la facultad del Fiador de exigir al Afian-
zado contragarantías más sólidas de las originalmen-
te solicitadas, facultad ésta que correlativa mente im-
plica una obligación para el Deudor garantizado.

Finalmente, desde otro punto de vista, el Afianzado está obligado para con el fia-
dor, a suministrarle con máxima buena fe, todos los datos que reflejen en forma fi-
dedigna su situación real, a fin de permitir que la entidad que actúe como garante, 
pueda formarse una idea precisa de la magnitud y azarosidad del riesgo asumido.
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Las Garantias de Cumplimiento
en el Mercado Colombiano   

BREVE RESEÑA HISTORICA
Los denominados seguros de manejo y cumplimiento 
fueron establecidos en Colombia mediante la Ley 225 
de 1938 que en sus artículos 19 y 2º estipula:

“Articulo 10 - El gobierno procurará que alguna o algu-
nas de las compañías de seguros que funcionan en el 
país establezcan el seguro de manejo y cumplimiento 
de que trata la presente ley, y en la condiciones que en 
ella se fijan; y si ella no fuere posible, procederá a llevar 
a cabo las gestiones conducentes a la fundación de una 
sociedad anónima de seguros de manejo o de cumpli-
miento, en la cual, además de las personas o entidades 
particulares, podrán ser acción. ni tas la nación y las 
entidades de derecho público.

Articulo 29 — El seguro de que trata al artículo ante-
rior tendrá por objeto garantizar el correcto manejo de 
fondos o valores de cualquier clase que se confíen a los 
empleados públicos o a los particulares, en favor de las 
entidades o personas ante las cuales sean responsables 
y podrá extenderse también al pago de impuestos, ta-
sas y derechos y al cumplimiento de obligaciones que 
emanen de leyes de contratos".

En concordancia con las normas transcritas el artícu-
lo 79 ibidem prescribe:

“Las compañías de seguros de que trata esta ley y los 
contratos que celebren se regirán, además, por las dis-
posiciones legales pertinentes sobre Compañías de se-
guros, sociedades anónimas y contratos de seguros",

La Ley 225 de 1938 fue reglamentada por el Decreto 
1348 de 1939 en cuanto respecta al seguro de manejo y 
al derecho de subrogación del asegurador en los dere-
chos de la Nación, contra las personas cuyo manejo o 
cumplimiento se garanticen.

Posteriormente, mediante el Decreto 2950 de 1954, se 
reglamentó adicionalmente lo relativo al momento en 
que se entiende causado el siniestro y al término den-
tro del cual deberá efectuarse el pago del siniestro por 
el asegurador.

En desarrollo de la citada legislación la Contraloría 
General de la República, expidió resoluciones orgá-
nicas mediante las cuales se estableció el texto de la 
póliza matriz, para las garantías que debían expedir 
las Compañías de Seguros con el objeto de afianzar el 
cumplimiento de las obligaciones emanadas de con-
tratos suscritos con la Nación o con entidades descen-
tralizadas del orden nacional. Las más importantes de 
dichas resoluciones fueron la 1810 de 1957 y la 08660 
de 1981.

Finalmente, en el mes de febrero de 1983, con base en 
facultades extraordinarias otorgadas por el Congreso 
de la República, el Gobierno Nacional expidió el De-
creto 222, mediante el cual se estableció un nuevo ré-
gimen de contratación para la Nación y de sus entida-
des descentralizadas. Dicho decreto derogó el 150 de 
1976, que le había antecedido en la regulación integral 
sobre la materia.

Año
1986

Por el Sr. Bernardo Botero 
Morales

Compañía de Seguros 
Colmena S.A.
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II. CARACTERÍSTICAS DE LAS GARANTÍAS 
EXIGIDAS PARA  AFIANZAR  OBLIGACIONES
CON LA NACIÓN.
En la relación con las garantías estipuladas en el régimen legal que 
regula la contratación con la Nación y demás entidades del orden 
nacional, cabe destacar las siguientes características especiales:

A. OBLIGACIÓN DE OTORGAR GARANTÍAS

Todo contrato que realice la administración pública, salvo los de em-
préstito, arrendamiento (cuando la entidad pública fuere arrendata-
ria) y los interadministrativos, deberá contemplar el otorgamiento 
de garantías por parte del contratista.

B. CLASES DE GARANTÍAS QUE DEBERÁN OTORGARSE

En todo contrato deberá pactarse expresamente la obligación para el 
contratista de otorgar las siguientes garantías. 

1. De cumplimiento del contrato;

2. De manejo y buena inversión del anticipo; 

3. De estabilidad de la obra o buena calidad del servicio;

4. De pago de salarios, prestaciones sociales e indemnizaciones 
de carácter laboral al personal utilizado por el contratista en la 
ejecución del contrato;

5. De correcto funcionamiento de los equipos que deba suministrar 
o Instalar el contratista.

C. CUANTÍA Y TÉRMINO DE LAS GARANTÍAS

La cuantía y término de las garantías se establecen por la entidad 
contratante de acuerdo con reglamentación que al respecto corres-
ponde ex. pedir a la Contraloría General de la República. En todo caso 
el término no podrá ser inferior al de ejecución y liquidación del con-
trato. 

D. ENTIDADES AUTORIZADAS PARA EXPEDIR GARANTÍAS EN  
FAVOR DE LA NACIÓN

Las garantías a que hemos venido ha-
ciendo referencia podrán consistir en 
fianzas de bancos o de compañías de 
seguros, cuyas pólizas matrices hayan 
sido aprobadas por la Superintendencia 
Bancaria.

Conviene destacar que en dichas póli-
zas deberá preverse que el monto de la 
garantía se repondrá automáticamen-
te, cada vez que, en virtud de las multas 
impuestas, el mismo se disminuyere o 
agotare. Normalmente en los contratos 
afianzados se prevé un tope máximo de 
penalización por multas, razón por la 
cual la reposición automática a que he-
mos hecho referencia no constituye en 
realidad, como parecería a primera vis-
ta, un límite de cobertura indetermina-
ble.

E. TRÁMITE PARA EL COBRO DE LA GA-
RANTÍA

El cobro de las garantías podrá hacerse 
efectivo por la entidad contratante una 
vez se configure el hecho generador de 
la obligación para el afianzador (multa, 
declaratoria de caducidad del contrato, 
etc..). Contra la determinación emana-
da de la entidad contratante, cabe in-
terponer por la vía gubernativa los res-
pectivos recursos de reposición y si fuere 
del caso apelación; resueltos los cuales 
en caso de no producirse el pago a que 
hubiere lugar, éste podrá hacerse efec-
tivo por jurisdicción coactiva.
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III. MODALIDADES DE GARANTIAS QUE SE OTORGAN EN COLOMBIA.
En el cuadro sinóptico que se incluye a continuación 
se presentan en forma sucinta las diversas modalida-
des de garantías que se otorgan en Colombia. Dentro 
de dicho cuadro se encuentran comprendidas, además 
de las fianzas exigidas para garantizar el cumplimien-

to de contratos con la Nación a que hicimos alusión en 
el punto anterior, las demás modalidades de pólizas 
requeridas para afianzar las más diversas obligacio-
nes de carácter legal o contractual y cuya descripción 
detallada omitimos en aras de brevedad.

IV. EL SEGURO DE CREDITO EN COLOMBIA.
El inicio de la regulación legal relativa al seguro de cré-
dito en Colombia data del año de 1921, época en la cual 
se expidió la Ley 20 que autorizó a las aseguradoras 
para asumir el riesgo de insolvencia en operaciones 
desarrolladas por almacenes generales de depósito.

Posteriormente, el Decreto 1447 de 1940 permitió a las 
compañías asegurar el mismo riesgo en la operación 
de crédito minero, oportunidad en la cual se precisó 
que para tal efecto habría de crearse un ramo nuevo 
en la actividad.

Posteriormente, fueron expedidas una serie de dispo-
siciones, entre las que podemos citar la resolución 134 
de 1965 proferida por la Superintendencia Bancaria; el 
Decreto 3233 de 1965; y las resoluciones 50 de 1965, 36 
de 1967 y 17 de 1969, todas ellas emanadas de la Junta 
Monetaria, tendientes a prohibir a las entidades so-
metidas a la vigilancia de la Superintendencia Ban-
caria, la expedición de seguros de crédito individual 
solidario y el otorgamiento de garantías o avales re-
ferentes a negocios distintos de los mencionados en 
dicha disposición, precisándose en todo caso que las 
aseguradoras continuaban facultadas para expedir el 
seguro de crédito de insolvencia.

Vale la pena destacar en forma especial el denomina-
do seguro de crédito a las exportaciones que abarca 
dos grandes especies de amparos a saber: los riesgos 
comerciales de insolvencia y los riesgos políticos y ex-
traordinarios. Esta modalidad de amparo fue mencio-
nada por primera vez en el Decreto 444 de 1967, también 
conocido como estatuto cambiario, y posteriormente 
desarrollado por medio del Decreto 3053 de 1968, nor-
ma esta última que autoriza al Fondo de Promoción 
de Exportaciones -PROEXPO para organizar con una 
o varias empresas aseguradoras la asunción de estos 
riesgos.

Actualmente, en el país existe una compañía denomi-
nada Seguros La Unión, entidad de carácter privado 
que asume directamente los riesgos políticos y que, ac-
tuando como mandataria de dicho Fondo, expide las 
pólizas de riesgos políticos y extraordinarios.
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V. SITUACION ACTUAL DEL MERCADO DE FIANZAS EN COLOMBIA.
El mercado de fianzas en Colombia se encuentra estre-
chamente regulado por la Superintendencia Bancaria, 
entidad a la que corresponde aprobar los textos de pó-
lizas y las tarifas para la totalidad de las garantías que 
se otorgan, bien sea a favor de entidades oficiales o 
entre particulares.

Los textos de pólizas y las tarifas que se someten a la 
aprobación de la Superintendencia Bancaria son ela-
borados para la totalidad de las compañías por la Unión 
de Aseguradores Colombianos -FASECOLDA- y su ob-
servancia es obligatoria.

No obstante lo anterior, existe en el mercado un cier-
to grado de competencia producto de las diversas in-
terpretaciones a que, en relación con la forma de de-
terminar el costo de la cobertura, da lugar con alguna 
frecuencia la tarifa vigente. De otra parte, existe desde 
1983 la competencia de los bancos que, aunque todavía 
relativamente pequeña, está en continuo aumento. 

Para terminar, incluimos sendos cuadros en los que se 
indica la forma cómo ha evolucionado el mercado de 
fianzas en Colombia durante los últimos 10 años y el 
de seguro de crédito durante los últimos 3 años.
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El Seguro Y La Fianza 
Naturaleza Juridica De Las 
Garantias De Cumplimiento 

Año
2000

Por: Bernardo Botero Morales

INTRODUCCION
El presente escrito tiene por objeto formular, sin ma-
yores pretensiones doctrinarias, algunas reflexiones 
sobre la naturaleza jurídica de las diversas modalida-
des de garantías o cauciones que otorgan las compa-
ñías de seguros para "afianzar", según unos, o "asegu-
rar", según otros, el cumplimiento de obligaciones de 
carácter normalmente pero no exclusivamente  con-
tractual.

Antes de adentrarme en el análisis del tema, juzgo 
procedente formular una precisión. Si bien en nuestro 
medio las denominadas garantías de cumplimiento 
son normalmente expedidas por compañías de segu-
ros, en estricto derecho y como consistentemente se 
ha consignado en las normas que específicamente han 
regulado a través del tiempo la contratación adminis-
trativa,  estas pueden ser expedidas tanto por compa-
ñías de seguros como por entidades bancarias. Así lo 
han dispuesto en su momento, entre otras normas, el 
decreto 150 de 1976, primer estatuto de contratación 
para entidades oficiales del orden nacional, el decreto 
222 de 1983 que sucedió al anterior y la ley 80 de 1993, 
Estatuto General de la Contratación Pública actual-
mente vigente.1

Este último dispone textualmente en los dos primeros 
incisos de su artículo 25 numeral 19:

"El contratista prestará garantía única que avalará el 
cumplimiento de las obligaciones surgidas del contrato, 
la cual se mantendrá vigente durante su vida y liqui-
dación y se ajustará a los límites, existencia y extensión 
del riesgo amparado. Igualmente, los proponentes pres-
tarán garantía de seriedad de los ofrecimientos hechos"

La garantía consistirá en póliza expedida por compa-
ñías de seguros legalmente autorizadas para funcionar 
en Colombia o en garantías bancarias"

Encuentro procedente la anterior precisión por cuanto 
mi análisis se circunscribirá a las garantías que se otor-
gan por compañías de seguros únicamente. De hecho, 
hasta donde tengo conocimiento, jamás ha sido objeto 
de controversia la naturaleza jurídica de las garantías 
cuando estas son expedidas por entidades bancarias, 
así en su objeto, y en la naturaleza de las obligaciones 
que se garantizan, sean idénticas a las que expiden las 
compañías de seguros. 

I.	EL ENTORNO INTERNACIONAL
Antes de proceder al análisis de la naturaleza jurídica 
de las garantías de cumplimiento a la luz de la ley, la 
doctrina y la jurisprudencia en Colombia, conviene dar 
un breve vistazo al tratamiento legal que en el entorno 
internacional se da a la citada figura.

Dejando de lado la evolución histórica de la figura de la 
caución o fianza que nos remontaría en sus orígenes a la 
Sagrada Biblia o al Código de Hammurabi, cerca de 2250 
años antes de Cristo, la figura de la garantía de cumpli-
miento como hoy la conocemos, es decir, como el com-
promiso adquirido por una persona jurídica - compa-
ñía de seguros o no - de garantizar el cumplimiento por 
parte de una persona natural o jurídica, normalmen-
te denominado "el contratista" de una obligación para 
con un tercero, igualmente persona natural o jurídica, 
normalmente denominado "el contratante” o “la en-
tidad contratante" a cambio de una contraprestación 
en dinero, nace en Inglaterra hacia el año de 1840 con 
la constitución de la denominada Guarantee Society of 
London, establecida para otorgar garantías de manejo y 
aprobada por el parlamento británico en 1842.2  

Pero si bien la garantía de cumplimiento como hoy la 
conocemos nace en Londres, su verdadero y dinámico 
desarrollo lo adquiere en los Estados Unidos, en donde, 

1	   Con posterioridad a la elaboración del presente 
estudio se expidieron la Ley 1150 de 2007, modifica-
toria del Nuevo Estatuto de la Contratación Públi-
ca - Ley 80 de 1993 y los Decretos 4828 de 2008 y 
2493 de 2009. Las citadas normas complementaron 
lo consignado en la Ley 80 de 1993 pero, excepción 
hecha de lo que concierne a la autorización para la 

divisibilidad de las garantías, en nada modificaron 
lo relativo al régimen legal de las mismas consignado 
en normas anteriores.

2	  Jules Backman, Surety Rate – Making. Pag. 2. 
The Surety Association of America 1948.



Volver al índice Estudios Sobre Seguros - Bernardo Botero Morales - 35 

3	  Hernando Galindo Cubides, El Seguro e Fianza, 
3ª Ed. Pag. 13. Skandia 1985.

4	 Bachiller y Pérez, Seguro de Caución, Pag. 57. 
Abeledo – Perrot, Buenos Aires,, 1995.

5	 Ma. Pilar Barres Benlloch, Resumen Jurídico del 

Seguro de Caución, Aranzadi Pamplona, 1996.

luego de varios intentos fallidos, el 14 de abril de 1884 
inició operaciones la American Surety Company of New 
York, primera compañía de este continente en suscri-
bir garantías de contratos.

La realidad histórica es pues que las garantías de cum-
plimiento como hoy las conocemos, insisto, tienen ori-
gen anglosajón y se desarrollan muy dinámicamente 
en los Estados Unidos en donde son otorgadas con ca-
rácter no discutido de fianzas sujetas a regulación es-
pecial, por bancos, compañías de seguros y entidades 
especializadas denominadas genéricamente Sureties.

Sin adentrarme en un análisis exhaustivo, por no cons-
tituir el objeto de la presente disertación,  presento a 
continuación una breve descripción sobre la naturale-
za jurídica de la garantía de cumplimiento en el entor-
no internacional. 

En países tales como Inglaterra, Alemania, Suiza, Fran-
cia e Italia en Europa y Estados Unidos, Canadá, México, 
Honduras, Panamá, Guatemala, y República Domini-
cana, en América, las normas legales vigentes otorgan 
naturaleza jurídica de fianza o caución mercantil a las 
garantías que con el objeto de amparar el cumplimien-
to de obligaciones de diverso orden expiden las com-
pañías de seguros. En otros países tales como Bélgica, 
España, Argentina y Paraguay, sin embargo, se da a las 
garantías que otorgan las aseguradoras, tratamiento 
legal de verdaderos contratos de seguro. Existe final-
mente en algunos países un tratamiento equívoco y a 
veces errático de las garantías, que suscita esporádicas 
controversias.3

En el ámbito de la doctrina la situación está igualmen-
te lejos de ser pacífica. Baste al respecto, sin entrar en 
análisis que obvias limitaciones de tiempo nos impi-
den realizar, hacer una breve relación, no exhaustiva, 
de prestigiosos autores que han estudiado el tema y de 
las posiciones asumidas por los mismos al respecto:

Consideran que las garantías no tienen verdadera na-
turaleza de contratos de seguro: Antigono Donati y se-
gún cita del propio Donati4, Molle, Gasperoni, Fragali, 
De Tarde, Michel, De Marimonde, Vanard, Des Bross-
enLepargneur y Korsting. Adicionalmente, Morandi, 
Güemes y Grosso, entre otros.

Procede advertir que Donati se refiere fundamental-
mente a garantías de cumplimiento de obligaciones 
dinerarias, no a garantías de obligaciones de hacer. 

Consideran, por otra parte que las garantías expedidas 
por compañías de seguro tienen verdadera naturale-
za de contratos de seguro: Citados por Donati 3, Manes, 

Berliner y Wolf. Adicionalmente, Tirado, Benitez de 
Lugo y Alterini, entre otros.

Algunos autores como Houin, Picard y Gierke, citados 
por Donati y entre nosotros J. Efren Ossa, consideran 
tales contratos como de naturaleza compleja o mixta. 3

No puedo, finalmente, dejar de hacer una breve refe-
rencia al célebre arbitraje Renaudin, mediante el cual 
en el año de 1952 en Francia el Conseil d'Etat negó a 
las compañías de seguros la facultad de expedir garan-
tías por considerar de naturaleza financiera bancaria, 
el otorgamiento en general de garantías o cauciones.5

II.	  SIMILITUDES ENTRE EL 
SEGURO Y LA FIANZA 
MERCANTIL.
No es ciertamente gratuita ni falta de fundamento la 
controversia que en algunos medios suscita el tema 
materia de la presente exposición. Entre el seguro y 
la fianza mercantil, en especial cuando ésta última es 
otorgada por aseguradoras, existen un sinnúmero de 
coincidencias que explicablemente han llevado a que se 
las asimile en cuanto a su naturaleza jurídica. Veamos, 
no sin antes ofrecer disculpas a este selecto auditorio 
por adentrarme en explicaciones un tanto elementa-
les, algunas de las más significativas coincidencias en-
tre una y otra figuras:

1.	 Tanto el seguro como la fianza se inspiran en el pro-
pósito de proveer protección contra el eventual dete-
rioro de un interés patrimonial legítimo, como conse-
cuencia de un hecho futuro e incierto.

2.	La protección que otorgan tanto el asegurador como 
el afianzador en el caso específico de la fianza mercan-
til, conlleva como contraprestación el pago de una “pri-
ma” o costo de la cobertura.

3.	En suma y como se desprende de los puntos ante-
riores, en la fianza mercantil se reúnen en esencia los 
elementos fundamentales del contrato de seguro, esto 
es: debe existir un interés patrimonial “asegurable”, un 
“riesgo asegurable”, una “prima” o precio de la cobertu-
ra o protección y una obligación condicional del afian-
zador o garante.

4.	Las fianzas otorgadas por compañías aseguradoras, 
al igual que las diversas modalidades de seguros, se co-
mercializan a través de corredores y agencias de segu-
ros quienes reciben una comisión a título de retribu-
ción por su labor.
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5.	El afianzamiento realizado a través de compañías 
de seguros cuenta con el beneficio de dispersión del 
riesgo e incremento de la capacidad de suscripción que 
provee el mecanismo del reafianzamiento o reaseguro 
de fianzas.

6.	Finalmente, y sin pretender con ello haber hecho un 
análisis exhaustivo de las coincidencias entre el seguro 
y la fianza mercantil otorgada por compañías de segu-
ros, es un hecho que en los procedimientos adminis-
trativos, contables, de análisis de resultados etc., las 
autoridades de regulación y control dan a la fianza un 
tratamiento esencialmente idéntico al previsto para 
los contratos de seguros.

Nada más propicio para el cierre de este breve análisis 
que el siguiente texto del Profesor J. Efrén Ossa, quien, 
como anoté anteriormente, a la luz del derecho posi-
tivo colombiano  - valga la aclaración - estima que las 
garantías expedidas por compañías aseguradoras par-
ticipan de la doble naturaleza de seguro y fianza:

“ Se trata de un seguro que, por su estructura y por su 
función, participa de la naturaleza de la fianza. Uno 
y otra están destinados a caucionar el cumplimiento 
de una obligación. En el seguro, como en la fianza, in-
tervienen un acreedor (el asegurado) interesado en la 
garantía de su derecho, un fiador (el asegurador) que 
otorga la garantía y un deudor (el contratista) cuya 
obligación se garantiza. La función económico-jurídi-
ca de las dos instituciones es uniforme. “Afianzando un 
hecho ajeno se afianza sólo la indemnización en que el 
hecho por su inejecución se resuelva” (C.C. art. 2369, 
inc. 3°). Por su parte, el seguro de cumplimiento provee 
a la indemnización del asegurado en caso de incumpli-
miento del contratista. Uno y otra, el seguro y la fian-
za, dan origen a la subrogación (ley 25 de 1938, art. 4°; 
C.C., art. 2395). Lo que no es uniforme es su operación 
técnico-comercial.”6

III.	DIFERENCIAS CONCEPTUALES
ENTRE EL SEGURO Y LA FIANZA
MERCANTIL
No obstante las significativas coincidencias a que su-
cintamente he hecho referencia, existen de otra parte 
entre el contrato de seguro y la fianza o caución mer-
cantil, independientemente de si ésta es expedida o no 
por compañías  de  seguros,  diferencias  sustanciales  
que, en criterio del suscrito, constituyen serio obstá-
culo para asimilar las garantías a verdaderos contratos 
de seguro. Hacerlo implica, en mi opinión, modificar 

o contravenir abiertamente principios cardinales de 
una y otra institución.    

Para el adecuado establecimiento de las diferencias en-
tre el seguro y la fianza mercantil, juzgo conveniente 
partir de la definición y notas características básicas del 
seguro como institución, procediendo a renglón segui-
do a cotejarlas con el objeto, características y funciones 
de la fianza, a fin de determinar hasta que punto unas 
y otras son incompatibles.

Alfredo Manes define el contrato de seguro como “pro-
tección mutua de numerosas existencias económicas, análo-
gamente amenazadas, ante necesidades fortuitas y tasables 
en dinero”7 

De la anterior definición, sin duda la más generalmen-
te aceptada por la doctrina, se desprenden en apreta-
do resumen dos notas características del seguro, cuya 
concordancia o no con el objeto y funciones de la fianza 
procedo brevemente a verificar:

1.	Protección Mutua de Numerosas Existencias

Económicas Analógicamente Amenazadas.

El seguro se basa en la cooperación recíproca de un 
número amplio de personas naturales o jurídicas, 
ante la ocurrencia cierta de pérdidas en cuantías y 
frecuencias razonablemente determinables, con 
base en la ley de los grandes números. En la fianza 
no existe dicho fundamento, las primas no se conci-
ben como contribuciones a un fondo para el pago de 
eventuales pérdidas. En la fianza, al menos en teoría, 
una sana suscripción y  la  obtención  de  contraga-
rantías adecuadas deben minimizar cuando no eli-
minar el riesgo. Con frecuencia el suscriptor de una 
fianza simplemente cobra un honorario por respal-
dar con su nombre una operación determinada. 8 y 9.

2.	 Ante necesidades fortuitas y tasables en Dinero.

El seguro constituye un medio eficiente y solidario 
de hacer frente a ciertas necesidades que se traducen 
o pueden traducirse en erogaciones económicas; ta-
les necesidades deben ser: futuras, razonablemente 
fortuitas y económicas, o sea, tasables en dinero. A 
la fianza le es extraño el elemento solidaridad, pues 
se parte del principio de que las pérdidas deben ser 
absorbidas por el afianzado y sólo en defecto de éste 
por el afianzador. Adicionalmente, si bien la presta-
ción a cargo del afianzador tiene como en el caso de 
la indemnización en el contrato de seguro, un con-
tenido puramente económico, carece del carácter 
necesariamente fortuito, propio de las necesidades 
que el seguro está llamado a cubrir.

6		    J.E. Ossa, Teoría General del Seguro – El Con-
trato, 2ª Ed. Pág. 474. Editorial Temis Bogotá, 1991

7		  Alfredo Manes, Teoría General del Seguro.

8		  Ver Jules Backman Surety Rate Making, Pag. 30

9		  Ver Mark R. Greene Risk and Insurance, Pag. 
370 4th Edition South-Western Publishing Co. 1977
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10		  Ver  Carlos Rodríguez pastor, Derecho de Se-
guros y Reaseguros, Pag. 203. Fundación J.M. Busta-
mante De la Fuente, Lima 1987.     

11		  Ver Adrian Sulzer, Algunas Consideraciones 
sobre la Tasa de Prima en el Ramo de Fianzas. Revis-
ta Fasecolda N° 17, Septiembre de 1981, Pag. 12 y 13.

12		  Ver Adrian Sulzer, Algunas Consideraciones 
sobre la Tasa de Prima en el Ramo de Fianzas. Revis-
ta Fasecolda N° 17, Septiembre de 1981, Pag. 12 y 13.

13		  Ver Mark R. Greene Risk and Insurance, Pag. 
370, 4th Edition South-Western Publishing Co. 1977.

14		  Ver Carlos Rodríguez Pastor, Derecho de Se-
guros y Reaseguros, Pag. 203. Fundación J.M.Busta-
mante De la Fuente, Lima 1987.

15		  Ver Mark A. Greene Risk and Insurance Pag. 
370. 4th Edition South-Western Publishing Co. 1977.

En efecto, el incumplimiento por parte del afianza-
do de la obligación garantizada, puede producirse 
como resultado de una decisión plenamente volun-
taria y consciente del tomador afianzado - y por lo 
tanto no fortuito -  la cual haría exigible la presta-
ción a cargo del afianzador.

Ahora bien, en cuanto hace referencia al seguro ya no 
como institución sino como contrato y acudiendo a los 
principios generales que informan tanto el contrato de 
seguro como el de fianza mercantil, juzgamos perti-
nente destacar, entre otras, las siguientes diferencias 
adicionales entre el seguro y la fianza mercantil:

1.	 En el seguro, por la naturaleza misma de la relación 
contractual, se ampara las pérdidas resultantes de he-
chos mas o menos fortuitos no totalmente dependientes 
de la voluntad del tomador, del asegurado o beneficia-
rio. En ningún caso, sin excepción, el seguro se otorga 
para amparar los actos meramente potestativos, dolo-
sos o no del tomador, asegurado o beneficiario.

En la fianza mercantil se garantiza el cumplimiento de 
obligaciones a cargo del afianzado, quien tiene el ca-
rácter de parte contratante, o sea se encuentra en posi-
ción similar a la del tomador en el contrato de seguro. 
Así las cosas, en la fianza, a diferencia del seguro, quien 
otorga la garantía debe en caso de incumplimiento del 
afianzado pagar la prestación a su cargo, independien-
temente de si el incumplimiento se produce como con-
secuencia de un acto meramente potestativo, doloso 
o no del afianzado. Es mas, el caso fortuito y la fuerza 
mayor, en la medida en que exoneran de responsabili-
dad al tomador – afianzado, no son objeto de cobertura 
bajo la fianza mercantil.

2.	El seguro es un contrato principal en el que el ase-
gurador adquiere una obligación propia. La fianza es 
un contrato accesorio en el cual se garantiza el cumpli-
miento de una obligación ajena.10 y 11

3.	Si bien tanto el seguro como la fianza mercantil son 
contratos bilaterales, es decir en los cuales se generan 
derechos y obligaciones entre dos partes contratantes, 
en la fianza intervienen necesariamente tres  personas, 
el afianzador, el afianzado y el beneficiario.

4.	Excepción hecha del seguro de vida, el contrato de 
seguro es esencialmente revocable por el asegurador y 
adicionalmente el incumplimiento en el pago de la pri-
ma por parte del tomador, da lugar a su terminación. La 
fianza es por su misma naturaleza irrevocable por parte 
del afianzador y ni aún en caso de mora en el pago de la 
prima por parte del afianzado deberá poder aquél darla 
por terminada.12 y 13

5.	El contrato de seguro se apoya para efectos del es-
tablecimiento de la prima a cobrar, en el cálculo de la 
probabilidad de ocurrencia de una pérdida, sobre la 
base del comportamiento histórico de la siniestralidad. 
En la fianza el contratista afianzado debe en principio 
asumir el pago de la prestación que surge a su cargo 
por el incumplimiento de la obligación garantizada. 
En esencia el afianzador realiza una operación de cré-
dito y cobra un honorario por la prestación de un ser-
vicio.

6.	Finalmente, como corolario del punto anterior, es 
práctica normal en la fianza que el afianzador exija al 
afianzado el otorgamiento de una contragarantía que 
le posibilite recuperar la suma que llegase a pagar, en el 
evento de que la obligación afianzada fuese incumpli-
da. Dicha práctica es no solamente extraña al contrato 
de seguro sino por lo demás improcedente, habida con-
sideración de la naturaleza y objeto del mismo. 14 y 15.

IV.	LAS GARANTIAS DE CUMPLI-
MIENTO DENTRO DEL REGIMEN 
LEGAL DE LOS SEGUROS EN CO-
LOMBIA.
Las diferencias conceptuales entre el seguro y la fianza 
a que hemos venido haciendo referencia, se han tradu-
cido en nuestro criterio en auténticos escollos para la 
cabal regulación de las garantías de cumplimiento bajo 
el régimen legal vigente para la actividad aseguradora 
en Colombia, como pasaré a demostrarlo a continua-
ción.

Para este efecto, considero procedente remitirme, con 
ligeros ajustes y actualizaciones, al análisis que sobre el 
tema realicé conjuntamente con el doctor Carlos Darío 
Barrera, en el IX Encuentro Nacional de la Asociación 
Colombiana de Derecho de Seguros "Acoldese", celebra-
do en la ciudad de Pereira en el año de 1983.16  

En concreto – como lo anotábamos el doctor Barrera y 
yo en ese entonces – generan dificultades serias para la 
adecuada regulación de las garantías de cumplimiento 
bajo la normatividad propia del contrato de seguro las 
siguientes normas, claramente establecidas con carác-
ter de inmodificables por el código de comercio, al te-
nor de lo dispuesto en el artículo 1162 del mismo: 

1.	El artículo 1054 del Código de Comercio que define el 
riesgo en los siguientes términos: “Denomínase riesgo 
el suceso incierto que no depende exclusivamente de la 
voluntad del tomador asegurado  o beneficiario y cuya 
realización da origen a la obligación del asegurador... ”
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Esta norma, que constituye un innegable acierto del 
legislador en materia de seguros al dar cabida a la mo-
derna teoría del riesgo, no es sin embargo compatible 
con el alcance de la protección que debe ser otorgada, 
en tratándose de garantizar el cumplimiento de con-
tratos, ya que en no pocos casos la falta de satisfacción 
de las obligaciones impuesta al contratista (tomador 
del seguro), es atribuible a actuaciones exclusivamen-
te voluntarias de éste.

Siendo ello así según las voces de la norma citada, el 
incumplimiento como consecuencia de actos entera-
mente voluntarios del contratista no constituiría un 
riesgo asegurable.

2.	 En concordancia con la norma anterior, el artícu-
lo 1055 del mismo estatuto que consagra como inase-
gurables el dolo, la culpa grave y los actos meramente 
potestativos del tomador asegurado o beneficiario, ca-
reciendo de efecto alguno al tenor literal de la norma, 
cualquier estipulación en contrario.

No deberían ser por lo tanto asegurables bajo las pó-
lizas de seguro de cumplimiento el dolo, la culpa gra-
ve ni los actos meramente potestativos del contratis-
ta-tomador, cuya obligación se garantiza, con lo cual 
la protección que dicho seguro otorga resultaría seria-
mente limitada.

3.	El artículo 1058 del Código de Comercio, que en sus 
incisos primero y segundo establece la nulidad del con-
trato en caso de inexactitud o reticencia del tomador, 
en la declaración de los hechos o circunstancias que de-
terminan el estado del riesgo.

Tal estipulación coloca en condición bastante preca-
ria a la entidad contratante beneficiaria de la garantía, 
pues el asegurador estará legalmente facultado para 
alegar la nulidad del seguro, en caso de demostrarse la 
reticencia del contratista tomador.

4.	Deben finalmente tenerse en cuenta los artículos 
1088, 1089 del Código de Comercio, que consagran el 
carácter indemnizatorio de los seguros de daños, en 
virtud del cual la indemnización pagada por concepto 
de un siniestro no puede  constituir para el asegurado 
fuente de enriquecimiento, de tal manera que el monto 
de la misma no podrá exceder del valor real del interés 
asegurado a tiempo de sobrevenir el daño, ni del im-
porte del perjuicio patrimonial sufrido por tal causa.

El carácter indemnizatorio del contrato de seguro, prin-
cipio cardinal de los seguros de daños consagrado en 
los artículos citados, se ve desvirtuado en los seguros 
de cumplimiento, en la medida en que en los contra-

tos amparados se estipulen multas o cláusulas penales, 
cuyo pago deba ser garantizado por el asegurador, sin 
que haya lugar a solicitar la comprobación del monto 
efectivo del perjuicio patrimonial sufrido por la enti-
dad o persona contratante.

No paran aquí las críticas que en nuestro concepto me-
rece la catalogación de las cauciones de cumplimiento 
como especie del seguro, pues, adicionalmente, exami-
nando las restantes normas propias del contrato de se-
guro, encontramos que muchas de ellas chocan con la 
naturaleza misma de las garantías de cumplimiento, 
tal como se desprende del siguiente breve análisis:

1.	El contrato de seguro es por naturaleza revoca-
ble por las partes, utilizando el mecanismo previsto 
por el artículo 1071 del Código de Comercio. La cau-
ción de cumplimiento no puede serlo al menos por 
el asegurador, porque de otra forma se desvirtuaría 
la efectividad de la garantía.

2.	 El seguro termina automáticamente por falta de 
pago de la prima, al tenor de lo dispuesto por el artí-
culo 1068 del Código de Comercio, no así la garantía 
de cumplimiento regidas por el Estatuto de Contra-
tación Administrativa, Ley 80 de 1993, norma que, 
por lo demás, debería existir en lo que concierne a 
las demás garantías de cumplimiento, por la misma 
razón mencionada en el párrafo que antecede.

3.	 Al tenor del artículo 1044 del Código de Comer-
cio el asegurador puede oponer al asegurado y al be-
neficiario las excepciones que hubiera podido alegar 
contra el tomador, facultad que sólo en muy conta-
dos casos podrá ser admisible en los seguros de cum-
plimiento.

4.	 El asegurador puede dar por terminado el con-
trato, de conformidad con el artículo 1060 del Có-
digo, en caso de presentarse modificaciones en el 
estado del riesgo, norma que si bien por excepción 
resultaría razonable aplicar a los seguros de cum-
plimiento en algunas circunstancias, no lo sería en 
muchos casos.

5.	 El artículo 1110 estipula a favor del asegurador 
la opción de efectuar la indemnización en dinero o 
mediante la reposición, reparación o reconstrucción 
de la cosa asegurada, opciones que no resultan pro-
cedentes en los seguros de cumplimiento, si bien el 
artículo 18 de la Ley 80 de 1993 prevé que, declara-
da la caducidad de un contrato, puede continuar la 
ejecución del mismo a través del garante.

6.	 Cabe finalmente anotar que, si bien no la ley, la 

16		  Asociación Colombiana de Derecho de Segu-
ros.  Memorias del  IX Encuentro Nacional,  Pereira 
1983 Pag. 205 y Ss.



Volver al índice Estudios Sobre Seguros - Bernardo Botero Morales - 39 

doctrina ha consagrado en forma consistente el ca-
rácter principal del contrato de seguro, atributo que 
se contrapone al claramente accesorio de la garantía 
de cumplimiento.

Podría, en gracia de discusión, afirmarse que indivi-
dualmente consideradas algunas de las objeciones ex-
puestas, no constituyen obstáculo insuperable, pues 
las normas en que se fundamentan son susceptibles 
de modificación mediante estipulación contractual en 
contrario. Sin embargo, en su conjunto, tales modifi-
caciones en nuestro criterio, terminan por desvirtuar 
la naturaleza misma del contrato de seguro.

De lo expuesto hasta ahora se derivan, en nuestro sen-
tir, dos conclusiones:

1.	Dentro del régimen legal del contrato de seguro 
existen normas de carácter imperativo que hacen 
jurídicamente muy precaria, cuando no inoperan-
te, la cobertura otorgada bajo los denominados se-
guros de cumplimiento.

2.	 Bajo el marco legal que actualmente rige el con-
trato de seguros, no es posible dotar a las garantías 
objeto de nuestro estudio, de la normatividad que 
ellas requieren, sin introducir modificaciones sus-
tanciales a los principios y normas consagrados por 
el Código de Comercio y por la doctrina, en guar-
da de la naturaleza del referido contrato de seguros 
desvirtuando por lo mismo su carácter de tal.

V.	 LAS GARANTIAS DE 
CUMPLIMIENTO A LA LUZ DE
LAS NORMAS QUE RIGEN
LA FIANZA
Debemos adicionalmente analizar si atendiendo a su 
naturaleza y a los objetivos en que se inspira la exigen-
cia de su otorgamiento, las cauciones de cumplimiento 
de obligaciones legales y contractuales encuadran den-
tro de los lineamientos propios de la fianza, a la luz de 
las normas que regulan dicha figura en el Código Civil.

Enseña el artículo 2361 del Código precitado que la 
fianza es una obligación accesoria, en virtud de la cual 
una o más personas responden de una obligación ajena 
comprometiéndose para con el acreedor a cumplirla en 
todo o en parte si el deudor principal no la cumple.

Quienes afirman que no es factible catalogar la fian-
za como un contrato por ser, según el anterior precep-
to, una obligación, olvidan de un lado que la principal 
fuente de las obligaciones es precisamente el contrato 
y de otro, que el mismo Código Civil en norma poste-
rior, artículo 2362, hace expresa referencia de la fianza 
convencional, es decir, la emanada precisamente del 
acuerdo de voluntades. Es además abundante y reite-

rada la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia, 
alusiva al contrato de fianza.

Ahora bien: la fianza tiene carácter de obligación acce-
soria, lo cual coincide exactamente con la naturaleza 
de la caución otorgada para garantizar el cumplimien-
to de una obligación legal o contractual. Nótese que la 
garantía sólo puede hacerse exigible si el deudor prin-
cipal incumple lo prometido. Esta posición concuer-
da con la adoptada inicialmente por el Decreto 150 de 
1976, reiterada por el Decreto 222 de 1983, que expresa 
en su artículo 70 que las garantías hacen parte inte-
grante del contrato que se afianza, es decir, que tienen 
el carácter de accesorias a éste.

Precisamente, como corolario del carácter accesorio 
del contrato de fianza, el artículo 73 del Decreto 222 de 
1983 disponía que el valor de las multas o de la cláusu-
la penal se tome  “en primer término de los saldos que 
existan a favor del contratista, si los hubiere, afectán-
dose entonces, en segundo lugar, la garantía otorgada 
por el fiador. Ello implica que la compensación ocu-
rrida entre la deuda y la acreencia recíproca existentes 
entre el afianzado y la entidad contratante, aprovecha 
también al fiador por ser su obligación accesoria a la 
de aquél” .

Conviene traer a colación el artículo 2369 del Código 
Civil que, al describir la amplitud de la obligación del 
fiador, expresa que afianzando un hecho ajeno se ga-
rantiza sólo la indemnización en que el hecho por su 
inejecución se resuelva. Esto es exactamente lo que ocu-
rre tratándose de garantías de cumplimiento, ya que 
el fiador pagará al acreedor una suma equivalente al 
monto de los perjuicios derivados de la inejecución de 
la obligación a cargo del deudor.

La naturaleza gratuita del contrato de fianza tampoco 
es obstáculo frente a la remuneración que debe ser su-
fragada por el deudor afianzado en beneficio del Ase-
gurador,  ya que el mismo Código Civil en su artículo 
2367 da cabida a la fianza onerosa estando su pago a 
cargo del deudor,  es decir del afianzado, con lo cual se 
acoge la exigencia legal de que es el contratista a quien 
corresponde presentar las fianzas en beneficio de la en-
tidad contratante.

En cuanto al beneficio de excusión de que goza la fianza 
civil, no sólo el propio Código en el artículo 2384 con-
signa su carácter de renunciable, sino que, como lo ha 
reconocido la jurisprudencia del Consejo de Estado, di-
cho beneficio no es invocable en tratándose de fianzas 
de carácter mercantil.

En conclusión, nada obsta para que las garantías que 
para caucionar el cumplimiento de obligaciones lega-
les o contractuales expiden las compañías de seguros 
constituyan, habida consideración de su finalidad ju-
rídica y función económica, una especie de fianza co-
mercial, compatible con los preceptos que regulan la 
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figura de la fianza en el Código Civil y adecuada a las 
necesidades de seguridad que el Estado y los particula-
res requieren.

VI.		 REGIMEN LEGAL DE LA
GARANTIA DE CUMPLIMIENTO
EN EL DERECHO POSITIVO 
COLOMBIANO.
En el año de 1983 con ocasión del ya mencionado IX En-
cuentro Nacional de la Asociación Colombiana de De-
recho de Seguros “Acoldese”, celebrado en la ciudad de 
Pereira, cuyo tema central versó sobre el denominado 
Seguro de Cumplimiento se analizó y debatió amplia-
mente lo relativo a la naturaleza jurídica de las garan-
tías de cumplimiento a la luz de la legislación positiva 
vigente para ese entonces.

En el documento de conclusiones del citado Encuentro 
se consignó textualmente:

“Ante la imposibilidad de conciliar las tendencias doctri-
narias que afloraron a través de las deliberaciones del IX 
Encuentro Nacional de “Acoldese”, en lo atinente a la na-
turaleza jurídica del Seguro de Cumplimiento como tema 
medular del evento, la Asociación se limita a esquematizar, 
con sus premisas básicas, las tres tesis fundamentales con-
trovertidas por los expositores”.

Tales tesis son:

"I.	 Las garantías de cumplimiento expedidas por las 
Compañías de Seguros tienen naturaleza jurídica de se-
guros y no de fianzas.

II.	 El Seguro de Cumplimiento tiene naturaleza jurídi-
ca de fianza.

III.	 El de cumplimiento es un seguro que participa de la 
naturaleza jurídica de la fianza." 17

En las ponencias respectivas se consignaron y segura-
mente aún subsisten, discrepancias de criterio entre 
los defensores de cada una de las tesis en cuanto a las 
similitudes y diferencias conceptuales entre las garan-
tías de cumplimiento que expiden las compañías de 
seguros y la figura de la fianza propiamente tal, a las 
que me he referido en el transcurso de la presente ex-
posición.

Ahora bien, en lo relativo al tratamiento que a la luz del 
derecho positivo colombiano efectivamente se daba en 
ese entonces a las garantías de cumplimiento, la con-
troversia se concentró esencialmente en si la ley 225 de 

1938 que permitió asegurar el cumplimiento de obliga-
ciones emanadas de la ley o de contratos, hecho que di-
cho sea de paso no ha sido nunca materia de discusión, 
había sido o no derogada por el decreto 410 de 1971, me-
diante el cual se expidió el nuevo código de comercio.

Quienes en su momento sostuvieron que a la luz de la 
legislación positiva colombiana, las garantías de cum-
plimiento eran verdaderos contratos de seguro, partían 
de la premisa de que por ser norma de carácter especial, 
la ley 225 de 1938 permaneció vigente una vez expedi-
do el nuevo código de comercio.

De otra parte, quienes sosteníamos que las garantías de 
cumplimiento tenían naturaleza jurídica de fianzas, 
fundamos nuestra posición en que, en primer término, 
con tal carácter se les concebía en el decreto 222 de 1983 
y, en segundo término, en que la ley 225 de 1938 había 
sido derogada por mandato expreso del artículo 2033 
del nuevo código. A este respecto, la Corte suprema de 
Justicia mediante sentencia expedida el 12 de octubre 
de 1990, concluyó que efectivamente mediante el artí-
culo 2033 del código de comercio se derogó la ley 225 
de 1938.

La verdad, tal vez la triste verdad, es que sin mayor 
análisis y ningún debate, habida consideración segu-
ramente de la decisión tomada por la Corte Suprema de 
Justicia,  la controversia se corto por lo sano mediante 
la reproducción en el artículo 203 del Estatuto Orgáni-
co del Sector Financiero del artículo 2° de la ley 225 de 
1938 que a la letra reza:

“Artículo 203 SEGURO DE MANEJO Y CUMPLIMIENTO

1.	Objeto del seguro. Dentro de los seguros de manejo o 
de cumplimiento habrá uno que tendrá por objeto ga-
rantizar el correcto manejo de fondos o valores de cual-
quier clase que se confíen a los empleados públicos o a los 
particulares, a favor de las entidades o personas ante las 
cuales sean responsables; y podrá extenderse también al 
pago de impuestos, tasas o derechos y al cumplimiento 
de obligaciones que emanen de leyes o de contratos ...”

Adicionalmente, en la ley 80 de 1993, Estatuto General 
de la Contratación de la Administración Pública, nor-
ma que sustituyó la ley 222 de 1983 ya no se hace refe-
rencia a “fianzas otorgadas por bancos o por compañías de 
seguros” sino a que “Las garantías consistirán en pólizas 
expedidas por compañías de seguros legalmente autorizadas 
para funcionar en Colombia o en garantías bancarias”.18 

Habida consideración de lo expuesto, resulta forzoso 
concluir que, a la luz del derecho positivo colombiano, 
las garantías de cumplimiento son verdaderos contra-

17		  Asociación Colombiana de Derecho de Segu-
ros. Memoria del IX Encuentro Nacional,  Pereira 
1983. Pág. 205 y Ss.

18		  Igual tratamiento se da a las garantías en la 
Ley 1150 de 2007, expedida con posterioridad a la ela-
boración y publicación del presente trabajo.
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19		  Legislación Comparada de Seguros en los Paises Iberoamericanos Fides-Fa-
secolda Tomo I Pag. 503.

20		  C.S. de J. Sala de Casación Civil, Magistrado ponente Jorge Salcedo Segura. 
Jurisprudencia y Doctrina Tomo XI Pag. 463.
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Tomo XVII Pag. 337.
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Tomo XVII Pag. 1037.
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trina Tomo XXIII Pag. 422

25		  C. de E. Consejero ponente Guillermo Chahín Lizcano. Jurisprudencia y Doc-
trina Tomo XXIV Pag.51

26		  C. de E. Consejero ponente Julio Enrique Correa Restrepo. Informativo Jurí-
dico de Fasecolda

27		  Con posterioridad a la elaboración y publicación del presente estudio han 
sido dictadas tanto por la Corte Suprema de justicia como por el Consejo de Estado, 
numerosos fallos relativos a garantías de cumplimiento, todos ellos desde la óptica 
del contrato de seguro y sin que en ningunop de los mismos se haya realizado un 
estudio a fondo sobre la naturaleza jurídica de dicha figura

tos de seguro, con todas las inconsistencias y dificulta-
des que tal tratamiento conlleva. Resulta de otra parte 
lamentable que, ya que se optó por este enfoque, no se 
hayan hasta ahora dictado normas que, con carácter de 
excepción a las reglas y principios generales que rigen 
el contrato de seguro, al menos den al denominado se-
guro de cumplimiento una regulación más acorde con 
la naturaleza de las prestaciones que asume el garante.

A este respecto la legislación española que en su artí-
culo 68 incorporó el denominado Seguros de Caución, 
estableció adicionalmente en la Disposición Adicional 
Segunda de Ordenación y Supervición de los Seguros 
Privados – Ley 30 de 1995 -  en la cual se regula el Se-
guro de Caución a favor de Administraciones Públicas, 
que en dichos seguros:  

“ 

1.	Tendrá la condición de tomador del seguro quien deba 
prestar la garantía ante la Administración Pública y la 
de asegurado dicha Administración.

2.	 La falta de pago de la prima, sea única, primera 
o siguientes, no dará derecho al asegurador a resolver 
el contrato, ni este quedará extinguido, ni la cobertura 
del asegurador suspendida, ni este liberado de su obliga-
ción caso de  que   se produzca el siniestro consistente en 
el concurso de las circunstancias en virtud de las cuales 
debe hacer efectiva la garantía.

3.	 El asegurador no podrá oponer al asegurado las ex-
cepciones que puedan corresponderle contra el tomador 
del seguro.

4.	 La póliza en que se formalice el contrato de seguro 
de caución se ajustará al modelo aprobado por Orden 
del Ministro de Economía y Hacienda”.19

VIII.		 LAS GARANTIAS DE 
CUMPLIMIENTO A LA LUZ DE
LA JURISPRUDENCIA RECIENTE.
Si bien se han presentado oportunidades, no ha existi-
do hasta la fecha por parte de la Corte Suprema de Jus-
ticia o del Consejo de Estado, un estudio a fondo sobre 
la naturaleza jurídica de las garantías de cumplimien-
to.

En cuanto hace referencia a la Corte Suprema de Justi-
cia, hasta donde tengo conocimiento, los fallos que so-
bre conflictos referentes a garantías de cumplimiento 
ha dictado dicho máximo tribunal, han sido definidos 
con arreglo a las normas que rigen el contrato de segu-

ro. A título de ejemplo podemos citar: el fallo de Mayo 
4 de 1982, sobre la procedencia de asegurar el cumpli-
miento de la palabra empeñada y el concepto de interés 
asegurable en las garantías de constitución de hipote-
ca20, y el fallo de Julio 22 de 1999,  relativo a la necesi-
dad de demostración de perjuicios con respecto a una 
reclamación por incumplimiento de la obligación de 
constitución de hipoteca.21

Bastante mas numerosa ha sido la jurisprudencia del 
Consejo de Estado. En numerosos fallos, entre otros: 
fallos de Marzo 9 de 198822; de Septiembre 16 de 198823; 
de Enero 27 de 199424, y de octubre 31 de 199425, el Con-
sejo se ocupa de resolver litigios relativos a garantías 
de cumplimiento, analizándolos por regla general a la 
luz de las normas del contrato de seguro,  sin que en 
ninguno de tales fallos se ocupe de referirse a la natu-
raleza jurídica de las mismas.    

Sin embargo, mas recientemente el propio Consejo de 
Estado, en fallo del 19 de mayo de 1995, mediante el 
cual decidió el recurso de apelación interpuesto por 
una compañía de seguros tendiente e obtener la nuli-
dad de la multa impuesta por la Superintendencia Ban-
caria, en razón de supuesta violación del artículo 1054 
del Código de Comercio, en virtud de la expedición de 
pólizas de cumplimiento con vigencia retroactiva, de-
cidió revocar las resoluciones demandadas, acogiendo 
la tesis expuesta por la entidad aseguradora apelante, 
sobre la improcedencia de las multas, habida conside-
ración de la naturaleza de fianzas propia de las garan-
tías de cumplimiento.26

Especialmente significativo es este fallo pues, si bien 
no analizó a fondo la problemática relativa a la natura-
leza jurídica de las garantías de cumplimiento, el mis-
mo resuelve una controversia relativa precisamente a 
dicho tema.27
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CONCLUSIÓN
Dejo en la forma anterior expuesto mi criterio sobre las 
principales diferencias entre el seguro y la fianza o cau-
ción mercantil, figuras jurídicas que si bien  son simi-
lares en algunas de sus características, son así mismo 
sustancialmente diferentes en cuanto a su causa, a su 
objeto y a los presupuestos técnicos y económicos que 
constituyen su fundamento.

De otra parte, aún cuando parece obvio, no está por 
demás poner de presente que no existiendo, como de 
hecho no existe, diferencia en cuanto a la esencia o la 
naturaleza de la prestación misma entre la garantía 
expedida por un banco u otra institución financiera y 
la expedida por una compañía de seguros, mal podría 
haberla en razón simplemente del objeto social prin-
cipal  -- banco o compañía de seguros –  de la entidad 
que otorga la garantía.

No se me escapa, finalmente, no obstante lo anterior, 
que al entrar a estudiar la naturaleza jurídica de las ga-
rantías expedidas por compañías de seguros, dentro 
del ámbito específico del derecho positivo colombiano, 
resulta imprescindible hacerlo a la luz de las normas 
vigentes. Naturalmente, por lo tanto, existiendo nor-
ma legal expresa que consagra el carácter de contrato 
de seguro de las garantías expedidas por compañías de 
seguros, difícilmente se puede, con base en reflexiones 
de orden puramente conceptual, arribar a la luz del de-
recho positivo colombiano, a una conclusión opuesta, 
pues, como decía un ilustre profesor universitario de 
grata recordación "mas vale artículo en mano que Car-
nelutti volando"   

Ahora bien, habiendo optado el legislador en su sabi-
duría por consagrar bajo norma positiva el carácter de 
contrato de seguro de las garantías que otorgan las ase-
guradoras, resulta esencial expedir al menos alguna le-
gislación complementaria consistente y armónica, que 
establezca con claridad y precisión las excepciones a las 
normas generales sobre el contrato de seguro aplicables 
a las garantías, habida consideración de la naturale-
za misma de las obligaciones que contraen las partes, 
tal como lo hacen, por ejemplo, la legislación española 
– transcrita con anterioridad – y la legislación belga. 
Hoy carecemos de dicha claridad y precisión, lo cual, 
entre otras causas, ha venido generando una inoculta-
ble perdida de confiabilidad en las garantías de cum-
plimiento que otorgan las compañías de seguros.

Yo, por supuesto, preferiría se reglamente nuevamente 
en forma expresa la fianza comercial o de empresa, tal 
como lo hacía el antiguo código de comercio en sus ar-
tículos 953 a 957 y se autorice a las compañías de segu-
ros para su otorgamiento, con sujeción a un régimen 
especial.

APENDICE
Permítanme a manera de apéndice del presente estu-
dio adicionar dos citas de los profesores Antígono Do-
nati y Joaquín Garrigues en relación con el tema objeto 
del mismo.

Escribe el profesor Donati   

"El problema de la naturaleza jurídica del seguro de crédito 
es el de su distinción del fideiuso, con la consiguiente dis-
criminación de operaciones que la práctica denomina se-
guros, pero que, en realidad, no lo son (llamados seguros de 
caución o aval): ambos sirven, en efecto, para eliminar el 
riesgo de la insolvencia del deudor y facilitar la concesión 
de créditos, y los economistas y técnicos afirman que, en el 
seguro, la primera función es la principal y la otra acceso-
ria y que sucede a la inversa en el fideiuso; pero si bien es 
exacta esta afirmación, es necesario examinar su formula-
ción jurídica, tanto mas cuanto el seguro de aval ha servido 
para resolver con carácter principal la función accesoria y 
el fideiuso, mediante el beneficium excusionis se ha aproxi-
mado a la función indemnizatoria.

"En líneas generales, la diferencia consiste en que la causa 
del seguro es la eliminación del daño derivado de la defi-
nitiva disminución patrimonial, como consecuencia de la 
insolvencia definitiva, de manera que, hasta que esta no 
exista, no hay daño (relación, por consiguiente, de indem-
nización); en cambio, es causa de la segunda la garantía 
del cumplimiento de la deuda (art. 1936), mediante la ad-
hesión, junto al primero, de un segundo deudor, pari gradu, 
el cual ejecuta el débito principal mediante una prestación 
fungible con la que forma el objeto de la obligación del pri-
mer deudor (por consiguiente, no hay relación indemniza-
toria).

"Este criterio se aplica también frente al fideiuso con be-
neficium excusionis o claramente de indemnitatis, esto es, 
subordinado al beneficium y a la prueba de la máxima di-
ligencia en la excusión.

"A la luz de este criterio, es necesario reconocer que los con-
tratos con los cuales el garante se obliga a pagar en caso de 
falta de pago del deudor al vencimiento (los llamados segu-
ros de aval y caución) no son seguros de crédito, sino con-
tratos por los cuales se produce una obligación fideiusoria; 
tanto porque la falta de pago al vencimiento no significa de 
por si la pérdida del valor del crédito, como porque, cele-
brado casi siempre por el deudor, si fuera seguro chocaría 
contra el principio de la inasegurabilidad de un hecho vo-
luntario del contrayente (art. 1900); o bien, porque algunas 
veces (algunas pólizas fideiusorias) el garante está obligado 
aunque la prima no haya sido pagada.

"Están, pues, fuera del ámbito del seguro de crédito, porque 
no son seguros, los contratos de naturaleza fideiusoria, ta-
les como los celebrados por el deudor o por el acreedor, que 
pretenden garantizar el pago del crédito a su vencimiento, 
porque no son seguros de crédito los seguros contra even-
tos que recaen sobre bienes reales para garantía del crédito 
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28		  Antonio Donati, Los Seguros Privados. Manual 
de Derecho, Pag. 388 y Ss. Librería Bosch, Barcelona 
1960.

29		   Ley Española de Seguros – Artículo 68 – Le-
gislación Comparada de Seguros en los Paises Ibe-
roameri-

     canos FIDES – FASECOLDA Tomo I.

30		  Joaquín Garrigues, Curso de Derecho Mercan-
til, Tomo II Pag. 336 y 337 – Imprenta Aguirre Ma-
drid 1983.

(seguro de intereses concurrentes) y los llamados riesgos de 
empleo, en los cuales el riesgo asegurado es la interrupción 
de éste y no la insolvencia del deudor".28

Antes de transcribir la cita del profesor Garrigues pro-
cede anotar que la legislación española dedica un solo 
artículo el 68 al denominado Seguro de Caución, el cual 
reza: “Por el seguro de caución el asegurador se obliga, 
en caso de incumplimiento  por  el tomador del seguro 
de sus obligaciones legales o contractuales, a indemni-
zar al asegurado, a título de resarcimiento o penalidad, 
los daños patrimoniales sufridos, dentro de los límites 
establecidos en la ley o en el contrato. Todo pago hecho 
por el asegurador deberá serle reembolsado por el to-
mador del seguro."29

Refiriéndose al citado artículo 68 de la Ley Española de 
Seguros, expresa el profesor Garrigues:

"Discute la doctrina si el llamado seguro de caución es o no 
un verdadero contrato de seguro. La ley española opta por 
la afirmativa y le dedica un solo artículo, cuyo supuesto de 
hecho consiste en haber incumplido el tomador del seguro 
sus obligaciones legales o contractuales frente a un acreedor 
suyo. En este supuesto el asegurador se obliga a indemnizar 
al asegurado (acreedor), a título de resarcimiento o pena-
lidad (calificativo este que no se armoniza bien con el del 
contrato de seguro), los daños patrimoniales sufridos den-
tro de los límites establecidos en la ley o en el contrato. Pero 
añade que todo pago hecho por el asegurador deberá ser re-
embolsado por el tomador del seguro que, en definitiva, es el 
causante de este perjuicio. En el art. 68 no hay un puro me-
canismo subrogatorio, sino la concesión al asegurador de 
un derecho propio nacido del contrato y frente al cual el to-
mador no podrá oponer las excepciones que tuviere contra el 
asegurado. En definitiva, nos encontramos en este caso con 
una valoración anticipada y bilateral del daño. Este artí-
culo es de contenido realmente singular y “quizá superfluo 
entre los artículos contenidos en la ley, pues, en efecto, con-
siste en que el tomador del seguro es, a la vez, responsable de 
un siniestro por los daños sufridos por incumplimiento por 
el tomador de sus obligaciones legales o contractuales. Es 
una norma excepcional, ya que el tomador es, en este caso, 
al mismo tiempo, responsable del siniestro. La doctrina en-
cuentra obstáculos para incluir este contrato en el cuadro 
de los principios generales del seguro, ya que es excepcional 
asegurar las consecuencias económicas de nuestra propia 
actividad de negocios, sea concediendo un crédito, sea asu-
miendo una deuda, cuyo cumplimiento depende de nues-
tra voluntad. Y, así, en definitiva, si el asegurador va a ser 
quien pague la deuda impagada, sustituyendo al deudor en 
el cumplimiento de un contrato al que él es ajeno, la seme-
janza con la fianza, cuando esta es retribuida, es evidente. 

Pero la analogía con la fianza es más difícil cuando se tra-
ta de las llamadas pólizas de afianzamiento mercantil o de 
caución como figura distinta del puro seguro de crédito, el 
que trata el artículo siguiente de esta ley “ 30.

Muchas gracias.

Bernardo Botero Morales 
Santafé de Bogotá, septiembre de 2000
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Areas del Mercado Financiero en las que 
es Posible la Proteccion del Afianzador

Año
1990

La fianza mercantil o garantía de cumplimiento otor-
gada por bancos, compañías de seguros y entidades 
especializadas con objeto social exclusivo, tiene por 
finalidad garantizar el cumplimiento de obligaciones 
ajenas, adquiriendo la entidad otorgante en virtud de 
su expedición la obligación de cumplir la prestación 
a cargo del deudor principal si éste no la cumpliere, o 
de indemnizar, dentro de límites previamente estipu-
lados, los perjuicios que para el acreedor acarreare su 
incumplimiento.

Dentro del ámbito descrito tienen cabida una amplia 
gama de garantías no solo de muy diversa naturale-
za y alcance, sino, además, en permanente evolución 
como resultado del dinámico desarrollo de la tecnolo-
gía, el comercio, la actividad industrial, la actividad 
financiera y en general la organización de la sociedad 
en su conjunto.

Se garantiza la realización de una de-
terminada obra o la observancia de una 
determinada conducta.

En el citado universo podemos "grosso modo" distin-
guir dos grandes grupos o categorías de fianzas, a sa-
ber:

En primer término, las garantías de carácter conven-
cional, legal o judicial, que tienen un contenido mer-
cantil no financiero tales como las garantías de lici-
tación, ejecución de obra, suministro, observancia de 
disposiciones legales y las garantías judiciales. Son 
estas las garantías que tradicionalmente expiden los 
bancos, compañías de seguros y afianzadoras profe-
sionales, dependiendo en cuanto hace referencia a las 
entidades autorizadas para su otorgamiento, de la nor-
matividad legal vigente en cada país.

La característica más relevante de esta modalidad de 
fianzas es el hecho de que se garantiza la realización 
de una determinada obra o la observancia de una de-
terminada conducta. En ningún caso se garantiza el 
cumplimiento de obligaciones consistentes en el pago 

de sumas de dinero, de allí que se consideren como 
garantías no financieras. Naturalmente, en el evento 
de que producido el incumplimiento de la obligación 
afianzada por parte del deudor principal, no fuere fac-
tible o conveniente para el afianzador darle cumpli-
miento, éste deberá indemnizar en dinero al acreedor, 
dentro de los límites estipulados en la garantía, los 
perjuicios que le hubiere generado el incumplimiento 
del afianzado.

En segundo término, las garantías que por otorgarse 
con el objeto de afianzar el pago de una suma de dine-
ro determinada o determinable, deben considerarse 
como garantías de carácter financiero. Son estas mo-
dalidades de garantías las que constituyen el objetivo 
central del análisis materia del presente Seminario, 
en especial en cuanto hace referencia a la viabilidad o 
conveniencia de su otorgamiento por parte de las com-
pañías de seguros o de las afianzadoras especializadas.

Dentro de esta modalidad de garantías de carácter fi-
nanciero cabe a su vez distinguir entre dos grandes 
grupos, a saber: las garantías que tienen por objeto res-
paldar obligaciones de pago de sumas de dinero origi-
nadas en operaciones de mutuo, de las cuales el ejem-
plo más típico es el aval y las garantías que tienen por 
objeto respaldar obligaciones de pago de sumas de di-
nero, no originadas en operaciones de mutuo.

El aval es en esencia la garantía de pago de un título 
valor a su vencimiento, otorgada por escrito, bien en 
el mismo título o bien en hoja separada.

Se ha discutido ampliamente por los autores sobre la 
naturaleza jurídica del aval. Hay quienes, en un extre-
mo, lo consideran una verdadera fianza que se otorga 
como medio de garantizar obligaciones cambiarias y 
quienes, en el otro, lo consideran una modalidad de 
garantía de naturaleza especial, distinta de la fianza. 
En definitiva, la naturaleza jurídica del aval, al igual 
que la naturaleza jurídica de seguro o fianza de las ga-
rantías otorgadas por compañías de seguros, depen-
derá del tratamiento que a dicha figura se dé par la 
legislación positiva de cada país.

Ahora bien, a la luz de la legislación colombiana el aval 
es ciertamente una garantía de naturaleza especial di-
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ferente de la fianza. Como bien lo manifiesta Bernar-
do Trujillo Calle, el aval " no tiene par; (es) formal, en 
cuanto a su solemnidad; abstracto, porque se desvin-
cula de la causa; objetivo, en cuanto garantiza el pago 
y no al avalado (in rem, no in personaem); sustancial-
mente autónomo, porque no depende de la obligación 
que puede ser nula; y formalmente accesorio ya que de 
pende o corre en un título eficazmente válido"(1).

El mismo autor señala como diferencias esenciales en-
tre el aval y la fianza a la luz de la legislación colom-
biana, las siguientes:

1. El avalista es un obligado solidario; el fiador no lo 
es necesariamente.

2. El avalista se obliga a pagar simple y llanamente 
el título; el fiador sigue la suerte del fiado.

3. Excepción hecha de las fianzas judiciales el fia-
dor, salvo estipulación en contrario, goza del bene-
ficio de excusión; el avalista no.

4. La fianza no se presume; el aval sí.

5. En la fianza hay dos deudores para una misma obli-
gación; en el aval hay dos obligados autónomos para 
dos obligaciones diferentes (2).

Ahora bien, independientemente de su naturaleza ju-
rídica, el aval como modalidad de garantía mercantil 
suele otorgarse exclusivamente por bancos y aun así, 
sólo se justifica en circunstancias muy especiales como 
cuando por carencia de disponibilidades en el sistema 
bancario, el cliente se ve precisado a recurrir a fuentes 
alternas de financiación.

Más aún, como acertadamente expresa Roberto Jac-
ques Marcuse, "el aval es una operación que resulta ge-
neralmente poco atractiva para los banqueros, ya que 
asume el riesgo 'cliente' sin efectuar la correspondien-
te financiación, lo que significa un menor beneficio; 
además es anormal, ya que la financiación es, justa-
mente, la actividad específica de los bancos" (3).

Adicionalmente, es frecuente que con el propósito de 
reducir las facilidades crediticias, evitar el crecimiento 
del dinero en circulación y controlar por dicho medio 
la inflación, el legislador o las autoridades monetarias 
establezcan drásticas limitaciones al otorgamiento de 
avales u otras garantías bancarias. En Colombia con-
cretamente, mediante la Resolución 33 de 1976, la Jun-
ta Monetaria entidad que como su nombre lo indica, 
regula la política monetaria- con base en los decre-
tos-leyes 3233 de 1965 artículo 1 y 444 de 1967 artículo 
15, estableció para las compañías de seguros la prohi-
bición de otorgar avales y otras garantías en moneda 
legal, incluidos los seguros de crédito individual y so-
lidario. A los bancos y corporaciones financieras me-
diante la citada resolución 33 de 1976, modificada par-
cialmente entre otras por las resoluciones 16 de 1978, 
16 de 1981, 21 de 1983, 20 de 1984, 92 de 1984 y 16 de 

1985, la Junta Monetaria les ha otorgado autorización 
expresa y restringida para expedir en casos taxativa-
mente relacionados, avales y garantías en moneda le-
gal y moneda extranjera.

En resumen, los avales y demás garantías de carácter 
similar diseñados para respaldar operaciones de mu-
tuo, constituyen, por la índole misma de las obliga-
ciones que generan a cargo del garante, típicas ope-
raciones de carácter bancario, cuya realización suele 
estar sujeta a estrecha reglamentación y drásticas li-
mitaciones. Por la misma razón y aun siendo viables 
legalmente en algunos países, no resulta aconsejable 
su Otorgamiento por compañías de seguros o afianza-
dores profesionales, orientados fundamentalmente, 
como quedó dicho antes, al afianzamiento de obliga-
ciones de hacer.

Paso ahora a referirme a las garantías que tienen por 
objeto afianzar obligaciones de pago de sumas de di-
nero no originadas en operaciones de mutuo.

No pocas son las garantías de esta clase que como con-
secuencia del dinámico desarrollo del comercio, de la 
construcción, de la actividad industrial y de la econo-
mía en general, se solicitan de las compañías de segu-
ros y de las afianzadoras especializadas. En el ámbito 
colombiano tales son, entre otras:

•	 Las garantías de pago de salarios y prestaciones 
sociales otorgadas a favor de las entidades contra-
tantes para ampararlas contra el riesgo de incum-
plimiento por parte del contratista afianzado en el 
pago de las obligaciones laborales a favor de los tra-
bajadores a su servicio.

•	 Las garantías de arrendamiento de bienes mue-
bles e inmuebles y espacios de televisión, las cua-
les se otorgan para garantizar el pago por parte del 
arrendatario del canon convenido.

•	 Las garantías relativas a espectáculos públicos ta-
les como plazas de toros, circos, teatros y coliseos, 
las cuales además de responder por la presentación 
del espectáculo dentro de los términos convenidos, 
pueden extenderse a garantizar el pago de impues-
tos, arrendamientos y demás compromisos cone-
xos.

•	 Las garantías de pago de derechos arancelarios 
sobre mercancía de importación, cuyo aforo no ha 
sido realizado con carácter definitivo al momento 
de su retiro de la aduana,

•	 Las garantías de pago de deudas por impuestos 
sobre las ventas, renta y complementarios y sus in-
tereses, respecto de las cuales las autoridades tri-
butarias conceden plazos para su cancelación.

•	 Las garantías de pago de multas y cláusulas pena-
les en contratos celebrados con entidades públicas.
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•	 Las garantías enumeradas son sólo algunos ejem-
plos de modalidades de fianza que por garantizar el 
pago de sumas de dinero constituyen garantías fi-
nancieras, y cuyo otorgamiento por parte de com-
pañías de seguros y afianzadores profesionales es 
cada día más frecuente.

Ciertamente, el contenido de las obligaciones afian-
zadas bajo las garantías descritas es sustancialmen-
te distinto y normalmente más azaroso del que como 
afianzamiento de obligaciones de hacer caracteriza 
las fianzas tradicionales, pues su otorgamiento con-
lleva en términos generales aceptar la solidaridad con 
el afianzador, reducir notoriamente las excepciones 
oponibles como fuerza mayor, imprevisión, etc.; es 
decir, son garantías que operan dentro de un ámbito 
jurídico más rígido, especialmente en el caso de una 
reclamación.

De otra parte, es un hecho históricamente comproba-
do y por lo demás bastante obvio, que en épocas de cri-
sis económica la exposición a pérdidas es mayor para 
quienes otorgan garantías financieras, que para quie-
nes otorgan fianzas de corte tradicional.

Habida consideración de lo expuesto, resulta claro que 
la suscripción de fianzas financieras debe realizarse 
previo un análisis especialmente riguroso de la situa-
ción económica y de la capacidad de endeudamiento 
del afianzado.

La tendencia de los afianzadores profesionales hacia 
la cada día mayor suscripción de garantías financie-
ras no es nueva. John B. Fitzgerald en su disertación 
sobre garantías de seguros o de bancos hecha en la VIII 
Asamblea General de esta Asociación, realizada en el 
año de 1984 en Río de Janeiro, comentaba cómo en los 
Estados Unidos "garantías financieras en la forma de 
programas de inversión de sociedades de responsabili-
dad limitada, garantías sobre valor residual de equipos, 
garantías de bonos municipales, garantías de créditos 
hipotecarios y muchas otras, vienen siendo emitidas 
en forma selectiva por compañías de fianzas" (4).

Existen, finalmente, algunas modalidades de garantías 
que si bien no se otorgan para afianzar la entrega de 
sumas de dinero tienen un claro contenido financiero, 
tales como las garantías de constitución de la hipoteca 
o prenda requerida por las entidades financieras para 
el otorgamiento de un crédito. Otro ejemplo serían las 
garantías a favor de bancos financiadores de contratos 
de diversa naturaleza en las que se ampararía "el ries-
go de rescisión de tales contratos por culpa del contra-
tista, siempre que se trate de amparar obligaciones de 
dar sumas de dinero, primariamente destinadas a ser 
canceladas mediante el cumplimiento de una obliga-
ción de hacer o de dar cosas que no sean sumas de di-
nero", a las que hizo referencia Agustín de Vedia en la 
exposición que sobre garantías financieras realizó con 
ocasión del VI Seminario de Fianzas llevado a cabo en 

Cartagena durante el mes de Abril de 1988 (5).

En conclusión: las compañías de seguros y los afianza-
dores profesionales vienen, por fuerza de las circuns-
tancias, incursionando cada día en mayor grado en el 
otorgamiento de típicas garantías de carácter finan-
ciero. Dicha tendencia, generada por la diversidad y 
complejidad de las transacciones comerciales dentro 
de la sociedad actual, debe aceptarse y encauzarse con 
actitud realista hacia una adecuada reglamentación 
que asegure la suscripción seria y profesional de tales 
garantías.

Deben excluirse si del ámbito de suscripción propio de 
aseguradores y afianzadores profesionales, las garan-
tías requeridas para respaldar operaciones de mutuo 
cuya modalidad más representativa es el aval, las cua-
les constituyen operaciones esencialmente bancarias 
sujetas, como se mencionó anteriormente, a estrecha 
reglamentación y drásticas limitaciones por parte del 
Estado.
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El Futuro de la Fianza 
en los Albores del Siglo XXI

Año
1996

"La proximidad del siglo XXI y más que del siglo XXI, de un 
nuevo milenio, nos impulsa a mirar hacia el futuro. Sin duda 
escudriñar el futuro es importante y más que importante 
necesario, si queremos estar preparados para confrontar 
eficazmente los retos y oportunidades que nos depara. Pero 
hacerlo con acierto no es tarea fácil, y el reconocimiento de 
este hecho nos debe inducir a realizar dicha tarea con sen-
tido de ponderación; una alta dosis de humildad.

La fianza mercantil o de empresa propiamente tal ha teni-
do en sus ciento cincuenta años de existencia una evolución 
hasta cierto punto errática, si tomamos en consideración la 
controversia que aún hoy subsiste sobre la naturaleza jurí-
dica de dicha institución y diverso grado de desarrollo que 
presenta en los países en que opera."

Partiendo del enunciado anterior, en cuya sustentación 
no me detengo por exceder los propósitos de este breve 
escrito, procedo a plantear a manera de temas de re-
flexión los aspectos en que considero no sólo saludable 
una futura evolución de la tranza, sino además acon-
sejable para su sólido y dinámico desarrollo. Tales son:

1. LA FIANZA DEBERÁ CONSOLIDARSE COMO UNA 
INSTITUCIÓN DISTINTA DEL SEGURO

La fianza comercial o de empresa deberá de una vez por 
todas concebirse y regularse a nivel general como una 
institución de naturaleza y características distintas de 
las del seguro. De ello se desprendería el establecimiento 
y aplicación de una normatividad propia más concreta 
que definiera con mayor precisión el ámbito de acción 
de la fianza y el alcance y las limitaciones del afianza-
dor, lo cual redundaría en una mejor comprensión de 
esta figura y por lo tanto en una mayor confiabilidad 
en la misma, factores determinantes de sus mayores 
posibilidades de dinámico crecimiento.

Tengo la convicción de que en no pocos países el mo-
desto desarrollo que presenta la institución de la fian-
za de empresa está íntimamente ligado a la carencia de 
una legislación clara que regule con precisión su obje-
to y el alcance de las prestaciones que asumen las par-
tes. Acometer este trabajo no es ciertamente tarea fá-
cil, pero lograrlo se traduciría asimismo en excelentes 
oportunidades.

2. LA FIANZA DEBERÁ OTORGARSE POR ESPECIALI-
ZADAS ENTIDADES

Corolario de lo anterior es en mi criterio la convenien-
cia de establecer entidades especializadas que en forma 
exclusiva orienten su actividad hasta el otorgamiento 
de las diversas formas de garantías propias del afian-
zador. El afianzamiento es una disciplina altamente 
especializada, distinta en muchos aspectos del objeto 
social propio de las compañías de seguros. Su confu-
sión con la actividad desarrollada por las asegurado-
ras le resta claridad y por ende, insisto, confiabilidad.

La institucionalización de las entidades afianzadoras 
bajo un marco jurídico propio e independiente existe 
ya en países como Estados Unidos. Francia, y México. 
por citar sólo unos pocos casos, y en ellos ha mostrado 
un sólido y dinámico desarrollo.

3.  EL AFIANZADOR DEBERÁ OPERAR EXCLUSIVA-
MENTE DENTRO DEL ÁMBITO DE ACCIÓN QUE LE ES 
PROPIO

Sin pretender admirarme en el análisis de las diversas 
modalidades de garantías que constituyen el ámbito 
propio de acción del afianzador, considero proceden-
te consignar como uno de los presupuestos esenciales 
para el estable desarrollo fumo de la fianza su suje-
ción en el objetivo de garantizar el cumplimiento de 
obligaciones de hacer o de observar una determinada 
conducta, sin ampliar su radio de actividad al campo. 
propio de aseguradores o banqueros.

Forzoso resulta a este respecto aludir as sea brevemente 
a las denominadas garantías financieras, y en especial 
a las que tienen por objeto garantizar el pago de sumas 
específicas de dinero, cuyo otorgamiento corresponde 
a las entidades bancarias, en los casos en que resulta 
viable.

4. EL AFIANZADOR DEBERÁ RESPONDER ADECUA-
DAMENTE A LOS REQUERIMIENTOS DE FIANZAS QUE 
SURJAN DE LAS NUEVAS MODALIDADES DE CONTRA-
TACIÓN

El dinámico desarrollo que presenta la actividad mer-
cantil ha dado lugar al surgimiento de nuevas moda-
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lidades de contratación, que están llamadas a generar y de hecho han venido generando la necesidad de nuevas 
formas de afianzamiento, hacia cuyo otorgamiento la industria debe asumir actitud positiva. De no hacerlo 
surgirían necesariamente soluciones alternas que terminarían interfiriendo en el ámbito de acción propio del 
afianzador. A manera de ejemplo procede mencionar los contratos de concesión, modalidad contractual com-
pleja y delicada, debo reconocerlo, lo que ha dado lugar a que para su afianzamiento se hayan presentado obje-
ciones si bien respetables, no siempre precedidas, sin embargo de un análisis suficientemente concienzudo.

No está por demás dejar en claro que lo aquí expuesto debe entenderse referido al ámbito de acción propio del 
afianzador y por lo tanto en forma alguna considerarse extensivo a modalidades de cobertura extrañas al afian-
zamiento.

Tengo la convicción de que en la medida en que la fianza se consolide como una 
figura jurídica especial distinta del seguro y se otorgue por entidades especiali-
zadas permitan al afianzador operar con exclusividad dentro del ámbito que le 
es propio, éste tendrá asimismo mayor capacidad para responder a los requeri-
mientos que surjan de las nuevas modalidades de contratación.
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Líneas financieras 
y profesionales
Libro 3
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Regimen Legal y Seguro 
de Responsabilidad Profesional 
en Colombia

Año
1989

PRIMERA PARTE:
REGIMEN LEGAL DE LA 
RESPONSABILIDAD PROFESIONAL
I. INTRODUCCIÓN AL TEMA

La responsabilidad civil constituye, sin duda, uno de 
los temas de mayor actualidad, dinamismo y comple-
jidad en el derecho contemporáneo, y Colombia cier-
tamente no es excepción a dicho fenómeno. Factores 
de diverso orden han contribuido a este hecho.

El vertiginoso desarrollo de la sociedad moderna ha 
generado, por una parte, un aumento cuantitativo y 
cualitativo de los riesgos a que están expuestas las per-
sonas, determinado por unas relaciones sociales más 
complejas, el aumento de la población y los adelantos 
tecnológicos. Por otra parte, se ha producido un cam-
bio en la mentalidad de las personas, consistente en la 
búsqueda de indemnización frente a todo daño, con 
independencia de las consideraciones o circunstancias 
bajo las cuales éste se produce A ello se agrega la nota-
ble receptividad que han tenido en la jurisprudencia 
nuevos y muy amplios criterios sobre imputación de 
responsabilidad, tales como los de responsabilidad al-
ternativa, conducta concurrente, res ipsa loquitur etc., 
así como la adopción de criterios más amplios en la de-
finición de los factores que han de tomarse en cuenta 
para el cálculo de la indemnización.

Particularmente interesante es pues, por razón de lo 
expuesto, el estudio del tema de la responsabilidad 
profesional, sus riesgos y su cobertura.

II. CONCEPTO DE SERVICIO PROFESIONAL

Surge en primer término la necesidad no exenta de 
dificultades de definir con precisión qué constituye 
prestación de servicios profesionales: definición que 
nos proponemos formular únicamente para los efec-
tos del presente estudio y que, por lo tanto, no preten-
de descalificar el carácter de profesional que desde un 
enfoque distinto pueden tener algunas actividades de 
servicio no incluidas en la misma.

En efecto, proveedor de servicios profesionales es en 
sentido amplio, todo aquel que en la sociedad se ocu-
pa de manera habitual y permanente en la realización 
de actividades de servicio; aquel que de manera habi-
tual y en ejercicio de una ciencia u oficio, aportando 
un conjunto de conocimientos y de medios, presta un 
servicio para atender necesidades que otras personas o 
la sociedad en general requieren y en cuya prestación 
es especialista.

Ahora bien, desde un punto de vista un poco más res-
trictivo que, como ya mencionamos, para los efectos 
del presente estudio juzgamos procedente, el carác-
ter profesional de un acto o servicio estará dado por el 
aporte primordialmente intelectual que demanda su 
prestación, aporte que supone un alto grado de cono-
cimientos técnicos y capacitación.

El rasgo distintivo que caracteriza al profesional es, 
precisamente, el de su especialización, el de su com-
petencia y preparación para ejercer su actividad ha-
bitual, lo que presupone, de una parte, un acervo de 
conocimientos técnicos y, al mismo tiempo el uso ade-
cuado de los mismos.

A la luz de lo expuesto constituyen, en nuestro criterio 
proveedores de servicios profesionales, personas na-
turales que ejercen las denominadas profesiones libe-
rales tales como médicos, abogados, odontólogos, in-
genieros, arquitectos, contadores, asesores financieros 
etc.. y personas jurídicas especializadas en la presta-
ción de servicios profesionales, tales como clínicas. 
hospitales. laboratorios, corredores de bolsa, ópticas, 
corredores de seguros etc.

III. EL RÉGIMEN DE RESPONSABILIDAD CIVIL EN EL 
DERECHO COLOMBIANO

Como consideración previa al estudio de la responsa-
bilidad de los proveedores de servicios profesionales 
debemos, así sea brevemente. exponer las directrices 
generales del ordenamiento jurídico colombiano en 
materia de responsabilidad civil.

En el régimen jurídico colombiano se distingue la res-
ponsabilidad civil contractual de la responsabilidad 



52 - Estudios Sobre Seguros - Bernardo Botero Morales Volver al índice

civil extracontractual, y esta dis-
tinción, según lo ha precisado la 
jurisprudencia, está planteada so-
bre la base del distinto grado de 
concreción del deber que en uno y 
otro orden se viola, reconociéndose 
la existencia de una unidad gené-
rica entre una y otra responsabili-
dad. Se está al frente de la primera 
cuando se viola un deber concreto, 
específico, resultante de un vínculo 
jurídico igualmente concreto, pre-
existente entre las partes: en otras 
palabras, cuando se incumple una 
obligación propiamente dicha, con 
su contenido patrimonial, situa-
ción reglada por el título 12 del Li-
bro 40. del Código Civil Del Efecto de 
las Obligaciones. Y se está al frente 
de la segunda cuando el deber que 
se viola no tiene ese carácter sino, 
por el contrario, uno indetermina-
do, el deber general de prudencia y 
diligencia que tiene toda persona y 
que no supone un vínculo jurídico 
previo y relativo entre las partes, 
situación que está regida por el tí-
tulo 34 del mismo Libro 40. del Có-
digo Civil, referente a la "Respon-
sabilidad común por los delitos y 
las culpas'.

En este sentido, la responsabili-
dad contractual no se presenta sólo 
como consecuencia del incumpli-
miento de obligaciones emanadas 
de los contratos, aun cuando esto 
es lo usual, sino también del in-
cumplimiento de obligaciones de 
origen legal o cuasicontractual. De 
ahí que la denominación tradicio-
nal de responsabilidad contractual 
resulte impropia, como quiera que 

el vínculo obligatorio puede surgir 
de fuentes distintas de los contra-
tos. Según lo ha expresado la Corte 
Suprema de Justicia, el concepto de 
aquella circunscribe el campo de su 
operancia al de la ejecución de las 
obligaciones, quedando por fuera 
aquellas cuestiones o situaciones 
que se hubiesen presentado antes 
o al tiempo de formarse la obliga-
ción incumplida, como sería, por 
ejemplo, la cuestión tocante con la 
conducta observada por las partes 
en la etapa precontractual, el dolo 
o la culpa “in contrahendo" en que 
ellas hubieran incurrido, cuestión 
esta que está sujeta a las regulacio-
nes propias de la responsabilidad 
extracontractual.

A. La Responsabilidad Contractual

Como es sabido, la responsabilidad 
contractual deviene por el hecho de 
que el deudor no cumpla su obliga-
ción en la forma y tiempo debidos, 
esto es, cuando deja de ejecutar, 
total o parcialmente, la prestación 
debida, o cuando la ejecuta defec-
tuosa o tardíamente. Este incum-
plimiento, para que genere la obli-
gación de reparar, que constituye la 
esencia de la Responsabilidad Civil, 
debe ser imputable al deudor, a tí-
tulo de dolo o culpa, presumiéndo-
se ésta por el sólo incumplimien-
to de la obligación. Así mismo, el 
deudor se exonera, en general, con 
la prueba de la fuerza mayor o caso 
fortuito -expresiones sinónimas en 
nuestro ordenamiento jurídico-, el 
hecho de un tercero o la culpa del 
acreedor. y con la prueba de la de-
bida diligencia.

A este respecto es pertinente se-
ñalar que el ordenamiento jurídi-
co colombiano recoge la clasifica-
ción tripartita de la culpa en grave, 
leve y levísima, fundada en un cri-
terio objetivo de apreciación de la 
misma, con la aplicación práctica 
de que, en aquellos contratos que 
por su naturaleza sólo son útiles al 
acreedor, el deudor no es responsa-
ble sino de la culpa lata; de la leve, 
en los contratos que se hacen para 
beneficio recíproco de las partes; y 
de la levísima en los contratos en 
que el deudor es el único que repor-
ta beneficios. Pueden sí las partes, 
por regla general, en desarrollo de 
la autonomía y la libertad contrac-
tual, alterar el sentido y alcance de 
las reglas sobre responsabilidad, 
en la medida en que no se condo-
ne el dolo o elimine la culpa grave, 
que en materia civil se equipara al 
dolo, porque, en tal caso, la cláusu-
la de irresponsabilidad sería abso-
lutamente nula. En ocasiones no es 
posible, sin embargo, alterar el ré-
gimen de responsabilidad ni para 
exonerarse de ella ni para atenuar 
sus efectos, como ocurre tratándose 
del transportador. Estas excepcio-
nes corresponden, por lo demás, a 
la tendencia legislativa contempo-
ránea de extenderlas a la mayoría 
de los contratos. De otro lado, dis-
posiciones especiales de las leyes 
en ocasiones introducen variacio-
nes en dicho régimen, como con-
secuencia de las cuales la prueba de 
la diligencia no es suficiente para 
exonerarse de responsabilidad y. 
como en el caso del transportador 
aéreo, tampoco la del caso fortuita. 
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Er algunos casos no es, pues, sufi-
ciente la ausencia de culpa, y, en 
otros, tampoco la prueba del caso 
fortuito o fuerza mayor.

La jurisprudencia, sin embargo, en 
forma unánime, en orden a precisar 
cuándo hay o no incumplimiento 
de la obligación por parte del deu-
dor y el papel que a este respecto 
juegan la culpa y el caso fortuito, 
ha establecido una clasificación de 
las obligaciones, en de medios y de 
resultados, siguiendo doctrina ex-
tranjera, clasificación que reviste 
particular importancia en punto a 
la responsabilidad de los provee-
dores de servicios.

El criterio empleado para la alu-
dida clasificación estriba, como es 
sabido, en considerar como obli-
gaciones de resultado aquellas en 
las cuales el deudor se comprome-
te, con su actividad, a obtener un 
resultado cierto, al paso que en las 
obligaciones de medios, como su 
nombre lo indica, su compromiso 
se reduce a adoptar o prestar una 
serie de medidas, a aportar unos 
medios para obtener el resultado 
deseado, pero no a garantizar que 
lo obtendrá. En estas últimas obli-
gaciones el cumplimiento de la 
obligación no consiste, por tanto, 
en el resultado mismo, sino en ha-
ber empleado todos los medios po-
sibles para obtenerlo.

La importancia práctica de esta dis-
tinción viene dada por el hecho de 
que, en presencia de una obligación 
de resultado, la no obtención de 
éste determina el incumplimien-
to en tal forma que al deudor, para 
exonerarse de responsabilidad, no 
le basta con probar que actuó con 
la debida diligencia sino que, para 
ello, requiere de la prueba del caso 
fortuito, el hecho de un tercero o 
la culpa del acreedor. Tratándose, 
sin embargo, de una obligación de 
medios, sí le bastará la prueba de 
la diligencia debida.

Esta distinción en cuanto a la na-
turaleza de las obligaciones, en de 
medios y de resultados, si bien no 
está consagrada en la legislación 
positiva, ha sido desarrollada por la 

jurisprudencia, que la aplica aten-
diendo la naturaleza o contenido 
de la prestación a que se obliga el 
deudor y la naturaleza del contra-
to. Se tiene cuidado en distinguir 
que una cosa es la obligación y otra 
son los hechos que en determinado 
momento impiden ejecutarla, los 
cuales son objeto de prueba, para 
no convertir obligación de medios 
la que se pactó como de resultado.

B. La Responsabilidad Extracontractual

La jurisprudencia colombiana, y 
en particular la Corte Suprema de 
Justicia. salvo casos tan excepcio-
nales como esporádicos, ha orien-
tado sus decisiones en materia de 
responsabilidad civil extracontrac-
tual, con base en el criterio subje-
tivo de la responsabilidad. La tesis 
objetiva según la cual la obligación 
de resarcir el perjuicio causado 
surge con total prescindencia del 
elemento culpa. no porque éste se 
presuma sino porque no es esencial 
para fundar la responsabilidad, no 
es, a juicio de la Corte, de recibo en 
nuestra legislación.

No basta, entonces, la 
prueba de la debida o es-
merada diligencia, como 
sí basta en otro tipo de  
actividades.

El criterio subjetivo de la respon-
sabilidad encuentra, sin embar-
go, según lo ha reiterado la Corte, 
atenuaciones establecidas en sal-
vaguarda de las víctimas, y que se 
traducen, primeramente, en la in-
versión, en su favor, de la carga de 
la prueba cuando hay presunciones 
de culpa, cuya contraprobanza se 
hace cada vez más difícil, en la mis-
ma medida en que avanza la cien-
cia, la técnica y la experiencia apli-
cada a las industrias y a las artes. Es 
así como en presencia de activida-
des consideradas como peligrosas, 
que envuelven consecuencias noci-
vas previsibles, aunque no siempre 
evitables por los procedimientos o 

medios normales, y sobre la base de 
que es fundamento de la culpa la 
capacidad de prever, de una parte, 
y de la necesidad social de indem-
nizar los perjuicios derivados del 
ejercicio de tales actividades, de la 
otra, se ha establecido este tipo de 
presunciones.

Se trata, según la Corte, de riesgos 
cuya previsibilidad exige del em-
presario reservas financieras ade-
cuadas, en función indemnizatoria 
que restablezca el equilibrio para 
beneficio general.

Tratándose, pues, de actividades 
peligrosas, se dan estas presuncio-
nes de culpa y el autor del daño se 
exonera con la prueba de la culpa 
exclusiva de la víctima, la inter-
vención de elemento extraño, o la 
fuerza mayor. No basta, entonces, 
la prueba de la debida o esmerada 
diligencia, como sí basta en otro 
tipo de actividades.

Son ejemplos de actividades peli-
grosas, la conducción de vehículos 
automotores terrestres, el trans-
porte fluvial, el transporte aéreo 
(que tiene su régimen especial) y 
por vía férrea, la construcción de 
obras y de edificios, la generación, 
transmisión y transporte de fluido 
eléctrico, entre muchas otras.

En síntesis, la regla general es que 
quien demanda ha de comprobar, 
en principio, el daño padecido, el 
hecho intencional o culposo del de-
mandado y la relación de causali-
dad entre el proceder o la omisión 
negligente de éste y el perjuicio su-
frido. Salvo que en salvaguarda de 
la víctima se haya invertido en su 
favor la carga de la prueba cuando 
hay presunciones de culpa.

IV. LA RESPONSABILIDAD DE LOS 
PROFESIONALES

La Corte Suprema de Justicia ha 
dado especial importancia al desa-
rrollo de la responsabilidad profe-
sional, sosteniendo que "el ejerci-
cio de las profesiones liberales, que 
en la mayoría de los casos es la con-
secuencia de un acto jurídico. lleva 
anexa en su realización y ejecución 
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la responsabilidad civil del profesional; de manera que 
las relaciones jurídicas entre éste y su cliente no están 
circunscritas únicamente a una actuación pasajera y 
fugaz, sino que trascienden a la órbita más amplia de 
la responsabilidad. No es el ejercicio de esas profesio-
nes solamente la aplicación de los principios técnicos 
y científicos. sino que también está condicionada a 
normas protectoras del individuo y de la sociedad que 
constituyen los elementos fundamentales de la moral 
profesional. La técnica y la moral condicionan por lo 
tanto el ejercicio honesto de dichas profesiones. Sin la 
primera la acción del profesional es científicamente 
censurable; sin la segunda, esa acción puede conver-
tirse en una actividad peligrosa" (Sentencia del 5 de 
Marzo de 1940. Sala de Cas. Civil C.S.J. Gaceta Judicial 
Tomo XLIX 1953 1954).

En el caso de los proveedores de servicios profesionales 
la clasificación de la responsabilidad en contractual y 
extracontractual como la de las obligaciones surgidas 
de aquella en de medio y de resultado, revisten espe-
cial interés. Estos, por la diversidad en naturaleza y 
modalidad de los servicios prestados o por disposición 
misma de la ley no están cobijados bajo un régimen 
uniforme de responsabilidad. La definición de dicha 
responsabilidad ha venido siendo dada por la juris-
prudencia en algunos casos y, en otros, por normas le-
gales especiales que reglan la responsabilidad de de-
terminado tipo de proveedores de servicios, como en 
el caso del transportador aéreo.

Naturalmente, tratándose de servicios prestados por 
un profesional, sin perjuicio de atender el grado de cul-
pa por el cual ha de responderse conforme al contrato, 
ha de tenerse especialmente en cuenta que el hecho de 
que el proveedor de servicios sea un profesional, supo-
ne un acrecentamiento del grado de su obligación con 
respecto a la que asume un particular, pues de aquel 
se espera más que de éste en razón, precisamente, de 
hallarse preparado especialmente para prestar el ser-
vicio que ofrece.

Esto lleva a exigir del profesional una diligencia y una 
competencia superior a lo que podría exigirse a un 
particular, en otras palabras, a que la jurisprudencia 
se muestre severa sobre la responsabilidad de los pro-
fesionales.

Hechas las anteriores precisiones, procedemos a con-
tinuación y a título puramente ejemplificativo, a rea-
lizar un análisis somero del régimen legal de respon-
sabilidad aplicable en Colombia a algunos proveedores 
de servicios profesionales.

A. El Médico y el Abogado

La responsabilidad de médicos y abogados para con 
sus pacientes y clientes respectivamente, puede ser de 
carácter contractual cuando se genera en el incumpli-
miento de una obligación contraída mediante contra-

to o convención, o extracontractual si tiene como ori-
gen un hecho culposo que causa perjuicio a un tercero 
sin que haya mediado para el efecto un nexo o vínculo 
contractual. En tal sentido ha sido clara y reiterada la 
jurisprudencia.

Enfáticos y uniformes han sido igualmente tanto la 
Corte Suprema de Justicia como el Consejo de Estado en 
considerar que las obligaciones adquiridas en el des-
empeño de su profesión tanto por médicos como por 
abogados son obligaciones por regla general de medio, 
pues en ellas las prestaciones a que están obligados se 
cumplen mediante la realización de una actividad di-
ligente en procura del resultado esperado.

En relación con el carácter prioritariamente contrac-
tual pero así mismo eventualmente extracontractual 
de la responsabilidad profesional de médicos, la Corte 
Suprema de Justicia en fallo del 26 de noviembre de 
1986, confirmando reiterada jurisprudencia anterior 
se pronunció en los siguientes términos:

"Ahora bien, cuando de responsabilidad civil se trate 
por ejercicio profesional médico, ella puede ser con-
tractual cuando se origina en el cumplimiento del 
contrato, o extracontractual, si nace de un hecho que 
perjudica a otro, sin que exista un vínculo jurídico en-
tre quien causa el daño y quien lo sufra, debiéndose en 
ambas situaciones responder por la conducta irregu-
lar, igual que en todos los campos de la actividad hu-
mana.

Sin embargo, como una y otra tiene su regulación es-
pecial en la legislación positiva, es preciso determinar 
en cada caso de cuál se trata para aplicar las dispo-
siciones legales pertinentes. Así tenemos que nuestro 
Código Civil se refiere a la responsabilidad contractual 
en el título XII de su Libro 40. y de la extracontractual 
en el título XXXIV del mismo libro."

Es igualmente clara la jurisprudencia en considerar 
que frente a sus clientes la responsabilidad de aboga-
dos es de carácter contractual. Ante terceros también 
pueden, sin embargo, comprometer su responsabili-
dad profesional, sólo que con carácter necesariamente 
extracontractual. En efecto, por actuaciones intencio-
nadas o culposas pueden ocasionar perjuicios a terce-
ros, entre quienes se cuenta la contraparte de su de-
fendido, cuyos intereses legítimos también merecen 
respeto y están amparados por el postulado general 
“neminem laedere" (Corte Suprema de Justicia, sen-
tencia de diciembre 13 de 1968). Constituye abuso liti-
gar con temeridad o imprudencia manifiesta; emplear 
las vías de derecho con una finalidad distinta o des-
proporcionada de la que ha determinado su estable-
cimiento, excederse en las vías procesales, etc. El juez 
tiene un poder discrecional para vigilar y controlar la 
conducta procesal de las partes, de tal manera que si 
encuentra en ella temeridad o mala fe, imponga al li-
tigante temerario o doloso la condena al pago de per-
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juicios (sentencia de noviembre 28 de 1979 de la Corte 
Suprema de Justicia).

El carácter de obligaciones por regla general de medio, 
no de resultado, que se atribuye a las que profesional-
mente radican en los médicos, ha sido así mismo rati-
ficado por la sentencia de noviembre 26 de 1986 a que 
recientemente hicimos referencia, en los siguientes 
términos:

"Como en general, la responsabilidad civil médica nace 
de un acto jurídico, o sea en un contrato de prestación 
de servicios, conviene analizar brevemente sus linea-
mientos para establecer cuándo se da esa responsabi-
lidad.

Mediante contrato el médico se compromete con su 
paciente a tratarlo o intervenirlo quirúrgicamente, a 
cambio de una remuneración económica, en la mayo-
ría de los casos, pues puede darse la gratuidad, con el 
fin de liberarlo, en to posible, de sus dolencias; para 
este efecto, aquel debe emplear sus conocimientos pro-
fesionales en forma ética, con el cuidado y diligencia 
que se requieran, sin que, como es lógico, pueda ga-
rantizar al enfermo su curación ya que ésta no siem-
pre depende de la acción que desarrolla el galeno pues 
pueden sobrevenir circunstancias negativas imposi-
bles de prever.

"Por tal razón, la jurisprudencia considera que la obli-
gación que el médico contrae por el acuerdo es de me-
dio y no de resultado, de tal manera que si no logra 
alcanzar el objetivo propuesto con el tratamiento o la 
intervención realizada, solamente podrá ser declara-
do civilmente responsable y condenado a pagar per-
juicios si se demuestra que incurrió en culpa por haber 
abandonado o descuidado el enfermo o por no haber 
utilizado diligentemente en su atención sus conoci-
mientos científicos o por no haberle aplicado el trata-
miento adecuado a su dolencia, a pesar de que sabía 
que era el indicado ..."

Esta sentencia sin embargo introduce una importan-
te distinción en cuanto hace referencia al carácter de 
obligación de medio o de resultado del cirujano, de-
pendiendo del alcance del compromiso adquirido por 
éste para con su cliente. En tal sentido dice la senten-
cia:

"Por lo que a la cirugía estética se refiere, o sea cuando 
el fin buscado con la intervención es la corrección de 
un defecto físico, pueden darse situaciones diversas 
que así mismo tendrán consecuencias distintas res-
pecto de la responsabilidad del cirujano.

Así las cosas, deberá establecerse cuál fue la obligación 
que contrajo el cirujano con su paciente, para deducir 
si el fracaso de su operación le hace o no responsable. 
Cuando en el contrato hubiere asegurado un determi-
nado resultado, si no lo obtiene será culpable y tendrá 
que indemnizar a la víctima, salvo que se den los casos 

de exoneración previamente mencionados de fuerza 
mayor, caso fortuito o culpa de la perjudicada.

Pero, si tal resultado no es asegurado expresamente, 
cuando no se alcanza, el médico quedará sujeto a las 
reglas generales sobre la culpa o ausencia de ésta."

Y, en relación con el carácter de obligaciones por lo ge-
neral de medio tanto de médicos como de abogados la 
Corte, en célebre fallo de marzo 5 de 1940, dijo:

"La obligación profesional del médico no es, por regla 
general, de resultado sino de medio, o sea que el facul-
tativo está obligado a desplegar en pro de su cliente los 
conocimientos de su ciencia y pericia y los dictados de 
su prudencia sin que pueda ser responsable del funesto 
desenlace de la enfermedad que padece su cliente o de 
la no curación de éste. En esto sucede lo mismo que en 
tratándose de la obligación del abogado. Este se com-
promete a defender a su cliente ya poner su conato y 
empeño en su defensa, pero es poco serio, aventurado 
y presuntuoso asegurar al cliente el éxito de un litigio, 
por lo mismo que es el poder judicial, independiente 
de las partes, quien aplica la ley, aprecia las pruebas, 
considera en conjunto el problema y dicta con toda 
independencia sus sentencias.

Fuera de la negligencia o de la imprudencia que todo 
hombre puede cometer, el médico no responde sino 
cuando, en consonancia con el estado de la clencia o 
de acuerdo con las reglas consagradas por la práctica 
de su arte, tuvo la imprudencia, la falta de atención o 
la negligencia que le son imputables y que revelan un 
desconocimiento cierto de sus deberes."

De lo expuesto se deduce en resumen que en los casos 
de responsabilidad profesional tanto de médicos, sal-
vo excepciones muy contadas, como de abogados, el 
demandado podrá exonerarse de responsabilidad de-
mostrando ausencia de culpa por haber actuado con la 
diligencia que el caso demandaba, fuerza mayor, caso 
fortuito o negligencia de su cliente o paciente en la 
observancia de las que constituían conductas u obli-
gaciones a su cargo.

8. El Arquitecto y el Constructor

Las obligaciones que en el desempeño de su oficio con-
traen estos profesionales son claramente de resultado. 
El trabajo realizado por un arquitecto que no cumple 
con las especificaciones del encargo o que no es en-
tregado dentro del término estipulado, genera por el 
hecho mismo del incumplimiento una presunción de 
culpa en su contra. En la misma forma, la ruina total 
o parcial de un edificio por vicios de construcción, ge-
nera contra el constructor una presunción de culpa. 
En ambos casos la citada presunción sólo puede des-
virtuarse probando la fuerza mayor, el caso fortuito, el 
hecho de un tercero o la culpa exclusiva de la víctima.
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Adicionalmente, en materia de responsabilidad ex-
tracontractual, la actividad de la construcción puede 
generar así mismo, presunción de culpa para el cons-
tructor, por estar ésta clasificada como actividad pe-
ligrosa.

V. PRESCRIPCIÓN DE LA ACCIÓN

En materia de prescripción de las acciones proceden-
tes por la responsabilidad profesional, son aplicables 
las normas del derecho civil, comercial, etc.

La obligación nacida para el proveedor de servicios es 
por regla general una obligación de HACER, a la cual le 
es aplicable el régimen general de las obligaciones.

Síguese en consecuencia que su incumplimiento, es 
decir, la infracción del contrato, en tanto hecho ilí-
cito, generará responsabilidad del deudor infractor, 
esto es, que en la medida en que le sea imputable, éste 
quedará indefectiblemente obligado a la indemniza-
ción de perjuicios, acompañada de la resolución o el 
cumplimiento, con los efectos propios del contrato en 
particular, atendida su naturaleza.

Respecto de la mencionada facultad del acreedor para 
exigir las consecuencias del incumplimiento del deu-
dor proveedor de servicios, opera desde luego el prin-

cipio de su relatividad en el tiempo. Abandonando la 
discusión sobre la diferenciación de los fenómenos de 
prescripción y caducidad, al igual que los efectos de 
estos, esto es, si extinguen la acción o la obligación, 
surge inequívocamente el hecho de que si el acreedor 
no ejerce dentro de determinado lapso su facultad, la 
obligación correlativa se extingue inexorablemente.

La controversia originada en el incumplimiento, por 
parte del proveedor de servicios, de las obligaciones 
contractual o extracontractual a su cargo, es normal-
mente dirimida por la vía ordinaria al igual que las 
acciones tendientes a la indemnización de perjuicios, 
razón por la cual prescribe al cabo de veinte (20) años, 
según lo preceptúa el artículo 2536 del Código Civil que 
dice:

"La acción ejecutiva se prescribe por diez años, y la or-
dinaria por veinte. La acción ejecutiva se convierte en 
ordinaria por el lapso de diez años, y convertida en or-
dinaria durará solamente otros diez."

Sin embargo, tal como se expresa anteriormente, exis-
ten también normas especiales para determinados 
prestatarios de servicios como ocurre con las acciones 
derivadas del contrato de transporte que prescriben 
por el transcurso de dos (2) años.
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SEGUNDA PARTE:
EL SEGURO DE RESPONSABILIDAD 
CIVIL DE LOS PROVEEDORES 
DE SERVICIOS PROFESIONALES.
I. INTRODUCCIÓN AL TEMA

Definido en la primera parte de este estudio el alcan-
ce de la responsabilidad civil de los profesionales de 
acuerdo con la legislación y la jurisprudencia colom-
bianas, nos corresponde ahora entrar a estudiar el tema 
desde el punto de vista de los términos y condiciones 
para su adecuado aseguramiento.

El tema lo abocaremos en relación con sus caracterís-
ticas y limitaciones a la luz del derecho positivo co-
lombiano.

II. EL SEGURO DE RESPONSABILIDAD CIVIL PROFE-
SIONAL

A. Objeto del Seguro de Responsabilidad Civil Profesional

El seguro de responsabilidad profesional tiene por ob-
jeto amparar la responsabilidad civil resultante de la 
prestación deficiente o falta de prestación, durante el 
periodo de vigencia de la cobertura, de servicios pro-
fesionales por parte del asegurado, en el desempeño 
de la profesión amparada bajo la póliza.

Adicionalmente la Compañía deberá defender al ase-
gurado respecto de cualquier demanda así fuere frau-
dulenta o infundada, que tenga relación con la cober-
tura otorgada.

El seguro de responsabilidad civil profesional consti-
tuye sin lugar a duda una clase individual y especia-
lizada de cobertura, dotada de características propias 
que lo distinguen plenamente y le dan entidad propia 
en frente a las demás especies de cobertura de respon-
sabilidad.

En Colombia, de conformidad con el artículo 1129 del 
Código de Comercio, sólo tienen el carácter de activi-
dades profesionales aquellas cuyo ejercicio goce de la 
tutela del Estado; y sólo a ellas, y a quienes se encuen-
tren legalmente habilitados para ejercerlas, puede ex-
tenderse el seguro de responsabilidad profesional.

B. Modalidades

En el seguro de responsabilidad civil profesional se han 
venido distinguiendo tradicionalmente dos grandes 
modalidades o especies, atendiendo a la clase de daño 
o perjuicio que el ejercicio de la profesión amparada 
es susceptible en mayor grado de causar. Tales moda-
lidades son:

1. Seguro de ejercicio deficiente de la profesión o 
'Malpractice"

Bajo esta denominación se incluyen los seguros de 

responsabilidad de profesiones cuyo ejercicio es 
susceptible de causar en mayor grado daños o lesio-
nes corporales. Tal es el caso de los médicos, odontó-
logos, laboratorios, hospitales y demás actividades 
profesionales relacionadas con la salud individual.

2. Seguro de errores y omisiones

Bajo esta categoría se clasifican los seguros de res-
ponsabilidad relativos al ejercicio de profesiones en 
las que primordialmente pueden llegar a causarse 
daños a propiedades. Tal es el caso de los ingenie-
ros, arquitectos, corredores de seguros, asesores fi-
nancieros, etc.

C. Características especiales de los Seguros de Responsabilidad 
Profesional

Las notas características que han llevado a hacer del 
seguro de responsabilidad profesional una modalidad 
especializada y distinta de los seguros de responsabi-
lidad general son los siguientes:

1. Bajo el seguro de responsabilidad profesional se 
ampara en forma exclusiva la responsabilidad re-
sultante de la prestación deficiente o falta de presta-
ción de servicios, en el desempeño de una actividad 
predominantemente intelectual, en que el asegu-
rado es especialmente versado. Es por lo tanto un 
seguro orientado a amparar actos eminentemente 
voluntarios del asegurado, si bien no pretende cu-
brir daños causados por culpa grave o dolo.

La responsabilidad de carácter no profesional en 
que pudiere incurrir la entidad o persona asegura-
da, deberá ser amparada bajo una modalidad dis-
tinta de póliza, esto es, bajo una póliza común de 
responsabilidad civil general.

2. Por su objetivo y el alcance de su cobertura el se-
guro de responsabilidad profesional es de carácter 
primordialmente contractual, a diferencia de las 
demás modalidades de seguro de responsabilidad 
que amparan normalmente responsabilidades de 
carácter extracontractual y sólo por excepción res-
ponsabilidades de índole contractual.

3. Bajo los seguros de responsabilidad profesional 
normalmente no se estipulan límites separados 
para lesiones a personas y daños a propiedades. Sue-
le generalmente establecerse un límite agregado de 
responsabilidad que opera como suma máxima de 
cobertura para la vigencia anual del seguro.

El límite por reclamación estipulado en la póli-
za comprende la totalidad de los daños resultan-
tes como consecuencia de uno o más actos y omi-
siones relacionados con la prestación de un mismo 
servicio, sin importar el número de reclamaciones 
individuales que se formulen. Esta aclaración es 
importante en especial en cuanto hace referencia a 
la responsabilidad profesional de entidades, tales 
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como hospitales, en las cuales pueden con frecuen-
cia generarse daños o lesiones a varias personas 
como consecuencia de un mismo acto u omisión.

4. En el análisis y definición de reclamaciones por 
daños o perjuicios resultantes como consecuencia 
de presuntos errores u omisiones en la prestación 
de servicios de carácter profesional, puede resultar 
afectado el prestigio e Por tal razón en el seguro de 
idoneidad profesional del asegurado. responsabi-
lidad profesional el asegurador no tiene, como en 
las demás modalidades de seguro de responsabili-
dad, la facultad de convenir por vía de transacción 
o de reconocimiento de responsabilidad, el pago de 
suma alguna a la víctima, sin el previo y expreso 
consentimiento del asegurado.

Es de anotar que esta limitación, que por mucho tiem-
po fue considerada esencial e inherente al seguro de 
responsabilidad profesional, ha venido siendo modifi-
cada recientemente mediante la introducción de cláu-
sulas obligatorias de arbitramento, particularmente 
en aquellos casos en que se amparan profesiones que 
conllevan un riesgo especialmente alto, o cuando el 
reconocimiento de responsabilidad no es considerado 
necesariamente perjudicial para el prestigio del asegu-
rado.

III. EL SINIESTRO EN LOS SEGUROS DE RESPONSABI-
LIDAD CIVIL PROFESIONAL

Problema especialmente intrincado en relación con los 
seguros de responsabilidad civil y de particular inci-
dencia respecto de la responsabilidad profesional, es 
el relativo a la época de ocurrencia del siniestro o de 
realización del riesgo y al alcance que, en relación con 
éste, debe darse a las coberturas otorgadas bajo la pó-
liza.

No resulta fácil definir cuándo debe entenderse ocu-
rrido el siniestro de responsabilidad civil. Las más va-
riadas tesis han sido sostenidas al respecto. El sinies-
tro, según las diversas tesis, debe entenderse ocurrido 
cuando se produce el hecho que dé o pueda dar lugar a 
la causación de un daño; cuando se produce el daño o 
perjuicio concreto; en el momento en que el perjudica-
do, demanda judicial o extrajudicialmente al causan-
te del daño; cuando éste último presente reclamación 
formal al asegurador; o, finalmente, al producirse sen-
tencia definitiva que declare responsable al asegurado.

La definición de este punto resulta particularmente 
importante con miras a establecer, de una parte, en 
caso de cambio de asegurador o de modificación de lí-
mite de cobertura de una vigencia a otra, el asegurador 
al que corresponde asumir el siniestro o el límite que 
debe aplicarse y, de otra, el momento a partir del cual 
se empieza a contar el término de prescripción de las 
acciones del asegurado contra el asegurador, derivadas 
del seguro de responsabilidad civil.

Tratamiento del problema en Colombia

El Código de Comercio de Colombia adoptó a este res-
pecto una solución intermedia, plasmada en el artícu-
lo 1131, que a la letra dice:

"Se entenderá ocurrido el siniestro desde el momen-
to en que acaezca el hecho externo imputable al ase-
gurado. Pero la responsabilidad del asegurador, si es 
que surge del respectivo contrato de seguro, sólo podrá 
hacerse efectiva cuando el damnificado o sus causa-
habientes demanden judicial o extrajudicialmente la 
indemnización."

La solución adoptada por el Código recoge, en la prime-
ra parte de la norma, la tesis de que el siniestro ocurre 
cuando acaece el hecho externo imputable al asegurado 
que lesiona al tercero. Y, para salvar los inconvenientes 
que la adopción integral de esta tesis presenta, consa-
gró que la responsabilidad del asegurador sólo podría 
hacerse efectiva cuando el damnificado o sus causaha-
bientes presentaren reclamación judicial o extrajudi-
cial, contra el asegurado.

IV. PRESCRIPCIÓN

La prescripción de las acciones derivadas del contrato 
de seguro está regulada por el artículo 1081 del Código 
de Comercio cuyo texto es el siguiente:

"La prescripción de las acciones que se derivan del con-
trato de seguro o de las disposiciones que lo rigen po-
drá ser ordinaria o extraordinaria.

"La prescripción ordinaria será de dos años y empeza-
rá a correr desde el momento en que el interesado haya 
tenido o debido tener conocimiento del hecho que da 
base a la acción.

La prescripción, cuando obra en contra 
del asegurado o beneficiario, empieza a 
correr a partir del momento en que se 
haya tenido o debido tener conocimien-
to del siniestro.

La prescripción extraordinaria será de cinco años, co-
rrerá contra toda clase de personas y empezará a con-
tarse desde el momento en que nace el respectivo de-
recho.

Estos términos no pueden ser modificados por las par-
tes.'

La Corte Suprema de Justicia sostiene la tesis, sin esta-
blecer excepción alguna, de que la prescripción, cuan-
do obra en contra del asegurado o beneficiario, empie-
za a correr a partir del momento en que se haya tenido 
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o debido tener conocimiento del siniestro, respecto de 
la ordinaria, y a partir de la ocurrencia del mismo, res-
pecto de la extraordinaria.

La tesis de la Corte si bien soluciona con acierto el pro-
blema que sobre la correcta interpretación de la norma 
citada se había planteado de tiempo atrás, no previó, 
inexplicablemente tratándose de un fallo en materia 
de seguro de responsabilidad civil, la necesidad de es-
tablecer para ésta una excepción al principio general 
sobre el momento a partir del cual empieza a correr la 
prescripción, o sea al principio de que ésta corre desde 
la ocurrencia del siniestro o desde cuando el intere-
sado tiene o ha debido tener conocimiento de su ocu-
rrencia, según se trate de prescripción extraordinaria 
u ordinaria.

Una explicación adecuada de las razones por las cua-
les no compartimos en relación con el seguro de res-
ponsabilidad civil la tesis de la Corte sobre la prescrip-
ción, haría demasiado extensa la presente exposición. 
Por ello nos limitamos a transcribir la que juzgamos 
correcta interpretación de la norma, consignada en el 
trabajo de tesis PRINCIPALES ACCIONES EN EL CON-
TRATO DE SEGURO, elaborado por el doctor José Fer-
nando Torres.

"En nuestro concepto, tratándose de la prescripción 
ordinaria de la acción en el seguro de responsabilidad 
civil, el hecho que da base a la acción" es, no puede 
ser otro, la demanda judicial o extrajudicial que pre-
senten el damnificado o sus causahabientes. En con-
secuencia, el término de la prescripción ordinaria co-
rrerá, no a partir de la fecha de dicha demanda, sino 
desde el momento en que el asegurado o beneficiario 
tengan conocimiento de la misma o razonablemente 
hayan podido tenerlo.

Y en cuanto a la prescripción extraordinaria, el mo-
mento en que nace el respectivo derecho" es, igual-
mente, aquel en que se produzca la demanda judicial 
o extrajudicial de la víctima, a partir del cual correrán 
los términos de aquella.

Si bien en el seguro de responsabilidad civil, como en 
todos los seguros, el derecho del asegurado o benefi-
ciario y la correlativa obligación del asegurador nacen 
al ocurrir el siniestro. entendido como el momento en 
que acaezca el hecho externo imputable al asegurado 
(art. 1131), no es menos cierto que se trata de un dere-
cho que, por expresa disposición legal, no es exigible 
sino en tanto se ha presentado la demanda judicial o 
extrajudicial de la víctima. Como anota Miguel Gon-
zález Agudelo en su tratado sobre los Principios Bási-
cos del Seguro de Responsabilidad Civil:

"Su exigibilidad queda, pues, sujeta al acaecimiento 
de un hecho futuro e incierto, que puede suceder o no, 
cual es la reclamación del tercero damnificado. o de 
sus causahabientes'.

Al ocurrir el siniestro, el asegurado o beneficiario sólo 
tiene un derecho, si se nos permite la expresión, ex-
pectante, que sólo se concretiza en el momento de la 
demanda judicial o extrajudicial del damnificado. 
Porque mal podría hablarse de derecho del asegurado 
contra el asegurador, si, correlativamente, no existe la 
obligación de éste para con aquel.

El derecho del asegurado a la indemnización no surge 
sino desde la fecha de la reclamación porque el riesgo 
previsto en el contrato no puede considerarse realiza-
do por el sólo hecho de la ocurrencia del accidente o he-
cho externo, sino por la reclamación amigable o judi-
cial, fundada o no, del tercero damnificado. Hasta ese 
momento, como anota Benítez de Lugo, "no hay más 
que un riesgo para el asegurado y, mientras no exista 
ningún procedimiento o reclamación, la garantía del 
asegurador está en potencia, pero no en acto por falta 
de responsabilidad perseguida"."

V. SISTEMAS DE COBERTURA PARA EL SEGURO DE 
RESPONSABILIDAD CIVIL PROFESIONAL

Independientemente de cuándo surge la responsabi-
lidad para el causante del daño a la luz de la ley y la 
doctrina imperantes en diversos países, han sido de-
sarrolladas dos bases o sistemas de cobertura para el 
seguro de responsabilidad civil profesional: cobertura 
con base en la ocurrencia del hecho generador de res-
ponsabilidad y cobertura con base en reclamación.

A. Cobertura con base en ocurrencia

Tradicionalmente, el seguro de responsabilidad civil 
profesional, al igual que los demás seguros, se ha ve-
nido otorgando con base en la ocurrencia del hecho 
amparado, o sea que la cobertura se encuentra suje-
ta a que el hecho generador de responsabilidad ocurra 
durante la vigencia de la póliza, sin importar, salvo 
prescripción, que la reclamación sea presentada tiem-
po después de que la póliza haya expirado.

Son muchos los problemas que para los aseguradores 
ha generado el seguro de responsabilidad profesional 
concebido con base en ocurrencia. pues para presen-
tada y la cuando un siniestro sea detectado, la recla-
mación indemnización a que haya lugar plenamente 
definida, puede haber transcurrido un número consi-
derable de años, desde la fecha en que el seguro dejó de 
estar en vigor. Este hecho hace particularmente difícil 
para el asegurador poder establecer resultados razona-
blemente exactos, con miras a efectuar en forma opor-
tuna modificaciones en sus tarifas y políticas de selec-
ción de riesgos. Más importante aún, sin embargo, es 
el hecho de que las sumas finalmente indemnizadas, 
en muchos casos exceden en forma sustancial no sólo 
los montos inicialmente previstos, sino aún los lími-
tes de cobertura estipulados en la póliza, y considera-
das como adecuadas al momento de su otorgamiento. 
La diferencia entre el límite estipulado en la póliza y 
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el monto de la indemnización finalmente establecida 
deberá, naturalmente. ser asumido por el asegurado.

El fenómeno de la prolongada demora entre la ocu-
rrencia del hecho generador de responsabilidad y el es-
tablecimiento definitivo de la suma a indemnizar, se 
denomina comúnmente con el nombre inglés de "long 
tail".

B. Cobertura con base en reclamación

Los problemas que para el asegurador genera el otor-
gamiento de la cobertura con base en ocurrencia, han 
llevado a que en los seguros de responsabilidad civil 
profesional, en los seguros de responsabilidad civil 
por productos y en seguros combinados de manejo y 
sustracción, tales como "Blanquet Banks Bonds", en-
tre otros, se haya optado por diseñar la cobertura con 
base en reclamación, sistema que consiste en amparar 
todas aquellas reclamaciones presentadas durante la 
vigencia de la póliza, indiferentemente de si el hecho 
generador de responsabilidad ha tenido ocurrencia du-
rante el lapso en que el seguro ha estado en vigor o con 
anterioridad a la iniciación de su vigencia, sujeto a un 
período de retroactividad expresamente determinado 
y siempre y cuando que al momento de presentarse el 
hecho generador de responsabilidad el asegurado haya 
estado amparado bajo una póliza suscrita con base en 
reclamación.

Como contraprestación, las reclamaciones presenta-
das con posterioridad a la expiración del seguro, no se 
consideran amparadas, no obstante que el hecho en 
que se origine la responsabilidad del asegurado haya 
tenido ocurrencia durante la vigencia de la póliza.

VI. SITUACIÓN ACTUAL DEL SEGURO DE RESPONSA-
BILIDAD PROFESIONAL EN COLOMBIA

A. Normas que lo rigen

El seguro de responsabilidad profesional se encuentra 
expresamente consagrado en el Nuevo Código de Co-
mercio Colombiano vigente desde 1972. El citado esta-
tuto lo regula mediante los artículos 1129 y 1130 cuyo 
texto es del siguiente tenor:

"Art. 1129 - Será nulo, de nulidad absoluta, el seguro de res-
ponsabilidad profesional cuando la profesión y su ejercicio 
no gocen de la tutela del Estado o cuando, al momento de 
celebrarse el contrato, el asegurado no sea legalmente há-
bil para ejercer la profesión."

"Art. 1130 - El seguro de responsabilidad profesional váli-
damente contratado terminará cuando el asegurado sea 
legalmente inhabilitado para el ejercicio de su profesión."

B. Desarrollo práctico

No obstante su consagración legal, incontrovertible 
importancia y acelerada expansión a nivel mundial, 
el seguro de responsabilidad profesional ha tenido en 

Colombia, como en la mayoría de los países de Amé-
rica Latina. un muy incipiente desarrollo. Algunas 
compañías han tramitado ante la Superintendencia 
Bancaria y obtenido autorización tanto para la póli-
za como para la tarifa de seguros de responsabilidad 
profesional para médicos, odontólogos, arquitectos e 
ingenieros, clínicas y hospitales, así como para pólizas 
de errores y omisiones para corredores de seguros y 
corredores de bolsa. La demanda de cobertura ha sido 
escasa y son en realidad muy pocos los profesionales e 
instituciones que cuentan con el seguro.

Mientras no exista en las víctimas de perjuicios causa-
dos por actuaciones negligentes en el ejercicio de acti-
vidades profesionales una mayor conciencia sobre su 
derecho a un resarcimiento adecuado y oportuno y no 
contemos con un sistema judicial más organizado y 
eficiente, será muy poco lo que en Colombia, como en 
muchos de los países latinoamericanos que adolecen 
de las mismas deficiencias, se desarrollará el seguro 
de responsabilidad profesional.

C. Aplicabilidad del sistema de cobertura con base en recla-
mación

Dada la trascendencia que a nivel internacional ha 
adquirido el sistema de cobertura con base en recla-
mación, juzgamos necesario para concluir el presente 
estudio, exponer, así sea brevemente, las razones por 
las cuales en nuestro criterio, a la luz de las normas le-
gales que en la actualidad rigen el contrato de seguro 
en Colombia, no es factible la implantación de dicho 
sistema. En efecto:

1. El artículo 1054 del Código de Comercio define el 
riesgo como:

"El suceso incierto que no depende exclusivamente de la 
voluntad del tomador, del asegurado o del beneficiario, 
y cuya realización da origen a la obligación del asegura-
dor. Los hechos ciertos, salvo la muerte, y los físicamente 
imposibles, no constituyen riesgos y son, por lo tanto, ex-
traños al contrato de seguro. Tampoco constituye riesgo 
la incertidumbre subjetiva respecto de determinado he-
cho que haya tenido o no cumplimiento".

De conformidad con la norma transcrita, no consti-
tuye riesgo y por lo tanto no es asegurable la simple 
incertidumbre subjetiva respecto de hechos que ha-
yan podido tener o no cumplimiento.

No sería por lo tanto asegurable una pérdida ocurri-
da con anterioridad a la iniciación de la vigencia de 
la póliza, así su ocurrencia no hubiese sido conoci-
da por ninguna de las partes al momento del otor-
gamiento de la cobertura.

El artículo 1706 del Código de Comercio consagra 
como única excepción a esta norma la validez del 
seguro marítimo sobre el riesgo putativo.
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2. El artículo 1081 del Código de Comercio, transcrito 
anteriormente, establece los términos de prescrip-
ción de las acciones derivadas del contrato de se-
guro, términos que por constituir norma de orden 
público no son renunciables por las partes.

De lo expuesto se deduce que una cláusula en que se 
sujete el derecho a la indemnización a que la recla-
mación sea presentada durante la vigencia del se-
guro, no tendría validez en la medida en que reduce 
el término de prescripción estipulado en la ley.

3. Finalmente, como se anotó con anterioridad en el 
presente trabajo, el artículo 1131 del Código de Co-
mercio. norma específicamente referente a los segu-
ros de responsabilidad civil, estipula que el sinies-
tro se entenderá ocurrido desde el momento en que 
acaezca el hecho externo imputable al asegurado.

Esta norma, definir el momento de ocurrencia del 
siniestro y precisar posteriormente que la respon-
sabilidad del asegurador sólo podrá hacerse efectiva 
cuando se demande por el damnificado o sus causa-
habientes la indemnización, consagra la obligación 
de indemnizar exclusivamente en cabeza del ase-
gurador cuya póliza se encuentre vigente en el mo-
mento en que ocurra el hecho generador del daño, si 
bien la exigibilidad de la misma puede producirse 
en una época posterior.

Por las razones expuestas consideramos que no obs-
tante las justificaciones de carácter práctico que ame-
ritan el establecimiento del seguro de responsabilidad 
civil con base en reclamación, su implantación como 
quedó demostrado no resulta en nuestro criterio viable 
en Colombia a la luz de las normas vigentes, debiendo 
por lo tanto estructurarse la cobertura con arreglo al 
sistema tradicional de la ocurrencia.
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El Aseguramiento de la Responsabilidad 
Civil de Administradores y Directores 

Año
1998

ORIGEN DEL SEGURO
Surge de la necesidad de otorgar cobertura a los miem-
bros de Juntas Directivas y demás Administradores de 
personas jurídicas en general respecto del detrimento 
de su patrimonio personal - y eventualmente del patri-
monio de la entidad tomadora a consecuencia de las re-
clamaciones que llegaren a presentarse contra estos por 
razón del ejercicio de sus actividades como administra-
dores. 

OBJETO DEL SEGURO
Amparar a las personas aseguradas respecto de las recla-
maciones que se presenten durante el periodo de cober-
tura a consecuencia de la comisión por estos de “actos 
incorrectos”.

Pagar a nombre de la entidad tomadora las sumas que 
esta se encuentre legalmente facultada para asumir, a 
causa de demandas presentadas, hechas contra personas 
aseguradas en razón de su responsabilidad como tales.

PERSONAS ASEGURADAS
1. Toda persona natural que haya sido, sea o llegare a ser 
administrador de la entidad tomadora del seguro.

2. Su cónyuge, respecto de las indemnizaciones que afec-
ten o puedan llegar a afectar el patrimonio de la socie-
dad conyugal.

3. La sucesión, herederos y en general cesionarios del 
asegurado por causa de muerte.

ADMINISTRADOR
1. Toda persona natural debidamente designada como 
miembro de junta o consejo directivo, representante le-
gal, factor o liquidador de la entidad tomadora del se-
guro.

2. Los demás funcionarios al servicio de la entidad to-
madora que sin ejercer representación legal desempe-
ñen funciones propias de los administradores.

“ACTO INCORRECTO”
Acto u omisión culposo, real o supuesto, realizado por 
una persona asegurada en el desempeño de sus fun-
ciones como administrador.

Los “Actos Incorrectos” continuos, repetidos, relacio-
nados entre sí o causalmente conectados, se entende-
rán como un solo “Acto Incorrecto".

ALCANCE DE LA COBERTURA
1. Demandas extra juicio contra personas aseguradas 
por los perjuicios resultantes de la comisión de “Actos 
Incorrectos”.

2. Demandas judiciales contra las personas aseguradas 
por los perjuicios resultantes de la comisión de “Actos 
Incorrectos”.

3. Costos y expensas respectivos, (usualmente sujetos 
a un límite específico y a la aprobación previa de la 
aseguradora)

Nota: todas las reclamaciones surgidas de un mismo “Acto 
Incorrecto” se tratarán como una sola reclamación para 
efectos del límite de cobertura como del deducible.

OBLIGACIONES OBJETO 
DE COBERTURA
1. De carácter fiduciario

Relativas a la lealtad, idoneidad y diligencia propios 
de un buen hombre de negocios, con que debe ejercer 
el administrador las funciones que en condición de tal 
le han sido encomendadas.

2. De carácter legal o contractual.

Deber de desempeñar las funciones a su cargo con arre-
glo a las leyes y a los estatutos y demás normas dicta-
das por la entidad tomadora
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ÁMBITO TEMPORAL DE 
LA COBERTURA
1. Reclamaciones presentadas durante el período de 
vigencia de la póliza

2. En el evento de no renovación de la póliza por parte 
de la aseguradora se suele otorgar sin costo adicional 
un periodo adicional de cobertura de 720 días respec-
to de “Actos Incorrectos” realizados antes de la expira-
ción de la vigencia del seguro.

3. En el evento de no renovación de la póliza por parte 
de la entidad tomadora es factible obtener cobertura 
para un periodo adicional de hasta 720 días respecto 
de “Actos Incorrectos” realizados antes de la expira-
ción del seguro original, normalmente con cobro de 
prima adicional.

EXCLUSIONES
La aseguradora no pagará ninguna pérdida causada 
por o resultante de:

1. Lesiones a personas o daños a bienes tangibles.

2. Contaminación.

3. Actos dolosos de la persona asegurada.

Ampara sin embargo costos de demandas que no re-
sulten en condena por actos dolosos.

4. Reclamaciones de asegurados contra asegurados. 
Excepciones.

5. Responsabilidad por fallas en la prestación de ser-
vicios profesionales por parte de la entidad tomadora 
o de las personas aseguradas.

6. Deficiencias en la contratación de seguros.

7. Responsabilidad resultante de “Actos Incorrectos” 
anteriores a la iniciación de cobertura de los cuales sea 
consciente el asegurado al obtener el seguro.

8. Pago de salarios, prestaciones y demás beneficios 
económicos, asistenciales, etc, de carácter laboral.

9. Utilidades, ventajas o remuneración recibidas por 
alguna persona asegurada y a las cuales no tuviere de-
recho de acuerdo con la ley.

10. Acciones iniciadas por la entidad tomadora excep-
to si ha sido condenada en última instancia por razón 
de responsabilidad de un administrador suyo ampa-
rada bajo la póliza.

11. Sanciones, multas o “daños punitivos”.

12. Acciones iniciadas por quienes posean una partici-
pación societaria mínima determinada en la entidad 
tomadora?

13. Responsabilidades que surjan de la falta de diligen-
cia en relación con el denominado “Y2K”?

EXCEPCIONES A LA EXCLUSION 
DE ADMINISTRADOR 
VS. ADMINISTRADOR
1. Reclamaciones de carácter laboral.

2. Reclamaciones en acción de repetición por razón de 
un evento amparado bajo el seguro.

3. Reclamaciones hechas a nombre propio o de la enti-
dad tomadora por un liquidador o por un administra-
dor dentro de un proceso de toma de posesión, siem-
pre y cuando medie solicitud, participación o asesoría 
del tomador o de algún administrador.

4. Reclamaciones iniciadas por un ex-administrador.

ACCION SOCIAL DE 
RESPONSABILIDAD
La cobertura para la Acción Social de Responsabilidad 
bien entendida, supone la ausencia de influencia de-
terminante en la decisión de iniciar la acción, por par-
te de quienes posean una participación societaria mí-
nima determinada en la entidad tomadora, salvo que 
se elimine la exclusión correspondiente.

QUIEN PUEDE RECLAMAR
Cualquier persona natural o jurídica pública o privada 
excepción hecha -en principio de la entidad tomadora 
del seguro y de quienes posean una participación so-
cietaria mínima determinada en esta, excepciones.

EXCEPCIONES
1. Respecto de la entidad tomadora:

•	 Por las sumas que esté legalmente facultada para 
pagar en relación con demandas contra personas ase-
guradas.

•	 Por razón de una decisión judicial de última instan-
cia dictada en su contra como resultado de una acción 
iniciada por un tercero a consecuencia de un “Acto In-
correcto” de una persona asegurada, en la medida en 
que la entidad tomadora pueda con base en dicha de-
cisión judicial repetir contra la persona asegurada.

2. Respecto de quienes posean una participación so-
cietaria mínima determinada, en la medida en que se 
elimine la exclusión correspondiente.
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ADMISION DE RESPONSABILIDAD Y 
PAGO DE INDEMNIZACIONES
El asegurado ni la entidad tomadora podrán admitir 
responsabilidad, definir una indemnización ni incu-
rrir en costo alguno sin el consentimiento escrito de la 
aseguradora.

La aseguradora no podrá definir una indemnización 
sin el consentimiento del asegurado o de la entidad 
tomadora, pero si estos rehúsan aceptar una transac-
ción autorizada por la aseguradora, la responsabilidad 
de esta no excederá de tal limite más los gastos incu-
rridos hasta la fecha de rechazo de la propuesta.

CONFIDENCIALIDAD
Deberá observarse reservas sobre la existencia del se-
guro salvo autorización escrita del asegurador o nor-
ma legal en contrario.

REVOCACION
El seguro suele normalmente otorgarse con carácter 
de no revocable por parte de la entidad aseguradora.
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El presente artículo tiene por objeto consignar una se-
rie de reflexiones útiles para el acertado establecimien-
to de los límites de cobertura y deducibles con base en 
los cuales deben los bancos y demás establecimientos 
de crédito contratar sus pólizas de infidelidad y ries-
gos financieros.

El propósito del presente documento no va más allá de 
ofrecer una guía básica para la definición de límites 
de cobertura y deducibles, sin pretender, por lo tanto, 
en forma alguna, adentrarse a fondo en el análisis de 
factores y elementos que deben ser objeto de evalua-
ción cuidadosa e individual por cada institución y sus 
asesores de seguros.

I. DETERMINACIÓN DEL 
LÍMITE DE COBERTURA
1. TENDENCIAS EN CUANTO AL NIVEL DE 
ASEGURAMIENTO DE RIESGOS FINANCIEROS

Pueden identificarse tres escuelas o tendencias en 
cuanto hace referencia a la actitud general hacia el 
aseguramiento de riesgos financieros:

• Una primera que podríamos calificar de conserva-
dora, propende por amparar bajo contrato de segu-
ro todos los riesgos asegurables, tan ampliamente 
como sea posible.

• Una segunda, más flexible o liberal, se orienta ha-
cia el aseguramiento únicamente de los riesgos de 
naturaleza catastrófica, que no pueden ser minimi-
zados, asumidos o controlados por la entidad.

• Una tercera moderada o eléctrica que, sin esca-
timar recursos en cuanto a la contratación de lí-
mites altos de cobertura, concentra sus esfuerzos 
en la definición de deducibles tendientes a asumir 
por cuenta propia los eventos de frecuencia, esta-
bleciendo para su control programas eficientes de 
administración de riesgos.

2. PRINCIPALES FACTORES DETERMINANTES PARA 
EL ADECUADO ESTABLECIMIENTO DEL LÍMITE DE 
COBERTURA

Existen cuatro factores básicos que deben ser analizados 
con carácter de puntos de referencia para el establecimien-
to del límite de cobertura, a saber:

• Las pérdidas o siniestros registrados por la institución 
durante el lapso mínimo de los últimos 10 años, traídos 
a valor presente para descontar el efecto de la inflación.

• Las pérdidas o siniestros registrados por institucio-
nes financieras similares tanto en tamaño como en ca-
racterísticas de operación, durante los últimos 10 años 
traídos igualmente a valor presente.

• La pérdida máxima registrada por cualquier entidad 
de naturaleza similar en el país. Es importante a este 
respecto constatar si la institución objeto de análisis 
está  razonablemente expuesta a una pérdida similar 
en cuantía.

• Los límites de cobertura que bajo póliza de infidelidad 
y riesgos financieros adquieren entidades financieras, 
similares tanto en tamaño como en características de 
operación.

3. EL LÍMITE DE LAS COBERTURAS EN FUNCIÓN DE LA 
NATURALEZA DE LAS PÉRDIDAS

Excepción hecha del conocido siniestro del Banco de la 
República en Valledupar que se halla clasificado como un 
evento de predios, las actuaciones fraudulentas de fun-
cionarios constituyen históricamente la causa de las más 
cuantiosas pérdidas registradas en las instituciones finan-
cieras. Si bien consignamos en el presente escrito algunas 
guías básicas, en realidad no existe una fórmula precisa 
para establecer el monto máximo razonable de cobertura, 
para protegerse de las posibles actuaciones deshonestas 
del ser humano.

Se requiere por lo tanto y en alto grado, como elemento de 
orientación general, de un buen criterio de decisión ge-
rencial, basado en información disponible tanto del sec-
tor como de la institución misma (1)

Consideraciones Básicas para la
Determinación del Límite de 
Cobertura y del Deducible en Pólizas 
de Infidelidad y Riesgos Financieros 
para Bancos y Demás 
Establecimientos de Crédito 

Año
2001
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1.	 Así se hace hoy en los Estados Unidos, con base en los Bank Insurance Reports, 
publicados por la American Surety Association.

II. DETERMINACIÓN 
DEL DEDUCIBLE
1. PRINCIPIO GENERAL

Como principio general, las pérdidas pequeñas de alta 
frecuencia y baja severidad en relación con el patrimo-
nio y volumen de operaciones de la entidad financie-
ra, deben ser retenidas por ésta bajo el deducible. Para 
combatirlas, la institución debe adoptar programas 
eficientes de gerencia de riesgos, pues en el mediano 
plazo son éstos, no el seguro, la respuesta adecuada a 
dicho problema. a

Los factores determinantes en el establecimiento del 
deducible deben ser: el tamaño, la solidez patrimo-
nial y el volumen de operaciones de la entidad. Si bien 
debe existir prudencia en el establecimiento de los de-
ducibles, éstos no deben, al menos en principio y sal-
vo casos muy especiales, ser inferiores al monto de las 
pérdidas que, con base en la experiencia histórica, es 
razonablemente predecible que habrán de presentar-
se en el futuro.

2. RAZONES PARA EL ESTABLECIMIENTO DE 
DEDUCIBLES POR ENCIMA DE LAS PÉRDIDAS 
ESPERADAS

Si partimos de la base, como es presumible que lo haga 
el asegurador, de que, por razón del establecimiento de 
un deducible bajo, una parte importante de las primas 
deberá ser devuelta en forma de pago de siniestros pe-
queños, resulta apenas lógico concluir que, al menos en 
el mediano plazo, el asegurador necesitará generar, sólo 
para este efecto, un volumen de primas suficiente con 
miras a la indemnización de los siniestros esperados, la 
atención de sus gastos de operación y la obtención de 
un razonable margen de utilidad.

El establecimiento de deducibles muy bajos, sin tomar 
en consideración los supuestos anteriores, conduciría 
necesariamente a la entidad financiera en el mediano 
plazo a incurrir en sobre costos, entre otros, por los si-
guientes conceptos:

Mayores costos de administración de la póliza por par-
te tanto del asegurador directo como de los reasegura-
dores;

• Costos adicionales para la entidad financiera en la 
sustentación y para el asegurador y sus reasegura-
dores en la verificación, aprobación y pago de las re-
clamaciones correspondientes a siniestros que sien-
do relativamente pequeños superen el deducible y 
deban, por lo tanto, y ser indemnizados;

• Mayor costo por concepto de comisiones para los 
intermediarios tanto de seguros como de reaseguros;

• 15% de impuesto al valor agregado (IVA), sobre el 
mayor costo de la prima, requerido para amparar un 
deducible bajo.

III. REQUERIMIENTOS PARA EL
ESTABLECIMIENTO DE UN 
SÓLIDO PROGRAMA 
DE GERENCIA DE RIESGOS
El establecimiento de un programa sólido de gerencia 
de riesgos requiere como postulados básicos:

1. Una cuidadosa evaluación de las exposiciones a 
pérdida, en especial en cuanto concierne a su po-
tencial frecuencia y severidad.

2. El de establecimiento de un riguroso programa 
de supervisión minimización de las pérdidas. ope-
raciones, dotado de estrictos controles para la pre-
vención o

3. La organización de un sistema de seguimiento, 
control y evaluación de los eventos generadores de 
siniestros, con' miras a la oportuna introducción de 
correctivos eficaces.

Debemos poner de presente que el establecimiento de 
un programa consistente y efectivo de gerencia de ries-
gos, es labor que corresponde realizar a expertos en la 
materia, quienes además deben estar plenamente fa-
miliarizados con los riesgos propios de las operaciones 
bancarias.

Aon Group Ltd. Colombia División de riesgos finan-
cieros y profesionales y las aseguradoras especializa-
das en el seguro de entidades financieras, están en ca-
pacidad de prestar asesoría a este respecto a través de 
firmas especializadas.

IV. COBERTURA DE INFIDELIDAD
Y RIESGOS FINANCIEROS QUE
ADQUIEREN LOS BANCOS 
EN LOS ESTADOS UNIDOS
Entre 1939 y 1940 la American Bankers Association pu-
blicó por primera vez una tabla de límites sugeridos de 
cobertura para bancos de diferentes tamaños, la cual 
fue actualizada en 1950 y 1957. Resulta interesante a 
este respecto anotar que, para 1970 el 60% de los ban-
cos en los Estados Unidos, contaban con límites de co-
bertura superiores a los previstos en la tabla.

En 1970 la ABA suspendió la publicación de la tabla, 
por cuanto ésta venía siendo utilizada por las auto-
ridades para establecer límites mínimos de cobertura 
obligatoria y por aseguradores para establecer los sis-
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temas de tarifación de límites en exceso de los consi-
derados normales. 

La tabla fue remplazada por el denominado Resumen 
de cobertura de las pólizas de instituciones financie-
ras, la cual, a manera de ejemplo, transcribimos a con-
tinuación.

V. COBERTURA ADQUIRIDA EN 
COLOMBIA POR DIVERSAS 
ENTIDADES DEL 
SECTOR FINANCIERO
Siguiendo en sus lineamientos generales el cuadro pu-
blicado por la American Bankers Association, hemos 
elaborado la tabla que presentamos en las siguientes 
dos páginas, en la que se muestran los límites de co-
bertura que bajo pólizas de infidelidad y riesgos finan-
cieros, adquieren y prestantes entidades financieras 
en Colombia.

Un somero análisis de las cifras que se muestran en la 
citada tabla, correspondientes a los límites de cober-
tura adquiridos en la última renovación del seguro de 
infidelidad y riesgos financieros por las entidades de 
las que fue factible obtener la respectiva información, 
permite observar que en la medida en que el valor de 
los activos de las instituciones financieras es mayor, 
asimismo lo es el límite de seguro adquirido. 

Cabe observar adicionalmente que, el incremento que 
se registra en el límite de cobertura, es muy inferior al 
incremento que se registra en el valor de los activos.
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LIMITES DE COBERTURA QUE BAJO POLIZA GLOBAL BANCARIA ADQUIEREN LAS ENTIDADES FINANCIERAS 
EN COLOMBIA

(Cifras en miles de pesos)

Bancos y corporaciones de ahorro y vivienda

Grupos 
de bancos 
clasificados por 
activos

Entidad Límite actual 
de cobertura Deducible %(1) %(2)

Grupo 1
145.000.000
464.000.000

No. 1
No. 2
No. 3
No. 4

10.000.000
1.000.000(4)
8.000.000(4)
15.000.000

60.000
30.000
180.000
25.000

5.45
0.39
2.87
5.05

7.15
0.48
3.51
5.75

Grupo 2
464.000.001
700.000.000

No. 1
No. 2
No. 3
No. 4

20.000.000
20.000.000
10.000.000
1.000.000(4)

25.000
250.000
25.000
50.000

3.92
3.85
1.89
0.18

4.05
4.48
2.03
0.20

Grupo 3
700.000.000
1.426.000.000

No. 1
No. 2
No. 3
No. 4

60.000.000
18.000.000
25.000.000
70.000.000

50.000
50.000
100.000
225.000

5.89
1.67
1.78
4.91

6.75
1.88
1.73
5.50

Grupo 4
1.426.000.001
2.930.000.000

No. 1
No. 2
No. 3
No. 4
No. 5

30.000.000
60.000.000
100.000.000
100.000.000
70.000.000

75.000
50.000
65.000
10.000
250.000(3)

1.16
2.30
3.79
3.68
2.39

1.38
2.45
4.16
4.03
2.79

Grupo 5
2.930.000.001
4.202.000.000

No. 1
No. 2
No. 3
No. 4
No. 5

50.000.000
15.000.000
100.000.000
25.000.000
65.000.000

325.000
50.000
90.000
50.000
75.000

1.52
0.44
2.39
0.60
1.39

1.63
0.47
2.66
0.62
1.69

Grupo 6
4.202.000.001 
y más

No. 1
No. 2
No. 3
No. 4

10.000.000(4)
70.000.000
65.000.000
600.000.000

250.000
500.000(3)
2.000.000(3)
50.000

0.20
1.37
1.02
2.47

0.24
1.51
1.22
4.97

Notas: Los valores asegurados y deducibles en dólares se convirtieron a  pesos colombianos una tasa de  
US$1 por Col. Ps. 2.000. 

(1) Límite de cobertura / Activos 
(2) Límite de cobertura / Pasivos 
(3) Deducible acumulado 
(5) Banco extranjero. Límite de la póliza local

Fuente: Superintendencia Bancaria e investigación de mercado.



Volver al índice Estudios Sobre Seguros - Bernardo Botero Morales - 69 

VI. CONCLUSIONES
A manera de conclusiones del presente artículo ilustrativo, no cumple propósito 
distinto del de servir de guía básica, para el establecimiento de los límites de co-
bertura y de los deducibles bajo pólizas de infidelidad y riesgos financieros, juzga-
mos conducente consignar las siguientes conclusiones:

1. El seguro de infidelidad y riesgos financieros constituye una necesidad impe-
riosa para todas las entidades del sector financiero.

2.	 El límite de cobertura bajo el infidelidad y riesgos financieros para amparar 
las entidades del sector, debe establecerse con base en el análisis individual de 
cada entidad, tomando en consideración: el valor de sus activos, la naturaleza 
y tamaño de sus operaciones, su patrimonio, los valores máximos en riesgo y la 
experiencia en siniestros propia y de otras entidades del sector.

3.	 Los deducibles deben establecerse tomando en consideración la capacidad 
efectiva de retención de riesgo, el comportamiento histórico de la siniestrali-
dad, las medidas adoptadas en materia de administración de riesgos, la capaci-
dad financiera de la entidad y, finalmente, el costo de la cobertura para diversas 
alternativas de protección.

4.	 Los estudios realizados por la American Bankers Association y el análisis so-
bre los límites de cobertura tomados por las entidades financieras en Colombia, 
permiten deducir con meridiana claridad promedio, el límite de cobertura con-
tratado por las entidades financieras tanto en Estados Unidos como en nuestro 
país, está muy por debajo de representar siquiera el 5% de los activos de las res-
pectivas entidades y que, sólo en casos especiales superan dicho porcentaje.



70 - Estudios Sobre Seguros - Bernardo Botero Morales Volver al índice

El Amparo De Infidelidad 
Bajo La Póliza Global Bancaria 

Año
2010

RESUMEN(ES)
La coberturas que normalmente se 
ofrecen en el mercado asegurador 
colombiano para amparar el ries-
go conocido como de “Infidelidad de 
Empleados” o sea el riesgo de disposi-
ción indebida de dinero o bienes del 
asegurado por parte de trabajadores 
a su servicio, se otorga con arreglo a 
las denominadas Póliza de Infideli-
dad y Riesgos Financieros, Póliza de 
Seguro Global Bancario o Banker’s 
Blanket Bonds.

En el mercado asegurador colombia-
no por regla general se otorga, con 
destino a bancos y demás institucio-
nes financieras, la cobertura de “Infi-
delidad de Empleados” en las pólizas 
de Infidelidad y Riesgos Financieros, 
bien bajo la Formas DHP 84 o bien bajo 
las Formas KFA 81 o NMA 2626.

Tanto bajo la primera como bajo las 
segundas como principio general se 
amparan  las pérdidas sufridas por el 
asegurado, resultantes de actos desho-
nestos o fraudulentos de los emplea-
dos a su servicio, cometidos en forma 
individual o en colusión con terceros, 
con la intención manifiesta de gene-
rar una pérdida al asegurado. Para 
acreditar la ocurrencia del siniestro se 
debe, por lo tanto, demostrar que la 
pérdida tiene como causa el acto des-
honesto o fraudulento del empleado, 
cometido con el propósito, intención 
o finalidad de generar un detrimento 
patrimonial para el asegurado.

Ahora bien, en tratándose de ope-
raciones comerciales o de crédito, 
existe por parte de los aseguradores 
el temor de terminar indemnizando 
bajo la cobertura de Infidelidad de 

Empleados, pérdidas puramente co-
merciales o actuaciones simplemen-
te equivocadas, negligentes o aún 
irresponsables de empleados al ser-
vicio del asegurado.

Dicho temor ha inducido a que bajo la 
Forma DHP 84 se excluyan de cobertu-
ra en forma absoluta, las pérdidas ori-
ginadas en operaciones comerciales o 
de “trading”, y a que bajo las Formas 
KFA 81 y NMA 2626 de exija, en tra-
tándose de operaciones comerciales 
o de operaciones de crédito, la prue-
ba del enriquecimiento por parte del 
empleado deshonesto o defraudador.

Se propone en el presente trabajo la 
adopción de una nueva cláusula para 
el amparo de “Infidelidad de Emplea-
dos” con arreglo al cual, en tratándose 
de operaciones comerciales o de crédi-
to, la prueba del siniestro, si bien deba 
ser más severa que bajo circunstancias 
diferentes, no llegue hasta el punto de 
hacerse virtualmente imposible.

FOREWORD (EN)
The coverage usually offered in the 
Colombian insurance market to co-
ver for the risk known as “Infidelity 
of Employees”, that is, the risk of im-
proper use of the Assured’s money or 
property by workers at the service of 
the Assured, is afforded pursuant to 
the so-called Infidelity and Financial 
Risks Policy or Banker’s Blanket Bond.

As a general rule, the Colombian in-
surance market affords said cove-
rage for “Infidelity of Employees” to 
banks and other financial institu-
tions under the abovementioned In-
fidelity and Financial Risk policy as 

per Form DHP 84, or as per Forms 
KFA 81 or NMA 2626.

In principle, both of the above first 
form and second set of forms, cover 
for losses as sustained by the Assured 
resulting from dishonest or fraudu-
lent acts of the employees at the ser-
vice of the Assured, committed either 
individually or in collusion with third 
parties with the clear intent to cause 
a loss to the Assured. For purposes of 
proving occurrence of the loss it sha-
ll be therefore demonstrated that the 
loss was caused by the dishonest or 
fraudulent act of the employee and 
that it was committed with the purpo-
se, intention or aim to cause an equity 
loss to the Assured.

Now, when dealing with trading or 
credit operations, the insurers may 
fear ending up indemnifying under 
Infidelity of Employees for purely tra-
ding losses or merely wrong, negligent 
or even irresponsible actions of em-
ployees at the service of the Assured.

Such fear has led insurers to abso-
lutely exclude from coverage under 
the DHP 84 Form any losses origi-
nated in trading operations and un-
der the KFA 81 and NMA 2626 For-
ms to demand, when dealing with 
trading or credit operations, proof 
of profiteering by the dishonest or 
defrauding employee.

The present dossier proposes adopting 
a new clause covering for “Infidelity of 
Employees” pursuant to which, when 
dealing with trading or credit opera-
tions, the proof of loss, albeit stricter 
than under different circumstances, 
does not reach a point where it beco-
mes virtually impossible.
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I. INTRODUCCIÓN 
ALCANCE DE LAS COBERTURAS
QUE EN LA ACTUALIDAD 
SE OFRECEN EN EL MERCADO
ASEGURADOR COLOMBIANO.
La coberturas que normalmente se ofrecen en el mer-
cado asegurador colombiano para amparar el ries-
go conocido como de “Infidelidad de Empleados” o sea 
el riesgo de disposición indebida de dinero o bienes 
del asegurado por parte de trabajadores a su servicio 
mediante la realización, en favor de sí mismos o de 
terceros, de actuaciones deshonestas o fraudulentas 
de carácter necesariamente doloso, normalmente se 
otorgan con arreglo a las denominadas Póliza de Infi-
delidad y Riesgos Financieros, Póliza de Seguro Global 
Bancario o Banker’s Blanket Bond, de las cuales exis-
ten numerosos clausulados desarrollados por el mer-
cado internacional de reaseguro.  

Ahora bien, en el mercado asegurador colombiano por 
regla general se otorga, con destino a bancos y demás 
instituciones financieras, la cobertura de “Infidelidad 
de Empleados” en las pólizas de Infidelidad y Riesgos 
Financieros, bajo las siguientes modalidades básicas:

1.	FORMA DHP 84 

Bajo esta forma se amparan las pérdidas sufridas por 
el asegurado, resultantes de actos deshonestos o frau-
dulentos de los empleados a su servicio, cometidos en 
forma individual o en colusión con terceros, con la in-
tención manifiesta de generar una pérdida al asegura-
do. Para acreditar la ocurrencia del siniestro se debe, 
por lo tanto, demostrar que la pérdida tiene como cau-
sa el acto deshonesto o fraudulento del empleado, co-
metido con el propósito, intención o finalidad de ge-
nerar un detrimento patrimonial para el asegurado.(1) 

Sin embargo, bajo la Forma DHP 84 se excluyen de co-
bertura de manera expresa y absoluta, las pérdidas re-
sultantes directa o indirectamente de operaciones de 
“trading”, esto es, de operaciones comerciales.(2)

2.	FORMAS KFA 81 Y NMA 2626.

Bajo estas formas se amparan las pérdidas sufridas por 
el asegurado, resultantes de actos deshonestos o frau-
dulentos de los empleados a su servicio, cometidos en 
forma personal o en colusión con terceros, con la in-
tención manifiesta de generar una pérdida al asegu-
rado o de obtener un beneficio financiero para sí mis-
mos.(3)

No obstante lo anterior, tal como se observa en la trans-
cripción hecha al pie de página, en dichos clausulados 
se consigna que con respecto a operaciones comercia-
les o de “trading” u otras transacciones con títulos va-
lores, mercancías, futuros, monedas, divisas extran-
jeras y similares, préstamos, u otras modalidades de 
crédito, la cobertura se otorga única y directamente 
para los actos deshonestos o fraudulentos por parte de 
empleados del asegurado, cometidos con la intención 
manifiesta y que resulten en un provecho económico 
indebido para ellos mismos, distinto de salarios, hono-
rarios, comisiones, promociones y otros emolumentos 
similares. 

Por lo tanto, a la luz de la cláusula en comento, tra-
tándose de operaciones comerciales o de “trading” o 
de operaciones de crédito, si bien existe cobertura, no 
es suficiente para acreditar la ocurrencia del siniestro 
la demostración del acto deshonesto cometido por el 
empleado al servicio del asegurado con el propósito de 
defraudar, sino que se requiere, adicionalmente, pro-
bar la obtención efectiva por parte de este, de un pro-
vecho económico indebido.

(1) DHP 84. Cláusula de Infidelidad de empleados: 

Versión original en inglés: “By reason of loss resul-
ting directly from dishonest or fraudulent acts by 
Employees of the Insured committed alone or in co-
llusion with others with the manifest intent to cause 
the Insured to sustain such loss.”

Versión libre en español: “Por razón de pérdida re-
sultante directamente de actos deshonestos o fraudu-
lentos por empleados del asegurado, cometidos solo o 
en colusión con otros, con la intención manifiesta de 
causarle al asegurado que incurra en dicha pérdida”

	 (2) DHP 84. Exclusión J:

Versión original en inglés: “For loss resulting di-
rectly or indirectly from trading with or without the 
knowledge of the Insured, in the name of the Insured 

or otherwise, whether or not represented by an in-
debtedness or balance shown to be due the Insured on 
any customer's account, actual or fictitious and not 
withstanding any act or omission on the part of any 
Employee in connection with any account relating to 
such trading, indebtedness, or balance”.

Versión libre en español: “Por pérdida que resulte 
directa o indirectamente de operaciones comerciales 
con o sin conocimiento del Asegurado, en nombre del 
Asegurado o de otra manara, ya sea que se encuentre 
o no representada por un endeudamiento o saldo que 
prezca ser debido al Asegurado sobre cualquier cuen-
ta de un cliente real o ficticia, y no obstante cualquier 
acto u omisión por parte de cualquier empleado en 
conexión con cualquier cuenta relacionada con las 
referidas operaciones comerciales, endeudamiento o 
saldo.”

	 (3) KFA 81. Cláusula de Infidelidad de emplea-
dos:

Versión original en inglés: “Loss resulting solely and 
directly from dishonest or fraudulent acts by Em-
ployees of the Assured committed with the manifest 
intent to cause the Assured to sustain such loss or to 
obtain a financial gain for themselves wherever com-
mitted and whether committed alone or in collusion 
with others, including loss of Property through any 
such acts by Employees.

Notwithstanding the foregoing, it is agreed that 
with regard to trading or other dealings in securi-
ties, commodities, futures, options, currencies, fo-
reign exchange and the like, and loans, transactions 
in the nature of a loan or other extensions of credit 
this Policy covers only loss resulting solely and direct-
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ly from the dishonest or fraudulent acts by Employees 
of the Assured committed with the manifest intent to 
make and which results in improper financial gain 
for themselves other than salary, fees, commissions, 
promotions and other similar emoluments.”

Versión libre en español: “Ampara la pérdida re-
sultante única y directamente de actos deshonestos o 
fraudulentos cometidos por empleados del asegurado, 
con la intención manifiesta de causar al asegurado 
dicha pérdida o de obtener lucro financiero para sí 
mismos, dondequiera que se hubieren comerido, bien 
sea que se hubieren cometido en forma individual o 
en colusión con otros, incluyendo la pérdida de bie-
nes a través de tales actos cometidos por empleados. 

No obstante lo anterior, se acuerda que con respecto 
a operaciones comerciales u otras transacciones con 
títulos valores, mercancías, futuros, opciones, mone-
das, monedas, certificados de cambio y similares, y 
préstamos y transacciones con naturaleza de présta-
mos u otras extensiones de crédito, esta Póliza cubre 
sólo pérdidas que  resulten única y directamente de 
actos deshonestos o fraudulentos cometidos por em-
pleados del asegurado, con la  intención manifiesta 
de efectuarlos y que resulten en lucro financiero des-

honesto para sí mismos, diferente de salarios, hono-
rarios, comisiones, promociones y otros emolumentos 
similares.” 

	 NMA 2626. Cláusula de Infidelidad de empleados:

Versión original en inglés: “By reason of solely and 
directly caused by dishonest or fraudulent acts of any 
Employee, wherever committed and whether commi-
tted alone or in collusion with others, which acts have 
been committed by said Employee with the intention 
either to cause the Assured to sustain such loss or to 
obtain an improper personal beneficial gain to said 
Employee.

Special conditions

1)	 Notwithstanding the foregoing, it is agreed that 
concerning Loans or Trading this Insuring Clause co-
vers only such direct financial loss that results from 
dishonest or fraudulent acts committed by an Em-
ployee whereby an improper personal financial gain 
is obtained by such Employee.

2)	 Salary, fees, commissions, bonuses, salary increa-
ses, promotions, profit sharing and other emoluments 
or benefits including business entertainment do not 

constitute improper personal financial gain.”

Versión libre en español: “Por razón de y causado 
única y directamente por actos deshonestos o fraudu-
lentos de cualquier empleado, cometido en cualquier 
lugar, por sí mismos o en colusión con otros, siempre y 
cuando que dichos acto hayan sido cometidos por tal 
empleado, con la intención de que el Asegurado sufra 
dicha pérdida o para obtener un beneficio financiero 
personal ilícito para tal Empleado.

Condiciones especiales

1)	 No obstante lo anterior se acuerda que con res-
pecto a Préstamos u Operaciones Comerciales, esta 
Cláusula de seguro ampara solamente la pérdida fi-
nanciera directa que resulte de un acto deshonesto o 
fraudulento cometido por un Empleado por medio del 
cual ese Empelado haya obtenido un beneficio finan-
ciero ilícito personal. 

2)	 Salarios, honorarios, comisiones, bonos, incre-
mentos en salarios, promociones, participación en 
utilidades y otros emolumentos o beneficios, inclu-
yendo relaciones públicas no constituyen beneficio 
financiero ilícito personal.”

Como puede observarse, en tratándose de la Infidelidad 
de Empleados tal como se define tanto en la Forma DHP 
84, sin tomar aún en consideración la exclusión J, como 
en el primer inciso de la Forma KFA 81, descritas respec-
tivamente bajo los anteriores numerales 1 y 2, se requiere, 
en términos generales, para que en principio exista cober-
tura bajo el amparo de “Infidelidad de Empleados”, que se 
reúnan los siguientes requisitos mínimos:

1.		 Que se produzca una pérdida para el asegurado;

2.	 Que dicha pérdida sea imputable a conducta de un 
empleado que labore al servicio del asegurado, actuan-
do sólo o en asocio de terceros;

3.	Que dicha conducta sea deshonesta o fraudulenta;

4.	Que exista por parte del empleado la intención o pro-
pósito de causar dicha pérdida al asegurado, o de obte-
ner una ganancia indebida para sí mismo o para terce-
ros.(4)

Ahora bien, combinando el efecto de cobertura otorgada 
bajo la definición de Infidelidad de Empleados más la ex-
clusión J bajo la Forma DHP 84, y el efecto de cobertura 
otorgada bajo la definición de Infidelidad de Empleados 
bajo los dos incisos de la Forma KFA 81, tenemos que:

1.	 FORMA DHP 84. 

Bajo la Forma DHP 84 se define el amparo de “Infideli-
dad de Empleados” de manera amplia, en cuanto para la 
afectación de la cobertura otorgada se debe cumplir úni-
camente con los cuatro requisitos antes señalados, pero 
a su vez se establece una limitación muy estricta, habida 
consideración de que se excluyen de cobertura en forma 
general y absoluta, las pérdidas que tengan origen en las 
denominadas actividades comerciales o de “trading”, las 
cuales, de conformidad con lo consignado en la trascrita 
con anterioridad exclusión J, no son objeto de cobertura 
en ningún caso.

Se afirma por algunos analistas del tema que la Exclu-
sión J no tiene carácter absoluto, en la medida en que una 
operación comercial o de “trading”, realizada mediante 
la actuación deshonesta o fraudulenta de empleados que 
operen al servicio del asegurado, no sería en realidad una 
operación comercial o de “trading”. 

Sin embargo, en relación con el alcance de la exclusión J 
procede poner de presente tres observaciones que estima-
mos de la mayor importancia, así:

A.	 Que la exclusión opera como textualmente reza la 
misma, es decir “…no obstante cualquier acto u omisión 
por parte de cualquier empleado…”, lo cual es indicativo 
del carácter absoluto de la misma.

B.	 Que el carácter absoluto de la referida exclusión, es 
decir su condición  de independiente de que el emplea-
do involucrado en la operación comercial o de “trading” 
haya actuado de manera deshonesta o fraudulenta, se 
confirma en la medida en que, en otras exclusiones del 
mismo clausulado Forma DHP 84, tales como las ex-
clusiones E, F, K N y O (5), se establece que las mismas 
operan a menos de que las pérdidas respectivas se en-
cuentren amparadas bajo la Cláusula de Seguro No. 1 
“Infidelidad de Empleados”. Dicha excepción, como 
puede observarse en la transcripción de la referida ex-
clusión J, no aparece en el texto de la misma.

C.	 Por último es de anotar que la Forma DHP 84 no 
contiene una definición de lo que en la póliza debe en-
tenderse por operaciones comerciales o de “trading”, lo 
cual implica la necesidad de que para poder establecer 
el alcance de dicho término, deba acudirse a la defini-
ción del mismo según las normas y usos comerciales(6).

En conclusión: Si bien bajo la Forma DHP 84 la defini-
ción de Infidelidad de Empleados es amplia, la póliza 
contiene, en su versión original, una seria restricción 
al excluir de cobertura las operaciones comerciales o 
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de “trading” en forma absoluta, o sea, independiente-
mente de si las mismas fueren realizadas mediante la 
actuación deshonesta o fraudulenta de empleados que 
operen al servicio del asegurado. 

Cosa distinta sería que en el texto de la póliza se consigna-
ra expresamente que: “En la medida en que una operación 

comercial o de “trading” sea realizada mediante la actua-
ción deshonesta o fraudulenta de empleados que operen 
al servicio del asegurado, la misma no tiene el carácter de 
operación comercial o de “trading””. Mientras no sea así, 
estimamos que la exclusión es, definitivamente, absoluta.

(4) Este último requisito: “o de obtener una ganan-
cia indebida para sí mismo o para terceros” no se en-
cuentra incluido en la Forma DHP 84 

(5)Exclusión E

Versión original en inglés:  “For loss resulting from 
the complete or partial non-payment of or default 
upon

(i)	 any loan or transaction in the nature of, or 
amounting to, a loan made by or obtained from the 
Insured  
	 or 
(ii)	any note, account, agreement or other evidence 
of debt assigned or sold to or discounted or otherwise 
acquired by the Insured, whether procured in good 
faith or through trick, artifice, fraud or false pre-
tences, unless such loss is covered by Insuring Clauses 
1 or 5 of this Insurance.”

Versión libre en español: “Por pérdida resultante de 
la falta de pago total o parcial o del incumplimiento 
en relación con:

i)	 Cualquier préstamo o transacción con naturale-
za de préstamo, o similar a un préstamo efectuado 
por u obtenido del Asegurado 
	 o, 
ii)	 Cualquier nota, cuenta, convenio u otra eviden-

cia de deuda asignada o vendida a, o descontada o 
de otra forma adquirida por el Asegurado, ya sea 
procurada de buena fe o mediante engaño, artificio, 
fraude, o falsas pretensiones. 

A menos que tal pérdida se encuentre amparada por 
las Cláusulas de Seguro No. 1 o 5 de este seguro.”

Exclusión F

Versión original en inglés: “For loss resulting from 
payments made or withdrawals from any depositor's 
account by reason of uncollected items of deposit, 
having been credited by the Insured to such account 
unless such loss is covered by Insuring Clause 1.”

Versión libre en español: “Por pérdida resultante de 
pagos efectuados o retiros de la cuenta de cualquier 
depositante debido a que sumas de depósitos no re-
caudadas, hayan sido acreditadas por el Asegurado 
en dicha cuenta, a menos que tal pérdida se encuen-
tre amparada por la Cláusula de Seguro No. 1 de la 
póliza.”

Exclusión K

Versión original en inglés: “For loss resulting from 
credit or charge cards, whether such cards were is-
sued, or purported to have been issued, by the Insured 
or by anyone other than the Insured, unless covered 

by Insuring Clause 1.”

Versión libre en español: “Por pérdidas resultantes 
de tarjetas de crédito o débito, ya sea que dichas tar-
jetas fueren emitidas o aparenten haber sido emitidas 
por el Asegurado o por cualquier persona distinta al 
Asegurado, a menos de que se encuentre amparado 
por la Cláusula de Seguros No 1.”

Exclusión N

Versión original en inglés: “For loss resulting di-
rectly or indirectly from forgery or alteration, except 
when covered under Insuring Clauses 1, 4, 5 or 6.”

Versión libre en español: “Por pérdidas que resulten 
directa o indirectamente de falsificación o altera-
ción, excepto cuando se encuentren amparadas por 
las Cláusulas de Seguro Nos 1, 4, 5 ó 6.”

Exclusión O

Versión original en inglés: “For loss resulting direct-
ly or indirectly from counterfeiting, except when co-
vered under Insuring Clauses 1, 5 or 6.”

Versión libre en español: “Por pérdidas que resulten 
directa o indirectamente de dinero falsificado, excep-
to cuando se encuentren amparadas bajo las cláusu-
las 1, 5 ó 6.”

2.	FORMAS KFA 81 Y NMA 2626.

Bajo las Formas KFA 81 y NMA 2626 se define el ampa-
ro de Infidelidad de Empleados de forma igualmente 
amplia, en la medida en que para la afectación de la co-
bertura otorgada se debe cumplir únicamente con los 
cuatro requisitos antes señalados. 

Así mismo y a diferencia de la Forma DHP 84, las For-
mas KFA 81 y NMA 2626 no contemplan para el ampa-
ro de Infidelidad de Empleados la exclusión relativa al 
“trading”. Sin embargo, dichas Formas prevén que, tra-
tándose de pérdidas derivadas de operaciones de crédi-
to y de operaciones comerciales o de “trading”, para que 
exista cobertura no basta con acreditar la sola inten-
ción de causar una pérdida al asegurado o de obtener un 
provecho indebido, sino que se exige, adicionalmente, 
la prueba de que dicho provecho se hubiere efectiva-
mente obtenido.

Ahora bien, en orden a establecer con mayor precisión el 
alcance de la cobertura para Infidelidad de Empleados 
otorgada bajo las Formas KFA 81 o MNA 2626 en cuan-
to hace referencia a créditos y operaciones comerciales 
o de “trading”, resulta necesario precisar, así mismo, el 
alcance de tales conceptos.

A este respecto procede poner de presente que la Forma 
KFA-81 hace de manera general referencia a “trading” u 
operaciones comerciales, sin que, al igual que en la For-

ma DHP 84, en el texto de la póliza se defina concreta-
mente el alcance de tal concepto, lo cual genera la nece-
sidad de acudir, como en el caso de la Forma DHP 84, a 
otras fuentes para determinar la definición del mismo.

Por su parte, la Forma NMA 2626 consigna en las De-
finiciones Generales, las definiciones de “préstamo o 
préstamos” y de “comercio” (7):

En síntesis, bajo las formas KFA 81 y NMA 2626, las pér-
didas del asegurado derivadas de operaciones de cré-
dito o de operaciones comerciales o de “trading” , serán 
materia de cobertura siempre que se cumpla con la to-
talidad de los siguientes requisitos:

1.	 Que se haya producido una pérdida para el asegura-
do;

2.	Que la pérdida tenga como causa la conducta de un 
empleado que labore al servicio del asegurado, actuan-
do sólo o en asocio de terceros;

3.	Que dicha conducta del empleado sea deshonesta o 
fraudulenta;

4.	Que haya una intención o propósito de causar dicha 
pérdida al asegurado, o de obtener una ganancia inde-
bida para el empleado o para terceros;

5.	Que dicha ganancia indebida o provecho económico 
indebido, se haya efectivamente obtenido.
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(6) Por “trading” o “intercambios comerciales” debe 
entenderse aquellas operaciones mercantiles que ha-
cen parte del ejercicio de los negocios normales de 
una entidad bancaria, financiera o comercial con 
carácter de operaciones regulares, propias del objeto 
social de la misma. El Dictionary of Insurance and 
Financial Terms de John Clarck define “trade” como 
Business of buying and selling in general in order to 
make a profit, or tu buy or sell in a given market. In 
the USA a “trade” might also be an other term for 
“bargain” or “deal”.  

(7) Versión original en inglés: “Loan” and “Loans” 
means:

a)	 Any loan or transaction in the nature of, or 
amounting to, a loan or extension of credit, including 
a lease, made by or obtained by or from the Assured,

b)	 Any note, account, invoice, agreement or other 
evidence of debt, assigned or sold by or to, or discoun-

ted or otherwise acquired by the Assured,

c)	 Any payments made or withdrawals from a cus-
tomer’s account involving an uncollected item and 
any other similar transaction.”

  Versión libre en español: Préstamo” o “Préstamos” 
significa:

a)	 un préstamo o una transacción de la naturaleza y 
por el valor de un préstamo o una extensión de crédi-
to, incluyendo un arrendamiento financiero, hecho 
por y obtenido por o del Asegurado. 

b)	 una nota, cuenta, factura, acuerdo o alguna otra 
evidencia de deuda, cedida o vendida por o a, o des-
contada o adquirida de alguna manera por el Ase-
gurado.

c)	 un pago hecho o un retiro de una cuenta de un 
cliente que involucre un elemento no cobrado y cual-
quier otra transacción similar.

Versión original en inglés: “Trading” means:

Any dealings in securities, metals, commodities, fu-
tures, options, funds, currencies, foreign exchange, 
and the like.

Versión libre en español: “Comercio” significa:

Todo trato en títulos valores, metales, mercancías, 
futuros, opciones, fondos, monedas, cambio de mo-
neda y similares.

(8) No está por demás poner de presente que, como se 
consigna en el estudio, mientras en la Forma NMA 
2626 se define lo que se considera “comercio”, no su-
cede lo propio en la Forma KFA 81, lo cual conlleva, 
como se anotó con anterioridad, a la necesidad de 
acudir a otras fuentes para precisar el alcance de di-
cho término.

En conclusión: Si bien bajo las Formas KFA-81 y NMA 
2626 – al igual que bajo la Forma DHP 84 – la defini-
ción de Infidelidad de Empleados es amplia, las cita-
das formas incluyen en su versión original una seria 
restricción, al condicionar la cobertura, tanto para las 
operaciones de crédito como para las operaciones co-
merciales o de “trading”, a la prueba de que la ganancia 
impropia o provecho económico indebido haya sido 
efectivamente obtenido, lo cual, si bien – a diferencia 
de lo consignado mediante la Exclusión J de la Forma 
DHP 84 – respecto de las operaciones comerciales o de 
“trading”, no constituye una exclusión de carácter ab-
soluto, se traduce en definitiva una carga de la prueba 
del siniestro excesivamente gravosa para el tomador 
del seguro, la cual no solo se hace extensiva – como en 
la Exclusión J de la Forma DHP 84 – a las operaciones 
comerciales o de “trading” sino, adicionalmente, a las 
operaciones de crédito.

II. POSICIÓN DEL AUTOR
SOBRE EL ALCANCE DE 
LA COBERTURA DE INFIDELIDAD
DE EMPLEADOS BAJO LA PÓLIZAS
DE INFIDELIDAD Y RIESGOS 
FINANCIEROS OBJETO DE 
ANÁLISIS EN EL PRESENTE 
ESTUDIO
Es claro tanto para la doctrina como para la jurispru-
dencia patrias, que no es el propósito de las denomina-
das Póliza de Infidelidad y Riesgos Financieros, Póliza 
de Seguro Global Bancario o Banker’s Blanket Bond, 
amparar pérdidas resultantes, bien de los riesgos pro-
pios de la actividad bancaria o financiera, o bien de 
actuaciones inexpertas, negligentes, o aún abierta-
mente irresponsables, de los empleados al servicio del 
asegurado, riesgos y actuaciones que tienen especial 
posibilidad de presentarse, precisamente en la reali-

zación de operaciones de crédito o en operaciones co-
merciales o de “trading”. De allí que sea perfectamente 
justificado y explicable, si bien no la exclusión de co-
bertura de las actuaciones deshonestas o fraudulen-
tas de los empleados al servicio del asegurado en lates 
circunstancias, sí el celo de los aseguradores al exigir 
una especial severidad en el proceso de comprobación 
de una pérdida, cuando la misma tiene su origen, real 
o supuesto, en una de tales operaciones.

A este respecto, en el Laudo Arbitral que dirimió en 2001 
la controversia surgida entre Andino Capital Markets 
Comisionista de Bolsa y La Interamericana Compañía 
de Seguros, se consignó:

“Otra consideración que debe ser tenida en cuenta en el mo-
mento de analizar el contenido de un amparo de estas ca-
racterísticas, es que resulta un hecho indudable dentro de los 
precedentes de este tipo pólizas, que las mismas no están di-
señadas para cubrir los riesgos operacionales que nacen del 
ejercicio de los negocios normales de la entidad bancaria o 
financiera, ni para cubrir tampoco la mala administración 
de los negocios, entendida como los simples errores de criterio 
que en algún momento pueden inducir a los empleados a lle-
var a cabo negocios que no obstante permitidos por la ley o sin 
contrariarla, generan riesgos especiales que se realizan en 
perjuicio de la expectativa de lucro de la entidad financiera. 
… 
“Una conducta semejante implica necesariamente dos 
condiciones adicionales, que el propósito y la conduc-
ta misma en la que se materializan se oculte al asegura-
do y se ejecute contra su voluntad manifiesta o presunta, 
y que sea de tal naturaleza que escape a los riesgos pro-
pios de la actividad financiera ejercida por el asegura-
do. Esta última condición en la póliza se traduce expre-
samente en la exclusión contenida en el numeral 20º. la 
cláusula 3ª. (sic) del texto de sus condiciones generales.  
… 
“Pues bien, todo cuanto ha quedado expuesto en este capí-
tulo conduce a dejar sentado, a manera de premisa con-
ceptual en la que debe hacerse hincapié, que de cara a lo 
que es la articulación técnica de la operación de reporto 
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bursátil de acciones, las variadas modalidades en que con 
mayor frecuencia se la puede llevar a cabo y las finalidades 
que desde una perspectiva de negocios le infunden sentido, 
lo cierto es que de estos elementos de análisis no surgen ar-
gumentos concluyentes en apoyo de aquella afirmación y 
muy por el contrario, inducen a pensar que las pérdidas 
motivo de reclamación fueron el resultado de “operacio-
nes comerciales” regulares, propias del objeto social de la 
sociedad comisionista asegurada, y por lo tanto, en aten-
ción a la delimitación  circunstancial objetiva del riesgo allí 
contenida y que por esencia excluye los llamados “riesgos 
operacionales” según se dejó apuntado líneas atrás, no sus-
ceptibles de ser resarcidas mediante la cobertura en men-
ción.”(9) (Subrayado fuera del texto original)

Así mismo, el Tribunal de Arbitramento que en agosto 
de 2002 dirimió la controversia surgida entre la So-
ciedad Fiduciaria Bermúdez y Valenzuela S.A. en li-
quidación y Aseguradora Colseguros S.A., dijo:

De suerte pues que la conducta del empleado para que sea 
concomitante con la de la cobertura ha de ser el resulta-
do de un cúmulo de circunstancias tales como que haya 
violación de exigencias básicas para la realización de ope-
raciones, la eliminación de información, la supresión de 
registro, que no se trate de inadvertencia o descuido o de 
poco peligroso aprovechamiento de confianza de emplea-
do nuevo o principiante sino, ante todo, de una operación 
artificiosa, incursa en una estrategia global articulada de 
lucro personal del empleado o en beneficio de terceros; sig-
nifica lo anterior que en presencia de notables omisiones 
como la carencia de surtir trámites ante instancias supe-
riores para efectuar determinadas operaciones, la mayús-
cula prescindencia de apego o sujeción a los manuales de 
operaciones o reglamentos de créditos, el ocultamiento de 
información frente a accionistas, directores, otros admi-
nistradores y autoridades de supervisión, tales circunstan-
cias además han de acompañarse con el acreditamiento del 
beneficio pecuniario personal para sí o a favor de terceros, 
indicando que la propia sociedad tomadora no se entiende 
como tercero, y a lo anterior se agrega que si se menciona 
la participación de terceros, su comportamiento, su con-
ducta ha de ser inequívocamente con ánimo colaborativo 
en el logro del fin defraudatorio.” (10) (Subrayado fuera del 
texto original)

Por último, el doctor Jorge Eduardo Narváez Bonnet 
consigna en su obra El Contrato de Seguro en el Sector 
Financiero :

“Otra nota distintiva de este amparo radica en que no 
abarca pérdidas operacionales del asegurado. De ahí las 
aclaraciones que en ocasiones se encuentran en algunas 
pólizas, según las cuales, se da por sentado que las nego-
ciaciones con valores o divisas o las diversas modalida-
des de concesión de créditos sólo gozan de la cobertura si 
provienen de actos deshonestos de empleados del asegu-
rado, ejecutados con la finalidad manifiesta de lucrarse 
y siempre que el beneficio pecuniario no consista en sa-
larios, comisiones, honorarios, promociones o cualquier 

tipo de emolumento de naturaleza similar. Esta última 
aclaración aparece en la mayoría de las pólizas globales 
bancarias dentro del cuerpo del amparo de infidelidad o 
en el anexo de exclusión de pérdidas operacionales o tra-
ding loss exclusion rider como se conoce en el mercado de 
Londres.” (12)

No es menos cierto, sin embargo, que el explicable celo 
que debe tener el asegurador en evitar verse obligado 
a indemnizar pérdidas, que de ninguna manera era su 
propósito amparar y que de hecho no suelen ser obje-
to de la cobertura que normalmente se otorga bajo el 
contrato de seguro, como son las pérdidas comerciales 
propias del alea misma del negocio, o las pérdidas que 
al asegurado mismo puedan generarle las actuaciones 
inexpertas, negligentes, o aún abiertamente irrespon-
sables, de los empleados a su servicio, no puede lle-
varlo bien a excluir de un tajo – como lo hace según 
quedó demostrado la Forma DHP 84 – pérdidas even-
tualmente amparables tales como las resultantes de 
operaciones comerciales o de “trading”, realizadas en 
forma dolosa o sea con ánimo de defraudar por em-
pleados al servicio del asegurado, o a exigir una car-
ga probatoria excesivamente onerosa para la prueba 
de la pérdida – como, según se vio lo hacen mediante 
exigencias que bien podrían tener el carácter de cláu-
sulas abusivas (13), las Formas KFA 81 y NMA 2626 – en 
tratándose de la prueba de siniestros resultantes de 
operaciones de crédito, o de operaciones comerciales 
o de “trading”.  

A este último respecto procede traer a colación un nue-
vo aparte de lo consignado en el ya citado Laudo Ar-
bitral que dirimió en 2001 la controversia surgida en-
tre Andino Capital Markets Comisionista de Bolsa y La 
Interamericana Compañía de Seguros:

“El Tribunal es consciente de que en la “Condición Especial” 
primera (1ª.) de la condición 1.1 de la póliza, se limita el cu-
brimiento de infidelidad de empleados en lo concerniente 
a préstamos u operaciones comerciales a los casos de actos 
deshonestos o fraudulentos “…cometidos por un empleado 
que obtenga una ganancia financiera personal ilícita pro-
veniente de tales acciones”, pero considera que una exigen-
cia probatoria de este tipo para el asegurado, con miras a 
la demostración de la ocurrencia del siniestro, además de 
los demás elementos que lo estructuran conforme a la defi-
nición básica, comporta un desequilibrio contractual evi-
dente que podría llevar a hacer nugatoria la reciprocidad 
esencial del contrato cuando se trata de siniestros  dentro 
de circunstancias de actos deshonestos o fraudulentos co-
metidos en desarrollo de “préstamos u operaciones comer-
ciales”, que hacen inaplicable esta condición dentro del 
contexto de unas condiciones que son dictadas y redacta-
das por el asegurador. En efecto, la prueba de la obtención 
efectiva, no solamente de la intención, en cuanto a la ga-
nancia financiera personal ilícita suele ser imposible, y en 
ello le asiste la razón a la convocante, porque muchas veces 
la ganancia permanece fácilmente oculta al escrutinio de 
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la investigación o porque incluso puede no llegarse a reali-
zar efectivamente por circunstancias ajenas al autor. Por 
lo mismo en este caso, esta sería una razón suficiente por si 
misma para restarle validez a este condicionamiento, aun-
que, como se verá, su aplicación al caso es innecesaria.” (14)

En total coincidencia con lo consignado en el texto 
transcrito, no guardamos reserva alguna en cuanto a 
que, una vez establecida plenamente la conducta des-

honesta o fraudulenta o sea dolosa del empleado al ser-
vicio del asegurado en una operación comercial o de 
crédito, cometida con la intención de defraudar a su 
empleador, no dejaría el juez de la causa de condenar 
al asegurador al pago de la respectiva indemnización, 
no obstante que el asegurado no hubiese podido pro-
bar a cabalidad el efectivo enriquecimiento del em-
pleado deshonesto o defraudador.

(9) Laudo Arbitral Andino Capital Markets Comisio-
nista de Bolsa vs. La Interamericana Compañía de 
Seguros. Octubre 11 de 2001. Árbitros: Carlos Esteban 
Jaramillo Schloss, Andrés Ordóñez Ordóñez, Jorge 
Suescún Melo.

(10) Laudo Sociedad Fiduciaria Bermúdez y Valen-
zuela S.A. en liquidación vs. Aseguradora Colseguros 
S.A. Agosto 30 de 2002. Árbitros: José Fernando To-
rres Fernández de Castro, Alejandro Venegas Franco, 
José María Neira García:

(11) Narváez Bonnet, Jorge Eduardo. El Contrato de 
Seguro en el Sector Financiero. Ediciones Librería 
del Profesional. Bogotá, Colombia. Primera edición. 
2002. Páginas 174 y 175.

(12) En algunas pólizas se contempla una exclusión 
sobre pérdidas operacionales como ocurre con la ex-
clusión J de la  DHP 84, sin embargo, resultan útiles 
estas apreciaciones: “The financial institution bond 
does not Cover loss resulting directly or indirectly from 
trading with or without the knowledge of the insured, 
except when covered under the forgery or alteration, 
or securities insuring agreements of the bond” (AM-
STRONG, Edgar y STEVENS, Mark “Digest of Bank 
Insurance”, sixth edition, Insurance and Protection 
Division, American Bankers Association, Washing-
ton, 1977, pg.11)

(13) Es abusiva en concepto de H. Bricks “toda cláu-
sula que entrañe en ventaja exclusiva del empresario, 
un desequilibrio de los derechos y obligaciones de las 
partes, siempre que lo sea en contrato por adhesión 

concluido entre un empresario y un consumidor, uni-
lateralmente prerredactado por el Primero.” H Bricks, 
Les Clauses Abusives, citado por Rubén S. Stiglitz en 
su obra Cláusulas Abusivas en el Contrato de Seguro. 
Abeledo – Perrot, Buenos AIRES, 1994. 

(14) Laudo Arbitral Andino Capital Markets Comi-
sionista de Bolsa vs. La Interamericana Compañía de 
Seguros. Octubre 11 de 2001. Árbitros: Carlos Esteban 
Jaramillo Schloss, Andrés Ordóñez Ordóñez, Jorge 
Suescún Melo.

III. CONCLUSIONES
Del somero análisis realizado resulta válido deducir, 
en síntesis, las siguientes conclusiones:

1.	Como regla general, bajo los clausulados objeto de 
análisis, la cobertura de Infidelidad de Empleados 
busca, con diferencias más de forma que de fondo, 
amparar las pérdidas sufridas por el asegurado, re-
sultantes de actos deshonestos o fraudulentos de los 
empleados a su servicio, cometidos en forma perso-
nal o en colusión con terceros, con la intención ma-
nifiesta de generar una pérdida al asegurado, en be-
neficio propio o de terceros.

2.	 Por otra parte, en cuanto hace referencia a otor-
gamiento de créditos y a la realización de operaciones 
comerciales o de “trading”, existe consciencia entre 
los redactores de los diversos clausulados, así como 
en la jurisprudencia y la doctrina, sobre la necesidad 
de distinguir claramente entre lo que puede llegar a 
constituir una pérdida comercial, un error de crite-
rio o la simple pretermisión de un requisito o de un 
procedimiento, y lo que constituye un acto desho-
nesto o fraudulento de un empleado, cometido con 
la intención de causar una pérdida al asegurado.    

3.	 Con miras a las obtención del objetivo descrito 
en el punto anterior, en cuanto hace referencia a la 
cobertura de Infidelidad de Empleados, en tratán-
dose del otorgamiento de créditos y de operaciones 
comerciales o de “trading”, la Forma DHP 84 opta por 
excluir de cobertura de manera absoluta las deno-
minadas operaciones comerciales o de “trading”, si 
bien mantiene intacta – sin la exigencia de requisi-

tos probatorios especiales –  la cobertura para ope-
raciones de crédito. Por su parte las Formas KFA 81 y 
NMA 2626, optan por establecer tanto en relación con 
las denominadas operaciones comerciales o de “tra-
ding”, como en relación con las operaciones de cré-
dito, como requisito especial para la cobertura de la 
Infidelidad de Empleados, la prueba del aprovecha-
miento económico indebido por parte del empleado. 
Respecto de este último requisito la jurisprudencia 
arbitral, a mi juicio con acierto, ha considerado que 
“…comporta un desequilibrio contractual evidente que 
podría llevar a hacer nugatoria la reciprocidad esencial 
del contrato cuando se trata de siniestros  dentro de cir-
cunstancias de actos deshonestos o fraudulentos come-
tidos en desarrollo de “préstamos u operaciones comer-
ciales”, que hacen inaplicable esta condición dentro del 
contexto de unas condiciones que son dictadas y redac-
tadas por el asegurador. (15)

4.	 Del análisis realizado resulta forzoso concluir, en 
síntesis, que en cuanto hace referencia al amparo de 
Infidelidad de Empleados, las Formas DHP 84, KFA 
81 y MNA 2626, si bien en principio ofrecen una co-
bertura razonable respecto de la pérdida de dinero o 
de bienes como resultado de actuaciones deshones-
tas o fraudulentas de empleados que laboran al ser-
vicio del asegurado, dicha cobertura, en tratándo-
se de la realización de operaciones comerciales o de 
“trading”, se ve eliminada bajo la Forma DHP 84, y en 
tratándose tanto de la realización de operaciones de 
crédito, como de operaciones comerciales o de “tra-
ding”, se ve seriamente restringida bajo las Formas 
KFA 81 y MNA 2626.
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IV. UNA PROPUESTA INTERMEDIA
Habida consideración de lo expuesto, lo pertinente, a 
nuestro juicio, sería establecer para la cobertura de In-
fidelidad, respecto del otorgamiento de créditos y de la 
realización de operaciones comerciales o de “trading”, 
una exigencia probatoria, si bien mas severa que la 
consignada como regla general respecto de las activi-
dades deshonesta o fraudulentas de los empleados al 
servicio del asegurado, no tan severa como la exigencia 
de comprobar físicamente el real enriquecimiento del 
empleado defraudador, como lo consignan las Formas 
KFA 81 y NMA 2626.

En procura de obtener dicho objetivo, consideramos 
procedente proponer la adopción de un texto interme-
dio para la cobertura de Infidelidad de Empleados, en 
cuanto respecta las actuaciones deshonestas o fraudu-
lentas de empleados al servicio del asegurado, cuan-
do se encuentren realizando operaciones de crédito u 
operaciones comerciales o de “trading”.

Sin pretender erigirlo como fórmula única, a conti-
nuación y a manera de epílogo del presente estudio, 
proponemos un texto de cláusula para la cobertura 
de Infidelidad de Empleados que, en nuestro criterio, 
consulta razonablemente tanto el interés de los ase-
guradores en eliminar la posibilidad de verse obliga-
dos a indemnizar bajo dicha cobertura, pérdidas de 
carácter puramente comercial o pérdidas debidas a 
inexperiencia, negligencia o aún irresponsabilidad de 
empleados que laboran al servicio del asegurado, pero 
desprovistas del propósito de defraudar, requisito in-
dispensable para que opere dicha cobertura. 

Dicho texto es el siguiente:

Insurance Clause 1. Infidelity of Employees.

By reason of loss resulting directly from dishonest or frau-
dulent acts by Employees of the Insured Committed alone 
or in collusion with others with the manifest intent to cause 
the Insured to sustain such loss, including loss of Property, 
through any such acts by Employees.

Notwithstanding the foregoing, it is agreed that with re-
gard to trading or other dealings in securities, commodi-
ties, futures, options, currencies, foreign exchange and the 
like, and loans, transactions in the nature of a loan or other 
extensions of credit this policy covers only loss resulting so-
lely and directly from the dishonest or fraudulent acts by 
Employees of the Assured, committed with the manifest in-
tent to cause the Insured to sustain such loss and to make 

an improper financial gain for themselves, other than sa-
lary, fees, commissions, promotions and other similar emo-
luments.

La traducción libre al español de la cláusula propuesta 
es la siguiente:

Cláusula de Seguro 1.Infidelidad de Empleados. 

Por razón de pérdida, resultante directamente de actos 
deshonestos o fraudulentos por parte de empleados del Ase-
gurado, cometidos solos o en colusión con otros, con la in-
tención manifiesta de hacer que el asegurado sufra dicha 
pérdida, incluyendo pérdida de Bienes como resultado de 
cualquiera de tales actos cometidos por empleados.

No obstante lo anterior, se acuerda que con respecto a ope-
raciones comerciales  u otras transacciones con títulos va-
lores, mercancías, futuros, opciones, monedas, divisas ex-
tranjeras y similares,  así como préstamos y transacciones 
con naturaleza de préstamos u otras operaciones de crédi-
to, esta Póliza cubre solamente pérdidas resultantes única 
y directamente de los actos deshonestos o fraudulentos por 
parte de empleados del Asegurado, cometidos con la inten-
ción manifiesta de causar al Asegurado dicha pérdida y de 
obtener una ganancia financiera indebida para sí mismos, 
diferente de salarios, honorarios, comisiones, promociones 
y otros emolumentos similares.

De la cuidadosa lectura del texto propuesto claramen-
te se desprende que, en tratándose de perdidas resul-
tantes por razón de actos deshonestos o fraudulentos 
de empleados al servicio del asegurado, distintas de las 
que pudieren presentarse dentro de procesos de otor-
gamiento de créditos o de la realización de operaciones 
comerciales o de “trading”, las exigencias probatorias 
para efectos de la cobertura, se mantienen dentro de 
los parámetros que tradicionalmente han sido exigi-
dos por los diversos clausulados objeto de análisis en 
el presente estudio.      

Ahora bien, en tratándose de préstamos o de transac-
ciones comerciales o de “trading”(16), con arreglo a la 
cláusula de Infidelidad propuesta, se ampara la pérdi-
da financiera que resulte única y directamente de actos 
deshonestos o fraudulentos del empleado que labore 
al servicio del asegurado, cometidos “con la intención 
manifiesta de causar al asegurado dicha pérdida y de ob-
tener una ganancia financiera indebida para sí mismo, 
diferente de salarios, honorarios, comisiones, promociones 
y otros emolumentos similares.” (17)

(15) Laudo Arbitral Andino Capital Markets Comisio-
nista de Bolsa vs. La Interamericana Compañía de 
Seguros. Octubre 11 de 2001. Árbitros: Carlos Esteban 
Jaramillo Schloss, Andrés Ordóñez Ordóñez, Jorge 
Suescún Melo.

(16) Respecto de tales operaciones, como se anotó con 
anterioridad, se estima pertinente exigir para la prue-

ba de la infidelidad de empleados, un acervo probato-
rio razonablemente sólido, con miras a la adecuada 
diferenciación entre las pérdidas surgidas como re-
sultado de impericia, negligencia o de la simple alea 
comercial – las cuales no son objeto de cobertura bajo 
el seguro – y las pérdidas surgidas de infidelidad de 
empleados.

(17) Subrayado y negrilla no aparecen en el texto ori-
ginal.
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Como claramente se desprende del texto transcrito, en 
la cláusula propuesta no se requiere para el reconoci-
miento de cobertura – a diferencia de lo que sucede 
con las Formas KFA 81 y NMA 2626 – de la prueba de 
la ganancia financiera por parte del empleado, sino 
únicamente de la prueba de la intención de causar la 
pérdida y de obtener una ganancia financiara para 
sí mismo. Adicionalmente, la cláusula propuesta eli-
mina la posibilidad de excluir de manera absoluta – 
como en la Forma DHP 84 – las pérdidas que resulten 
directa o indirectamente de operaciones comerciales 
o de “trading”. 

Procede finalmente poner de presente que la anterior 
interpretación del texto propuesto, repetimos, a ma-
nera de epílogo del presente escrito, no solo correspon-
de rigurosamente a la letra y por ende al espíritu de lo 
consignado en la póliza, sino que, además, se encuen-
tra avalado por importantes reaseguradores, entre los 
cuales se cuentan Munich RE, Swiss Re y el Sindicato 
de Lloyd’s Antares AUL 1274.
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1.	ORIGEN DEL SEGURO POR 
RECLAMACIÓN O CLAIMS MADE
El seguro por reclamación o claims made tuvo su ori-
gen en los países anglosajones y más concretamente 
en los Estados Unidos de América, a raíz de la proble-
mática creada por los denominados daños diferidos, o 
sea por aquellos respecto de los cuales solo transcurrido 
un lapso, normalmente prolongado, después de gene-
rada la exposición, se conocen sus verdaderas conse-
cuencias y en los que, por lo tanto, la reclamación del 
damnificado o victima se produce en ocasiones varios 
años después del hecho causal de la misma.

Tales fenómenos suelen presentarse con alguna regu-
laridad en relación con los seguros de responsabilidad 
civil por contaminación, en los seguros de responsa-
bilidad profesional médica, en los seguros de respon-
sabilidad por productos defectuosos, responsabilidad 
civil de Directores y Administradores y responsabili-
dad civil por errores y omisiones, entre otros.

Notable ejemplo de este fenómeno constituyen las re-
clamaciones por asbestosis, surgidas en Estados Uni-
dos inicialmente durante la década de los años sesen-
tas, las cuales se ha proyectado hasta nuestros días. 
Respecto de las mismas anota el profesor Juan Manuel 
Díaz-Granados en su excelente obra El Seguro de Res-
ponsabilidad, citando a Charles Kingdollar: “Para te-
ner presente la magnitud del problema, en 2001 se pre-
sentaron en los Estados Unidos más de 75000 nuevas 
demandas por daños causados por asbesto y, según in-
formes de firmas especializadas de calificación, el va-
lor que deberán pagar las aseguradoras de ese país por 
las reclamaciones por lesión corporal causada por as-
besto oscila entre US$55.000 y US$ 65.000 millones.”(1)

Por otra parte, el profesor Andrés Ordóñez pone de pre-
sente en relación con el origen de las cláusulas claims 
made que además de constituir una respuesta al pro-
blema del daño diferido, se plantearon como respues-
ta a las polémicas desatadas en lo referente a la confi-
guración del siniestro en el seguro de responsabilidad 
civil. En efecto, manifiesta el profesor Ordóñez, “La 
presencia de tantas posiciones doctrinarias en torno al 

tema de lo que debe entenderse por siniestro en el se-
guro de responsabilidad civil deja ver claramente que 
lo que existe es una complejidad practica en el caso de 
este seguro, determinada como ya se dijo por el hecho 
de que el nacimiento de una deuda en el patrimonio 
no siempre implica que esa deuda se va a hacer efec-
tiva y que, en todo caso, generalmente transcurre un 
espacio de tiempo considerable entre esos momentos, 
lo cual crea una situación de incomodidad evidente 
en la actividad del asegurador que, como comercian-
te, no puede ver con buenos ojos su vinculación inde-
finida en el tiempo a los compromisos de un contrato 
con su asegurado cuya vigencia formal normalmente 
termina en un corto tiempo.”(2)

"Para tener presente la magnitud del 
problema, en 2001 se presentaron en 
los Estados Unidos más de 75000  
nuevas demandas por daños causados  
por asbesto"

En palabras de Francisco Miranda Suárez “En el hecho, 
y como reacción a los problemas económicos y jurídi-
cos generados por los siniestros tardíos surgieron en 
1984 en los Estados Unidos de América, las cláusulas 
claims made, patrocinadas por el Insurance Services 
Office buscando con ello limitar el período de cobertura 
de las pólizas por la vía de requerir que la reclamación 
debería producirse durante el período de vigencia de 
la póliza, con independencia de cuando haya ocurrido 
el hecho que lo genera, el hecho generador de respon-
sabilidad ”(3)

En España, luego de un rechazo inicial, la Ley de Or-
denación y Supervisión de los seguros Privados de 
1995 permitió el empleo de las denominadas cláusulas 
“claims made”(4).

1 KINGDOLLAR, CHARLES: El resurgimiento del asbesto”, en Revista Temas, nú-
mero 10, General Cologne Re, Stanford, P. 37, citado por DIAZ-GRANADOS ORTIZ, 
JUAN MANUEL: El seguro de responsabilidad. Publicación conjunta de las Univer-
sidades del Rosario y Pontificia Javeriana. Bogotá 2006, página 200.
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2 ORDÓÑEZ ORDÓÑEZ, ANDRES: El contrato de seguro. Ley 389 de 1997 y otros 
estudios, Bogotá, Universidad Externado de seguros de Colombia, 1998, páginas 
112 y 113.

3 MIRANDA SUAREZ, FRANCISCO: Seguro de responsabilidad civil por mala pra-
xis médica. Delimitación temporal de la cobertura del seguro. Cláusulas claims 
made. En Revista Ibero- Latinoamericana de Seguros No. 16, Pontificia Universi-
dad Javeriana, 2001.

4 En España mediante la ley 30 del 8 de noviembre de 1995 se adicionó la Ley de 
Ordenación y supervisión de Seguros Privados con el siguiente párrafo: “Serán ad-
misibles, como límites establecidos en el contrato, aquellas cláusulas limitativas 
de los derechos de los asegurados ajustadas al artículo 3 de la presente ley que cir-
cunscriban la cobertura de la aseguradora a los supuestos en que la reclamación 
del perjudicado haya tenido lugar dentro de un período de tiempo, no inferior a 
un año, desde la terminación de la última de las prórrogas del contrato o, en su 
defecto, de su período de duración. Así mismo, y con el mismo carácter de cláu-
sulas limitativas conforme a dicho artículo 3 serán admisibles, como límites esta-
blecidos en el contrato, aquellas que circunscriban la cobertura del asegurador a 
los supuestos en que la reclamación del perjudicado tenga lugar durante el perío-
do de vigencia de la póliza siempre que, en este caso, tal cobertura se extienda a 
los supuestos en los que el nacimiento de la obligación de indemnizar a cargo del 
asegurado haya podido tener lugar con anterioridad, al menos, de un año desde 
el comienzo de efectos del contrato, y ello aunque dicho contrato sea prorrogado.”

  
2. EL SEGURO POR RECLAMACIÓN 
O CLAIMS MADE EN 
LA LEGISLACIÓN COLOMBIANA.
Los ilustres juristas doctores Carlos Ignacio Jaramillo(5), 
Andrés Ordóñez(6) y Juan Manuel Díaz-Granados(7) son 
de la opinión de que la institución del seguro por recla-
mación o claims made surge en Colombia, por influen-
cia de la Ley de Ordenación y Supervisión de los segu-
ros Privados de España expedida en 1995. Sin dejar de 
reconocer, por supuesto, la influencia de la legislación 
española, la verdad es que fue más la presión genera-
da por los mercados internacionales de reaseguro que 
se negaban otorgar cobertura de responsabilidad civil 
para algunas actividades bajo el tradicional enfoque 
de “ocurrencia”, o sea de que la cobertura se entienda 
otorgada bajo la póliza vigente en el momento en que 
se produzca el hecho generador de la responsabilidad, 
lo que motivó la necesidad de introducir el cambio le-
gislativo en Colombia. Naturalmente, reiteramos, al 
consignarse en la legislación colombiana la cobertura 
bajo el sistema claims made, indudablemente se tomó 
como punto de referencia la, en ese entonces, recien-
temente expedida normatividad española a respecto.

En Colombia la introducción del siste-
ma de aseguramiento claims made re-
quirió de la expedición de norma legal

Habida consideración de las manifiestas dificultades 
para la obtención de reaseguro o del elevado costo del 
mismo bajo la modalidad de “ocurrencia”, las asegu-
radoras colombianas, a través de su entidad gremial 
FASECOLDA, aprovechando el trámite en curso ante 
el Congreso de la República del proyecto de ley me-

diante el cual se proponía la modificación de los artí-
culos 1036 y 1046 del código de comercio, relativos al 
carácter solemne del contrato de seguro con miras a 
dotarlo de naturaleza consensual, propusieron la in-
troducción de un artículo – en definitiva el artículo 
4º de la Ley 389 de 1197 – mediante el cual en su inci-
so primero se consagrase la viabilidad legal de los se-
guros claims made y de paso se hiciese más amplia la 
viabilidad legal de cobertura bajo el concepto de “des-
cubrimiento”, para los riesgo propios de la las pólizas 
de manejo y riesgos financieros, inicialmente limita-
da a los riesgos propios de la actividad financiera por 
el artículo 23 de la Ley 35 de 1993.(8)

No está por demás poner de presente que en Colombia 
la introducción del sistema de aseguramiento claims 
made o “por reclamación” – como también del sistema 
de aseguramiento “por descubrimiento” regulado ini-
cialmente, como se anotó, por el artículo 23 de la Ley 
35 de 1993 – requirió de la expedición de norma legal, 
en razón de la expresa imposibilidad del otorgamiento 
de una modalidad de cobertura distinta a la de segu-
ro “por ocurrencia” de conformidad con lo dispuesto, 
entre otras normas, por el artículo 1054 del código de 
comercio(9), artículo mediante el cual, además de defi-
nirse el concepto de riesgo, se consigna la no asegura-
bilidad, por no constituir riesgo, del denominado ries-
go putativo, o sea de la incertidumbre subjetiva sobre 
la ocurrencia o no de determinado hecho, asegurabili-
dad esta que, para ese entonces, estaba permitida úni-
camente, por vía de excepción, para los riesgos propios 
de la actividad marítima, al tenor de lo dispuesto por 
el artículo 1706 del código de comercio(10), norma por 
demás arcaica, dado el portentoso avance tecnológico 
de las comunicaciones.

5 JARAMILLO JARAMILLO, CARLOS IGNACIO: La configuración del siniestro en el 
seguro de responsabilidad civil. Colección Ensayos No. 15, Pontificia Universidad 
Javeriana. Bogotá. Editorial Temis, octubre 2012.

6 ORDÓÑEZ ORDÓÑEZ, ANDRES: El contrato de seguro. Ley 289 de 1997 y otros 
estudios, Bogotá, Universidad Externado de Colombia, 1998.

7 DIAZ-GRANADOS ORTIZ, JUAN MANUEL: El seguro de responsabilidad civil, 
Universidad del Rosario y Universidad Javeriana, 2007

8 Ley 35 de 1993, artículo 23: “En los seguros que tengan por objeto el amparo de 
los riesgos propios de la actividad financiera, se podrán asegurar, mediante con-
venio expreso, los hecho pretéritos cuya ocurrencia es desconocida por tomador y 
asegurador.

9 Artículo 1054 del código de comercio: “Denomínase riesgo el suceso incierto que 
no depende exclusivamente de la voluntad del tomador, del asegurado o del bene-
ficiario, y cuya realización da origen a la obligación del asegurador. Los hechos 
ciertos, salvo la muerte, y los físicamente imposibles, no constituyen riesgos y son, 
por lo tanto, extraños al contrato de seguro. Tampoco constituye riesgo la incer-
tidumbre subjetiva respecto de determinado hecho que haya tenido o no cumpli-
miento”.

10 Artículo 1706 del código de comercio: “Será válido el seguro marítimo sobre el 
riesgo putativo, esto es, el que sólo existe en la conciencia del tomador o del asegu-
rado y del asegurador, bien sea por que ya haya ocurrido el siniestro o bien por-
que ya se haya registrado el feliz arribo de la nave en el momento de celebrarse el 
contrato.

Probada la mala fe del tomador o del asegurado, el asegurador tendrá derecho a 
la totalidad de la prima. Probada la mala fe del asegurador, deberá devolver do-
blado el importe de ella”.
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2.1.	 LA CONSAGRACIÓN DEL  
SEGURO POR RECLAMACIÓN  
O CLAIMS MADE EN EL ARTÍCULO 4º. INCI-
SO PRIMERO DE LA LEY 389 DE 1997.
Retomando el tema de la regulación bajo el derecho 
colombiano del seguro por reclamación o claims made, 
tenemos que, como se anotó con anterioridad, la úni-
ca norma expedida y vigente en Colombia relativa a 
dicho seguro es la consagrada en el artículo 4º. de la 
Ley 389 de 1997, cuyo inciso primero es del siguiente 
tenor:

“En los seguros de manejo y riesgos financieros y en el 
de responsabilidad la cobertura podrá circunscribir-
se al descubrimiento de pérdidas durante la vigencia, 
en el primero, y a las reclamaciones formuladas por el 
damnificado al asegurado o a la compañía durante la 
vigencia, en el segundo, así se trate de hechos ocurridos 
con anterioridad a su iniciación,”

De conformidad con lo consignado en la norma cita-
da, resulta por lo tanto viable asegurar bajo el seguro de 
responsabilidad civil, las consecuencias patrimoniales 
negativas que para el asegurado pudieren generar las 
reclamaciones que durante el período de vigencia de la 
cobertura fueren formuladas por terceros eventualmen-
te perjudicados, bien al propio asegurado o bien direc-
tamente a la aseguradora, así los hechos que dieren lu-
gar a la misma hubiesen ocurrido con anterioridad a la 
iniciación de la cobertura.

Es decir, la norma transcrita hizo posible en Colombia 
para el seguro de responsabilidad que, en lugar de que 
la cobertura operase, como es la regla general, respec-
to de hechos ocurridos durante la vigencia del seguro, 
así la reclamación al asegurado o a la aseguradora fuese 
presentada con posterioridad a la expiración del perío-
do de cobertura, la misma pudiese operar respecto de 
reclamaciones presentadas por el damnificado bien al 
asegurado o bien a la aseguradora, durante la vigencia 
del seguro, así los hecho que dieren lugar a la misma, 
hubiesen ocurrido con anterioridad al inicio del perío-
do de cobertura.

En síntesis, bajo el sistema claims made o de cobertura 
por reclamación, el triger o “disparador” – como lo deno-
minan los anglosajones – de la cobertura bajo el seguro 
de responsabilidad civil, es la reclamación del damnifi-
cado o perjudicado al asegurado o a la aseguradora, no el 
hecho generador o eventualmente generador del daño.

Tal enfoque de la cobertura, como lo consagra el legisla-
dor colombiano es el que, en criterio del suscrito, siguien-
do a Francisco Miranda Suárez y Nicolás Uribe Lozada(11), 
constituye el sistema claims made puro, entendido como 
el sistema en que simplemente se substituye el concep-
to de “ocurrencia” por el de “reclamación”, como hecho 
generador de la responsabilidad a cargo del asegurador.

Otros autores son de la opinión de que claims made puro 
es el sistema por virtud del cual se amparan los even-
tos generadores de responsabilidad civil reclamados y 
ocurridos durante la vigencia de la póliza.(12)

La norma transcrita, interpretada en forma aislada de 
lo consignado en el inciso segundo de la misma que pa-
saremos a analizar a continuación, da lugar, en nues-
tro criterio, a dos posibles interpretaciones, así:

•	 De una parte, podría llevar a la conclusión de que 
el legislador colombiano circunscribe o limita su 
actividad en cuanto hace referencia a la regulación 
del seguro claims made o por “reclamación” para el 
seguro de responsabilidad civil, a establecer la po-
sibilidad para el asegurador de sustituir, como ele-
mento generador de la responsabilidad a cargo suyo, 
el concepto de “hecho ocurrido durante la vigen-
cia del seguro” por el de “reclamación formulada 
por el damnificado durante la vigencia del se-
guro”, sin que el ejercicio de dicha opción conlleve 
la obligación de otorgar cobertura respecto de he-
chos ocurridos con anterioridad a la iniciación de 
la vigencia del seguro, o sea lo que según se expu-
so con anterioridad, los profesores Jaramillo, Ordó-
ñez y Díaz-Granados, entre otros, han denominado 
como “claims made puro”.

Tal interpretación llevaría, a la conclusión de que 
la autorización consignada en la norma transcri-
ta para que la cobertura pueda ser circunscrita a 
las reclamaciones formuladas por el damnificado 
al asegurado o a la aseguradora durante la vigen-
cia de la póliza, no conlleva como condición sine 
qua non para la validez de la cobertura, que se am-
paren hechos ocurridos con anterioridad a la ini-
ciación de la vigencia del seguro y, por lo tanto, a la 
conclusión de que el seguro claims made o por recla-
mación puede ser otorgado sin retroactividad, o 
sea en forma que se limite a amparar hechos tanto 
ocurridos como reclamados por el damnificado al 
asegurado o a la aseguradora durante el período de 
vigencia de la póliza. Dicha interpretación, válida-
mente criticada por la doctrina, generaría un efecto 
gravemente restrictivo de la necesidad de protec-
ción tanto para el asegurado como para la víctima.

•	 De otra parte, podría llevar a la conclusión de que 
el legislador colombiano, al dar cabida dentro del 
régimen jurídico del contrato de seguro a la moda-
lidad de cobertura claims made o por reclamación 
para los seguros de responsabilidad civil, consagra 
como elemento integral y esencial del concepto 
de cobertura bajo dichos seguros, la posibilidad 
única de sustituir como elemento generador de la 
responsabilidad a cargo del asegurador el concepto 
de “hecho ocurrido durante la vigencia del segu-
ro” por el de “reclamación formulada por el dam-
nificado durante la vigencia del seguro” opción 
cuyo ejercicio necesariamente conlleva la obliga-
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ción de otorgar cobertura respecto de hecho ocurri-
dos con anterioridad a la iniciación de la vigencia 
del seguro, o sea lo que, según se expuso con an-
terioridad, en criterio del jurista chileno Francisco 
Miranda Suárez, compartido por el suscrito, cons-
tituye realmente “claims made puro.

Tal interpretación llevaría a la conclusión de que 
la autorización consignada en la norma transcri-
ta para que la cobertura pueda ser circunscrita a 
las reclamaciones formuladas por el damnificado 
al asegurado o a la compañía durante la vigencia 
de la póliza, constituye condición sine qua non 
para la validez de la cobertura, que se amparen he-
chos ocurridos con anterioridad a la iniciación de 
la vigencia del seguro y, por lo tanto, a la conclu-
sión de que el seguro claims made o por reclamación 
deba ser otorgado con retroactividad, en forma 
que necesariamente ampare hechos ocurridos con 
anterioridad a la fecha de iniciación de la cobertu-
ra, siempre y cuando la respectiva reclamación sea 
formulada por el damnificado al asegurado o a la 
aseguradora durante la vigencia de la póliza.

11 (…)el jurista chileno Francisco Miranda Suárez (MIRANDA SUÁREZ. Seguro de 
responsabilidad civil por malpraxis médica. Delimitación temporal de la cobertu-
ra del seguro. Revista Ibero-Latinoamericana de Seguros No. 16. Bogotá 20º1, Pág. 
112.) sostiene que en las cláusulas “claims made” puras: “…la reclamación debe 
producirse durante el periodo de vigencia de la póliza, con independencia de cuan-
do haya ocurrido el hecho que lo genera”. Y es verdad que no tiene mucho sentido 
ni asidero que se denomine como “puro” un sistema tan excesivamente restrictivo 
como el descrito en el primer párrafo, en el cual además de la reclamación debe 
también cumplirse con el requisito de ocurrencia del hecho dañoso en vigencia de 
la póliza.

El vocablo puro implica de suyo exclusividad y ausencia de combinación o mezcla 
con otras modalidades, de manera que así como es ocurrencia pura el sistema en 
el cual se ampara la responsabilidad civil del asegurado por hechos dañosos ocu-
rridos durante la vida o vigencia del seguro sin importar la fecha en que se mani-
fiesten dichos daños o se reclame su responsabilidad; en igual sentido debería ser 
puro el sistema de “claims made” en el que el único condicionante para detonar la 
prestación indemnizatoria a cargo del asegurador sea la presentación de una re-
clamación por parte de la víctima.

En estricto sentido las cláusulas “claims made” puras deberían ser aquellas en las 
cuales se otorgue amparo a las reclamaciones que se eleven en contra del asegura-
do durante la vigencia de la póliza sin importar la fecha en que hubiese ocurrido 
el daño reclamado por la víctima o en que se hubiera verificado la comisión del 
hecho dañoso que pudiera dar lugar a la responsabilidad del asegurado. En otras 
palabras debería entenderse como “claims made” puro aquél esquema en el cual 
se otorga retroactividad ilimitada y donde lo único que marca el siniestro es la 
reclamación sin que importe o tenga relevancia alguna la fecha en que ocurriera 
el hecho dañoso que dio pie a la imputación de responsabilidad civil al asegurado.
(…) URIBE LOZADA, NICOLÁS: El régimen general de responsabilidad de los ad-
ministradores de sociedades y su aseguramiento. Trabajo de grado para optar al 
título de magíster en derecho de responsabilidad civil y seguros. Pontificia Univer-
sidad Javeriana 2012.

12 Comparten dicha opinión: DÍAZ-GRANADOS Op. Cit. Pág. 201, SÁNCHEZ CA-
LERO, FERNANDO. El seguro de responsabilidad civil para administradores direc-
tores, y gerentes de las sociedades mercantiles. En: Revista Ibero-Latinoamericana 
de Seguros. Volumen 17. Bogotá. D.C. JAVERGRAF- Pontificia Universidad Javeria-
na. 2.002. Pág. 28 y FERNÁNDEZ DEL MORAL DOMÍNGUEZ, JOSÉ. El seguro de 
responsabilidad civil de administradores y altos directivos de la sociedad anónima 
(Póliza D&O) Granada. Editorial COMARES. 1998. Pág. 224).

2.2.	ALCANCE DEL ARTÍCULO 4º.  
INCISO SEGUNDO DE LA LEY 
389 DE 1997.
Análisis especial amerita, por lo tanto, el inciso segun-
do de la ley 389 de 1997, norma que ha sido objeto de 
amplia controversia y cuyo texto es del siguiente te-
nor:

“Así mismo, se podrá definir como cubiertos los hechos 
que acaezcan durante la vigencia del seguro de respon-
sabilidad siempre y cuando la reclamación del damni-
ficado al asegurado o al asegurador se efectúe dentro 
del término estipulado en el contrato, el cual no será in-
ferior a dos años.”

Para algunos, en atención exclusivamente al puro te-
nor literal y aislado de la norma transcrita, la misma 
simplemente consagra una modalidad de cobertura 
especial para el seguro de responsabilidad civil, con 
arreglo a la cual es viable otorgar la tradicional cober-
tura de seguro “por ocurrencia”, o sea, con base en que 
el hecho generador de la responsabilidad del asegura-
dor tenga lugar durante la vigencia de la póliza, con 
una limitación, por demás drástica en el alcance de la 
protección otorgada, en la medida en que quienes así 
piensan estiman que al asegurador le es viable exone-
rarse de responsabilidad en el evento de que la recla-
mación del damnificado al asegurado o al asegurador 
no se efectúe dentro del término estipulado en el con-
trato, siempre y cuando el mismo no sea inferior a dos 
años.

No está por demás poner de presente que tal interpre-
tación, hoy en día acogida por algunas aseguradoras en 
productos de seguro de responsabilidad civil(13), con-
lleva un ostensible retroceso en relación con lo consig-
nado en el artículo 1131 del Código de Comercio, luego 
de su modificación por el artículo 86 de la Ley 45 de 
1990, con arreglo a la cual se establecieron términos 
especiales a partir de los cuales corre la prescripción 
en el seguro de responsabilidad(14).

En efecto, a la luz de lo consignado en el artículo 1081 
del Código de Comercio, antes de la modificación al 
artículo 1131 del mismo estatuto a la que hicimos refe-
rencia, el asegurado quedaba sin cobertura alguna bajo 
el contrato de seguro de responsabilidad civil, cuando 
la víctima, sin que hubiese prescrito la acción ordina-
ria de indemnización de perjuicios a su favor, resolvía 
iniciar acción de responsabilidad contra el asegurado 
causante del daño, una vez transcurridos 5 o 6 años 
luego de ocurrido el hecho generador del mismo. Tal 
no era, en manera alguna, la intención del legislador.

Como se recordará, el propósito de evitar dicha des-
protección del asegurado fue precisamente lo que lle-
vó a introducir la citada modificación en el artículo 
1131 del Código de Comercio.

Ahora bien, habida consideración de lo expuesto y de 
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que la intención del legislador al dar viabilidad legal 
a los seguros claims made no pudo haber sido, en ma-
nera alguna, generar nuevamente una desprotección 
para el asegurado bajo las circunstancias descritas, en 
criterio del suscrito, el anteriormente transcrito inci-
so primero del artículo 4º. de la Ley 389 de 1997 y el 
recientemente transcrito inciso segundo de la misma 
norma, deben ser interpretados en forma conjunta y 
armónica. Por lo tanto, lo consignado en cada uno de 
ellos ha de entenderse necesariamente referido a lo 
consignado en el otro, a fin de ser analizados en con-
junto, como partes de una misma norma orientada, 
repetimos, a dotar de un marco legal los seguros por 
reclamación o claims made.

En nuestro criterio pues, según se puso de presente con 
anterioridad en el presente documento, el inciso pri-
mero del citado artículo instituyo en Colombia la po-
sibilidad de otorgamiento en los seguros de responsa-
bilidad civil de la modalidad de cobertura claims made 
o “por reclamación pura”, con arreglo a la cual es via-
ble circunscribir la cobertura de responsabilidad civil, 
a las reclamaciones formuladas por el damnificado al 
asegurado o a la aseguradora durante la vigencia del 
seguro, así se trate de hechos ocurridos con anteriori-
dad a la iniciación de la misma.

Correctamente entendido, lo que hace la norma citada 
en su segundo inciso es disponer que – partiendo de lo 
dispuesto en el comentado primer inciso de la misma 
y siguiendo en ello, al menos en parte, la tendencia de 
la legislación española de 1995 al respecto – los segu-
ros concebidos bajo la modalidad de claims made o “por 
reclamación” puedan ser otorgados sin la denomina-
da cobertura retroactiva, es decir, con la posibilidad 
de excluir de protección las reclamaciones originadas 
en hecho eventualmente generadores de responsabili-
dad para el asegurado, ocurridos con anterioridad a la 
iniciación de la fecha de vigencia del seguro, siempre 
y cuando la reclamación del damnificado al asegura-
do o al asegurador tuviese lugar dentro de un término 
adicional al de la vigencia original de la póliza, el cual 
no deberá ser inferior a dos años.

Dicho de otra forma, el inciso segundo del referido ar-
tículo 4 de la Ley 389 de 2012, consagra efectivamente 
la posibilidad para el asegurador de otorgar cobertura 
claims made o por reclamación, limitada a hechos cuya 
ocurrencia no sea anterior a la fecha de iniciación de la 
vigencia de la póliza respectiva, pero sólo bajo la con-
dición de que el período de reclamación del damnifi-
cado al asegurado o al asegurador sea otorgado por un 
lapso adicional no inferior a dos años.

No está por demás anotar, sin embargo, que no esta-
blece la ley obligación alguna para que el asegurador, 
habiendo otorgado cobertura “con retroactividad” es 
decir respecto de hechos ocurridos con anterioridad a 
la iniciación de la vigencia del seguro, deba así mis-
mo otorgar cobertura mas allá del término de venci-

miento del mismo, aún respecto de hechos ocurridos 
con anterioridad a la expiración de la vigencia de la 
cobertura, respecto de los cuales llegare a surgir una 
reclamación del tercero una vez cumplida la vigencia 
del seguro.

Tampoco establece la ley obligación alguna para el ase-
gurador de otorgar cobertura sobre la posibilidad de 
que, habiendo tenido el tomador o el asegurado du-
rante el período de vigencia de la póliza conocimiento 
acerca de la ocurrencia de algún hecho, del cual razona-
blemente pudiere inferirse la potencial presentación 
en el futuro de reclamación por parte de un eventual 
perjudicado, le fuera factible reportarlo a su asegura-
dor con miras a que, de llegar a formalizarse la recla-
mación por parte del tercero perjudicado luego de ex-
pirada la vigencia de la cobertura, dicho asegurador 
debiera responder por las consecuencias de la misma.

Visto por lo tanto desde la óptica de la forma por de-
más ligera como fue concebido el régimen legal vigen-
te en Colombia para su otorgamiento, el seguro “por 
reclamación” o claims made es, sin duda, acreedor a las 
acerbas críticas que la doctrina nacional(15) y extranje-
ra(16) han hecho a dicho sistema o modalidad de cober-
tura de seguro para la responsabilidad civil.

13 Responsabilidad Civil Profesional de la Salud. Condiciones Generales. Co-
bertura con base en Ocurrencia con dos años Sunset.

“Cláusula 5 Tipo de Cobertura. Este seguro cubre la responsabilidad del Asegu-
rado por el acto médico que diera origen a los daños y/o perjuicios alegados, siem-
pre y cuando se cumplan las siguientes condiciones:

(…) Que el tercero o sus derechohabientes formulen su reclamo y lo notifiquen fe-
hacientemente, por escrito, durante el período de vigencia de esta póliza, o dentro 
de un plazo máximo de dos (2) años corrientes, contados a partir de la termina-
ción de la vigencia de la presente póliza.

A los efectos de este seguro, quedan excluidos todos los reclamos que se originen de:

(…) Notificaciones, reclamaciones o avisos formuladas por el Asegurado, o los re-
clamos o demandas de terceros que lleguen al conocimiento del Asegurado fuera 
del límite temporal de vigencia, o del plazo máximo de dos (2)años, aunque dichas 
notificaciones, reclamos, avisos o demandas se deriven de actos médicos practica-
dos durante la vigencia de la póliza. ”

14 Artículo 1131 del código de comercio: - Modificado. Ley 45 de 1990. art. 86. en el 
seguro de responsabilidad se entenderá ocurrido el siniestro en el momento en que 
acaezca el hecho externo imputable al asegurado, fecha a partir de la cual corre-
rá la prescripción respecto de la víctima. Frente al asegurado ello ocurrirá desde 
cuando la víctima le formula la petición judicial o extra sobre la vida de un inca-
paz absoluto, el contrato no producirá efecto alguno y el asegurador estará obli-
gado a restituir las primas percibidas. Sólo podrá retener el importe de sus gastos, 
si ha actuado de buena fe.

15 Entre otros doctrinantes nacionales han sido duros críticos del sistema claims 
made Javier Tamayo Jaramillo y Andrés Ordóñez Ordóñez.

16 Procede destacar a este respecto entre los tratadistas internacionales a Rubén 
Stiglitz y María de los Ángeles Calzada Conde.
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2.2.1.	 DE LOS SEGUROS CLAIMS MADE SIN 
RETROACTIVIDAD NI PERÍODO ADICIONAL PARA 
RECLAMACIONES

De lo expuesto se desprende que, al tenor de lo dis-
puesto en el referido inciso segundo del artículo 4º. de 
la ley 389 de 1997, no es viable legalmente para el ase-
gurador circunscribir la cobertura otorgada bajo las 
pólizas claims made o “por reclamación” a hechos úni-
camente ocurridos y reclamados durante la vigencia 
del seguro, pues debe, por razón de excluir de la póliza 
la retroactividad de cobertura para hechos eventual-
mente generadores de responsabilidad del asegurador 
ocurridos con anterioridad a la iniciación de la vigen-
cia del seguro, incluir cobertura para las reclamacio-
nes del damnificado al asegurado o al asegurador, que 
se efectúen dentro de un término adicional estipulado 
en el contrato, el cual no deberá ser inferior a dos años.

2.2.2.	 DE LAS DENOMINADAS CLÁUSULAS “SUNSET”

Las cláusulas que con arreglo a la interpretación insu-
lar del artículo 4º inciso segundo de la Ley 389 de 1997 a 
que hicimos referencia con anterioridad, se han venido 
incluyendo en algunas pólizas de seguro de responsa-
bilidad civil otorgadas, por lo demás, bajo la modalidad 
de seguro “por ocurrencia” dejan, según igualmente se 
anotó con anterioridad, ampliamente desprotegido al 
asegurado, en la medida en que, dada la amplitud de 
los períodos de prescripción vigentes en nuestro orde-
namiento jurídico, el mismo se encuentra altamente 
expuesto a que un hecho generador de daño, del cual 
pueda llegar a desprenderse responsabilidad a su car-
go, sea reclamado por el perjudicado a él o a su asegu-
rador, una vez vencido el lapso de dos años establecido 
en la norma transcrita. Tales cláusulas, reiteramos, se 
han venido poniendo en boga en el mercado local bajo 
la denominación de “cláusulas sunset”.

No está por demás poner, sin embargo, de presente 
que dichas cláusulas, en la medida en que se entien-
da, como ha sucedido hasta ahora, que su expedición 
se ubica, según lo anteriormente expuesto, dentro de 
la modalidad de seguros por ocurrencia, si bien la 
cobertura que otorgan es excesivamente restringida, 
se encuentran aparentemente ajustada a la ley, en la 

medida en que son expedidas con sujeción a lo con-
signado a la letra en el artículo 4º inciso segundo de 
la Ley 389 de 1997, analizado, insistimos en forma in-
dependiente, insular o aislada de lo consignado en el 
inciso primero de la citada norma.

Dicho sea de paso, la norma objeto de estudio – inci-
so segundo del artículo 4º de la Ley 389 de 1997 – no 
especifica a partir de que momento debe contarse el 
citado lapso de dos años pero, aún asumiendo que sea 
desde la fecha de vencimiento de la cobertura, la mis-
ma sería notoriamente insuficiente.

Mas adelante volveremos nuevamente sobre el tema 
de las cláusulas sunset analizadas desde la hipótesis, 
sostenida en este estudio, de que constituyen una mo-
dalidad de seguros claims made o por reclamación.

2.2.3.	 DE LAS DENOMINADAS PÓLIZAS “CLAIMS 
MADE AND REPORTED”

No resultan en nuestro criterio jurídicamente admisi-
bles, a la luz del régimen legal colombiano, las deno-
minadas pólizas claims made and reported, las cuales 
exigen para la existencia de cobertura que la reclama-
ción, además de reportada al asegurado durante la vi-
gencia de la póliza, lo sea así mismo al asegurador bien 
dentro del mismo término de vigencia de la póliza, o 
en un lapso adicional normalmente no superior a tres 
meses, contados a partir de la fecha de expiración de 
la vigencia consignada en la póliza.

La cobertura otorgada en dicha forma claramente con-
traviene, en nuestro criterio dos normas de carácter 
imperativo relativas al contrato de seguro, consigna-
das en el código de comercio, a saber:

•	 Por una parte, la norma sobre prescripción de las ac-
ciones derivadas del contrato de seguro de responsabi-
lidad civil, consignada en el artículo 1131 antes citado, 
al supeditar la existencia de cobertura, o sea, eliminar 
la posibilidad para el asegurado de recibir indemni-
zación alguna por un hecho de otra forma amparado, 
como consecuencia de no haber sido formulado el co-
rrespondiente reclamo al asegurador dentro de un tér-
mino muy inferior del consignado en la citada norma 
para la prescripción de la acción respectiva.



86 - Estudios Sobre Seguros - Bernardo Botero Morales Volver al índice

•	 Por otra parte, el primer inciso del artículo 1078(17), 
norma que establece las sanciones por incumplimien-
to de las obligaciones en caso de siniestro, entre las 
cuales no se incluye la pérdida del derecho a la indem-
nización por el hecho de que el asegurado, salvo mala 
fe, incumpla la obligación de dar aviso al asegurador, 
dentro de un cierto término establecido en el contrato, 
sobre un reclamo realizado por el damnificado. Dicha 
norma, de conformidad con el expreso mandato del 
artículo 1162 del varias veces citado código de comer-
cio(18), es modificable únicamente a favor del tomador, 
asegurado o beneficiario.

17 Artículo 1078 del código de comercio: Si el asegurado o el beneficiario incum-
plieren las obligaciones que les corresponden en caso de siniestro, el asegurador 
solo podrá deducir de la indemnización el valor de los perjuicios que le cause dicho 
incumplimiento.

La mala fe del asegurado o del beneficiario en la reclamación o comprobación del 
derecho al pago de determinado siniestro, causará la pérdida de tal derecho.

18 Artículo 1162 del código de comercio: Fuera de las normas que, por su naturale-
za o por su texto, son inmodificables por la convención en este título, tendrán igual 
carácter las de los artículos 1058 (incs.1°,2°, y 4°), 1065, 1075, 1079, 1089, 1091, 
1092, 1131, 1142, 1143, 1144, 1145, 1146, 1150, 1154, y 1159. Y solo podrán modificarse 
en sentido favorable al tomador, asegurado o beneficiario los consignados en los 
artículos 1058 (ubc,3°), 1064,1067,1068,1069,1070,1071,1078 (inc. 1°), 1080, 1093, 
1106, 1107, 1110, 1151, 1153, 1155, 1160 y 1161.

2.2.4.	 CONCLUSION

En nuestro criterio, las denominadas cláusulas de limi-
tación de la responsabilidad del asegurador a reclama-
ciones presentadas por los damnificados o perjudicados 
al asegurado o vía acción directa al asegurador, siempre 
y cuando la reclamación del damnificado al asegurado o 
al asegurador sea presentada dentro de un lapso que no 
puede ser inferior a dos años, solo tiene cabida dentro 
de la denominada modalidad de seguro claims made o 
por reclamación. Tal es la interpretación que a nuestro 
juicio se desprende del análisis conjunto y armonioso 
de los dos incisos del articulo 4º de la Ley 389 de 1997, 
interpretación que por lo demás juzgamos es la única 
procedente habida consideración, adicionalmente, de 
que dicha norma fue incluida en nuestro ordenamien-
to jurídico con el exclusivo propósito de dar viabilidad 
a los seguros claims made o por reclamación, y en nin-
gún caso de volver a la aberrante situación de despro-
tección en que podría llegar a encontrarse el asegurado 
en el evento de que la víctima o damnificado, una vez 
ocurrido el hecho generador del daño, decidiese dilatar 
en el tiempo la formalización de su reclamación, exis-
tente antes de la modificación del artículo 1131 del có-
digo de comercio, introducida por la Ley 45 de 1990.

En la conclusión del presente estudio, nos ocuparemos 
de algunas características que son necesariamente in-
herentes a la naturaleza misma de los seguros claims 
made o por reclamación y sin las cuales, por lo tanto, 
dicho seguro, en nuestro criterio, se desnaturalizaría o 
sea, carecería de un elemento que le es necesario para el 
cabal cumplimiento de su objetivo. Entonces aprecia-
remos la real trascendencia de la interpretación pro-
puesta.

3.	EL SEGURO POR RECLAMACIÓN
O CLAIMS MADE EN LA PRÁCTICA
ASEGURADORA.
Procede poner de presente en primer término, que 
la forma precaria y ciertamente deficiente, como en 
nuestro medio se encuentra regulado desde el punto de 
vista legal el seguro “por reclamación” o claims made 
se presta indiscutiblemente a abusos, en la medida en 
que hace factible el otorgamiento bajo el seguro de res-
ponsabilidad civil, de una cobertura que se encuentre 
lejos de consultar adecuadamente las necesidades de 
protección del asegurado.

El peligro descrito constituye razón más que suficiente 
para propender por que en complemento de la escasa 
y deficiente normatividad vigente al respecto hoy en 
día, se expidan normas que delimiten adecuadamente 
el ámbito dentro del cual le sea requerido a las asegu-
radoras otorgar cobertura bajo el sistema claims made, 
sin demérito de ofrecer una protección que consulte 
adecuadamente las necesidades de los asegurados y de 
la comunidad en general.

Ahora bien, en la práctica es preciso reconocerlo, los 
clausulados de un número importante las pólizas de 
seguro de responsabilidad civil que operan en Colom-
bia bajo la modalidad claims made, contienen cláu-
sulas y provisiones que ofrecen soluciones razonable-
mente adecuadas a las falencias que más comúnmente 
se anotan a dicho sistema de aseguramiento. Veamos:
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3.1.	 PERIODO DE RETROACTIVIDAD.
Según comentamos con anterioridad, en nuestro con-
cepto el seguro “por reclamación” o claims made puro 
es el que simplemente substituye, sin limitación o cor-
tapisa adicional, el criterio de “ocurrencia” del even-
to fuente de la responsabilidad materia de cobertura 
dentro del término de vigencia de la póliza, como ele-
mento básico generador del derecho a la indemniza-
ción, por el referido criterio de “reclamación” o claims 
made.

En la práctica, como quedó ampliamente sustentado 
con anterioridad dentro del presente escrito, no exis-
te obstáculo legal alguno para que el asegurador esta-
blezca, mediante estipulación expresa en el contrato, 
estipulación que resulta indispensable al tenor de lo 
dispuesto por el inciso primero del artículo 4º. de la 
ley 389 de 1997, que la cobertura operará sobre la base 
de que los hechos objeto de protección bajo la póliza 
deban “ocurrir” durante el período de vigencia de la 
póliza, siempre y cuando se otorgue al asegurado, al 
tenor de lo dispuesto por el inciso segundo del artícu-
lo 4º. de la ley 389 de 1997, un término adicional para 
reclamaciones no inferior a dos años.

Es viable obtener en el mercado ase-
gurador cobertura claims made con un 
período de retroactividad ilimitado

Dicha modalidad de cobertura constituye según se vio 
un claims made restringido o limitado que, normal-
mente, sólo tendría justificación en la medida en que 
se trate de amparar a un asegurado persona jurídica 
recientemente constituida que se encuentre iniciando 
operaciones, o a un asegurado cuya póliza de respon-
sabilidad civil correspondiente a la vigencia que expi-
ra, hubiese sido otorgada bajo la modalidad de “ocu-
rrencia”.

En los demás casos lo esperable sería que la cobertura 
otorgada correspondiera a lo que hemos dado en de-
nominar un claims made puro, es decir con un perío-
do de retroactividad ilimitado o, al menos, a un claims 
made con un periodo definido y adecuado de retroac-
tividad.

En la práctica, dependiendo de las características y ex-
periencia del asegurado, es normalmente viable ob-
tener en el mercado asegurador cobertura pura o sea 
cobertura claims made o “por reclamación”, con un 
período de retroactividad ilimitado, o con un periodo 
de retroactividad en ningún caso inferior a la fecha de 
vigencia de la póliza claims made o por reclamación 
que por primera vez hubiese tomado el asegurado.

Veamos algunos ejemplos de cláusulas disponibles en 
el mercado al respecto:

COMPAÑÍA A

RESPONSABILIDAD CIVIL DIRECTORES Y  
ADMINISTRADORES COMPAÑÍAS LISTADAS EN LA  

BOLSA DE VALORES DE COLOMBIA

4.	19. Definiciones - Fecha de Retroactividad.

Es la fecha que se señala como tal en la carátula de la pó-
liza y/o sus condiciones particulares, para aplicar a Actos 
Culposos cometidos o supuestamente cometidos con poste-
rioridad a esta fecha.

COMPAÑÍA B

POLIZA DE SEGURO DE RESPONSABILIDAD CIVIL 
PARA MIEMBROS DE JUNTAS DIRECTIVAS Y  

DEMÁS ADMINISTRADORES

5.	28. Período de retroactividad

Significa la fecha a partir de la cual se entenderán ampa-
rados los Siniestros ocurridos que el asegurado no haya co-
nocido o debido conocer a la Fecha de Continuidad.

COMPAÑÍA C

PÓLIZA DE RESPONSABILIDAD CIVIL PARA  
DIRECTORES Y ADMINISTRADORES

Período de retroactividad.

Nota: No aparece texto alguno al respecto en las Con-
diciones Generales de la póliza, pero se otorga de ma-
nera flexible en la carátula de la póliza.

COMPAÑÍA D

MIEMBROS DE JUNTA DIRECTIVA Y  
ALTOS EJECUTIVOS

27.	 DEFINICIONES

27.13	 Fecha de Reconocimiento de Antigüedad

Significa la fecha especificada en la carátula y/o condicio-
nes particulares y que constituye el momento a partir del 
cual el Asegurado ha mantenido cobertura con el Asegu-
rador en los términos de esta póliza. 

27.14	 Fecha de Retroactividad

Significa la fecha especificada en las condiciones particu-
lares. En caso de no estar especificadas será la misma Fecha 
de Reconocimiento de Antigüedad y es el momento antes 
del cual los hechos ocurridos se encuentran excluidos.
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COMPAÑÍA E

SEGURO DE RESPONSABILIDAD CIVIL PARA 
 DIRECTIVOS Y ADMINISTRADORES

9. Fecha de Retroactividad

Es la fecha a partir de la cual deben haber sido realizados 
los Actos Incorrectos objeto de la cobertura. No serán ob-
jeto de cobertura aquellos Actos Incorrectos realizados con 
anterioridad a esta fecha.

3.2.	 PERIODO ADICONAL  
PARA NOTIFICACIONES
Conjuntamente con el periodo de retroactividad las 
pólizas de seguro de responsabilidad civil otorgadas 
bajo la modalidad de claims made suelen establecer, 
con sujeción a los demás términos y condiciones de la 
póliza, la posibilidad de que si, de una parte, el toma-
dor o asegurado o de otra el asegurador, decidieren re-
vocar o no renovar el contrato, el tomador o el asegu-
rado puedan, dentro de un término contractualmente 
definido, solicitar la extensión de la cobertura por un 
período adicional, normalmente de dos años, durante 
el cual se mantenga vigente la cobertura respecto de 
reclamaciones que llegaren a ser presentadas en di-
cho lapso adicional, siempre y cuando correspondan 
a hechos ocurridos durante el período de vigencia del 
seguro o el término de retroactividad convenida en la 
póliza.

El otorgamiento de la cobertura adicional dentro de 
los términos aquí consignados será obligatorio para la 
aseguradora, con sujeción a algunas condiciones adi-
cionales, siempre y cuando se cancele la prima corres-
pondiente a dicha extensión, la cual debe haber sido 
pactada al inicio de la vigencia original de la póliza, 
conjuntamente con los demás términos y condiciones 
de la misma.

Veamos algunos ejemplos de cláusulas que en el mer-
cado colombiano consagran dicha opción:

COMPAÑÍA A

RESPONSABILIDAD CIVIL DIRECTORES Y ADMI-
NISTRADORES COMPAÑÍAS LISTADAS EN LA BOL-

SA DE VALORES DE COLOMBIA

CORPORATE GUARD D&O

CHARTIS SEGUROS COLOMBIA S.A. que en adelante se 
denominara "CHARTIS SEGUROS", con base y en con-
sideración a las declaraciones que aparecen en la soli-
citud de seguro, la carátula de la póliza y en los condi-
cionados general y particular, todo lo cual hace parte 
integrante del presente contrato, ha convenido con el 
Tomador en celebrar el contrato de seguro que se re-

girá por las siguientes cláusulas y condiciones, en el 
entendido que las coberturas básicas y opcionales bajo 
el presente contrato de seguro se otorgan únicamen-
te para los Reclamos presentados por primera vez en 
contra de un Asegurado durante el

Periodo de Vigencia del Contrato o cualquier Perio-
do de Descubrimiento (si fuese aplicable) y notifica-
dos a CHARTIS SEGUROS en la forma exigida por el 
presente contrato de seguro:

2.6. Cobertura en período de descubrimiento.

SI ESTE CONTRATO NO SE RENUEVA, SE REVOCA Y, 
EN CUALQUIER CASO, NO SE REEMPLAZA CON AL-
GÚN OTRO QUE CONTENGA COBERTURAS SIMILARES 
ENTONCES EL TOMADOR TENDRÁ EL DERECHO DE 
OPTAR PARA QUE APLIQUE UNA DE LAS SIGUIENTES 
ALTERNATIVAS:

a)	PERIODO DE DESCUBRIMIENTO AUTOMÁTICO: 
POR 30 DIAS, CONTADOS A PARTIR DE LA TERMINA-
CIÓN DEL ÚLTIMO PERIODO DE VIGENCIA DEL CON-
TRATO, CON EL LIMITE DE RESPONSABILIDAD DIS-
PONIBLE A LA TERMINACIÓN DE DICHO PERIODO.

b)	PERIODO DE DESCUBRIMIENTO OPCIONAL: POR 
EL NUMERO DE MESES ESTABLECIDOS EN LA CARÁTU-
LA DE LA PÓLIZA Y/O CONDICIONES PARTICULARES, 
ADICIONALES A LOS DEL PERIODO DE DESCUBRI-
MIENTO AUTOMÁTICO, CON EL LÍMITE DE RESPON-
SABILIDAD DISPONIBLE A LA TERMINACIÓN DEL 
ULTIMO PERIODO DE VIGENCIA DEL CONTRATO, 
REQUIRIÉNDOSE EL PAGO DE UNA PRIMA ADICIO-
NAL ESTABLECIDA EN LA CARÁTULA DE LA PÓLIZA 
Y/O CONDICIONES PARTICULARES. PARA CONTRA-
TAR EL PERIODO DE DESCUBRIMIENTO PREVISTO 
EN ESTE INCISO, EL TOMADOR DEBERÁ SOLICITAR 
POR ESCRITO SU CONTRATACIÓN, DENTRO DE LOS SI-
GUIENTES 15 DÍAS CALENDARIO A PARTIR DE LA FE-
CHA DE VENCIMIENTO DEL PERIODO DE VIGENCIA 
DEL CONTRATO Y DEBERÁ CUBRIR EL PAGO DE LA 
PRIMA ADICIONAL DENTRO DE LOS 30 DÍAS CALEN-
DARIO SIGUIENTES A PARTIR DE LA TERMINACIÓN 
DEL PERIODO DE VIGENCIA DEL CONTRATO.

UNA VEZ CONTRATADO EL PERIODO DE DESCUBRI-
MIENTO OPCIONAL, EL MISMO NO PODRÁ DARSE POR 
TERMINADO ANTICIPADAMENTE Y LA PRIMA ADICIO-
NAL NO SERÁ REEMBOLSABLE. SI EL TOMADOR NO 
OPTA EXPRESAMENTE POR UN PERIODO OPCIONAL 
O DEJA DE PAGAR LA PRIMA ADICIONAL EN EL TIEM-
PO SEÑALADO, APLICARÁ ENTONCES, Y UNICAMEN-
TE, EL PERIODO AUTOMÁTICO.

LOS LÍMITES ESTABLECIDOS EN EL PÁRRAFO (A) FOR-
MARAN PARTE DE LOS LÍMITES ESTABLECIDOS EN EL 
PÁRRAFO (B) SI EL TOMADOR OPTA POR LA CONTRA-
TACIÓN DEL PERIODO DE DESCUBRIMIENTO OP-
CIONAL.
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EN CASO DE UNA OPERACIÓN SIGNIFICATIVA, EL TO-
MADOR NO TENDRÁ EL DERECHO DE CONTRATAR EL 
PERIODO DE DESCUBRIMIENTO OPCIONAL. SIN EM-
BARGO, EL TOMADOR PODRÁ SOLICITAR POR ESCRI-
TO LA CONTRATACIÓN DE UN PERIODO DE DESCU-
BRIMIENTO ADICIONAL AL PERIODO ESTABLECIDO 
EN EL INCISO (A), EL CUAL DEBERÁ DE SER SOLICI-
TADO DENTRO DE LOS SIGUIENTES 30 DÍAS CALEN-
DARIO A PARTIR DE LA FECHA EN QUE SEA EFECTIVA 
LA OPERACIÓN SIGNIFICATIVA. EL TOMADOR PRO-
PORCIONARÁ A CHARTIS SEGUROS LA INFORMA-
CIÓN SUFICIENTE QUE LE PERMITA ESTABLECER LOS 
TÉRMINOS Y CONDICIONES DEL PERIODO DE DES-
CUBRIMIENTO ADICIONAL, INCLUYENDO LA DETER-
MINACIÓN DE LA PRIMA CORRESPONDIENTE.

c)	PERÍODO DE DESCUBRIMIENTO PARA PERSONAS 
ASEGURADAS RETIRADAS: SI EL PRESENTE CONTRA-
TO NO ES RENOVADO, SE REVOCA Y, EN CUALQUIER 
CASO NO ES REEMPLAZADO CON UNA COBERTURA 
SIMILAR, LAS PERSONAS ASEGURADAS RETIRA-
DAS TENDRÁN DERECHO, CON EL LÍMITE DE RES-
PONSABILIDAD DISPONIBLE A LA TERMINACIÓN DEL 
ULTIMO PERIODO DE VIGENCIA DEL CONTRATO, A 
UN PERÍODO DE DESCUBRIMIENTO DE SEIS AÑOS, 
CONTADOS A PARTIR DE LA FECHA EN QUE CESEN 
SUS FUNCIONES. DICHO PERIODO SE OTORGARÁ DE 
FORMA AUTOMÁTICA, SIN NECESIDAD DE UNA PRI-
MA ADICIONAL.

TODOS LOS PERIODOS DE DESCUBRIMIENTO ESTA-
BLECIDOS EN EL PRESENTE NUMERAL NO APLICARÁN 
NI ESTARÁN DISPONIBLES EN CASO DE TERMINACIÓN 
AUTOMÁTICA DEL CONTRATO DE SEGURO POR MORA 
O FALTA DE PAGO DE LA PRIMA.

4. 31. Definiciones – Período de descubrimiento.

Es el período inmediato posterior a la terminación del Pe-
ríodo de Vigencia del Contrato durante el cual se puede 
efectuar una notificación a CHARTIS SEGUROS de un Re-
clamo primeramente presentado durante dicho período o 
durante el Período de la Póliza, por un Acto Culposo ocu-
rrido con anterioridad a la terminación del Período de la 
Póliza.

COMPAÑÍA B

POLIZA DE SEGURO DE RESPONSABILIDAD CIVIL 
PARA MIEMBROS DE JUNTAS DIRECTIVAS Y DE-

MÁS ADMINISTRADORES

1.1 CONDICION PRELIMINAR

EL PRESENTE CONTRATO ESTÁ COMPUESTO POR LAS 
CONDICIONES PARTICULARES Y GENERALES Y DEMÁS 
CONDICIONES ESTIPULADAS EN ESTE DOCUMENTO, 
INCLUYENDO TODO SUPLEMENTO EMITIDO EN ADI-
CIÓN, MODIFICACIÓN O SUSTITUCIÓN POR ESCRITO. 
CUALQUIER PALABRA O EXPRESIÓN A LA QUE SE LE 
ATRIBUYA UN SENTIDO ESPECÍFICO TENDRÁ DICHO 
SENTIDO ALLÍ DONDE SE UTILICE.

LA PRESENTE PÓLIZA CUBRE ÚNICAMENTE LAS RE-
CLAMACIONES PRESENTADAS POR PRIMERA VEZ 
CONTRA LAS PERSONAS ASEGURADAS DURANTE LA 
VIGENCIA DEL SEGURO O DEL PERIODO ADICIONAL 
PARA NOTIFICACIONES, DE SER APLICABLE (“CLAIMS 
MADE”).

SI EL CONTENIDO DE LA PÓLIZA DIFIERE DE LA SO-
LICITUD DE SEGURO O DE LAS CLÁUSULAS ACORDA-
DAS, EL TOMADOR DE LA PÓLIZA PODRÁ RECLAMAR 
A LA COMPAÑÍA EN EL PLAZO DE UN MES CONTADO 
DESDE LA ENTREGA DE LA PÓLIZA PARA QUE SUB-
SANE LA DIVERGENCIA EXISTENTE. TRANSCURRIDO 
DICHO PLAZO SIN EFECTUAR LA RECLAMACIÓN, SE 
SOMETERÁ A LO DISPUESTO EN LA PÓLIZA.

EN CASO DE CONFLICTO DE INTERPRETACIÓN, DUDA 
O CONTRADICCIÓN, PREVALECERÁ SIEMPRE EL CON-
TENIDO DE LAS CONDICIONES PARTICULARES SOBRE 
LAS CONDICIONES GENERALES.

2.2.23. PERIODO ADICIONAL PARA  
NOTIFICACIONES

EN EL CASO DE QUE EL PRESENTE CONTRATO NO FUE-
RA RENOVADO, YA SEA POR DECISIÓN DEL TOMADOR 
O BIEN POR DECISIÓN DE LA COMPAÑÍA, POR MOTIVO 
DISTINTO AL NO PAGO DE LA PRIMA, NI SUSTITUIDO 
POR UNA PÓLIZA CON OBJETO DE SEGURO SIMILAR, 
EL TOMADOR TENDRÁ DERECHO A CONTRATAR UNA 
DE LAS OPCIONES DE PERIODO ADICIONAL PARA 
NOTIFICACIONES ESPECIFICADAS EN EL NUMERAL 
19 DE LA SECCION 11 DE LAS CONDICIONES PARTICU-
LARES, SIEMPRE Y CUANDO:

(i)	SE HAYA SOLICITADO POR ESCRITO A LA COMPA-
ÑÍA EXPRESANDO LA OPCIÓN DE PERIODO ADICIO-
NAL PARA NOTIFICACIONES ELEGIDO DENTRO DE 
LOS 30 DÍAS ANTERIORES A LA FECHA DE CANCELA-
CIÓN O NO RENOVACIÓN DE LA PRESENTE PÓLIZA Y;

(ii)	 SE HAYA ABONADO LA PRIMA ADICIONAL RE-
QUERIDA POR LA COMPAÑÍA ESTIPULADA EN LAS 
CONDICIONES PARTICULARES.
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CUALQUIER RECLAMACIÓN PRESENTADA DURANTE 
EL PERÍODO ADICIONAL PARA NOTIFICACIONES 
SERÁ CONSIDERADA COMO SI HUBIERA SIDO PRE-
SENTADA DURANTE LA ÚLTIMA VIGENCIA DE SEGU-
RO.

5.26.	 PERIODO ADICIONAL PARA  
NOTIFICACIONES

Significa el periodo de tiempo elegido, según lo establecido 
en las Condiciones Particulares, inmediatamente posterior 
al vencimiento de la Vigencia durante el cual podrá no-
tificarse por escrito a La Compañía la existencia de una 
Reclamación presentada por primera vez durante dicho 
periodo por Actos Incorrectos cometidos con anterioridad 
al vencimiento de la Vigencia del seguro.

COMPAÑÍA C

PÓLIZA DE RESPONSABILIDAD CIVIL PARA  
DIRECTORES Y ADMINISTRADORES

1. AMPAROS

MEDIANTE LA PRESENTE POLIZA EL ASEGURADOR 
AMPARA AL ASEGURADO RESPECTO A LOS RECLA-
MOS E INVESTIGACIONES FORMALES QUE SE PRE-
SENTEN EN SU CONTRA DURANTE EL PERIODO DE 
VIGENCIA DE LA POLIZA (Y EL PERIODO ADICIONAL 
DE NOTIFICACION, SI ESTE ES CONTRATADO) POR 
LA PERDIDA QUE SE VIERA OBLIGADO LEGALMEN-
TE A PAGAR EL ASEGURADO EN RELACION CON UN 
ACTO INCORRECTO, SEGUN SE ESTABLECE EN LOS 
SIGUIENTES AMPAROS:

7. Período Adicional de Notificación

Si el Tomador del Seguro o el Asegurador deciden 
terminar, revocar o no renovar esta Póliza por motivo 
distinto al no pago de la Prima, el Tomador del Segu-
ro y/o los Asegurados podrán contratar un Período 
Adicional de Notificación de acuerdo con los térmi-
nos establecidos en las CONDICIONES PARTICULARES 
de esta Póliza, numeral 11., y siempre y cuando el To-
mador del Seguro y/o los Asegurados no reemplacen 
o substituyan esta Póliza. Dicho Período Adicional 
de Notificación será únicamente aplicable a los Ac-
tos Incorrectos anteriores a la fecha de terminación, 
revocación o no renovación de la Póliza. Para el ejer-
cicio del derecho que esta cláusula otorga, el Tomador 
del Seguro y/o los Asegurados deberán comunicar 
por escrito al Asegurador su intención de contratar 
el Período Adicional de Notificación y deberán pa-
gar la Prima adicional establecida en dichas CONDI-
CIONES PARTICULARES, numeral 11a), dentro de los 30 
días calendario siguientes a la fecha de terminación, 
revocación o no renovación.

Cualquier Reclamo presentado durante el Período 
Adicional de Notificación será considerado como si 

hubiera sido presentado durante el Período de Vigen-
cia de la Póliza inmediatamente precedente.

La oferta de condiciones de renovación distintas a las 
vigentes en el Período de Vigencia de la Póliza inme-
diatamente precedente no se considerará como termi-
nación, revocación o no renovación por parte del Ase-
gurador.

Período Adicional de Notificación:

El período establecido en las CONDICIONES PARTICU-
LARES, numeral 11., de acuerdo con lo establecido en 
las CONDICIONES GENERALES, numeral 10.

COMPAÑÍA D

MIEMBROS DE JUNTA DIRECTIVA Y 
ALTOS EJECUTIVOS

PERIODO ADICIONAL PARA RECIBIR  
RECLAMACIONES

El Período Adicional para Recibir Reclamaciones 
se otorgará previa solicitud de la Compañía y/o de los 
Asegurados de manera conjunta, si la póliza es termi-
nada, revocada o no renovada por cualquier razón di-
ferente al no pago de prima, a un cambio en el control 
de los órganos de decisión de la Compañía o al incum-
plimiento de alguna obligación a cargo de la Compa-
ñía o del Asegurado bajo la póliza, y siempre y cuando 
ésta no sea reemplazada por otra póliza de la misma 
naturaleza, tomada con esta o con otra Compañía de 
Seguros, a menos que la póliza nueva no otorgue co-
bertura retroactiva. Para total claridad, se acuerda que 
el ofrecimiento, por parte del Asegurador de térmi-
nos de renovación en condiciones diferentes a la de la 
vigencia que expira, no se entenderá como “no reno-
vación” y por lo tanto no dará derecho a activar el Pe-
riodo Adicional para Recibir Reclamaciones. En el 
caso de un cambio en el control de los órganos de deci-
sión de la Compañía, se podrá solicitar al Asegurador, 
la cotización de condiciones para un Periodo Adicio-
nal para Recibir Reclamaciones, suministrando la 
información que este solicite para tal fin.

Durante el Período Adicional para Recibir Reclama-
ciones, la cobertura de esta póliza se extenderá a cu-
brir las Pérdidas y/o Gastos Legales derivados de re-
clamaciones que sean formuladas por primera vez en 
contra del Asegurado durante esta extensión, siem-
pre que se basen en Actos Culposos que generen una 
Pérdida y/o Gastos Legales cubiertos por la póliza y se 
hayan presentado después de la Fecha de Retroacti-
vidad y hasta la fecha de entrada en vigor del Período 
Adicional para Recibir Reclamaciones. Cualquier 
Reclamación presentada durante el Período Adicio-
nal para Recibir Reclamaciones será considerada 
como si hubiere sido presentada durante el Periodo 
Contractual inmediatamente anterior.
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Las condiciones del último Periodo Contractual de la 
póliza continuarán siendo aplicables al Periodo Adi-
cional para Recibir Reclamaciones. La vigencia y la 
prima de este período serán las indicadas en las Con-
diciones Particulares de esta póliza y el límite de res-
ponsabilidad aplicable durante el Periodo Adicional 
para Recibir Reclamaciones será el que continúe dis-
ponible a la expiración del último Periodo Contrac-
tual, no suponiendo de ninguna forma que el Perio-
do Adicional para Recibir Reclamaciones implique 
una reconstitución del límite de responsabilidad.

Para ejercer el derecho que esta cláusula otorga, la 
Compañía y/o los Asegurados de manera conjunta, 
deberán comunicar por escrito al Asegurador su in-
tención de contratar el Periodo Adicional para Re-
cibir reclamaciones y pagar la prima establecida en 
las condiciones particulares dentro de los treinta (30) 
días calendario siguientes a la fecha terminación, re-
vocación o no renovación de la póliza.

COMPAÑÍA E

SEGURO DE RESPONSABILIDAD CIVIL PARA DI-
RECTIVOS Y ADMINISTRADORES

11. PERIODO ADICIONAL PARA NOTIFICACIONES

El período a que se refiere el numeral 2 de la Sección 
VI de la presente póliza, durante el cual, aún cuan-
do la Vigencia de la póliza hubiese expirado, la Enti-
dad Tomadora podrá notificar a (aquí el nombre de 
la compañía) cualquier Reclamación presentada por 
primera vez en contra de los Asegurados por un Acto 
Incorrecto que se encuentre cubierto por la misma y 
que haya ocurrido después de la Fecha de Retroacti-
vidad de la Cobertura estipulada en las Condiciones 
Particulares de la póliza y antes de la expiración o re-
vocación de la Vigencia del contrato.

Extensión de Cobertura 2. Cobertura para Período Adi-
cional para Notificaciones.

2.	COBERTURA	 PARA	 PERIODO	 ADICIONAL	 PARA 
NOTIFICACIONES

Si (aquí el nombre de la compañía) , por razones dis-
tintas a la mora en el pago de la prima, o la Entidad 
Tomadora procedieren a revocar o no renovar la pre-
sente póliza al término de su Vigencia por cualquier 
razón, la Entidad Tomadora, tendrá derecho a obte-
ner la extensión del período de Vigencia de la cober-
tura por un plazo adicional de veinticuatro (24) me-
ses, previo el pago de una prima adicional equivalente 
al cincuenta por ciento (50%) de la prima anual de la 
presente póliza.

No está por demás poner de presente que la provisión 
de un período adicional para notificaciones a que he-
mos venido haciendo referencia, el cual es otorgado en 
forma por demás generalizada en los seguros de res-
ponsabilidad civil de directores y administradores, ge-
neralmente conocidos como seguros de D&O, – pólizas 
que sin excepción se otorgan hoy en día bajo la modali-
dad de seguros “por reclamación” o claims made – tie-
ne especial fundamento en el hecho de que en dichos 
seguros o modalidades de cobertura, al igual de lo que 
sucede en los seguros de vida y en los denominados se-
guros de cumplimiento, el siniestro no es siempre un 
hecho súbito e imprevisto sino que, bajo ciertas cir-
cunstancias resulta factible anticipar su ocurrencia, 
tal como sucede cuando una empresa presenta resul-
tados negativos en sus operaciones, producto de deci-
siones equivocadas adoptadas por la junta directiva o 
la administración de la misma.

De lo aquí consignado se desprende que para los segu-
ros otorgados bajo la modalidad de claims made y muy 
especialmente para el seguro de responsabilidad civil 
de directores y administradores, la cláusula mediante 
la cual se establece un período adicional para notifica-
ciones resulta ser de la naturaleza misma de la cober-
tura otorgada y, por lo tanto, imprescindible en toda 
póliza otorgada bajo la modalidad claims made, en la 
medida en que, como se anotó con anterioridad, con 
alguna frecuencia el siniestro, o sea la reclamación por 
parte del tercero al asegurado o al asegurador, resulta 
no ser un evento totalmente imprevisto y mal podría 
considerarse admisible que bajo tales circunstancias 
la cobertura pudiera expirar y aún menos se revocada 
por parte del asegurador.
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3.3.	 NOTIFICACIÓN	DE	EVENTOS	 O 
CIRCUNSTANCIAS	 QUE	 PODRÍAN DERVAR 
EN RECLAMACIONES.
Finalmente, como complemento adicional de la co-
bertura otorgada bajo el sistema claims made o “por 
reclamación”, las aseguradoras normalmente ofrecen 
que cualquier evento o circunstancia conocido por el 
asegurado durante la vigencia de la póliza o del lapso 
adicional para notificaciones establecido en la misma 
y ocurrido durante el período de vigencia de la cober-
tura, o en el lapso adicional de

retroactividad establecido en la póliza, del cual se tenga 
una razonable expectativa de que pudiese en el futuro, 
una vez vencida la vigencia de la cobertura otorgada, 
derivar eventualmente en una reclamación, pueda ser 
notificado por el tomador o el asegurado al asegura-
dor, incluyendo en el respectivo reporte información 
razonablemente precisa.

La citada notificación, realizada en los términos aquí 
descritos, obliga al asegurador a mantener la cobertura 
vigente y a realizar las indemnizaciones a que hubiere 
lugar, con arreglo a los términos y condiciones de la 
póliza, sin importar la época en que, con posterioridad 
al vencimiento de la cobertura inicial o del período ex-
tendido de reporte, sea presentada la reclamación por 
el damnificado. Naturalmente, la presentación de la 
reclamación por el damnificado, una vez transcurrido 
el término de prescripción de la obligación a cargo del 
asegurado, exonerará a este de responsabilidad y por 
ende también al asegurador.

Los textos de la citada provisión, consignados en las pó-
lizas de seguro claims made o “por reclamación” a que 
hemos venido haciendo referencia, son los siguientes:

COMPAÑÍA A

RESPONSABILIDAD CIVIL DIRECTORES Y 
ADMINISTRADORES COMPAÑÍAS LISTADAS EN LA 

BOLSA DE VALORES DE COLOMBIA

CONDICIÓN 10- NOTIFICACIÓN DE EVENTOS O DE CIR-
CUNSTANCIAS QUE PUDIERAN RESULTAR EN UN RE-
CLAMO

Cualquier Asegurado puede comunicar a (aquí el nom-
bre de la compañía), durante el Período de Vigencia 
del Contrato cualquier circunstancia que razonable-
mente pudiera resultar en un Reclamo. Dicha comu-
nicación deberá incluir las razones por las cuales se 
anticipa un Reclamo, junto con todos los detalles, in-
cluyendo las fechas, los actos y las personas involu-
cradas .

COMPAÑÍA B

POLIZA DE SEGURO DE RESPONSABILIDAD CIVIL 
PARA MIEMBROS DE JUNTAS DIRECTIVAS Y 

DEMÁS ADMINISTRADORES

6.2. OBLIGACIONES	DE	 LOS	ASEGURADOS	 EN	
CASO	 DE CONOCIMIENTO DE CIRCUNSTANCIA

Las Personas Aseguradas tienen el derecho de noti-
ficar cualquier circunstancia que pudiera dar lugar a 
una Reclamación. En ese caso la Persona Asegurada 
deberá suministrar información, documentos y prue-
bas para establecer que las circunstancias podrán ra-
zonablemente dar lugar a una Reclamación.

En el caso de que La Compañía acepte la notificación 
de circunstancias, cualquier Reclamación relaciona-
da con estas circunstancias que surja con posteriori-
dad a la notificación será considerada hecha en la pri-
mera fecha de notificación de esta circunstancia.

COMPAÑÍA C

PÓLIZA DE RESPONSABILIDAD CIVIL PARA 
DIRECTORES Y ADMINISTRADORES

11. Notificación y Comunicación

El Tomador del Seguro, la Sociedad Asegurada y/o 
los Asegurados comunicarán al Asegurador, cual-
quier Reclamo lo antes posible, sin superar los 30 días 
calendario siguientes a la fecha en que lo haya conoci-
do.

Dentro de los siete días calendario siguientes a la fe-
cha en que se comunico al Asegurador el Reclamo, 
el Tomador del Seguro, la Sociedad Asegurada y/o 
los Asegurados proporcionarán al Asegurador toda 
la documentación que posean relacionada con tal Re-
clamo, o si no existe documentación alguna del Re-
clamo, confirmarán al Asegurador por escrito la falta 
de documentación relacionada con el Reclamo.

Así mismo, si durante el Período de Vigencia de la 
Póliza o el Período Adicional de Notificación (según 
este se establece en las CONDICIONES PARTICULARES, 
numeral 11. y en las CONDICIONES

GENERALES, numeral 7.), si este período es contratado, 
el Tomador del Seguro, la Sociedad Asegurada y/o 
los Asegurados adquieren conocimiento o noticia de 
hechos o circunstancias que pudieran razonablemen-
te dar lugar a un Reclamo, y comunican tales hechos 
o circunstancias por escrito al Asegurador durante el 
Período de Vigencia de la Póliza o el Período Adi-
cional de Notificación (si este período es contrata-
do), entonces, cualquier Reclamo resultante de tales 
hechos o circunstancias será considerado como si hu-
biese sido presentado durante el Período de Vigencia 
de la Póliza o el Período Adicional de Notificación 
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(si este período es contratado) en el que dichos hechos 
o circunstancias fueron comunicadas al Asegurador 
por primera vez.

El Tomador del Seguro, la Sociedad Asegurada y/o 
los Asegurados deberán proporcionar al Asegurador, 
toda la información y cooperación que este pueda ra-
zonablemente necesitar, incluyendo pero no limitán-
dose a:

i)	la descripción del Reclamo, hechos o circunstan-
cias, y

ii)	 la naturaleza del Acto Incorrecto causado, y

iii)	 la naturaleza del daño alegado o potencial, y

iv)	 los nombres de los demandantes reales o po-
tenciales, y

v)	 la forma en la que el Asegurado adquirió cono-
cimiento del Reclamo o de tales hechos o circuns-
tancias por primera vez.

Todas las comunicaciones bajo esta Póliza deberán 
efectuarse por escrito, excepto la relacionada con el 
aviso inicial del Reclamo, y serán efectivas en la fecha 
de recepción por parte del Asegurador de tales comu-
nicaciones por escrito en cualquiera de los domicilios 
del Asegurador en Colombia.

COMPAÑÍA D

MIEMBROS DE JUNTA DIRECTIVA Y ALTOS 
EJECUTIVOS

6.	REGLAS SOBRE PROCEDIMIENTO EN CASO DE RE-
CLAMACIIONES POTENCIALES O RECIBIDAS POR PRI-
MERA VEZ DURANTE LA VIGENCIA DE LA POLIZA

6.1	 NOTIFICACION DE RECLAMACIONES POTENCIA-
LES

Si durante el Período Contractual o durante el Perio-
do Adicional para Recibir Reclamaciones, en caso 
de que éste último sea contratado, la Compañía y/o 
el Asegurado tuviere conocimiento de cualquier Acto 
Culposo que pueda razonablemente dar origen a una 
Reclamación cubierta por esta póliza, deberá duran-
te el Período Contractual, dar notificación por escri-
to de ello al Asegurador dentro de los quince (15) días 
calendario siguientes a la fecha que los haya conocido 
o debido conocer, mencionando todos los detalles que 
razonablemente conozca o deba conocer, incluyendo, 
pero no limitado a:

I.	El Acto Culposo alegado.

II.	 Las fechas y personas involucradas;

III.	 La identidad posible o anticipada de los Deman-
dantes;

IV.	 Las	 circunstancias	 por	 las	 cuales	el	Asegura-
do	 tuvo conocimiento por primera vez de la posible 
Reclamación.

Cumplidos estos requisitos, cualquier Reclamación 
posteriormente efectuada contra el Asegurado y pro-
veniente de dicho Acto Erróneo, que haya sido debi-
damente reportado al Asegurador, será considerada 
como efectuada en el Periodo Contractual.

6.2	 NOTIFICACIÓN	DE	 RECLAMACIONES	R E C I B I -
DAS	POR PRIMERA VEZ DURANTE EL PERIODO CON-
TRACTUAL

La Compañía y/o el Asegurado, deberán avisar al Ase-
gurador acerca de la presentación de cualquier Recla-
mación judicial o extrajudicial al Asegurado, dentro 
de los quince (15) días calendario siguientes a la fecha 
que los haya conocido o debido conocer.

Una vez acaecida la Pérdida, el Asegurado deberá su-
ministrar al Asegurador la información, documentos 
comprobantes contables, facturas y pruebas necesarias 
para demostrar la ocurrencia del siniestro y la cuantía 
de la Pérdida, según lo exigido por la ley.

COMPAÑÍA E

SEGURO DE RESPONSABILIDAD CIVIL PARA 
DIRECTIVOS Y ADMINISTRADORES

12.	 RECLAMACION

a.	Toda demanda o proceso por la comisión de un Acto 
Incorrecto, iniciado por un Tercero en contra del Ase-
gurado o en contra de (aquí el nombre de la compa-
ñía) en ejercicio de la acción directa consagrada en el 
artículo 1133 del Código de Comercio, en la jurisdicción 
civil, administrativa o arbitral, para obtener la repa-
ración de un daño de carácter exclusivamente patri-
monial, excepción hecha de lo dispuesto respecto de 
las Reclamaciones de Carácter Laboral;

b.	Cualquier notificación o requerimiento escrito en 
contra del Asegurado que pretenda la declaración de 
que el mismo es responsable de un daño como resul-
tado de o derivado de un Acto Incorrecto;

c.	Cualquier proceso penal iniciado en contra del Ase-
gurado o al que éste sea vinculado por la comisión de 
un Acto Incorrecto, sujeto a las limitaciones que se 
establecen en las condiciones y Exclusiones de esta 
póliza;

d.	Cualquier procedimiento administrativo o Investi-
gación Oficial relacionados con algún Acto Incorrec-
to de un Asegurado. Toda Reclamación derivada de, 
basada en, que tenga su causa originaria en, a la que 
se atribuya, o que pueda interpretarse como derivada 
de un mismo Acto Incorrecto será considerada como 
una sola Reclamación para los efectos de esta póliza.
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Respecto de hechos constitutivos de un eventual Si-
niestro que los Asegurados hubiesen conocido e in-
formado por escrito a (aquí el nombre de la compañía) 
durante la Vigencia de la póliza o del Período Adicio-
nal para Notificaciones, de los que razonablemente 
se espere que pudieren dar origen a una Reclamación 
y que efectivamente den con posterioridad origen a la 
misma, ésta se considerará presentada en el momen-
to en que tales hechos hayan sido informados por pri-
mera vez, siempre que la información suministrada a 
(aquí el nombre de la compañía) especifique con clari-
dad los motivos para prever que la Reclamación será 
presentada, con indicación detallada de las razones 
para ello, así como de fechas, circunstancias y perso-
nas involucradas.

De las cláusulas transcritas es dable deducir con faci-
lidad que la opción para el tomador, asegurado o be-
neficiario de notificar al asegurador sobre cualquier 
evento del que razonablemente pueda deducirse la po-
sibilidad de que en el futuro se produzca una reclama-
ción, constituye otra provisión connatural al seguro 
de claims made, cuya consignación en la póliza respec-
tiva resulta por lo tanto a todas luces indispensable, 
en aras de que la cobertura prevista pueda realmente 
surtirse a cabalidad. Dicha provisión, si se quiere aún 
más que la relativa a poder optar por un período adi-
cional para notificaciones, resulta de indispensable 
otorgamiento bajo las pólizas claims made o “por re-
clamación, en la medida en que, como es bien sabido, 
constituye práctica uniforme de las aseguradoras – y 
por lo demás entendible – excluir de cobertura cuan-
do se otorga una nueva póliza, toda reclamación que 
llegare a presentarse como consecuencia de cualquier 
hecho conocido por el tomador o el asegurado que pu-
diere, en vigencia de la póliza, dar lugar a una recla-
mación.

Mal podría, por lo tanto, aceptarse que un evento su-
cedido durante la vigencia de una póliza otorgada bajo 
la modalidad claims made, resultare excluido de cober-
tura bajo esta por razón de que la reclamación del ter-
cero damnificado al asegurado o a la aseguradora, hu-
biese sido presentada una vez expirada la vigencia de 
la póliza o, aún peor, una vez revocada la misma por 
el asegurador, y que, a su vez, dicha reclamación, por 
corresponder a un hecho anterior a la iniciación de la 
vigencia de una nueva póliza y ser además conocido 
por el tomador o el asegurado, no tuviese, igualmente 
– como en efecto sucede – cobertura bajo esta última.

Ciertamente habría sido aconsejable que el legisla-
dor se hubiese ocupado de establecer la normatividad 
pertinente al respecto dentro de la regulación expedi-
da con el objeto de otorgar viabilidad al seguro claims 
made o “por reclamación”, pero la ausencia de dicha 
normatividad no constituye, en nuestro criterio, ra-
zón suficiente para excusar, en una póliza determina-

da, la ausencia de incorporación de la respectiva cláu-
sula, cuando la misma es indispensable para la cabal 
operatividad de la cobertura y, además, de normal y 
generalizado otorgamiento por el mercado asegura-
dor, según quedó ampliamente demostrado a lo largo 
del presente escrito.

No resulta en ningún caso procedente o admisible una 
cobertura de responsabilidad civil en la que el asegura-
do, habiendo causado en vigencia del seguro un daño 
a un tercero del cual fuere consciente y resulte ser res-
ponsable, se vea en la necesidad de implorar de la víc-
tima que lo demande dentro de un cierto lapso, con 
miras a no quedar desprovisto de la protección que le 
otorga el contrato de seguro.

Debo, hacer la salvedad de que en lo referente a los segu-
ros de responsabilidad profesional médica y en gene-
ral de responsabilidad de las instituciones de la salud, 
para las cuales suelen otorgarse indistintamente co-
bertura tanto bajo la modalidad de “ocurrencia” como 
bajo la modalidad de “reclamación” o claims made, es 
menos frecuente la inclusión, cuando se otorgan bajo 
la modalidad de claims made, de las cláusulas o provi-
siones a que he venido haciendo alusión. Similar si-
tuación se presenta respecto de la cobertura de res-
ponsabilidad que se suele otorgar bajo las pólizas de 
infidelidad y riesgos financieros.

No sucede igual en lo tocante con las pólizas de res-
ponsabilidad civil para directores y administradores, 
las cuales son sin excepción otorgadas bajo la modali-
dad de claims made.

Procede finalmente poner de presente, dando alcan-
ce a lo consignado con anterioridad respecto de la in-
terpretación hecha en el numeral 2.2. de este escrito 
al inciso segundo del artículo 4º. de la Ley 389 de 1997 
que, en nuestro criterio, siguiendo lo allí consignado, 
al pertenecer como en efecto pertenecen las denomi-
nadas pólizas de responsabilidad civil con cláusula 
sunset a la categoría de pólizas claims made o por recla-
mación con período adicional para notificaciones – el 
cual según quedo visto no puede ser inferior a dos años 
– procede concluir que bajo tales pólizas, en atención 
a la naturaleza misma de la cobertura otorgada, el to-
mador, asegurado o beneficiario, así no se consigne 
expresamente en las mismas, tiene las facultades, de 
una parte, de solicitar y obtener cobertura para Perío-
do Adicional para Notificaciones y, de otra, de notificar 
eventos o circunstancias que pudieran razonablemen-
te resultar en reclamaciones de terceros potenciales 
damnificados, y de obtener cobertura para tales even-
tos o circunstancias, así las reclamaciones respectivas 
llegaren a ser presentadas ya expirado el período de 
cobertura, incluida la extensión de dos años prevista 
en la citada norma.
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La Prescripción del Derecho Tanto del 
Asegurado como del Perjudicado a la 
Indemnización Bajo el Seguro de 
Responsabilidad Civil por Reclamación
o Claims Made

Año
2014

1.	Regla general sobre la prescripción de la acción 
para el pago de la indemnización en el contrato de 
seguro.

La prescripción en lo tocante con el ejercicio de los 
derechos derivados del contrato de seguro ha sido un 
tema objeto de amplio estudio y no escaso debate den-
tro del ámbito jurídico del sector asegurador colom-
biano, desde la expedición misma del actual Código 
de Comercio, Decreto No. 410 de 1971, el cual entró a 
regir el 1º de enero de 1972. 

En efecto, del estudio de dicho tema se han ocupado 
las cortes a su más alto nivel, numerosos tribunales de 
arbitramento, la Superintendencia Financiera – ante-
riormente Superintendencia Bancaria – e importantes 
doctrinantes, entre los que procede destacar los ilustres 
jurista J. Efrén Ossa Gómez, Hernán Fabio López Blan-
co, Carlos Ignacio Jaramillo Jaramillo, Javier Tamayo 
Jaramillo, Andrés Ordóñez Ordóñes, José Fernando To-
rres Fernández de Castro, Juan Manuel Díaz-Granados 
Ortiz y más recientemente Nicolás Uribe Lozada. De 
hecho, la Asociación Colombiana de Derecho de Segu-
ros ACOLDESE, en su IV Encuentro Nacional, llevado a 
cabo en la ciudad de Manizales entre los días 20 y 23 
de julio de 1978 se ocupó del tema y no mucho tiempo 
después, en su VI Encuentro Nacional, efectuado en la 
ciudad de Medellín entre los días 6 y 10 de agosto de 
1980, dedicó integral y exclusivamente sus tres días de 
sesiones a la realización de un profundo debate sobre 
el contenido y alcance de artículo 1081 de Código de 
Comercio(1) , norma que , como es bien sabido, estable-
ció el régimen general de la prescripción de las accio-
nes derivadas del contrato de seguro bajo el ordena-
miento legal colombiano.

De especial trascendencia ha sido al respecto la sen-
tencia de 6 de julio de 1977, dictada por la Corte Su-

prema de Justicia con ponencia del recordado maestro 
doctor José María Esguerra Samper, la cual, con am-
plio sustento en un juicioso estudio sobre la materia, 
consolidó el que ha venido siendo criterio mayorita-
rio de la doctrina nacional al respecto, liderado, en un 
principio, por el profesor J. Efrén Ossa Gómez.

En efecto, el artículo 1081, norma que, como quedó di-
cho atrás, regula en el Código de Comercio colombia-
no la prescripción de las acciones derivadas del con-
trato de seguro, establece dos clases de prescripción, 
una ordinaria y otra extraordinaria. Al tenor de lo dis-
puesto por el citado artículo, la prescripción ordinaria 
es de dos años y empieza a contarse desde cuando el 
interesado, o sea el titular del derecho, tiene o ha de-
bido tener conocimiento del hecho que sirve de fun-
damento a su acción, y la prescripción extraordinaria 
es de cinco años y se inicia desde el momento en que 
surge el derecho correspondiente. Procede al respecto 
observar, como lo hace el doctor Ossa en su conocida 
obra Teoría General del Seguro  que “Cada uno de los 
términos de prescripción de las acciones a que da ori-
gen el seguro, el de dos años (la ordinaria), el de cinco 
años (la extraordinaria), corre por su lado y con arre-
glo a sus presupuestos.”

El artículo 1081 tiene operancia respecto de todas las 
acciones que pudieren llegar a surgir del contrato de 
seguro o de las disposiciones que lo rigen, y establece 
que a las mismas les será aplicable, según las circuns-
tancias, la prescripción ordinaria o la extraordinaria. 
Sin embargo, en lo que concierne al objeto del presen-
te escrito, nos circunscribiremos a la prescripción de 
la acción para hacer efectivo el pago de la indemniza-
ción en caso de siniestro.

Desde la perspectiva aquí planteada, la doctrina y la 
jurisprudencia han sido bastante consistentes, mas no 

(1) Artículo 1081 C Co.: “La prescripción de las ac-
ciones que se derivan del contrato de seguro o de las 
disposiciones que lo rigen podrá ser ordinaria o ex-
traordinaria.

La prescripción ordinaria será de dos años y empe-
zará a correr desde el momento en que el interesado 

haya tenido o debido tener conocimiento del hecho 
que da base a la acción.

La prescripción extraordinaria será de cinco años, 
correrá contra toda clase de personas y empezará a 
contarse desde el momento en que nace el respectivo 
derecho.”

(2) OSSA GÓMEZ J. EFRÉN. “Teoría General del Se-
guro – El Contrato”. Segunda edición actualizada, 
Editorial Temis, Bogotá D.C., 1991, pág. 519.
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(3) Dice al respecto el profesor Ossa en la obra citada 
página 524 “… cuando, en su inciso 3º, dice que la 
prescripción extraordinaria corre “contra toda clase 
de personas” (art. 1081) a no otra cosa puede referirse 
que  a los interesados en el contrato. Porque solo estos 
deben entenderse comprendidos dentro del ámbito de 
la disposición. Las dos (“contra el interesado” y “con-

tra toda clase de personas”) son expresiones genéricas 
de idéntico alcance. Cubren al asegurador, claro está, 
pero también al tomador, asegurado o beneficiario, 
sean capaces o incapaces, porque estos también son 
titulares de los derechos que dimanan del contrato.”

(4) Ley 791 de 2002 Artículo 1º: “Redúzcase a diez (10) 
años el término de todas las prescripciones veintena-
rias, establecidas en el Código Civil, tales como la ex-
traordinaria adquisitiva de dominio, la extintiva, la 
de petición de herencia, la de saneamiento de nuli-
dades absolutas.”  

uniformes, en cuanto a la interpretación del alcance 
del artículo 1081, sobre la base de distinguir entre un 
criterio subjetivo inspirador de la prescripción ordi-
naria y un criterio objetivo inspirador de la prescrip-
ción extraordinaria.

La prescripción ordinaria, reza el artículo 1081 del Có-
digo de Comercio, “…será de dos años y empezará a co-
rrer desde el momento en que el interesado haya te-
nido o debido tener conocimiento del hecho que da 
base a la acción”. En cuanto hace referencia a la acción 
para el pago de la indemnización en caso de siniestro, 
la doctrina y la jurisprudencia han sido relativamen-
te pacíficas y uniformes en estimar, de una parte, que 
son “interesados” el tomador del seguro en su calidad 
de contratante, el asegurado – tenga este o no el ca-
rácter de tomador de la póliza – así como el o los be-
neficiarios, en quien o quienes, por voluntad del to-
mador del seguro, radica, en el evento de siniestro, la 
titularidad de la prestación asegurada. De otra parte, 
ha sido igualmente uniforme la doctrina en estimar 
que “el hecho que da base a la acción” es en sí mismo 
el siniestro.

En conclusión, la prescripción ordinaria de la acción 
para el pago de la indemnización es de dos años, tiene 
carácter subjetivo en la medida en que parte del co-
nocimiento que del hecho que da lugar a la acción ad-
quiere el interesado – entendido como tal el tomador, 
el asegurado o el beneficiario y por supuesto los suce-
sores de estos – y empieza a correr desde el momen-
to en que el mismo haya tenido o debido tener cono-
cimiento del siniestro, entendido este como el hecho 
que da base a la acción.

Ahora bien, en cuanto respecta a la prescripción ex-
traordinaria, reza el artículo 1081 del Código de Comer-
cio, “…será de cinco años, correrá contra toda clase de 
personas y empezará a contarse desde el momento en 
que nace el respectivo derecho”. En lo concerniente a 
la acción para el pago de la indemnización en caso de 
siniestro, la doctrina y la jurisprudencia han sido así 
mismo relativamente pacíficas y uniformes en esti-
mar, de una parte, que la expresión “corre contra toda 
clase de personas” hace referencia igualmente a los in-
teresados en el contrato, pues no a otras personas pudo 
haber hecho referencia el legislador(3). De otra parte, 
ha sido también uniforme la doctrina en estimar que 
“el momento en que nace el respectivo derecho” es, en 
sí mismo, el momento en que ocurre el siniestro.

En conclusión, la prescripción extraordinaria de la ac-
ción para el pago de la indemnización es de cinco años 
y tiene carácter objetivo, en la medida en que corre 
desde el momento en que ocurre el siniestro. Por otra 
parte, la expresión “toda clase de personas” debe en-
tenderse referida a los “interesados” y a sus sucesores, 
sean estos capaces o incapaces.

2.	Prescripción de la acción para el pago de 
la indemnización en el seguro tradicional de 
responsabilidad civil.

En cuanto concierne concretamente a la prescripción 
de las acciones para el pago de la indemnización bajo 
el seguro tradicional de responsabilidad civil, es de-
cir el seguro de responsabilidad civil otorgado sobre la 
base de que ampara la responsabilidad del asegurado 
por los daños causados a terceros ocurridos durante la 
vigencia de la respectiva cobertura, las conclusiones 
aquí sucintamente expuestas, en especial la relativa a 
la prescripción extraordinaria, generaron en un prin-
cipio una seria dificultad que resulto ser no superable.

En efecto, según quedó arriba consignado, la prescrip-
ción ordinaria de la acción para el pago de la indem-
nización, establecida por el código de comercio en dos 
años, empezará a correr desde el momento en que el in-
teresado haya tenido o debido tener conocimiento del 
hecho que da base a la acción, o sea desde el momento 
en que el interesado haya tenido o debido tener cono-
cimiento del siniestro, y la extraordinaria, establecida 
por el código de comercio en cinco años, empezará a 
contarse desde el momento en que nace el respectivo 
derecho, o sea desde el momento de ocurrencia del si-
niestro.

Por su parte, la prescripción de las acciones para el 
pago de la indemnización bajo el régimen legal de la 
responsabilidad civil, con arreglo a las normas de los 
artículos 2535 a 2541 del Código Civil,  modificadas por 
el artículo 1º de la Ley 791 de 2002, es de 10 años(4). Lo 
anterior implica que, en el evento de que el damnifi-
cado o víctima de un siniestro de responsabilidad ci-
vil, resolviera iniciar el respectivo proceso de indem-
nización de perjuicios contra el asegurado causante 
del daño, luego de transcurridos más de cinco años 
de haberse producido el hecho generador del daño, o 
sea el siniestro, dicho asegurado causante del daño se 
encontraría con que la posibilidad para él de obtener 
el reconocimiento de la indemnización, por parte del 
asegurador con quien tuviese contratado el respectivo 
seguro de responsabilidad civil, se habría extinguido, 
como consecuencia de haber prescrito la acción co-
rrespondiente. 
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No obstante que no pocos estudiosos del derecho de 
seguros, en un esfuerzo loable por armonizar la nor-
ma del artículo 1081 del Código de Comercio objeto de 
estudio, con las normas de los artículos 2535 a 2541 – 
modificadas como anotamos anteriormente por el ar-
tículo 1º de la Ley 791 de 2002 – que en el Código Civil 
regulan la extinción de las acciones judiciales, inten-
taron a través de diversas interpretaciones hallar una 
solución al problema, la verdad es que, partiendo de 
una interpretación exegética de la normatividad vi-
gente, no resultaba viable preservar incólume para el 
asegurado su derecho a obtener del asegurador la in-
demnización bajo el seguro de responsabilidad civil de 
los perjuicios causados a la víctima, cuando la recla-
mación de esta se hubiese producido una vez transcu-
rridos cinco años desde la fecha de causación del daño, 
o sea desde la fecha de ocurrencia del siniestro.

Lo anterior llevó al legislador a modificar, a través del 
artículo 86 de la Ley 45 de 1990, el alcance del artículo 
1131(5) del Código de Comercio, mediante la inclusión 
de la referencia expresa a que, si bien respecto de la 
víctima la prescripción de la acción para reclamar el 
pago de la indemnización bajo el seguro de responsa-
bilidad civil, corre a partir del momento en que acaez-
ca el hecho externo imputable al asegurado, fecha en 
la que se entenderá ocurrido el siniestro, respecto del 
asegurado tal prescripción empieza a correr solo des-
de cuando la víctima le formule la respectiva petición 
judicial o extrajudicial.

De esta forma, si  la víctima, prevalida de que el artículo 
1º de la Ley 791 de 2002 establece en diez años el térmi-
no de prescripción de su acción contra el causante del 
daño, decidiese iniciar acción judicial contra el ase-
gurado transcurridos, por ejemplo, nueve años desde 
cuando se produjo el hecho generador del perjuicio, el 
asegurado causante del mismo no habrá visto prescri-
to, como en principio se desprende del artículo 1081 
del Código de Comercio, su derecho contra el asegura-
dor sino que, con arreglo a lo dispuesto por el artículo 
1031 de mismo estatuto, modificado por el artículo 86 
de la Ley 45 de 1990, en ese momento empezaría ape-
nas a correr el término de prescripción de sus acciones 
contra el asegurador. 

Procede finalmente poner de presente que el artícu-
lo 1131 del Código de Comercio, modificado como se 
anotó con anterioridad por el artículo 86 de la Ley 45 
de 1990, no definió el lapso por el cual corren las pres-
cripciones en el seguro de responsabilidad civil a que 
hace referencia la citada norma. A este respecto, en lo 
que concierne a la prescripción de la acción del asegu-

rado contra el asegurador, dando aplicación por ana-
logía a la norma consignada en el antes citado artículo 
1081 del Código de Comercio, resulta pertinente con-
cluir que dicho lapso es de dos años, contados, al tenor 
de lo dispuesto al respecto por el artículo 1131, desde 
cuando la víctima formule al asegurado la correspon-
diente petición judicial o extrajudicial. En cuanto hace 
referencia a la prescripción de la acción directa de la 
víctima contra el asegurador, acogemos sin reserva 
los planteamientos sostenidos en sentencia de la Cor-
te Suprema de Justicia(6), en la que, propendiendo por 
la protección de la víctima, se concluye que el térmi-
no de prescripción de la acción de reparación directa 
de esta contra el asegurador es de cinco años. Habida 
consideración de las forzosas limitaciones del presen-
te trabajo en lo tocante a su extensión, así como del 
hecho de que no es el análisis integral de la prescrip-
ción de la acciones derivadas del contrato de seguro 
el tema central del mismo, omitimos el análisis de los 
argumentos que sirvieron de sustento a la Corte para 
arribar a la referida conclusión, sin perjuicio invitar a 
la lectura de la citada, muy enjundiosa e interesante 
providencia.  

Para los efectos del presente escrito, procede dejar en 
la forma sucintamente expuesta el análisis del tema 
relativo al régimen general de la prescripción de las 
acciones para el pago, bajo el contrato de seguro, de 
la indemnización como consecuencia del siniestro, no 
sin antes poner de presente que, lo aquí consignado 
dista mucho de constituir un estudio exhaustivo del 
tema, tema cuyo tratamiento en forma integral ame-
ritaría ocuparse a espacio de otros aspectos cardinales 
del mismo, tales como los relativos a la distinción en-
tre prescripción ordinaria y extraordinaria, mas pro-
pia en nuestro ordenamiento jurídico de la usucapión 
o prescripción adquisitiva, o de la prescripción de las 
acciones derivadas del contrato de seguro distintas de 
la acción para el pago de la indemnización. Otro tema 
que bien ameritaría un análisis crítico es el de la tesis 
novedosa pero altamente controversial y controverti-
da, que sobre los criterios para la definición del térmi-
no de prescripción se sostuvo el laudo arbitral que en 
2006 dirimió el conflicto surgido entre Alston Brasil 
Ltda. y la Compañía Suramericana de Seguros.(7)  

(5) Artículo 1131 original del C Co.: “Se entenderá ocu-
rrido el siniestro desde el momento en que acaezca el 
hecho externo imputable al asegurado. Pero la respon-
sabilidad del asegurador, si es que surge del respec-
tivo contrato de seguro, solo podrá hacerse efectiva, 
cuando el damnificado o su causabientes demanden 
judicialmente la indemnización.” 

Artículo 1131 del C Co., modificado por el artículo 86 
de la Ley 45 de 1990: “En el seguro de responsabili-
dad se entenderá ocurrido el siniestro en el momento 
en que acaezca el hecho externo imputable al asegu-
rado, fecha a partir de la cual corre la prescripción 
respecto de la víctima. Frente al asegurado ello ocu-
rrirá desde cuando la víctima le formule la petición 

judicial o extrajudicial.” 

(6) CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. Sentencia del 29 
de junio de 2007 con Ponencia de Carlos Ignacio Ja-
ramillo Jaramillo. Expediente N° 11001-31-03-009-
1998-04690-01.
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3.	El seguro de responsabilidad civil otorgado bajo la 
modalidad de seguro por reclamación o claims made.

En el año de 1997, a raíz de la expedición de la Ley 389 
y más concretamente del artículo 4º de dicha norma(8), 
surgió en Colombia a la vida del derecho de seguros 
la denominada cobertura claims made o por reclama-
ción. Con arreglo a la misma, bajo el seguro de respon-
sabilidad civil se ampara la responsabilidad del asegu-
rado, sobre la base de que, durante el lapso de vigencia 
del seguro, la víctima o damnificado de un daño, pre-
sente la respectiva solicitud judicial o extrajudicial de 
indemnización, bien al asegurado causante del daño o 
bien, en ejercicio de la acción directa(9), directamente 
al asegurador de este, independientemente, al menos 
en principio, de que el hecho generador del daño se 
hubiese producido durante el referido lapso de vigen-
cia del seguro, o con anterioridad a la iniciación del 
mismo. 

En el seguro claims made o por reclamación, el ele-
mento activador de la obligación de protección o de in-
demnización a cargo del asegurador no es pues, como 
tradicionalmente sucede en los seguros por ocurren-
cia, el acaecimiento per se durante la vigencia de la 
cobertura del hecho causante del daño al tercero, sino 
la presentación por este, durante la vigencia de la co-
bertura, de reclamación o solicitud de indemnización 
de perjuicios al causante del daño, o directamente al 
asegurador de este.

La presión generada por los mercados internacionales 
de reaseguro, los cuales se negaron a continuar otor-
gando cobertura de responsabilidad civil para algunas 
actividades bajo el tradicional enfoque de “ocurren-
cia”, motivó la necesidad de introducir el respectivo 
cambio legislativo en Colombia como en otros países. 

En efecto, habida consideración de las manifiestas di-
ficultades para la obtención de reaseguro, o en algunos 
casos del elevado costo del mismo bajo la tradicional 
modalidad de amparo por “ocurrencia”, las asegura-
doras colombianas, a través de su entidad gremial FA-
SECOLDA, aprovechando el trámite en curso ante el 
Congreso de la República del proyecto de ley median-
te el cual se proponía la modificación de los artículos 
1036 y 1046 del código de comercio relativos al carácter 
solemne del contrato de seguro, con miras a dotarlo de 
naturaleza consensual, propusieron la introducción 
de un artículo – en definitiva el artículo 4º de la Ley 
389 de 1997 transcrito con anterioridad – mediante 
el cual, en su inciso primero, se consagró la viabilidad  
legal de los seguros claims made y de paso se amplió 
en general a los riesgos propios de las pólizas de ma-
nejo, la posibilidad legal del otorgamiento de cobertu-
ra bajo en concepto de amparo por “descubrimiento”, 
inicialmente limitada en forma exclusiva a los riesgos 
propios de la actividad financiera por el artículo 23 de 
la Ley 35 de 1993.(10)  

Cabe poner adicionalmente de presente a este respec-
to, como con acierto lo consignan en sesudos estudios 
sobre la materia los ilustres juristas Carlos Ignacio Ja-
ramillo(11), Andrés Ordóñez(12)  y Juan Manuel Díaz-Gra-
nados(13), el hecho de que la en ese entonces reciente-
mente expedida normatividad española sobre el seguro 
por reclamación o claims made, tuvo una marcada in-
fluencia sobre la consagración en el ordenamiento ju-
rídico colombiano de dicha modalidad de cobertura.

(7) CÁMARA DE COMERCIO DE BOGOTA. Laudo arbitral del 14 de septiembre de 
2006. Tribuna integrado por los doctores Carlos Esteban Jaramillo Schloss, Anto-
nio Pabón Santander y Alejandro Venegas Franco.

(8) Ley 389 de 1997, artículo 4º: “En el seguro de manejo y riesgos financieros 
y en el de responsabilidad la cobertura podrá circunscribirse al descubrimien-
to de pérdidas durante la vigencia, en el primero, y a las reclamaciones formu-
ladas por el damnificado al asegurado o a la compañía durante la vigencia, 
en el segundo, así se trate de hecho ocurridos con anterioridad a su iniciación. 
Así mismo, se podrá definir como cubiertos los hechos que acaezcan durante la vi-
gencia del seguro de responsabilidad siempre que la reclamación del damnificado 
al asegurado o al asegurador se efectúe dentro del término estipulado en el contra-
to, el cual no será inferior a dos años.

Parágrafo. El Gobierno Nacional, por razones de interés general, podrá extender lo 
dispuesto en el presente artículo a otros ramos de seguro que así lo ameriten.”  

(9) Acción consagrada en el artículo 1133 del Código de Comercio modificado por 
el artículo 87 de la Ley 45 de 1990, el cual es del siguiente tenor: “Acción de los 
damnificados en los seguros de responsabilidad.

En el seguro de responsabilidad civil los damnificados tienen acción directa con-
tra el asegurador. Para acreditar su derecho ante el asegurador de acuerdo con el 
artículo 1077, la víctima en ejercicio de la acción directa podrá en un solo proce-
so demostrar la responsabilidad del asegurado y demandar la indemnización del 
asegurador.”

(10) Ley 35 de 1993, artículo 23: “En los seguros que tengan por objeto el amparo de 
los riesgos propios de la actividad financiera, se podrán asegurar, mediante con-
venio expreso, los hechos pretéritos cuya ocurrencia es desconocida por tomador y 
asegurador”.

(11) JARAMILLO JARAMILLO, CARLOS IGNACIO: “La Configuración del Siniestro 
en el Seguro de Responsabilidad Civil”. Colección Ensayos No. 15, Pontificia Uni-
versidad Javeriana. Bogotá. Editorial Temis, octubre 2011.

(12) ORDÓÑEZ ORDÓÑEZ, ANDRES: “El Contrato de Seguro. Ley 289 de 1997 y 
otros estudios”, Bogotá, Universidad Externado de Colombia, 1998.

(13) DÍAZ-GRANADOS ORTIZ, JUAN MANUEL: “El Seguro de Responsabilidad”. 
Editorial Universidad del Rosario y Pontificia Universidad Javeriana, Segunda 
edición 2012.
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4.	El siniestro en el seguro de responsabilidad civil 
otorgado bajo la modalidad tradicional de seguro por 
ocurrencia.

Hecha la anterior sucinta exposición sobre el concep-
to de seguro claims made o por reclamación, procede 
adentrarse en el análisis del siniestro en el seguro de 
responsabilidad civil, en primer término bajo la mo-
dalidad tradicional de seguro por ocurrencia y luego, 
en el capítulo siguiente, bajo la nueva modalidad de 
seguro claims made o por reclamación.

Diversas han sido las posiciones de la doctrina acer-
ca del momento en que bajo la modalidad de seguro 
por ocurrencia se entiende configurado el siniestro en 
el seguro de responsabilidad civil. Las teorías más so-
bresalientes al respecto son las que lo ubican en: a) el 
hecho generador del daño a la víctima; b) la presen-
tación formal de reclamación por parte de la víctima 
bien al asegurado causante del daño o bien  al asegu-
rador de este, c) el establecimiento del daño causado 
y, por ende, del monto en que debe ser indemnizado, 
si lo hubiere, o d) una combinación de los anteriores.

Pasando por alto, de una parte por las limitaciones im-
puestas a la extensión del presente estudio y de otra por 
exceder en realidad los objetivos concretos del mismo, 
el análisis de las diversas teorías enunciadas – las que 
dicho sea de paso analiza en forma amplia y muy clara 
el eminente jurista Juan Manuel Díaz-Granados en su 
ya citada obra El Seguro de Responsabilidad – proce-
demos a referirnos a la posición adoptada por el legis-
lador colombiano al respecto, en tratándose del seguro 
de responsabilidad civil.

Antes de la entrada en vigencia de la modificación in-
troducida por el artículo 86 de la Ley 45 de 1990 al ar-
tículo 1131 del Código de Comercio, se presentaba en 
Colombia una álgida polémica sobre el momento a 
partir del cual debería entenderse configurado el si-
niestro en el seguro de responsabilidad civil, motiva-
da en alto grado precisamente por el propósito, al fin 
de cuentas infructuoso según se vio con anterioridad, 
de armonizar la regla sobre prescripción de las accio-
nes en el contrato de seguro consignada en el artículo 
1081 del Código de Comercio, con el régimen general 
de la prescripción de la responsabilidad consagrado 
en el Código Civil.

El artículo 86 de la Ley 45 de 1990 puso fin – al menos 
desde la óptica del régimen legal aplicable a los segu-
ros otorgados bajo la modalidad de cobertura por ocu-
rrencia – a la citada polémica, en la medida en que, 
según se vio con anterioridad, estableció que “En el 
seguro de responsabilidad, se entenderá ocurrido el 
siniestro en el momento en que acaezca el hecho ex-
terno imputable al asegurado…”. Tal y no otro es, por 
lo tanto dentro del régimen legal vigente en Colombia 
respecto de los seguros por ocurrencia, el momento en 
que adquiere entidad el siniestro en el seguro de res-

ponsabilidad civil. Hoy en día la doctrina y la jurispru-
dencia colombianas son pacíficas sobre el tema, en lo 
tocante, reiteramos, con los seguros otorgados bajo la 
modalidad de cobertura por ocurrencia. 

5.	El siniestro en el seguro de responsabilidad 
civil otorgado bajo la modalidad de seguro por 
reclamación o claims made.

Ahora bien, lo aquí consignado que, como se anotó, 
luego de expedido el artículo 86 de la Ley 45 de 1990 
no ameritó mayormente discusión entre los estudio-
sos del tema ni en la jurisprudencia nacional, es hoy 
objeto de nuevo estudio, a raíz de la expedición por 
parte del Congreso de la República de la Ley 389 de 
1997 y más concretamente del anteriormente trans-
crito inciso primero del artículo 4º de la citada norma, 
mediante el cual se dio cabida legal en nuestro medio 
a los seguros claims made o por reclamación.

La cobertura requiere para su exigibili-
dad, de la reclamación por parte de la 
víctima al asegurado o a su asegurador

En efecto, si bien al tenor de lo dispuesto por la cita-
da norma, en el seguro de responsabilidad la cobertu-
ra podrá circunscribirse a las reclamaciones formula-
das por el damnificado al asegurado o al asegurador 
durante la vigencia del seguro, así se trate de hechos 
ocurridos con anterioridad a la iniciación de la mis-
ma, procede preguntarse entonces si, no obstante lo 
consignado en el artículo 1131 vigente del Código de 
Comercio, en los seguros de responsabilidad civil por 
reclamación o claims made el siniestro lo constituye, 
en realidad, la ocurrencia del hecho externo imputa-
ble al asegurado.

El cuestionamiento anterior es válido en la medida 
en que, en el seguro por reclamación o claims made, 
la simple ocurrencia del hecho externo generador del 
daño no se constituye en si misma como el hecho ge-
nerador de la responsabilidad a cargo del asegurador, 
pues la cobertura – al tenor de lo consignado en el va-
rias veces citado artículo 4º inciso primero de la Ley 389 
de 1997 – requiere para su exigibilidad, de la reclama-
ción por parte de la víctima o damnificado al asegura-
do o a su asegurador dentro de la vigencia del seguro, 
reclamación sin la cual – al menos en principio – no 
solo no habría cobertura bajo la póliza para el hecho 
generador de responsabilidad, sino que, expirada la 
vigencia del seguro, salvo pacto contractual en con-
trario, el mismo dejaría de estar amparado, aún en el 
evento de que el tercero decidiese entonces, o sea una 
vez vencida la vigencia de la cobertura, iniciar acción 
formal o informal de reparación contra el asegurado o 
su asegurador.
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6.	Posición de la Doctrina Internacional respecto del 
siniestro en el seguro de responsabilidad civil otorgado 
bajo la modalidad de seguro por reclamación o claims 
made.

6.1.	 Tesis de quienes identifican el siniestro con la recla-
mación. 

La doctrina internacional no ha sido pacífica en relación 
la concepción de lo que constituye el siniestro en el se-
guro de responsabilidad civil bajo la modalidad claims 
made o por reclamación. 

Importantes tratadistas que en el ámbito internacio-
nal se han ocupado de este tema identifican el siniestro 
con la reclamación. Sin adentrarnos por razón de las li-
mitaciones del presente trabajo en el análisis de sus te-
sis, procede hacer referencia, así sea brevemente, entre 
otros partidarios de dicha tesis, a: Fernando Sánchez 
Calero, Evelio Verdera y Tuells, Fernando Reglero Cam-
po, Luisa M. Atienza y Raquel Evangelio. Veamos:

Fernando Sánchez Calero en su estudio “Delimitación 
temporal del riesgo en el seguro de responsabilidad civil 
tras la modificación del artículo 73 de la Ley del Contra-
to de Seguro”(14), manifiesta: “(…) el dato especial de estas 
cláusulas es la consideración como <<siniestro>> no el mo-
mento de verificación del hecho dañoso, sino el de la verifi-
cación de la reclamación del asegurador, de forma tal, que 
puedan incluirse dentro de la cobertura del seguro hechos 
dañosos producidos con anterioridad a la vigencia del con-
trato, pero desconocidos por el asegurado, que se reclamen 
dentro de ese período de vigencia, y también que se cubren 
las reclamaciones producidas dentro de un plazo, determi-
nado en la póliza, que sea posterior a la terminación de la 
vigencia del contrato”.   

En el mismo sentido Evelio Verdera y Tuells pone de 
presente que “… la reclamación del perjudicado no es 
una mera notificación (…) la cláusula claims made inte-
gra <<una modalidad específica dentro de los seguros de res-
ponsabilidad civil, en los que la reclamación del perjudicado 
no es una mera notificación (…) sino que constituye el objeto 
mismo de la cobertura, esto es, el siniestro en esta modalidad 
asegurativa>>”.(15)

Igualmente, Fernando Reglero Campo estima que: “En 
una modalidad claims made, en sentido estricto, los con-
ceptos de “riesgo” y “siniestro” experimentan una profunda 
transformación. El siniestro en estos casos se produce no por 
la verificación del hecho dañoso, sino por la reclamación del 
perjudicado, por lo que si aquel ocurre con anterioridad a la 
entrada en vigencia de la póliza de seguro, el contrato será 
válido.(16)

Finalmente, Luisa M. Atienza N y Raquel Evangelio L. 
concluyen que: “Pero hay quienes sostienen con acierto 
(Reglero Campos), que es más bien un problema relaciona-
do con el siniestro, pues condicionar la cobertura del seguro 
de la reclamación de la víctima, significa, ni más ni menos, 
que identificar esa reclamación con el siniestro”(17)

6.2 	Tesis de quienes distinguen entre el siniestro y la 
reclamación.

Por otra parte, no menos ilustres tratadistas internacio-
nales como Claudio Spayer y H. Miguel Soto en Argentina 
y Jerôme Kullmann en Francia, estiman que en el seguro 
claims made o por reclamación, al igual que en el seguro 
de responsabilidad por ocurrencia, el siniestro continúa 
siendo el hecho externo imputable al asegurado. Veamos:

De una parte, los ilustres juristas argentinos Claudio Spa-
yer y H. Miguel Soto(18), estiman que: 

“No es cierto que en aquellos seguros de responsabilidad civil 
que incluyen esta cláusula – la de claims made – el sinies-
tro sea el reclamo del asegurado. Esta afirmación esconde, 
en nuestra opinión, un error conceptual. 

El siniestro nace cuando nace el débito de responsabilidad 
civil del asegurado, ya que esta responsabilidad es condi-
ción necesaria del mismo. 

Por lo tanto en el seguro de responsabilidad civil con cláu-
sula “Claims Made”, el siniestro también nace cuando nace 
la responsabilidad civil de asegurado, sólo que se excluyen 
de la cobertura, entre otros, aquellos supuestos en que no se 
produce el reclamo de la víctima dentro de un determinado 
tiempo” 

Por otra parte el reconocido tratadista francés, Jerôme Ku-
llmann, según consigna Juan Manuel Díaz-Granados(19) en 
la segunda edición de su obra El Contrato de Seguro:

“El tema no es pacífico a nivel doctrinal. Por ejemplo, en 
Francia, Jerôme Kullmann sostiene que las cláusulas claims 
made no corresponden a cláusulas de definición de siniestro, 
sino de condición suspensiva de la garantía del asegurador. 
En su opinión, el siniestro es el surgimiento de la deuda de 
responsabilidad a cargo del asegurado, momento en el cual 
nace la obligación del asegurador, la cual se sujeta a una 
condición suspensiva consistente en la formulación del re-
clamo en un cierto plazo.”

 (14) SÁNCHEZ CALERO, FERNANDO: La delimitación temporal del riesgo en el 
seguro de responsabilidad civil tras la modificación del artículo 73 de la Ley del 
Contrato de Seguro”. Citado por Carlos Ignacio Jaramillo. “Derecho de Seguros” 
Tomo II, pág. 368. 

(15) VERDERA Y TUELLS, EVELIO: “La cláusula <<claims made>> ante la jurispru-
dencia del Tribunal Supremo Español. Una primera revisión crítica.” En Revista 
Ibero-Americana de Derecho de Seguros, número 8. Bogotá, Pontificia Univer-
sidad Javeriana, 2000. Citado por Carlos Ignacio Jaramillo. Derecho de Seguros 
Tomo II, pág. 368.

(16 )REGLERO CAMPO, FERNANDO: “Objeto, riesgo y siniestro en el seguro de res-
ponsabilidad civil: reflexiones en torno a las llamadas cláusulas Claims Made, en 
Iniuria, núm. 1 Madrid, 1994. Citado por Carlos Ignacio Jaramillo en “Derecho de 
Seguros” Tomo II, pág. 368 y 369.

(17) ATIENZA M., LUISA Y EVANGELIO L. RAQUEL: “El seguro de responsabilidad 
civil”, en Comentarios a la ley del contrato de seguro, Valencia, Tirant lo Blanch, 
2002. Citado por Carlos Ignacio Jaramillo en Derecho de Seguros Tomo II, pág. 
370.

(18) SPAYER, CLAUDIO Y SOTO, MIGUEL: “El seguro como instrumento eficaz para 
la prevención y reparación del <<daño ambiental>> y de los <<particulares>> deri-
vados del mismo”. Revista Ibero-Latinoamericana de Derecho de Seguros número 
9 Bogotá 1996, pág. 141
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7.	Posición de la Doctrina Nacional respecto del 
siniestro en el seguro de responsabilidad civil otorgado 
bajo la modalidad de seguro por reclamación o claims 
made.

7.1.	 Tesis de quienes identifican el siniestro con la recla-
mación. 

Como consecuencia del cambio introducido por el pri-
mer inciso del artículo 4º de la Ley 389 de 1997, nota-
bles estudiosos del derecho de seguros en Colombia, y 
más concretamente entre ellos los prestigiosos juris-
tas Carlos Ignacio Jaramillo y Juan Manuel Díaz-Gra-
nados, quienes se han ocupado en extenso del tema, y 
más recientemente, por una parte, María Cristina Isaza 
y, por otra, Nicolás Uribe, quien hace un somero aná-
lisis del mismo en su reciente obra El Régimen Gene-
ral de Responsabilidad Civil de los Administradores de 
Sociedades y su Aseguramiento, siguiendo un prestan-
te sector de la doctrina internacional reciente, llegan a 
la conclusión de que en los denominados seguros por 
reclamación o claims made, el siniestro lo constituye, 
la reclamación presentada por el damnificado o vícti-
ma, bien al asegurado o bien a su asegurador. En efec-
to, veamos:

El profesor Carlos Ignacio Jaramillo, tanto en el Tomo 
II de su obra Derecho de Seguros(20), como en las de más 
reciente aparición, La Configuración del Siniestro en el 
Seguro de la responsabilidad Civil(21) y La Prescripción 
en el Contrato de Seguro(22) se refiere al tema en los si-
guientes términos:

“En este orden de ideas, podría considerarse que la ley 
389 de 1997, en lo tocante con el tema de claims made, 
supuso una redefinición del concepto de siniestro, de cara 
a lo regulado en esta materia por el artículo 1131 del Có-
digo de Comercio que, como precedentemente se anotó, 
acogió la teoría – genérica – del surgimiento del débito 
o deuda de responsabilidad o, si se prefiere, del evento 
dañoso.

Dicha redefinición, en lo fundamental, estribaría en la 
modificación del hecho activador de la responsabilidad 
del asegurador, al mismo tiempo que del derecho co-
rrelativo de crédito radicado en cabeza de la víctima o 
sus causahabientes, toda vez que frente al nuevo sistema 
prohijado por el artículo 4° de la ley 389 en comento, no 
parece aconsejable circunscribirlo al acaecimiento del 
precitado hecho  externo sino, muy por el contrario, a 
la reclamación formulada por el damnificado o por sus 
causahabientes.  Al fin y al cabo, en este régimen el ase-
gurador se compromete a indemnizar, de conformidad 
con la modalidad seleccionada, las pérdidas que, con 
prescindencia de la materialización física del hecho da-
ñoso – relativa o absoluta, conforme a la modalidad o 
modalidades ahijadas – le sean reclamadas durante la 
vigencia o el término ulterior acordado, vale decir, du-
rante el denominado período post-contractu.

En consecuencia, es la reclamación en este nuevo siste-
ma, obviamente supuestos los demás requisitos de rigor 
(daño, imputabilidad, cobertura, etc.), el hecho jurídico 
en virtud del cual se obliga la responsabilidad del asegu-
rador, pues se ha hecho de ella a consciencia, su razón 
de ser, su única explicación funcional, primordialmente 
con estribo en insoslayables razones de índole práctica, 
como quiera que no se puede desconocer que, por esta 
vía, la estructuración del siniestro, un concepto harto 
espinoso y, en veces, inasible, se torna más simple y tan-
gible.” 

Y más adelante reitera: 

Ante esta específica situación, se nos antoja más sensa-
to pensar, aceptando la eficacia de este tipo de estipula-
ción, en el medio nacional (claims made restrospective 
date), que el siniestro – sólo en este prototípico sistema – 
lo constituye  la reclamación y en modo alguno el hecho 
externo imputable al asegurado, por lo menos en forma 
insular, aislada o autonómica, criterio que, por la me-
cánica inherente al nuevo esquema, no es definitorio de 
responsabilidad, como sí lo es la formulación de la re-
clamación. No en balde, en él todo – o prácticamente 
todo – gira en torno a ella, aún el término inglés claims 
made: hecho – o formulado – el reclamo.”

En su obra “La Configuración del siniestro en el seguro 
de responsabilidad civil” reitera el profesor Jaramillo 
la posición anterior cuando, refiriéndose a la Ley 389 
de 1997, manifiesta que:

“Concluyendo, la expedición de la ley 389, en concreto la 
entrada en vigencia de su artículo 4º, primer inciso, orien-
tado a regular la posibilidad de que las partes contrac-
tualmente delimiten el riesgo asegurable en el seguro de 
responsabilidad civil con sujeción a criterios disímiles a los 
inveteradamente aceptados en el sistema ordinario, trajo 
consigo no sólo la legitimación de este mecanismo —más 
allá de las glosas que, fundada o infundadamente se le 
formulan, como se apreció—, sino también la redefinición 
del hecho activador de la responsabilidad del asegurador, 
cuál es el siniestro que, lo anotamos, de modo muy global 
en esta exposición, es ahora la reclamación, por lo menos 
tratándose de este régimen excepcional (…).(23) 

(19) DIAZ-GRANADOS, JUAN MANUEL, “El Seguro de Responsabilidad”, segunda 
edición, pág. 180, en referencia a KULLMANN, JEROME. “Lamy assurances”, Edi-
torial Wolters Kluver, France, 2007 p. 493.

(20) JARAMILLO JARAMILLO, CARLOS IGNACIO: “Derecho de Seguros” Tomo II. 
Colección Estudios, Pontificia Universidad Javeriana. Bogotá. Editorial Temis, 
agosto 2011. Pág. 372 y 373. 

(21) JARAMILLO JARAMILLO, CARLOS IGNACIO: “La Configuración del Siniestro 
en el Seguro de Responsabilidad Civil”. Colección Ensayos No. 15, Pontificia Uni-
versidad Javeriana. Bogotá. Editorial Temis, octubre 2011.

(22) JARAMILLO JARAMILLO, CARLOS IGNACIO: “La Prescripción den el Contrato 
de Seguro”. Colección Ensayos No. 16, Pontificia Universidad Javeriana. Bogotá. 
Editorial Temis, marzo 2012.

(24) JARAMILLO JARAMILLO, CARLOS IGNACIO. “La configuración del siniestro 
en el seguro de responsabilidad civil”, óp. cit. p. 258. En igual sentido se pronuncia 
este autor en “Derecho de Seguros”, T II, Pontificia Universidad Javeriana y Edito-
rial Temis, Bogotá, 2011, pág. 372
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Por su parte, Juan Manuel Díaz-Granados consigna al 
respecto en la ya citada segunda Edición de su conoci-
da obra El Seguro de Responsabilidad(24)

“Si conforme al artículo 1072 del Código de Comercio 
siniestro es la realización del riesgo asegurado, es ne-
cesario concluir que la Ley 389 de 1997 en su artículo 
4, inciso 1, modificó el concepto de siniestro para esta 
modalidad en particular. En otros términos, si con base 
en esta ley los contratantes pactaron que el riesgo ase-
gurado se refiere a las reclamaciones presentadas du-
rante la vigencia, para estos efectos habrá que entender 
modificado el artículo 1131 del Código de Comercio y, 
en consecuencia, concluir que el siniestro se presenta en 
el momento de la reclamación y no cuando acaezca el 
hecho externo imputable al asegurado. El artículo 1131 
citado mantiene su entera vigencia para la modalidad 
de ocurrencia.

Igualmente, María Cristina Isaza es de la opinión de 
que:

“Hasta tanto no se presente la reclamación por parte de 
la víctima al asegurado o  a la aseguradora no se puede 
entender ocurrido el siniestro, no se ha realizado el ries-
go previsto en el contrato de seguro y no se ha cumplido 
la condición que hace exigible la obligación de la ase-
guradora. En consecuencia, los términos de prescrip-
ción empiezan a correr respecto de la víctima desde el 
momento en el que se formula la reclamación.(25)

Más recientemente Nicolás Uribe Lozada en su obra 
antes citada sobre el régimen de la responsabilidad ci-
vil de los administradores de sociedades y su asegura-
miento, al tratar el tema de la prescripción de la obli-
gación indemnizatoria en los seguros claims made o 
por reclamación, acoge en esencia las tesis de los pro-
fesores Jaramillo y Diaz-Granados. A los planteamien-
tos del doctor Uribe nos referiremos más adelante al 
tratar el tema central del presente documento, o sea la 
prescripción del derecho del asegurado al pago de la in-
demnización en el seguro de responsabilidad civil por 
reclamación o claims made.

7.2 	 Tesis de quienes distinguen entre el siniestro y la re-
clamación.

La doctrina colombiana no ha sido, sin embargo, pací-
fica al respecto. En efecto, Andrés Ordóñez, considera 
que aún en los seguros por reclamación o claims made 
el hecho constitutivo del siniestro es el evento externo 
imputable al asegurado. Veamos:

“… el código de comercio colombiano, desde su redac-
ción original tuvo el indudable acierto de diferenciar en 

el caso del seguro de responsabilidad civil, la ocurrencia 
del siniestro de la exigibilidad de la obligación del ase-
gurador que son fenómenos que, en los demás ramos del 
seguro, se suceden al mismo tiempo. En el caso del se-
guro de responsabilidad esa exigibilidad sólo se produce 
una vez que la víctima ha formulado una reclamación 
judicial o extrajudicial al asegurado”.(26)

Y más adelante precisa:

“Este problema, que no es estrictamente jurídico, es el 
que lleva en la práctica a imponer la utilización de las 
cláusulas claims made y a suscitar la controversia en 
cuanto al momento de realización del siniestro en el se-
guro de responsabilidad civil, cuando, como ya se ha 
dicho, en realidad el tema de la reclamación de la vícti-
ma es solamente un tema que debe plantear dudas razo-
nables sobre la exigibilidad de la obligación del asegu-
rador, pero no sobre la existencia misma del siniestro ya 
que indudablemente desde el momento en que el daño se 
produce dentro de circunstancias que legalmente com-
prometen la responsabilidad del asegurado, pocas dudas 
deben caber de que el riesgo asegurado se ha realizado y 
que el daño patrimonial del mismo se ha consumado, si 
bien ese daño puede tardar más o menos tiempo en ha-
cerse efectivo o puede incluso desaparecer eventualmen-
te más tarde, si la víctima no reclama con tiempo….”(27)

Concluye finalmente el profesor Ordoñez:

“2 ¿Modificación del concepto de siniestro? 

Se alteró con la nueva definición de la ley el concepto de 
riesgo. La respuesta que se de a este interrogante nun-
ca será suficientemente satisfactoria, pero me inclino a 
pensar que la misma será negativa. La nueva ley, a mi 
juicio, no ha pretendido modificar el concepto de sinies-
tro tal como se define, como ya se vio, en el artículo 1131 
del Código de Comercio: el hecho externo imputable al 
asegurado. Por lo mismo, al iniciar esta exposición se ha 
sostenido que la nueva ley lo que consagra a este respec-
to es la posibilidad de aseguramiento del riesgo putativo 
en el seguro de responsabilidad civil, en la medida en 
que esa ley permite cubrir la incertidumbre acerca de 
la existencia de un siniestro  en el pasado, si ello es así es 
porque el siniestro sigue siendo el hecho externo que ha 
causado el daño y que, conforme a la nueva ley, puede 
cubrirse siempre y cuando el asegurado desconozca que 
ese hecho ha ocurrido o, por lo menos, sus consecuencias 
dañosas.”(28)

(25) ISAZA POSSE, MARÍA CRISTINA: “Ámbito tem-
poral de la cobertura y prescripción en el seguro de 
responsabilidad civil”. Revista Ibero-Americana de 
Derecho de Seguros, número 22, Bogotá, Pontificia 
Universidad Javeriana, pág. 146. 

(26) ORDÓÑEZ ORDÓÑEZ, ANDRÉS. El contrato de 

seguro. Ley 389 de 1997 y otros estudios”, Universi-
dad Externado de Colombia, Bogotá, 1998, págs. 102 
y 103.

(27) ORDÓÑEZ ORDÓÑEZ, ANDRÉS. “El contrato de 
seguro. Ley 389 de 1997 y otros estudios”, Universidad 
Externado de Colombia, Bogotá, 1998, págs. 114 y 115.

(28) ORDÓÑEZ ORDÓÑEZ, ANDRÉS. “El contrato de 
seguro. Ley 389 de 1997 y otros estudios”, Universidad 
Externado de Colombia, Bogotá, 1998, págs. 126; 128.

(29) ORDÓÑEZ ORDÓÑEZ, ANDRÉS. “El contrato de 
seguro. Ley 389 de 1997 y otros estudios”, Universi-
dad Externado de Colombia, Bogotá, 1998, pág. 89.
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8.	Posición del suscrito respecto del siniestro en el 
seguro de responsabilidad civil otorgado bajo la 
modalidad de seguro por reclamación o claims made.

Una vez realizado el breve recuento anterior sobre al-
gunos de los más generalmente aceptados criterios de 
los doctrinantes en relación con el hecho constituti-
vo del siniestro en el seguro de responsabilidad civil 
por reclamación o claims made, procederemos a fijar 
nuestra posición al respecto.

Acometer dicha tarea resulta indispensable en la me-
dida en que la posición que se asuma sobre el tema 
tiene, como seguramente no se escapará al buen cri-
terio del lector, tendrá una incidencia determinante 
en el criterio que habrá de adoptarse en lo referente a 
la prescripción del derecho del asegurado al pago de la 
indemnización en el seguro de responsabilidad civil 
por reclamación o claims made, tema central del pre-
sente estudio.

Como quedó ampliamente expuesto con anterioridad, 
la polémica se suscita en relación con los seguros de 
responsabilidad civil por reclamación o claims made, 
en la medida en que la cobertura otorgada bajo los mis-
mos se encuentra, al menos en principio, supeditada 
a que la reclamación del tercero damnificado bien al 
asegurado o bien al asegurador, se produzca dentro 
del término de vigencia de la póliza respectiva. Las te-
sis más representativas a este respecto fueron sucin-
tamente expuestas con anterioridad y si algo se des-
prende de los argumentos consignados a favor de una 
y otra posición es, ciertamente, que el tema es bastan-
te complejo, intrincado, álgido, por decir lo menos, a 
pesar de lo cual no debe eludirse, dada la especial tras-
cendencia del mismo, en lo tocante con la delimita-
ción de los derechos de las partes y de los terceros bajo 
la referida modalidad de cobertura en el seguro de res-
ponsabilidad.

Procedemos pues a exponer nuestro criterio sobre este 
espinoso tema del siniestro en el seguro de responsa-
bilidad civil por reclamación o claims made, plena-
mente conscientes de las dificultades que entraña el 
mismo y con el mayor respeto por las posiciones de 
quienes, por lo demás ilustres juristas, han venido con 
argumentos sólidos sosteniendo una tesis distinta y, si 
se quiere, opuesta a la nuestra. Lo hacemos, no está por 
demás manifestarlo, movidos primordialmente por el 
interés de suscitar una serie de reflexiones al respecto 
que estimamos válidas, más que de pretender dictar 
cátedra sobre el punto.

Hecha la anterior precisión, juzgamos pertinente, para 
empezar, poner de presente, como con acierto la hace An-
drés Ordóñez en su varias veces citada obra El contrato 
de seguro – Ley 389 de 1997 y otros estudios, que la tesis 
de que el reclamo de la víctima es el siniestro, surge con 
mucha anterioridad al nacimiento del seguro por recla-
mación o claims made. Al respecto comenta Ordóñez:

“Esta posición que parece tener prevalencia en Alemania 
y Francia; su origen se suele ubicar en el autor de esta 
última nacionalidad Hermard (1924: Teoría y Práctica 
de los Seguros Terrestres) y se basa en la consideración 
de que el seguro de RC pretende cubrir todo ataque di-
rigido contra el asegurado por un tercero, sea judicial 
o extrajudicialmente. Esta tesis ha sido adoptada por 
Vivante en Italia, aunque para él la reclamación de la 
víctima debe ser siempre judicial para que pueda en-
tenderse configurado el siniestro.”(29)

Mal podríamos, por lo tanto, desconocer la importan-
cia de dicho criterio si, como se anota, aún bajo la mo-
dalidad de seguro de responsabilidad civil por ocu-
rrencia, o sea, antes de entrar en escena el enfoque de 
la cobertura por reclamación o claims made, ya se sos-
tenía la tesis de que en el seguro de responsabilidad el 
siniestro se configura con el reclamo de la víctima.

Estimamos igualmente de la mayor conveniencia lla-
mar la atención sobre el hecho de que, si bien formu-
laremos nuestro planteamiento con fundamento en 
conceptos generales ampliamente aceptados por la 
doctrina tanto foránea como local, haremos especial 
énfasis en la normatividad vigente en Colombia so-
bre la materia y, particularmente, en lo que estima-
mos debe ser un armónico entendimiento de lo con-
signado en el varias veces citado artículo 4º,  parágrafo 
primero, de la Ley 389 de 1997, en concordancia, en-
tre otros, con los artículos 1054, 1072, 1074, 1075, 1127 
y 1131, del Código de Comercio, normas que en dicho 
estatuto definen el riesgo, el siniestro, el momento de 
iniciación del siniestro, las obligaciones del asegurado 
con ocasión de la ocurrencia del siniestro, el alcance 
del seguro de responsabilidad civil y la fecha en que, 
en el seguro de responsabilidad civil, se entiende ocu-
rrido el siniestro.

Sin adentrarnos en la polémica conceptual sobre lo que 
a la luz de la doctrina internacional debe considerarse 
como el siniestro en el seguro por reclamación o claims 
made, y circunscribiéndonos, por lo tanto, al ordena-
miento legal vigente en Colombia, debemos empezar 
por llamar la atención sobre el hecho de que, desde la 
expedición del artículo 1131 del Código de Comercio 
en su versión original, como luego con la reforma del 
mismo introducida por la Ley 45 de 1990, artículo 86, 
– antes transcritos – había sido en nuestro país supe-
rada la polémica sobre cuando se entiende ocurrido el 
siniestro en el seguro de responsabilidad civil.

Resulta pertinente, por otra parte, dejar en claro que, 
como ha sido generalmente reconocido, la regulación 
que en el artículo 4º de la Ley 389 de 1997 consagra 
el seguro por reclamación o claims made, no es pre-
cisamente un dechado de claridad, pues, además de 
imprecisa, adolece de una normatividad complemen-
taria, indispensable para la adecuada operatividad de 
dicha figura, normatividad que, justo es reconocerlo, 
ha sido en parte suplida por los clausulados que, para 
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algunas de las coberturas que operan bajo dicha mo-
dalidad de seguro ofrecen buena parte de las asegura-
doras en el mercado nacional, en especial, en cuanto 
que hace referencia al denominado seguro de respon-
sabilidad de directores y administradores, más cono-
cido como seguro de D&O.      

Dicho lo anterior, juzgamos de cardinal importancia 
poner de presente que, de conformidad con lo dispues-
to por el primer inciso del artículo 1054 del Código de 
Comercio, “Denomínase riesgo el suceso incierto que no de-
pende exclusivamente de la voluntad del tomador del ase-
gurado o del beneficiario, y cuya realización da origen a 
la obligación del asegurador…”. (Subraya fuera del texto 
original.)

De la norma transcrita se desprende con claridad que, 
bajo el contrato de seguro, el suceso que como tal sea 
susceptible de dar lugar al siniestro, para constituir 
riesgo asegurable, además de incierto, no debe depen-
der exclusivamente de la voluntad del tomador, del 
asegurado o del beneficiario. Ahora bien, bajo el segu-
ro de responsabilidad civil la solicitud de indemniza-
ción por parte del damnificado, si bien como en forma 
acertada anota Carlos Ignacio Jaramillo, debe estar ob-
viamente conectada con un hecho antecedente,(30) no 
deja de ser en sí misma un acto potestativo del cual, en 
últimas, dependería exclusivamente la existencia de 
siniestro en el seguro por reclamación o claims made, 
al tenor de quienes en Colombia identifican la recla-
mación con el siniestro.    

Por otra parte, a la luz de lo consignado por el artículo 
1072 del Código de Comercio, “Se denomina siniestro la 
realización del riesgo asegurado”. Ahora bien, el siniestro 
objeto de cobertura bajo el seguro de responsabilidad 
civil, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 
1127 del Código de Comercio(31), lo constituye precisa-
mente el detrimento patrimonial que efectivamente 
cause el asegurado a un tercero, como consecuencia de 
la responsabilidad civil en que llegare a incurrir, en el 
ejercicio de una actividad amparada bajo la respectiva 
póliza de seguro. El siniestro pues en el seguro de res-
ponsabilidad civil lo constituye, prima facie, el naci-
miento de la deuda de responsabilidad del asegurado 
para con el damnificado o víctima de una actuación 
suya, amparada bajo el respectivo contrato de seguro.

Adicionalmente, en nuestro criterio la norma que en el 
artículo 1072 del Código de Comercio define el siniestro, 
como las que en los artículos 1074 y 1075 consagran las 
obligaciones del asegurado con ocasión de la ocurren-
cia de siniestro(32), tienen en el seguro de responsabi-
lidad civil su razón de ser y su aplicabilidad práctica, 
a raíz de la ocurrencia del hecho generador del daño, 
no del reclamo de la víctima. Por ejemplo, mal podría 
el asegurado conocedor de un hecho generador de un 
daño a un tercero, excusarse de cumplir con las obli-
gaciones que le impone la ley con ocasión del sinies-
tro, por el simple hecho de que el tercero afectado no 

le hubiere aún reclamado la correspondiente indem-
nización de perjuicios, judicial o extrajudicialmente.

Finalmente, de acuerdo con la norma del artículo 1131 
del Código de Comercio, “En el seguro de responsabi-
lidad civil se entenderá ocurrido el siniestro en el mo-
mento en que acaezca el hecho externo imputable al 
asegurado…”. Lo consignado en la norma transcrita, si 
bien no exento de dificultades y por lo tanto de críticas, 
establece con claridad y en armonía con los textos de 
los artículos antes comentados del Código de Comer-
cio, el momento en que se entiende ocurrido el evento 
generador del detrimento patrimonial susceptible de 
cobertura bajo el seguro de responsabilidad civil.

Como expusimos con anterioridad, quienes propen-
den por la tesis de que en el seguro de responsabili-
dad civil por reclamación o claims made el siniestro se 
identifica con la reclamación del damnificado, sostie-
nen que el primer inciso del artículo 4º de la Ley 389 de 
1997 derogó tácitamente la norma del artículo 1131 del 
Código de Comercio. Sin embargo, a la letra, bien en-
tendido, el primer inciso del artículo 4º de la Ley 389 
de 1997, realmente no regula lo que constituye o no el 
siniestro; su texto, en cuanto hace referencia al segu-
ro por reclamación o claims made, se limita a auto-
rizar a las aseguradoras a circunscribir la cobertura a 
las reclamaciones que el damnificado formule bien al 
asegurado o bien al asegurador durante la vigencia del 
seguro, así se trate de hechos ocurridos con anteriori-
dad a la iniciación del mismo.

(30) “Y no se diga que en el sistema que someramente comentamos, las partes, a su 
libre arbitrio, no pueden configurar el precitado reclamo como un clásico riesgo, 
so pretexto de que el riesgo no pueda depender de la voluntad ni del tomador, ni del 
asegurado, ni del beneficiario, en este específico caso del damnificado que, en vir-
tud de lo reglado por el artículo 1127, se constituye en el beneficiario de la indem-
nización, como quiera que ello implicaría desconocer, nada menos, que la génesis 
del proceso dañoso en esta particular modalidad de aseguramiento que, iniciado 
con la irrupción del evento dañoso, debe concluir con la reclamación para que 
adquiera virtualidad jurídico-patrimonial respecto al asegurador, que es, como 
se sabe, el mecanismo acordado por las partes para activar la responsabilidad 
asegurativa”. JARAMILLO JARAMILLO, CARLOS IGNACIO: “Derecho de Seguros” 
Tomo II. Colección Estudios, Pontificia Universidad Javeriana. Bogotá. Editorial 
Temis, agosto 2011, pág. 377.

(31) Art. 1127. – Modificado L. 45/90, art. 84. Naturaleza del seguro de responsa-
bilidad civil. “El seguro de responsabilidad impone a cargo del asegurador la obli-
gación de indemnizar los perjuicios patrimoniales que cause el asegurado con mo-
tivo de determinada responsabilidad en que incurra de acuerdo con la ley y tiene 
como propósito el resarcimiento de la víctima, la cual, en tal virtud, se constituye 
en el beneficiario de la indemnización, sin perjuicio de las prestaciones que se le 
reconozcan al asegurado.

Son asegurables la responsabilidad contractual y la extracontractual, al igual que 
la culpa grave, con la restricción indicada en el artículo 1055.” 

 (32) Art. 1074. – “Ocurrido el siniestro, el asegurado estará obligado a evitar su 
extensión y propagación, y a proveer al salvamento de las cosas aseguradas.

El asegurador de hará cargo, dentro de las normas que regulan el importa de la 
indemnización, de los gastos razonables en que incurra el asegurado en cumpli-
miento de tales obligaciones”.

Art. 1075. – El asegurado o el beneficiario estarán obligados a dar noticia al ase-
gurador de la ocurrencia del siniestro, dentro de los tres días siguientes a la fecha 
en que lo hayan conocido o debido conocer. Este término podrá ampliarse, más no 
reducirse por las partes.

El asegurador no podrá alegar el retardo o la omisión si, dentro del mismo plazo, 
interviene en las operaciones de salvamento o comprobación del siniestro.”   
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A nuestro juicio, siguiendo el sentido llano de su tex-
to, lo que la norma en comento consagra no es una 
redefinición de lo que constituye el siniestro, sino la 
viabilidad para el asegurador de otorgar el seguro de 
responsabilidad civil con arreglo a unos términos y 
condiciones especiales – si se quiere sui generis – con-
sistentes, de una parte, en la posibilidad de sujetar la 
cobertura a que el perjudicado presente la respectiva 
reclamación durante la vigencia de la póliza y, de otra, 
en la posibilidad de otorgar cobertura, como en el se-
guro marítimo(33) o en el seguro por descubrimiento(34), 
respecto del riesgo putativo, o sea, respecto de la in-
certidumbre acerca de la ocurrencia de un siniestro en 
el pasado, siempre y cuando el asegurado desconozca 
que el hecho generador del mismo pueda haber ocu-
rrido o, por lo menos, que puedan haberse presenta-
do las consecuencias dañosas del mismo. Sin duda, si 
ello es así, es porque el siniestro sigue siendo el hecho 
externo que ha causado el daño, el cual, conforme a la 
nueva ley, puede encontrarse cubierto o no.

Lo hasta aquí consignado, nos lleva a concluir que a la 
luz de la normatividad vigente en Colombia, mal pue-
de, respecto de los seguros otorgados bajo la modalidad 
claims made, identificase el siniestro con la reclama-
ción del tercero perjudicado al asegurado o en acción 
directa al asegurador. Adicionalmente, según quedó 
dicho con anterioridad, es en nuestro criterio claro, de 
una parte, que, siguiendo las voces del artículo 1054 del 
Código de Comercio, el riesgo asumido por el asegura-
dor debe necesariamente corresponder a un hecho fu-
turo e incierto que no puede depender exclusivamente 
de la voluntad, entre otros, del beneficiario, hecho que 
mal puede ser el reclamo de la víctima y, de otra, que 
siendo el siniestro, según lo define el artículo 1072 del 
Código de Comercio, la realización del riesgo asegura-
do, o sea, el evento generador del daño indemnizable, 
mal puede identificarse con la reclamación que es, en 
definitiva, la acción tendiente a hacer efectivo el de-
recho a la indemnización. 

Ahora bien, en los seguros claims made efectivamente 
se condiciona el derecho, bien del asegurado o bien del 
damnificado o sus causahabientes, de hacer efectiva 
la obligación a cargo del asegurador, a que el tercero 
damnificado presente la respectiva reclamación den-
tro del término establecido para el efecto en la póliza, 
so pena de quedar sin cobertura. Es evidente pues, y a 
nuestro juicio no amerita mayor discusión, que la obli-
gación a cargo del asegurador se encuentra supedita-
da el ejercicio por parte del damnificado, ejercicio por 
demás autónomo, del derecho a reclamar la indemni-
zación del perjuicio sufrido.

En nuestro criterio tienen razón Claudio Spayer y H. 
Miguel Soto, cuando manifiestan que no es cierto que 
en los seguros de responsabilidad civil otorgados bajo 
la modalidad de seguro claims made, el siniestro sea el 
reclamo del asegurado pues, como ponen de presente 
dichos eminentes juristas, tal afirmación esconde un 
error conceptual. El siniestro realmente nace cuando 
nace el débito de responsabilidad, debito que es con-
dición necesaria para la concreción del siniestro, solo 
que en las pólizas claims made se excluye de la cober-
tura, entre otros supuestos, cuando el reclamo de la 
víctima se realiza fuera del término previsto en la pó-
liza, lo que es distinto de que el reclamo constituya en 
sí mismo el siniestro.

Tienen igualmente a nuestro juicio razón Andrés Or-
dóñez(35), cuando pone de presente que la Ley 389 no 
pretendió modificar el concepto de siniestro en el se-
guro de responsabilidad, como el hecho externo im-
putable al asegurado, tal como se define en el artículo 
1131 del Código de Comercio. Efectivamente manifies-
ta el profesor Ordóñez:  

“La nueva ley, a mi juicio, no ha pretendido modificar 
el concepto de siniestro tal como se define, como ya se 
vio, en el artículo 1131 del Código de Comercio: el hecho 
externo imputable al asegurado. Por lo mismo, al ini-
ciar la exposición se ha sostenido que la nueva ley lo que 
consagra a este respecto es la posibilidad de asegura-
miento del riesgo putativo en el seguro de responsabili-
dad civil, en la medida en que esa ley permite cubrir la 
incertidumbre acerca de la existencia de un siniestro  en 
el pasado, si ello es así es porque el siniestro sigue siendo 
el hecho externo que ha causado el daño y que, confor-
me a la nueva ley, puede cubrirse siempre y cuando el 
asegurado desconozca que ese hecho ha ocurrido o, por 
lo menos, sus consecuencias dañosas.”   

En efecto, así como en un seguro de infidelidad y ries-
gos financieros otorgado con base en la cobertura por 
“descubrimiento”, el siniestro lo constituye el detri-
mento patrimonial que sufre el asegurado como con-
secuencia de la apropiación indebida de bienes de pro-
piedad de este por parte de empleados a su servicio, no 
el hecho de que el asegurado “descubra” la existencia 
de dicha apropiación, en el seguro de responsabilidad 
otorgado con base en la cobertura por reclamación o 
claims made el siniestro lo constituye, necesariamen-
te, siguiendo las voces del artículo 1131 del C. Co., el 
acaecimiento del hecho externo imputable al asegu-
rado, no la “reclamación” que el tercero decida libre-
mente formular por razón de tal hecho.

(33) Respecto del seguro marítimo el artículo 1706 del 
Código de Comercio establece “Será válido el seguro 
marítimo sobre el riesgo putativo, esto es, el que sólo 
existe en la conciencia del tomador o del asegurado y 
del asegurador, bien sea porque ya haya ocurrido el 
siniestro o bien porque ya se haya registrado el feliz 
arribo de la nave al momento de celebrarse el contrato. 

Probada la mala fe del tomador o del asegurado, el 
asegurador tendrá derecho a la totalidad de la pri-
ma. Probada la mala fe del asegurador, deberá de-
volver doblado el importe de ella.

   

(34) Respecto de las pólizas de manejo y riesgos fi-
nancieros, al tenor de lo dispuesto por el artículo 4º 
primer inciso de la Ley 389 de 1997, antes transcrito.

(35)ORDÓÑEZ ORDÓÑEZ, ANDRES. Op. Cit. págs.126 
y 127.
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(36) DIAZ-GRANADOS, JUAN MANUEL, “El Seguro de Responsabilidad”, segunda edición, pág. 180, en referencia a KULLMANN, JEROME. “Lamy assurances”, Editorial 
Wolters Kluver, France, 2007 p. 493.

No le falta así mismo razón finalmente al profesor Jerô-
me Kullmann(36), cuando, según se vio con anteriori-
dad, en su obra Lamy Assurances, citado por Juan Ma-
nuel Díaz-Granados consigna que “…las claims made no 
constituyen cláusulas de definición de siniestro, sino tiene 
el carácter de condición suspensiva de la garantía del ase-
gurador”.

El siniestro, como acertadamente escribe el profesor 
Kullmann, es el surgimiento de la deuda de responsa-
bilidad a cargo del asegurado,  y es en dicho momento 
en el que nace la obligación del asegurador, si lo hu-
biere, obligación que, en cuanto a su exigibilidad, se 
encuentra sujeta a una condición suspensiva, expre-
samente autorizada por la ley, consistente en la for-
mulación del reclamo por parte del damnificado, bien 
al asegurado o directamente al asegurador, en un de-
terminado plazo.

En efecto, regresando al marco normativo vigente en 
Colombia, el artículo 4º primer inciso de la Ley 389 de 
1997, al establecer la posibilidad de otorgar seguros de 
responsabilidad bajo la modalidad claims made o por 
reclamación, consagra, como se comentó con anterio-
ridad, la facultad para el asegurador de circunscribir 
la cobertura, a que la reclamación del damnificado al 
asegurado o al asegurador, sea presentada dentro de 
un determinado lapso, lapso que, al tenor de lo dis-
puesto en el inciso segundo de la misma norma, de 
no otorgarse cobertura retroactiva, o sea, de circuns-
cribirse la cobertura a hechos ocurridos durante la vi-
gencia del seguro,  no deberá ser inferior a dos años.

Bien entendida la norma comentada, no consigna nada 
distinto de una autorización al asegurador para es-
tablecer un requisito o una condición específica para 
que el pago del siniestro le sea exigible. Si el requisito 
o condición al cual se encuentra válidamente supedi-
tada la obligación de indemnización a cargo del ase-
gurador deja de cumplirse, no por ello dejara de exis-
tir un siniestro. Cosa distinta es que el mismo no sea 
indemnizable. 

El siniestro es, por supuesto, según reza el artículo 
1072 del Código de Comercio, la realización del riesgo 
asegurado, pero, en definitiva, no porque un siniestro 
resulte no ser indemnizable, deja de ser siniestro. Tal 
sucede, por ejemplo, cuando el monto del daño sufri-
do por el asegurado se encuentra por debajo del dedu-
cible pactado, o cuando el derecho a hacer efectivo el 
pago de la indemnización se encuentra prescrito.

En síntesis, el hecho de que el asegurador, haciendo 
uso de la facultad que le confiere el artículo 4º primer 

inciso de la Ley 389 de 2007, someta la obligación de 
indemnizar un evento objeto de cobertura a la presen-
tación de reclamación por parte del damnificado bien 
al asegurado o bien al asegurador, dentro de un térmi-
no específico que consulte los requisitos de la citada 
norma, constituye, en nuestro criterio, una condición 
o requisito de exigibilidad de la obligación a cargo del 
asegurador, más no la redefinición del siniestro mis-
mo.

Finalmente, no compartimos el argumento de que el 
hecho activador de la responsabilidad del asegurador 
es la reclamación formulada por el damnificado o por 
sus causahabientes. El hecho activador de la responsa-
bilidad del asegurador, o sea, la razón de ser de la obli-
gación de indemnizar no puede, a nuestro juicio, ser 
otro que el daño causado por el asegurado e imputable 
a la responsabilidad de este. El que la reclamación de 
la víctima al asegurado deba realizarse dentro de un 
determinado lapso no es otra cosa, repetimos, que un 
requisito o condición adicional para hacer efectivo el 
pago de la indemnización.

De hecho, constituye provisión normal – y diríamos 
que ineludible en aras de equidad –bajo las pólizas 
claims made, la facultad para el asegurado de reportar 
al asegurador, durante la vigencia del seguro, cual-
quier hecho generador o potencialmente generador de 
un daño, respecto del cual existan razones para espe-
rar que la víctima o damnificado presente en el futuro 
solicitud de indemnización de perjuicios al asegurado 
o al asegurador en ejercicio de acción directa, para que 
sobre tal hecho se genere para el asegurador la poten-
cial obligación de indemnizarlo bajo la póliza.

Podría afirmarse al respecto que precisamente tal cir-
cunstancia demuestra que mientras no exista “recla-
mación” no existe el siniestro. Sin embargo, ubicados 
dentro de las normas que rigen un seguro por ocurren-
cia, la situación sería idéntica, es decir, constituye fa-
cultad – y normalmente más que facultad deber para 
asegurado –  reportar al asegurador los hecho que cau-
sen daños a terceros, de los cuales pudiera derivarse 
una reclamación, y es el hecho generador de la even-
tual responsabilidad del asegurador lo que, de confor-
midad con lo consignado en el artículo 1131 del Código 
de Comercio, constituye el siniestro. En conclusión, 
aún bajo la modalidad de seguro por ocurrencia, de 
no presentarse reclamación por parte del damnifica-
do, no habría, por sustracción de materia, lugar a in-
demnización alguna bajo el seguro de responsabilidad 
civil, lo cual no quiere decir que no haya siniestro.
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9.	Prescripción del derecho tanto del asegurado como 
del perjudicado a la indemnización en el seguro de 
responsabilidad civil otorgado bajo la modalidad de 
seguro por reclamación o claims made.

9.1 Tesis de quienes identifican el siniestro  
con la reclamación.

La conclusión a que se llegue en lo que atañe a la pres-
cripción del derecho tanto del asegurado como del ter-
cero perjudicado, a recibir el pago de la indemnización 
en el seguro de responsabilidad civil otorgado bajo la 
modalidad de seguro por reclamación o claims made, 
dependerá en forma determinante, como pasaremos a 
analizar, de la posición que se adopte con relación al 
hecho constitutivo del siniestro en esta novedosa mo-
dalidad de cobertura. A este  respecto comenta Nicolás 
Uribe(37) en su obra sobre el régimen de la responsabili-
dad de los administradores:

“El uso y aplicación de la norma del año noventa no pa-
rece tener mucho sentido ni cabida para el novedoso es-
quema “claims made”, pues en lo que tiene que ver con 
el término prescriptivo de la acción directa consagrada 
a favor de la víctima contra el asegurador, a todas lu-
ces sería ilógico que siendo el detonante de la cobertu-
ra otorgada, es decir el siniestro mismo, la reclamación 
presentada por la víctima al asegurado o directamente 
al asegurador, pudiera empezar a contarse el término 
prescriptivo de la acción directa a favor del beneficia-
rio desde el acaecimiento del hecho externo imputable al 
asegurado, hecho evidentemente anterior a la configu-
ración del siniestro bajo la modalidad “claims made. 

Tal contrasentido llevaría al equívoco de pensar y con-
cluir que empezaría a correr el término prescriptivo de un 
derecho, que en estricto sentido, aún no ha nacido, pues 
bien debe recordarse que es diferente el vínculo que exis-
te entre la víctima y el civilmente responsable, de la rela-
ción que existirá entre la víctima beneficiaria del seguro 
y el asegurador que ampara la responsabilidad civil de su 
asegurado, puesto que para que hubiese responsabilidad 
civil basta que se hubiese producido un daño imputable 
a un sujeto, pero para que exista cobertura por parte de 
un seguro de responsabilidad civil, no sólo es necesario 
ello, sino también que se verifiquen las condiciones esta-
blecidas en el contrato de seguro, siendo la principal de 
ellas que se hubiere elevado una reclamación en contra 
del asegurado.” 

Y más adelante agrega:(38)

“No cabe dudas que para llegar a conclusiones lógicas en 
necesario armonizar las normas en comento con la nueva 

modalidad “claims made” para poder concluir, si bien no 
de forma totalmente pacífica e inequívoca que, la pres-
cripción de la acción a favor del asegurado en contra de 
su asegurador empezará a correr desde el momento en 
que haya conocido o debido conocer la reclamación in-
demnizatoria de perjuicios por parte de la víctima, mo-
mento a partir del cual empezará a correr igualmente el 
término de prescripción ordinario de dos años para soli-
citar al asegurador el pago del siniestro. En el momento 
de la reclamación del tercero al asegurado se verifica-
rá, tanto el acaecimiento del siniestro como el punto de 
partida de la exigibilidad de la obligación del asegura-
dor ante el asegurado. Naturalmente siendo una recla-
mación un hecho visible, palpable, notorio lo normal es 
que siempre aplique el término ordinario de prescripción 
previsto en el artículo 1.081 del Código de Comercio y no 
sea necesario recurrir al sistema extraordinario.

En lo que atañe a la prescripción de la acción directa de 
la víctima en contra del asegurador, debemos concluir 
que siendo el siniestro en materia de “claims made” la 
reclamación misma, será el actuar de la víctima, recla-
mando ora al civilmente responsable, ora al asegurador 
de dicha responsabilidad, el que detone la cobertura con-
ferida. Es decir, es la conducta misma de la víctima la 
que configura y realiza tanto, el acaecimiento del sinies-
tro, como el inicio del cómputo prescriptivo de la acción 
directa en contra del asegurador.”

En otra palabras, debe concluirse que en materia de se-
guros de responsabilidad civil por reclamación, la ac-
ción directa consagrada por el artículo 1133 del Código 
de Comercio a favor de la víctima, se torna prácticamen-
te imprescriptible pues es exclusivamente  el actuar de la 
víctima el que marca el inicio del cómputo extintivo.” 

Los planteamientos del doctor Uribe, impecables desde 
la óptica de quienes como él sostienen la tesis de que en 
los seguros otorgados bajo la modalidad claims made 
el reclamo del tercero perjudicado bien al asegurado o 
bien al asegurador constituye el siniestro mismo, tro-
piezan con la dificultad, anotada por el propio Uribe, 
de que  “…en materia de seguros de responsabilidad civil 
por reclamación, la acción directa consagrada por el artí-
culo 1133 del Código de Comercio a favor de la víctima, se 
torna prácticamente imprescriptible pues es exclusivamente 
el actuar de la víctima el que marca el inicio del cómputo 
extintivo.” 

A nuestro juicio, la mayor dificultad que se cierne so-
bre la tesis que equipara el siniestro a la reclamación en 
el seguro de responsabilidad por reclamación o claims 
made, radica precisamente en el tema de la prescrip-
ción. En efecto, con arreglo a la tesis de que en el segu-

(37) URIBE LOZADA, NICOLÁS. “El Régimen General 
de la Responsabilidad Civil de los Administradores de 
Sociedades y su Aseguramiento”. Colección Mención 
de Honor, Pontificia Universidad Javeriana, Grupo 
Editorial Ibáñez, Bogotá,  págs. 506 y 507.

(38) URIBE LOZADA, NICOLÁS. “El Régimen General 
de la Responsabilidad Civil de los Administradores de 
Sociedades y su Aseguramiento”. Colección Mención 
de Honor, Pontificia Universidad Javeriana, Grupo 
Editorial Ibáñez, Bogotá,  págs. 508 y 509.

(39) ARTÍCULO 94. INTERRUPCIÓN DE LA PRESCRIP-
CIÓN, INOPERANCIA DE LA CADUCIDAD Y CONSTI-
TUCIÓN EN MORA. “La presentación de la demanda 
interrumpe el término para la prescripción e impi-
de que se produzca la caducidad siempre que el auto 
admisorio de aquella o el mandamiento ejecutivo se 
notifique al demandado dentro del término de un (1) 
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ro de responsabilidad bajo la modalidad claims made 
la reclamación del tercero damnificado al asegurado 
o al asegurador constituye el siniestro, será el tercero 
damnificado quien, al decidir autónomamente cuando 
presenta la reclamación, estará igualmente decidiendo 
desde cuándo empieza a correr la prescripción de su 
derecho a hacer efectiva la acción contra el asegurador. 
Dicha consecuencia por sí sola, constituye serio motivo 
de reserva respecto de la referida tesis.

Por otra parte, a la luz de lo consignado en el artículo 
94 de la Ley 1564 de 2012, según el cual el término de 
prescripción se interrumpe por el requerimiento escri-
to realizado al deudor directamente por el acreedor(39), 
bajo la tesis que equipara la reclamación y el siniestro 
en el seguro claims made, se presentaría la paradoja de 
que la prescripción del de derecho del tercero damni-
ficado al pago de la indemnización bajo el contrato de 
seguro, empezaría a correr y al mismo tiempo se inte-
rrumpiría, en el momento de la presentación por este 
último de la reclamación judicial o extrajudicial con-
tra el asegurador, en la medida en que la misma fuere 
formulada por escrito.   

9.2 Tesis de quienes distinguen entre el siniestro y la 
reclamación.

Ahora bien, en contraste con la tesis del doctor Uribe, 
tesis que, por demás, comparten los doctores Carlos Ig-
nacio Jaramillo, Juan Manuel Díaz-Granados y María 
Cristina Isaza, con arreglo al criterio de que en el se-
guro de responsabilidad civil otorgado bajo la forma 
de cobertura por reclamación o claims made, una cosa 
es el siniestro y otra distinta, si bien complementaria 
para efectos de hacer efectivo el pago de la indemniza-
ción por parte del asegurador, es la exigencia de que la 
reclamación sea presentada dentro de un determinado 
lapso, podemos concluir respecto de la prescripción de 
la acciones para el pago de la indemnización que, a la 
luz de lo consignado en el artículo 1131 del Código de 
Comercio, en el seguro por reclamación, la acción del 
damnificado o victima contra el asegurador prescribi-
rá, como en el caso de los seguros de responsabilidad 
bajo la modalidad de cobertura por ocurrencia, una vez 
transcurridos cinco años(40) desde cuando hubiese suce-
dido el siniestro, o sea desde el momento en que hubiere 
acaecido el hecho externo imputable al asegurado. Por 
otra parte, la acción del asegurado contra el asegurador 
prescribirá, al igual que en el caso de los seguros de res-
ponsabilidad bajo la modalidad de cobertura por ocu-
rrencia, una vez transcurridos dos años desde cuando 
la víctima le hubiere formulado la respectiva petición 
judicial o extrajudicial.

No existe realmente, a nuestro juicio, razón alguna para 
que, dependiendo de la modalidad de seguro de respon-
sabilidad civil que hubiese adquirido el asegurado cau-
sante de un daño amparado – seguro por ocurrencia o 

seguro por reclamación o claims made – el término de 
prescripción, o sea el término establecido al damnifi-
cado o a sus causahabientes para hacer efectivo el pago 
de la indemnización por parte del asegurador, sea dife-
rente o, más concretamente, sea indefinido en tratán-
dose de un seguro por reclamación o claims made y de 
cinco años en tratándose de un seguro por ocurrencia. 
Donde existe la misma razón debe regir la misma dis-
posición reza un viejo y sabio principio jurídico.   

En idéntico sentido se pronuncia el doctor Andrés Or-
dóñez, quien en referencia al problema de la prescrip-
ción en el seguro de responsabilidad civil manifiesta 
que:  

“c) El comienzo del término de prescripción de la acción 
(art. 1131 C. de Co.). En este caso, dado que las reglas no 
fueron cambiadas, no hay lugar a pensar que haya po-
dido tener modificación alguna en este aspecto el régi-
men del Código de Comercio anterior a la expedición de 
la Ley 389. La prescripción comenzará a contar para el 
asegurado a partir de la fecha del reclamo de la vícti-
ma y para estos efectos no contará el hecho dañoso en sí. 
Ciertamente, ocurrirá que si el reclamo de la víctima es 
posterior a la vigencia del contrato o posterior al término 
de cubrimiento posterior a la vigencia del contrato o al 
hecho mismo, la responsabilidad no estará cubierta.”(41)

Por su lado el reconocido jurista Hernán Fabio López, 
en su obra Comentarios al Contrato de Seguro, si bien 
no se adentra a fondo en el estudio del tema, pone de 
presente que, en su criterio, el artículo 4 de la Ley 389 
de 1997, para nada modificó lo que tiene que ver con la 
prescripción.(42)

año contado a partir del día siguiente a la notificación de tales providencias al de-
mandante. Pasado este término, los mencionados efectos solo se producirán con la 
notificación al demandado.

La notificación del auto admisorio de la demanda o del mandamiento ejecutivo pro-
duce el efecto del requerimiento judicial para constituir en mora al deudor, cuando 
la ley lo exija para tal fin, y la notificación de la cesión del crédito, si no se hubiere 
efectuado antes. Los efectos de la mora solo se producirán a partir de la notificación.

La notificación del auto que declara abierto el proceso de sucesión a los asignatarios, 
también constituye requerimiento judicial para constituir en mora de declarar si 
aceptan o repudian la asignación que se les hubiere deferido.

Si fueren varios los demandados y existiere entre ellos litisconsorcio facultativo, los 
efectos de la notificación a los que se refiere este artículo se surtirán para cada uno 
separadamente, salvo norma sustancial o procesal en contrario. Si el litisconsorcio 
fuere necesario será indispensable la notificación a todos ellos para que se surtan 
dichos efectos.

El término de prescripción también se interrumpe por el requerimiento escrito reali-
zado al deudor directamente por el acreedor. Este requerimiento solo podrá hacerse 
por una vez.”

(40) Asumimos que se trata de cinco años acogiendo, la  jurisprudencia de la Corte 
Suprema de Justicia a que hicimos referencia con anterioridad, o sea en la que se 
establece que, propendiendo por la protección de la víctima, el término prescriptivo 
de la acción directa en contra del asegurador es de cinco años y no de dos. CORTE 
SUPREMA DE JUSTICIA. Sentencia del 29 de junio de 2007 con Ponencia de Carlos 
Ignacio Jaramillo Jaramillo. Expediente N° 11001-31-03-009-1998-04690-01. 

(41) ORDÓÑEZ ORDÓÑEZ, ANDRES. Op. Cit. pág. 128.

(42) LÓPEZ BLANCO, HERNÁN FABIO: “Comentarios al Contrato de Seguro”, cuar-
ta edición. Editorial Dupré Editores, pág. 285. 
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CONCLUSIÓN.
De la posición que se adopte respecto del, tanto na-
cional como internacionalmente controvertido punto 
sobre si la reclamación constituye o no el siniestro, en 
el seguro de responsabilidad civil por reclamación o 
claims made depende, en nuestro criterio de manera 
axiomática, la conclusión a que sea procedente llegar 
en relación con la prescripción del derecho del tercero 
perjudicado al pago de la indemnización bajo la refe-
rida modalidad de cobertura.

En el presente estudio, con fundamento en lo que consi-
deramos es la interpretación armónica de la legislación 
colombiana sobre el contrato de seguro, y más concre-
tamente sobre el siniestro, sobre el seguro de respon-
sabilidad civil y sobre la prescripción de las acciones 
para el pago de la indemnización derivadas del seguro 
de responsabilidad civil que consagra el artículo 1031 
del Código de Comercio, llegamos a la conclusión de 
que, como claramente se consigna en dicha norma, la 
cual estimamos no existe razón sólida para considerar 
que fue tácitamente derogada por el artículo 4º de la 
Ley 389 de 1997, el siniestro en el seguro de responsa-
bilidad civil por reclamación o claims made, como en 
el seguro de responsabilidad civil por ocurrencia, se 
entiende ocurrido en el momento en que acaece el he-
cho externo imputable al asegurado y la prescripción 
de la acción a favor del tercero perjudicado contra el 
asegurador, que según vimos se entiende es de cinco 
años, empezará a contarse desde dicho momento. 

Por supuesto, según las voces de la norma citada, la 
prescripción de la acción del asegurado contra el ase-
gurador, bajo el mismo seguro claims made, empezará 
a contarse, como en el seguro de responsabilidad ci-
vil por ocurrencia, desde cuando la víctima le formule 
la correspondiente petición, judicial o extrajudicial-
mente.    

Dejamos en los términos aquí expuestos consignado 
nuestro criterio, a la luz de la normatividad vigente 
en Colombia, sobre la prescripción del derecho a la in-
demnización en el seguro por reclamación o claims 
made, sin mayor pretensión que la de sembrar algunas 
inquietudes que estimamos válidas, respecto un tema 
de por si complejo, que adolecer de una regulación a 
todas luces insuficiente y poco clara, sobre el cual so-
mos perfectamente conscientes de que aún no ha sido 
dicha aún la última palabra.

Sea oportuno, ya para terminar, manifestar que regis-
tramos con complacencia el hecho de que mediante el 
artículo 94 de la Ley 1564 de 2012 en su último inciso 
hubiese consagrado, como se anotó con anterioridad, 
que “El término de prescripción también se interrum-
pe por el requerimiento escrito realizado al deudor di-
rectamente por el acreedor. Este requerimiento sólo 
podrá hacerse por una vez”.

Con la norma transcrita, de aplicación en forma ge-
neral al contrato de seguro, se establece un alivio im-
portante respecto de la rigidez de la normatividad an-
teriormente vigente en lo relativo a la posibilidad de 
interrupción de la prescripción, por cuanto, al tenor 
de lo dispuesto por el artículo 90 del Código de Pro-
cedimiento Civil, sólo era viable interrumpir la pres-
cripción, civilmente, mediante la presentación de 
demanda judicial y, naturalmente, mediante el reco-
nocimiento de la obligación por el acreedor.

 Agradecemos muy sinceramente a la Pontificia Uni-
versidad Javeriana y al Comité Ibero-Latinoamericano 
de AIDA-CILA la honrosa invitación que me extendie-
ron a participar con un artículo de autoría en la publi-
cación del Liber Amicorum que en buena hora resolvió 
llevar a cabo la Asamblea del CILA, en honor del dis-
tinguido jurista, gran señor y dilecto amigo profesor 
Arturo Díaz Bravo.
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Seguro De Autos, Cartera 
e Inversiones 

Año
1989

Deseo, en primer término, unirme a las felicitaciones 
que ha expresado el doctor Cortés al doctor Carrizosa 
por el excelente trabajo que ha hecho en la preparación 
de los gráficos que precedieron a esta mesa redonda y 
hacerla extensiva, adicionalmente, a los doctores Jor-
ge Marmorek y William Fadul, por la excelente idea de 
programar esta Primera Convención de Aseguradores. 
Es un evento, realmente, de altísima significación para 
la industria.

LA DIMENSION DEL SEGURO DE 
AUTOS EN COLOMBIA
Concretándome a los temas que me fueron asignados, 
quisiera, en primer término, dar algunas cifras sobre 
la dimensión del seguro de autos en nuestro país. En 
1987 se suscribieron 34.674 millones de pesos en pri-
mas de autos. Lo que implica, como vimos en el grá-
fico, una participación de 25.7% del total de primas 
del mercado. O sea que una cuarta parte del total del 
primaje corresponden al seguro de autos. En el año de 
1975 ese porcentaje era del 20.3%, o sea una quinta par-
te. Pero más importante que lo que pueda constituir el 
volumen de las primas de autos respecto del total sus-
crito, es su significación respecto de las retenciones, 
que es lo que realmente, como prima, afecta el estado 
de pérdidas y ganancias de las compañías. En 1987 las 
primas de autos representan el 33.4% del total reteni-
do, o sea que una tercera parte de las primas que se re-
tienen por parte del mercado asegurador colombiano, 
en todos los ramos, corresponde a primas retenidas en 
autos. En el año de 1975 ese porcentaje era del 25.2%, 
es decir una cuarta parte, a grosso modo.

Si siguiera la tendencia actual de desarrollo y evolu-
ción del comportamiento de los diversos ramos, para 
1990) autos representaría un 36% del total de las pri-
mas. En 1984 se produjo la expedición de una nueva 
tarifa y, a raíz de ese hecho, se registró un descenso 
importante en los índices de siniestralidad, ya que 
ésta fue del 53.3%. Sin embargo, a partir de dicho año, 
hemos venido observando consistentemente un pre-
ocupante empobrecimiento de los resultados técnicos 
del ramo, hasta llegar, en el corto lapso de tres años, a 

registrar en 1987 un índice de siniestralidad del 67.5%. 
Si esta tendencia continuase, tomando como base el 
año 1984, que es el año en que se inicia la vigencia de 
la nueva tarifa, el índice de siniestralidad para el año 
1990 sobrepasaría el 85%.

CAUSAS DEL DETERIORO DEL 
RAMO DE AUTOS
¿Cuáles son las principales causas y los principales fac-
tores que, a mi juicio, inciden en este proceso de dete-
rioro del resultado del ramo?

En primer término, un marcado y, diría yo, irrespon-
sable proceso de competencia y de inobservancia de las 
tarifas por parte de las compañías, con presión impor-
tante, en muchos casos, de los productores.

En segundo término, un elevado incremento en los 
costos de los repuestos de automotores. El índice de si-
niestralidad para pérdidas parciales sobrepasa con cre-
ces el ciento por ciento. Factor muy importante en este 
hecho ha sido la acelerada devaluación de las monedas 
de países duros como el Yen, respecto de la cual el peso 
tuvo una devaluación del 43.6% en el año 1987; como el 
franco francés, con relación al cual el peso sufrió una 
devaluación del 47.7%, en el mismo año. Estas dos mo-
nedas las cito porque, como ustedes saben, parte muy 
importante del parque automotor colombiano depen-
de de casas que generan sus productos en esos países.

En tercer término, está la desactualización de las sumas 
aseguradas para el caso de pérdidas parciales, en vehí-
culos de dos o más años de uso, cuya reparación no es 
necesariamente menos costosa que la de los vehículos 
nuevos. Esto ha venido a incidir en forma importante, 
además, por el hecho de que, para pérdidas parciales, 
no se está aplicando infraseguro partiendo del presu-
puesto de que la suma asegurada esté actualizada, he-
cho que realmente no corresponde a la situación prácti-
ca de cómo ella ha venido manejándose en el mercado.

Y, finalmente, el alarmante incremento en el hurto de 
vehículos, con especial incidencia en las ciudades de 
Bogotá, Medellín y Cali.
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LA URGENCIA DE INTRODUCIR CO-
RRECTIVOS EN EL RAMO DE AU-
TOS
Algunas cifras, más relacionadas con la importancia 
y el peso del ramo en relación con el conjunto de la 
siniestralidad, nos indican que en el seguro de autos, 
en el año de 1987, se pagaron 18.126 millones de pesos 
en siniestros, lo cual constituye el 42.73% del total in-
demnizado por las compañías, por todo concepto. Es 
decir que más del 40% de los siniestros que pagan com-
pañías corresponde al pago de los siniestros de autos. 
Eso nos indica, y es lo que yo trato de transmitir, la 
importancia de que introduzcamos prontamente co-
rrectivos en el ramo. La verdad es que no solamente la 
siniestralidad en éste ramo se ha deteriorado, pero sí 
es claramente cierto que su deterioro resulta determi-
nante respecto de lo que se observa para la siniestrali-
dad del conjunto de los ramos.

Nosotros aspiramos a que algunas medidas correcti-
vas que se han solicitado de tiempo atrás a la Superin-
tendencia Bancaria sean oportunamente atendidas y 
aspiramos también a que tengamos, como sector ase-
gurador, tanto compañías como productores, una fir-
me decisión de acatar y de dar estricto cumplimiento 
a las tarifas vigentes ya que, definitivamente, éste ha 
sido tal vez el más perturbador de los factores que han 
erosionado los resultados técnicos del ramo.

SITUACION DE CARTERA 
Y LAS INVERSIONES
Paso a continuación a referirme al tema de las inver-
siones, que es el segundo, concatenándolo un poco con 
un breve comentario sobre la situación de cartera.

Como se observó en el gráfico presentado por el doctor 
Felipe Carrizosa, la cartera de las compañías de segu-
ros venía gradualmente deteriorándose hasta el año 
de 1986, cuando, a raíz de la expedición de la norma 
que sujetó la vigencia del seguro individual de autos 
al pago de la prima, se produjo un importante decre-
cimiento. Vemos que en el año 1986 el porcentaje de 
cartera pendiente, de acuerdo con el gráfico presen-
tado, era del 25%. Para el final de dicho año se registró 
un 21.3%. Sin embargo, la tendencia que se observa es 
preocupante, ya que apunta hacia un deterioro acele-
rado, hasta el punto de que, con base en las estadísticas 
del primer trimestre de 1988, registramos de nuevo un 
índice del 25.1% de cartera pendiente. Hay que recono-
cer, sin embargo, que la industria tiene algunos ciclos 
en que la situación de cartera se mejora por presiones 
sobre los recaudos. El primer trimestre, efectivamen-
te, no ha sido uno de ellos.

LA ESTRUCTURA DE INVERSIONES 
ES MAS LIQUIDA Y MAS RENTABLE
Sobre la situación de inversiones, también analizan-
do los gráficos presentados por el doctor Carrizosa, 
encontramos modificaciones importantes en cuanto 
hace referencia al cambio que se ha producido entre 
1985 y 1987, en la estructura general del portafolio de 
inversiones. Los préstamos a los asegurados pasan de 
representar un 26.1% a ser solo un 13%. Evidentemente 
ha incidido en esta disminución de la participación de 
los préstamos. La pérdida de importancia comparati-
va que ha tenido el seguro de vida a través de los años, 
a la cual va se refirió el doctor Cortés

Los activos fijos pasan de representar un 17.20 a repre-
sentar un 8.3%; la inversión en acciones pasa de repre-
sentar un 28.10 à un 22.2%. Estas disminuciones las 
han recogido otras inversiones en los demás concep-
tos, que pasan de representar un 3.17 a representar un 
23,6%. Dichas inversiones son, entre otras, los Certi-
ficados de Depósito a Término, los Títulos Canjeables 
por Certificados de cambio, los Títulos de Participa-
ción, los TAC, los TAN y los depósitos en el exterior, 
La verdad es que la estructura actual de inversiones, 
comparada con la existente en el año de 1975. viene 
ciertamente una estructura más liquida y más renta-
ble que la que registrábamos en ese entonces.

EL RENDIMIENTO DE
LAS INVERSIONES
En cuanto al rendimiento de las inversiones observa-
mos, sobre todo durante los últimos 3 ó 4 años, que las 
compañías de seguros registran un importante incre-
mento en su rentabilidad de inversiones, producida 
en parte por esa estructura que veíamos hace poco de 
las inversiones menos concentradas en activos fijos no 
rentables, menos concentradas en algunos papeles de 
pobre rentabilidad y, en parte, también, debido a la 
mejoría registrada en la situación de cartera en los dos 
últimos años. Sin embargo, un factor más determi-
nante tal vez que los anteriores ha sido el incremento 
que observamos en las tasas de interés del mercado y 
que, por lo tanto, para papeles que fluctúan dentro del 
esquema general del costo del dinero han dado opor-
tunidad a una mayor rentabilidad.

PORTAFOLIO VERSUS COSTO 
DE OPORTUNIDAD DEL DINERO
Desde ese punto de vista, sin embargo, la verdad es 
que entre 1976 y 1981 la rentabilidad del conjunto de 
las inversiones mobiliarias de las compañías de segu-
ros estaba 8.25 puntos por debajo del costo del dine-
ro, de acuerdo con el gráfico presentado por el doctor 
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Carrizosa. Entre 1982 y 1987 esta diferencia se ha am-
pliado a 12.83 puntos. O sea que para el conjunto de 
las inversiones y, en buena parte, debido a la onerosa 
gravitación que tiene la pobre rentabilidad de las in-
versiones forzosas, el resultado que para las compa-
ñías de seguros registra la inversión en el portafolio, ha 
venido siendo menos competitivo de lo que resulta el 
costo de oportunidad del dinero. Vimos cómo en estos 
últimos años el resultado de inversiones del portafolio 
también ha estado por debajo del índice de inflación, 
o sea que en términos reales no hemos podido siquiera 
recuperar el producto normal de esas inversiones.

REFERENCIAS AL DISCURSO DEL 
SUPERINTENDENTE BANCARIO
Deseo referirme muy brevemente a algunas de las pa-
labras del señor Superintendente Bancario en su dis-
curso, reconociendo que éste amerita un análisis y un 
estudio muy cuidadosos. Quiero partir de una premisa 
tocando los temas que me han sido asignados. Com-
parto la inquietud del Superintendente en el sentido 
de que en el país existan índices de solvencia, para que 
se fortalezca la estructura financiera del sector asegu-
rador. Creo que el sector, a su vez, ha sido de tiempo 
atrás consciente y ha buscado una política de gobier-
no en esa dirección.

Nosotros tenemos perfecta claridad sobre la importan-
cia de los aseguradores como inversionistas institucio-
nales en Colombia y sabemos de ella en muchos otros 
países. Sin embargo, la verdad es que a pesar de los 
planteamientos que desde distintas áreas del gobier-
no se han formulado y de los pronunciamientos que 
han hecho los funcionarios en distintos gobiernos, no 
ha habido una política dirigida hacia el propósito de 

que pueda producirse efectivamente ese resultado. Se 
creó el Fondo de Capitalización Empresarial y las com-
pañías de seguros no fuimos incluías. Se creó el Fondo 
de Capitalización del Sector Financiero y las compa-
ñías de seguros, de nuevo, no pudimos tener acceso a 
dicho Fondo. Solicitamos las compañías, a través de 
Fasecolda, que se nos diera acceso a estos Fondos y esa 
solicitud nos fue negada.

Creo que es muy importante el fortalecimiento del sec-
tor; creo que éste debe corresponder a una política ge-
neral del Estado; creo, los accionistas deben hacer por 
su parte un esfuerzo, pero creo que se debe, como en 
muchos otros sectores en los cuales se ha que incen-
tivar a la economía, corresponder igualmente con un 
conjunto de normas.

Me parece muy importante también que, si se van a 
tomar una serie de medidas tendientes a que la auto-
rización de ramos, a que la viabilidad de expansión de 
las compañías esté ligada a cierto tipo de índices, esto 
se haga en forma gradual, con suficiente tiempo, por-
que evidentemente estos procesos no pueden estruc-
turarse en forma súbita. Comulgo pues con la tesis del 
Superintendente. Me parece que es muy importante 
ese fortalecimiento, pero por esa misma razón estimo 
que debe hacerse en forma consistente, de manera tal 
que no se produzcan traumatismos en la industria.

Dentro de esta política, evidentemente, recibimos con 
muy buenos ojos el anuncio de que se está estudian-
do una modificación del obsoleto régimen de inver-
siones de las compañías y aspiramos a que, dentro de 
esta modificación, se dé especial cuidado al análisis 
del régimen de inversiones forzosas, el cual, como ya 
lo oímos en el discurso del doctor Marmorek y como lo 
manifestó el doctor Carrizosa, resulta agobiantemen-
te oneroso e inequitativo para las compañías.
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Pólizas De Seguros De Autos
De Servicio Particular 

Año
2012

SUMARIO
I. Introducción del Director de la Especialización 
de Derecho de Seguros de la Pontificia Universidad 
Javeriana Cuadro General.

II. Cuadro "lo que usted debe saber de la póliza de..." 

• AIG Seguros Colombia S.A.  
• Allianz Seguros S.A.  
• BBVA Seguros de Colombia S.A.  
• Seguros Comerciales Bolívar S.A.  
• Chubb de Colombia Compañía de Seguros S.A.  
• Seguros Colpatria S.A. (Esencial)  
• Seguros Colpatria S.A. (Tradicional)  
• Seguros Colpatria S.A. (VIP)  
• La Equidad Seguros Generales Organismo Coope-
rativo  
• Seguros del Estado S.A.  
• Generali Colombia Seguros Generales S.A. Liberty 
Seguros S.A.  
• Mapfre Seguros Generales de Colombia S.A. Con-
dicionado Automóviles  
• Mapfre Seguros Generales de Colombia S.A. Au-
tomóviles Livianos  
• La Previsora S.A. Compañía de Seguros  
• QBE Seguros S.A.  
• Royal & Sun Alliance Seguros (Colombia) S.A.  
• Aseguradora Solidaria de Colombia LTDA. en De-
recho de Seguros

Investigación realizada por estudiantes de la especia-
lización . Promoción 2011.

Coordinador Investigación, Director de la Especiali-
zación en Derecho de Seguros de la Pontificia Univer-
sidad Javeriana, profesor de la Cátedra de Principios 
Técnicos y Económicos de la misma Especialización, 
abogado y economista consultor. Correo electrónico: 
bernardo.botero@aonbenfield.com
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NOTA DE PRESENTACIÓN DEL 
DECANO ACADÉMICO DE LA 
FACULTAD DE CIENCIAS JURÍDICAS
DE LA PONTIFICIA UNIVERSIDA
JAVERIANA

Un grupo de alumnos integrantes de la promoción 
2011 de la Especialización en Derecho de Seguros de la 
Pontificia Universidad Javeriana en la ciudad de Bo-
gotá, bajo la orientación del doctor Bernardo Botero 
Morales, director de la citada especialización, adelan-
tó durante algo más de un año un juicioso trabajo de 
investigación sobre las pólizas de seguros de vehículos 
automotores de servicio particular que en la actuali-
dad se ofrecen en el mercado colombiano por las com-
pañías de seguros.

Producto del citado trabajo es el documento que hoy 
con no oculta satisfacción la Facultad de Ciencias Ju-
rídicas se complace en presentar a la comunidad, en 
la confianza de que el mismo constituya una efectiva 
contribución al análisis comparativo de las distintas 
opciones de aseguramiento que en el ramo de seguro 
de vehículos automotores livianos de uso particular se 
ofrecen en el mercado colombiano. Dicho documento 
constituye, según palabras de su orientador, un estu-
dio imparcial, objetivo, de carácter exclusivo y emi-
nentemente descriptivo, realizado con total prescin-
dencia de juicios de valor.

Especialmente novedoso es el moderno formato elec-
trónico de citado estudio el cual, elaborado sobre la 
base de creación de una página web, permite a tra-
vés de una consulta sencilla, amigable y sólidamente 
documentada, realizar un análisis comparativo de las 
principales coberturas, exclusiones y servicios adicio-
nales, consignados en las pólizas de seguro objeto del 
mismo. Dicho análisis, según reza la nota introducto-
ria del mismo, es llevado a cabo mediante la consulta 
de dos cuadros, a saber: Un primer cuadro de carác-
ter general denominado "CUADRO RESUMEN DE LOS 
PRINCIPALES TERMINOS Y CONDICIONES DE LAS PO-
LIZAS DE VEHICULOS LIVIANOS DE SERVICIO PARTI-
CULAR", consistente en una matriz llamada a brindar 
una visión global de las principales coberturas, ex-
clusiones y servicios incluidos en las pólizas objeto de 
estudio, y un segundo cuadro de carácter particular, 
denominado "LO QUE USTED DEBE SABER DE LA PÓ-
LIZA DE SEGURO DE VEHÍCULOS LIVIANOS DE SERVI-
CIO PARTICULAR DE...", inspirado en el propósito de 
consignar en una sola hoja, como su nombre lo da a 
entender, las principales características individuales 
de cada una de las pólizas objeto de estudio.

No está por demás poner finalmente de presente el ca-
rácter eminentemente académico y por ende no vincu-

lante para las aseguradoras del citado estudio, el cual 
ha sido elaborado con el propósito exclusivo de pro-
pender porque la comunidad en general cuente con un 
mejor conocimiento de los productos que en materia 
de pólizas de seguro de vehículos livianos de servicio 
particular se ofrecen por las aseguradoras autorizadas 
para operar el ramo de vehículos en el mercado colom-
biano, en un todo de acuerdo con los postulados que 
sirvieron de fundamento, de una parte, a la ley de Re-
forma Financiera, Ley 1328 de 2009 y, de otra, al Esta-
tuto del Consumidor, Ley 1480 de 2011.

Carlos Ignacio Jaramillo Jaramillo 
Decano Académico 
Facultad de Ciencias Jurídicas 
Pontificia Universidad Javeriana

Palabras clave: coberturas, exclusiones, indemniza-
ción, servicios adicionales 

Palabras clave descriptor: responsabilidad civil, da-
ños al vehículo, hurto, terremoto, terrorismo

"PONTIFICIA UNIVERSIDAD JAVERIANA" 
PRESENTATION NOTE

A group of alumni forming part of the 2011 promotion of 
the Insurance Law Specialisation at "Pontificia Universi-
dad Javeriana" (Pontifical Xavier University) in the City of 
Bogotá DC, under the counsel guidance of Mister Bernardo 
Botero Morales, Director of said specialisation, conducted 
for a little more than one year a judicious research study 
on prívate motor vehicles insurance policies as currently 
offered by insurance companies in the Colombian market.
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I. INTRODUCCIÓN DEL DIRECTOR
DE LA ESPECIALIZACIÓN DE 
DERECHO DE SEGUROS DE LA
PONTIFICIA UNIVERSIDAD
JAVERIANA
CUADRO GENERAL.
La ley 45 de 1990 en su artículo 43 modificó, como regla 
general, de previo a posterior el control sobre pólizas 
y tarifas de seguros y en su artículo 73 prohibió todo 
tipo de acuerdos o convenios entre empresarios que 
tengan por objeto impedir, restringir o falsear el jue-
go de la libre competencia dentro del sistema finan-
ciero y asegurador. A partir de dicha norma el seguro 
de automotores dejó de ser una especie de commodity 
con términos y condiciones uniformes aprobados por 
la Superintendencia Bancaria (hoy Superintendencia 
Financiera), luego de acuerdos realizados en el seno 
de la Federación de Aseguradores Colombianos, FASE-
COLDA. Hoy en día en el mercado asegurador colom-
biano se ofrecen una diversidad de productos que entre 
sí difieren, en algunos casos ampliamente, en cuanto 
al alcance de las coberturas que incluyen, los servicios 
que proveen y, naturalmente, los costos de su otorga-
miento.

Retomando una idea inicial del ilustre jurista y es-
tudioso del derecho de seguros doctor Juan Manuel 
Díaz-Granados Ortiz, con el propósito de dar a conocer 
a la comunidad el alcance de las principales cobertu-
ras, exclusiones y servicios consignados en las pólizas 
de vehículos livianos de servicio particular que ofre-
cen en el mercado colombiano las compañías de segu-
ros, así como de brindar un medio idóneo de compa-
ración entre las mismas, bajo la dirección del suscrito 
y contando con la valiosa colaboración de un equipo 
de prestigiosos profesionales del derecho de seguros, 
un grupo de 19 alumnos integrantes de la promoción 
2011 de la Especialización en Derecho de Seguros de la 
Pontificia Universidad Javeriana en la ciudad de Bo-
gotá, adelantó durante algo más de año y medio un 
juicioso trabajo de investigación.

Producto del citado trabajo es el presente documento, 
en el cual se consigna un análisis comparativo sobre 
los aspectos más relevantes relativos a las coberturas y 
servicios de las diversas pólizas disponibles en el mer-
cado asegurador colombiano, estudio que - - no está 
por demás poner de presente desde un principio - es 
de carácter exclusiva y eminentemente descriptivo, en 
el cual, por lo tanto, se hace en lo posible abstracción 
de todo juicio de valor.

No menos significativo es destacar el hecho de que el 
estudio aquí contenido, se circunscribe al análisis com-
parativo de los aspectos arriba consignados, sin entrar 
en la evaluación de lo referente, entre otros puntos im-

portantes, a los costos de las coberturas otorgadas, ele-
mento este de primordial importancia que no resulta 
factible incluir, dadas las sensibles diferencias en pre-
cios de los vehículos, sumas aseguradas para cada uno 
de los amparos, deducibles, etcétera, los cuales son ob-
jeto de ponderación en las respectivas notas técnicas.

Los contratos objeto de estudio corresponden a las 
condiciones generales de las pólizas de seguro de au-
tos que, con destino al mercado de vehículos livianos 
de servicio particular, se encuentran registradas en la 
Superintendencia Financiera y son ofrecidas activa-
mente en el mercado por las aseguradoras que operan 
en dicho ramo, las cuales, procede advertirlo, son sus-
ceptibles de modificación mediante las denominadas 
"condiciones particulares" o "anexos" al contrato.

El seguro de automotores dejó de ser una 
especie de commodity con términos y con-
diciones uniformes

De hecho, y de ello somos plenamente conscientes, a 
través de condiciones particulares y/o anexos es viable 
introducir modificaciones substanciales a un clausu-
lado, ampliándolo o restringiéndolo respecto del tex-
to impreso, hasta el punto de convertirlo en un texto 
contractual, substancialmente distinto del que, con 
carácter general e indeterminado en cuanto a su des-
tinatario, se ofrece por la aseguradora en el mercado.

Habida consideración de lo expuesto y adicionalmente 
con el propósito de contar con certeza de que el análi-
sis realizado refleja fielmente los términos y condicio-
nes de las pólizas objeto de evaluación, el estudio fue 
remitido el 10 de noviembre de 2012 a la Federación 
de Aseguradores Colombianos FASECOLDA y a través 
de dicha entidad gremial a las aseguradoras que ofre-
cen en el mercado colombiano las coberturas objeto 
de análisis, para revisión y comentarios por parte de 
las mismas, antes de darlo al conocimiento público.

En el presente documento se incluyen respecto de las 
pólizas de seguro materia de análisis, dos cuadros di-
ferentes, a saber: Un primer cuadro de carácter gene-
ral denominado "CUADRO RESUMEN DE LOS PRINCI-
PALES TÉRMINOS Y CONDICIONES DE LAS PÓLIZAS 
DE VEHÍCULOS LIVIANOS DE SERVICIO PARTICULAR", 
consistente en una matriz llamada a brindar una vi-
sión global de las principales coberturas, exclusiones 
y servicios incluidos en las pólizas objeto de estudio, y 
un segundo cuadro de carácter particular, denomina-
do "LO QUE USTED DEBE SABER DE LA PÓLIZA DE SE-
GURO DE VEHÍCULOS LIVIANOS DE SERVICIO PARTI-
CULAR DE...", inspirado en el propósito de consignar 
en una sola hoja, como su nombre lo da a entender, las 
principales características individuales de cada una de 
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las pólizas objeto de estudio. No está por demás poner 
de presente que con la elaboración de dicho cuadro no 
se pretende substituir la lectura cuidadosa del texto 
de las pólizas, lectura que resulta indispensable para 
una adecuada e integral comprensión del contrato.

Resulta, por otra parte, oportuno llamar la atención en 
relación con el hecho de que en el numeral 4 de dicho 
cuadro "CLÁUSULAS DE INTERÉS" se incluye informa-
ción adicional, sobre estipulaciones relativas a las co-
berturas otorgadas, expresamente consignadas en las 
condiciones generales de la póliza, respecto de las que, 
bien el grupo de investigación o bien la aseguradora, 
estiman pertinente llamar la atención de quienes con-
sulten la página web.

Finalmente en la página web se puede encontrar co-
pias de las condiciones generales de cada una de las 
pólizas analizadas, correspondientes a los textos que 
en la actualidad ofrecen cada una de las compañías en 
el mercado colombiano, dentro del segmento de vehí-
culos livianos de uso particular.

Procede, adicionalmente, precisar en aras de una me-
jor comprensión del estudio, los criterios con base en 
los cuales el grupo de trabajo realizó el análisis de cada 
una de las pólizas, en especial en cuanto hace referen-
cia al alcance de las coberturas otorgadas.

Abordaremos a continuación los principales concep-
tos objeto de estudio, siguiendo para el efecto el orden 
adoptado en el cuadro "LO QUE USTED DEBE SABER 
DE LA POLIZA DE SEGURO DE VEHÍCULOS LIVIANOS 
DE SERVICIO PARTICULAR DE...", así:

1. Amparo de perjuicios patrimoniales 
ofrecido dentro del amparo de res-
ponsabilidad civil extracontractual.
En la legislación colombiana se reconocen dos moda-
lidades de perjuicios de carácter patrimonial que pue-
de sufrir la víctima como resultado de un evento de 
responsabilidad civil, a saber: el daño emergente y el 
lucro cesante.

El denominado "daño emergente" corresponde al va-
lor de los bienes que han sufrido daños o pérdidas, más 
los gastos en los que deba incurrir una persona en caso 
y con ocasión de un perjuicio imputable a responsabi-
lidad del asegurado. Mientras que el denominado "lu-
cro cesante" corresponde al valor de los ingresos netos 
o ganancias que una persona deja de percibir como 
consecuencia del daño que le ha sido causado.

Ahora bien, el Código de Comercio y más específica-
mente el artículo 1127 del mismo, establece que: "El 
seguro de responsabilidad impone a cargo del asegu-
rador la obligación de indemnizar los perjuicios pa-
trimoniales que cause el asegurado con motivo de de-
terminada responsabilidad en que incurra de acuerdo 

con la ley y tiene como propósito el resarcimiento de 
la víctima...". Es decir, que la totalidad los perjuicios 
patrimoniales se entienden incluidos dentro de la co-
bertura otorgada bajo las pólizas de responsabilidad, 
a menos que en las mismas se establezca expresamen-
te que algunos de estos se encuentran excluidos de co-
bertura.

Siguiendo el criterio brevemente expuesto, en el pre-
sente estudio se consigna que en aquellas pólizas en 
que no se encuentre la referencia expresa a la distin-
ción entre las coberturas de responsabilidad civil por 
daño emergente y por lucro cesante, y más concreta-
mente, si no se excluye expresamente alguna de las 
mismas, normalmente la de responsabilidad civil por 
lucro cesante, se entiende que, con fundamento en lo 
dispuesto por el artículo 1127 del C. Co., arriba parcial-
mente transcrito, ambas se encuentran amparadas.

2. Amparo de perjuicios extrapatrimo-
niales ofrecido dentro del amparo de 
responsabilidad civil extracontractual.
Siguiendo en la misma línea de pensamiento del pun-
to anterior, encontramos que además de los perjuicios 
patrimoniales, al momento de un accidente en que se 
causen daños a personas, el tercero afectado puede su-
frir perjuicios de carácter extrapatrimonial, es decir, 
que no afectan su patrimonio sino su esfera personal, 
física o emocional.

De acuerdo con el desarrollo que la jurisprudencia ha 
dado a dicho tema, dentro de los perjuicios extrapatri-
moniales se incluyen: El daño moral (precio del dolor) 
y el perjuicio fisiológico o daño a la vida de relación, 
este último genéricamente denominado en reciente 
sentencia del Consejo de Estado como daño a la salud.

Ahora bien, como es ampliamente conocido, en la mo-
dificación del artículo 1127 del C. Co. introducida por 
la Ley 45 de 1990, modificación que desde la óptica del 
alcance de la cobertura otorgada constituyó un lamen-
table retroceso, se substituyó el término "...perjuicios 
patrimoniales que sufra el asegurado..." por el término 
"... perjuicios patrimoniales que cause el asegurado..." 
(negrillas fuera del texto original en ambas normas), 
con lo cual de una cobertura que comprendía los per-
juicios tanto patrimoniales como extrapatrimoniales 
sufridos por la víctima, los cuales constituyen perjui-
cios patrimoniales sufridos por el asegurado, se pasó, 
al menos desde la óptica del legislador, a amparar úni-
camente los perjuicios patrimoniales que se causen a 
la víctima.

Habida consideración de lo expuesto, en el presente 
estudio se concluye que en aquellas pólizas en las que, 
habiendo sido expresamente circunscrita la cobertu-
ra a lo consignado en el artículo 1127 del C. Co., no se 
consigne la referencia expresa al otorgamiento de co-
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bertura respecto de los daños extrapatrimoniales que 
cause el asegurado a la víctima, se entiende que los 
mismos no se encuentran amparados.

Procede adicionalmente poner de presente que, como 
se expuso con anterioridad, en vista de que la juris-
prudencia de manera uniforme y reiterada ha distin-
guido entre el denominado "daño o perjuicio moral" y 
el denominado "perjuicio fisiológico o daño a la vida 
de relación" (este último según se vio genéricamente 
denominado en reciente sentencia del Consejo de Es-
tado como daño a la salud), se estimó necesario en la 
elaboración del presente estudio distinguir, en cuanto 
hace referencia a la cobertura para daños o perjuicios 
extrapatrimoniales otorgada bajo las pólizas objeto de 
investigación, entre la cobertura de "daño o perjuicio 
moral" y la cobertura de "otros daños o perjuicios".

Hemos estimado procedente, por otra parte, distinguir 
respecto de la indemnización de los perjuicios extra-
patrimoniales, entre quienes exigen para su recono-
cimiento que los mismos se encuentren debidamente 
acreditados y quienes exigen sentencia ejecutoriada. 
Procede al respecto poner de presente que tal distin-
ción surge del texto mismo de las pólizas objeto de es-
tudio y no es, por lo tanto, creación nuestra y adicio-
nalmente que, en tratándose de responsabilidad civil, 
en últimas cualquiera que sea la naturaleza del daño, 
de no llegarse a un acuerdo entre las partes, la obliga-
ción de responder y la suma misma a indemnizar, de-
berán, necesariamente, quedar deferidas a la decisión 
del juez.

En consistencia con lo anteriormente expuesto se asu-
me finalmente que las pólizas objeto de análisis se hace 
referencia al amparo de "perjuicios" sin distinción, es 
entendido que dicha referencia incluye tanto los pa-
trimoniales como los extrapatrimoniales. No de otra 
forma podría ser pues, donde no distingue la asegu-
radora al momento de otorgar la cobertura, pudiendo 
hacerlo en ejerció de la libertad de asumir todos o al-
gunos de los riesgos a que está expuesta la persona o la 
cosa asegurada, no le es dable hacerlo al momento del 
siniestro.

3. Amparo Patrimonial
Mención específica merece el denominado "Amparo 
Patrimonial", cobertura generalmente de carácter adi-
cional y cuyo nombre lleva en muchos casos a equívo-
cos ya que suele confundirse con el amparo básico de 
responsabilidad civil (tal como antes se describió), lo 
que no resulta correcto.

Bajo dicha denominación se amplía el espectro de la 
cobertura otorgada bajo el amparo de responsabilidad 
civil a aquellas hipótesis en que, conforme a la opinión 
más generalizada, el asegurado actúa con culpa grave. 
Se trata precisamente de otorgar cobertura de lesiones 

o muerte a personas por la conducción de vehículos 
bajo el influjo de bebidas embriagantes, sustancias o 
drogas psicoactivas - en la medida en que dicha con-
ducta no sea tipificada como constitutiva de dolo, así 
sea de dolo eventual o cuando hubiere mediado vio-
lación del límite permitido de velocidad, o en general 
inobservancia de cualesquiera otras normas de trán-
sito.

No está por demás poner de presente que en nuestro 
medio, por excepción, con arreglo a la autorización im-
partida en el inciso 2 del artículo 1127 del C. Co., luego 
de modificado por la Ley 45 de 1990, la culpa grave es 
asegurable en los seguros de responsabilidad civil.

Debe destacarse adicionalmente que en algunas pólizas 
la cobertura de la "culpa grave" se extiende a los daños 
que se causen al vehículo y no solo a la responsabilidad 
en que incurra el asegurado en la conducción del mis-
mo. Sin entrar a calificar la legalidad de esta última 
extensión de cobertura, se registra en el estudio res-
pecto de cada póliza el otorgamiento del amparo pa-
trimonial, bien sea que el mismo opere respecto de las 
dos hipótesis descritas, daños y responsabilidad civil, 
o únicamente respecto del amparo de responsabilidad 
civil. No obstante, lo anterior, es pertinente poner de 
presente que en concepto 2010036608-001 del 28 de 
julio de 2010, la Superintendencia Financiera consig-
nó expresamente que cuando se trata de daños al ve-
hículo, el dolo y la culpa grave del tomador, asegurado 
y beneficiario son inasegurables

4. Amparos de riesgos políticos y de 
riesgos catastróficos
Amerita igualmente un comentario especial el análi-
sis realizado por el grupo, en cuanto hace referencia 
al amparo tanto de los denominados riesgos políticos 
como de los riesgos de la naturaleza, ambos clasifica-
dos en forma genérica como de carácter catastrófico. 
Veamos:

El artículo 1105 del C. Co. consagró, en principio, res-
tricción de cobertura para los riesgos de carácter ca-
tastrófico, al establecer que:

Artículo 1105.- Se entenderán igualmente excluidos 
del contrato de seguro las pérdidas o daños que sufran 
los objetos asegurados, o los demás perjuicios causa-
dos por:

1. Guerra civil o internacional, motines, huelgas, 
movimientos subversivos o, en general conmocio-
nes populares de cualquier clase, y

2. Erupciones volcánicas, temblores de tierra o cua-
lesquiera otras convulsiones de la naturaleza.

En ese orden de ideas, para que se entienda otorgada 
bajo el contrato de seguro cobertura respecto del tipo 
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de eventos a que hace referencia la norma transcrita, es 
decir, riesgos políticos como por ejemplo guerra civil o 
internacional, motines, huelgas, actividades de movi-
mientos subversivos y en general conmociones popu-
lares, o eventos de la naturaleza, tales como erupciones 
volcánicas, temblores de tierra u otras convulsiones de 
la naturaleza, debe quedar expresamente estipulado 
en la póliza que se otorga la cobertura respectiva pues, 
de lo contrario, con arreglo a lo consignado en el artí-
culo transcrito, no habría amparo en las pólizas para 
los hechos ocurridos bajo tales circunstancias. No está 
por demás poner de presente que cuando en una póliza 
se incluye expresamente la cobertura para terremoto, 
es entendido que la misma se extiende a amparar, así 
mismo, temblor y erupción volcánica.

En concordancia con lo antes expuesto, respecto con-
cretamente de "actos terroristas", nuestra conclusión 
es que, salvo exclusión expresa, se encuentran ampa-
rados en la medida en que, en forma general, se otor-
gue cobertura para Actos Malintencionados de Terce-
ros, AMIT.

No de otra forma podría ser pues, como lo pusimos de 
presente al referirnos a la cobertura de "perjuicios" a 
secas, donde no distingue la aseguradora al momento 
de otorgar la cobertura, pudiendo hacerlo en ejercicio 
de la libertad de asumir todos o algunos de los riesgos 
a que está expuesta la persona o la cosa asegurada, no 
le es dable hacerlo al momento del siniestro.

Por otra parte, procede aclarar que no incluimos den-
tro de la categoría de riesgos catastróficos el de anega-
ción por considerar que, a diferencia de los riesgos de 
erupción volcánica y terremoto, no necesariamente se 
producen como resultado de una "convulsión de la na-
turaleza". La exclusión de carácter legal consignada en 
el artículo 1105 del C. Co. sería sin embargo aplicable, 
cuando la anegación provenga de una convulsión de 
la naturaleza, tal como un maremoto o de un tsunami.

5. Cláusulas de interés
Tal como se comentó con anterioridad, de las pólizas 
en las que se encontró mérito para ello, fueron selec-
cionadas por el grupo de trabajo algunas cláusulas que 
se estimó pueden tener implicaciones importantes, de 
carácter bien positivo o bien negativo, en relación con 
las coberturas que se otorgan, así como las contentivas 
de las particularidades propias de cada clausulado.

Adicionalmente se invitó a las aseguradoras para que 
con entera libertad requiriesen la inclusión en dicha 
sección, de cláusulas o condiciones expresamente con-
signadas en sus pólizas, sobre las cuales deseen llamar 
la atención de sus clientes actuales o potenciales,

En materia de deducibles vale la pena aclarar que en 
este tipo de pólizas se incluyen deducibles diferentes 

para cada uno de los amparos, los cuales suelen ser 
objeto de definición específica por cada aseguradora 
con arreglo a políticas de suscripción. Así las cosas, en 
el presente trabajo no se hizo referencia expresa a los 
deducibles - o para el caso a las franquicias-pues los 
mismos suelen consignarse en las condiciones parti-
culares de las respectivas pólizas.

Compañías aseguradoras

Se incluye en la página web www.conocetupoliza.com 
una sección denominada COMPAÑÍAS ASEGURADO-
RAS, en la cual se da acceso a las páginas web de cada 
una de las aseguradoras cuyas pólizas han sido obje-
to del estudio, con miras a que quienes consulten la 
presente investigación, puedan a través de la misma 
acceder a la información que sobre sus respectivas pó-
lizas, cada una de las aseguradoras deseen en forma 
libre incluir en sus respectivas páginas de internet.

Algunas precisiones complementarias

•  Cuando en las condiciones generales de la póliza 
se consigna que una cobertura es otorgada mediante 
"amparo adicional", para los efectos de este estudio se 
entiende que dicha cobertura es normalmente inclui-
ble bajo la póliza, si bien se deja constancia de la ne-
cesidad de la correspondiente estipulación expresa. 
Es, por lo tanto, diferente la calificación que se asig-
na a una aseguradora cuando simplemente se con-
signa en el CUADRO RESUMEN DE LOS PRINCIPALES 
TÉRMINOS Y CONDICIONES DE LAS PÓLIZAS DE VE-
HÍCULOS LIVIANOS DE SERVICIO PARTICULAR, que 
sí se otorga la cobertura, de la que se le asigna cuando 
se consigna que igualmente se otorga pero con suje-
ción a pacto expreso. En este último caso se trata de 
generar conciencia en la comunidad sobre el hecho 
de que bajo la póliza objeto de análisis la cobertura se 
encuentra disponible, pero no en forma automática.

•  Los amparos de "Pérdida Total por Daños", "Per-
dida Parcial por Daños", "Perdida Total por Hurto" y 
"Perdida Parcial por Hurto", o los equivalentes de los 
mismos, se entienden incluidos para los efectos de 
este estudio, con la aclaración, cuando fuere el CISO, 
de lo son con pacto expreso.

• En esta investigación se omite hacer comentarios 
sobre diferencias en los clausulados que se considera 
no son materiales.

• Procede por último poner de presente que, si bien 
estimamos jurídicamente sólidos los criterios con 
arreglo a los cuales se define en el presente estudio el 
otorgamiento o no, bajo las pólizas objeto del mismo, 
de determinados amparos o coberturas, admitimos 
que pueden eventualmente presentarse al respecto, 
como en tantos otros puntos relativos a la interpre-
tación de las normas jurídicas, criterios o puntos de 
vista, no necesariamente coincidentes con los aquí 
sostenidos.
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Servicios Adicionales

Para inclusión en la sección de Servicios Adicionales 
se seleccionaron, con el fin de contar con un punto de 
comparación concreto, los siguientes tres servicios de 
entre los ofrecidos por las aseguradoras, con o sin co-
bro de prima adicional los cuales, en nuestro concepto, 
guardan relación directa con la utilización del vehículo 
automotor asegurado, a saber:

• Grúa sin siniestro. Consistente en el ofrecimiento 
de servicio de grúa cuando el asegurado lo requiera 
para atender requerimientos generados el vehículo 
por asegurado, como consecuencia de hechos distin-
tos a la ocurrencia de un siniestro.

• Conductor elegido. Consistente en la posibilidad 
que se otorga al asegurado de solicitar la asegurado-
ra, en forma limitada o no, el envío de un conductor 
el para vehículo asegurado dentro de determinadas 
condiciones y circunstancias definidas en la póliza.

• Vehículo de reemplazo y/o Gastos de transporte del 
asegurado. Se incluyen en el presente estudio úni-
ca y exclusivamente cuando el servicio se presta en 
caso de siniestro.

• Vehículo de reemplazo, hace referencia a la entrega 
al asegurado por un tiempo limitado o no, de un ve-
hículo en substitución del amparado bajo la póliza, 
cuando este ha sufrido un siniestro objeto de cober-
tura.

Gastos de transporte del asegurado, como su nombre 
lo indica, hacen referencia a los gastos en que incurra 
el asegurado para proveer su propio transporte, no al 
transporte del vehículo o a servicio de ambulancia, ni 
al transporte de ocupantes del vehículo distintos del 
asegurado, según se define en la póliza. Bajo gastos de 
transporte del asegurado no se incluyen, por lo tanto, 
servicios tales como transporte del vehículo o transpor-
te de ocupantes distintos del asegurado.

Finalmente debemos hacer la salvedad de que varias de 
las pólizas objeto de análisis contienen servicios no eva-
luados, que eventualmente pueden constituir un valor 
agregado y conferirles algún atractivo adicional. Las 
compañías que deseen llamar la atención de la comuni-
dad sobre los mismos, bien pueden hacerlo requiriendo 
la inclusión de referencia al respecto, en la varias veces 
comentad sección Cláusulas de Interés del cuadro "LO 
QUE USTED DEBE SABER DE LA PÓLIZA DE SEGURO DE 
VEHÍCULOS LIVIANOS DE SERVICIO PARTICULAR DE..."

Habiendo dejado en claro los puntos anteriores, pro-
cedemos al análisis de cada una de las pólizas. Como 
se explicó anteriormente, el estudio incluye un cuadro 
denominado "CUADRO RESUMEN DE LOS PRINCIPALES 
TÉRMINOS Y CONDICIONES DE LAS PÓLIZAS DE VEHÍCU-
LOS LIVIANOS DE SERVICIO PARTICULAR", el cual remite 
respecto de cada una de las pólizas objeto de análisis al 

cuadro "LO QUE USTED DEBE SABER DE LA PÓLIZA SEGU-
RO DE VEHÍCULOS LIVIANOS DE SERVICIO PARTICULAR 
DE..." y este último, a su vez, remite a las condiciones 
generales de la póliza respectiva.

El grupo de trabajo a cuyo cargo estuvo la elaboración 
del presente estudio está integrado por los alumnos de la 
Promoción 2011 de la Especialización en Derecho de Se-
guros de la Pontificia Universidad Javeriana en Bogotá, 
doctores: María Paula Arboleda Palacio, Zulma Baquero 
Maldonado, Esteban Jaramillo Aramburo, Ana Cecilia 
Caicedo Pulido, Mauricio Armando Chirinos Martínez, 
Luis Nevardo Correa Flórez, Juliana León Novoa, Joseph 
Helean McLean Hinestroza, Lucila Másmela Escorcia, 
Andrea Forero Mateus, Paola Andrea Molina Cardoso, 
Alejandro Neira Sánchez, Paula Ordóñez Vasco, Bibia-
na Patricia Ortegón Amador, Ana Catalina Restrepo Za-
pata, Astrid Carolina Rojas Cárdenas, Alejandra Sierra 
Toro, Diana Marcela Velandia Barón y Diana María Yá-
ñez Ortiz.

Mención destacada dentro de dicho grupo ameritan Zul-
ma Baquero Maldonado, Esteban Jaramillo Aramburo, 
Juliana León Novoa, Paula Ordóñez Vasco, Ana Catali-
na Restrepo Zapata y Astrid Carolina Rojas Cárdenas, 
equipo de talentosos profesionales quienes tuvieron a 
su cargo la delicada labor de revisión, armonización y 
actualización final de los trabajos realizados por cada 
uno de los grupos.

Adicionalmente son acreedores de un singular recono-
cimiento por sus valiosos aportes en diversos aspectos 
dentro de la realización del presente trabajo los doc-
tores: María Alejandra Brijaldo Acosta, María Cristina 
Isaza Posse, Carlos Varela Rojas y muy especialmente 
Gabriel Vivas Díez quien a la postre se desempeñó como 
codirector del proyecto.

El presente trabajo no es vinculante para las asegurado-
ras. Con el mismo no se pretende por parte de la Pon-
tificia Universidad Javeriana ni de sus autores, nada 
distinto de propender porque la comunidad en gene-
ral cuente con un mejor conocimiento de los produc-
tos, que en materia de pólizas de seguro de vehículos 
livianos de servicio particular se ofrecen por las asegu-
radoras autorizadas para operar el ramo de vehículos 
en el mercado colombiano, en un todo de acuerdo con 
los principios que inspiran tanto la ley 1328 de 2009, 
Ley de Reforma Financiera, como la Ley 1480 de 2011, 
Estatuto del Consumidor.

Somos plenamente conscientes, por lo demás, de que la 
información consignada en el presente estudio si bien 
muy útil, dista mucho de ser suficiente para la toma de 
una decisión suficientemente informada sobre la póli-
za de seguro que mejor consulta las necesidades y posi-
bilidades de los potenciales asegurados. Lejos estamos 
de pretender, igualmente, substituir al intermediario 
profesional en su delicada y valiosa labor de asesoría a 
los mismos.
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Es finalmente nuestro propósito realizar actualizaciones periódicas del presente trabajo, con el objeto de incluir 
el análisis de las nuevas pólizas de seguros que dentro del segmento de seguro de vehículos livianos de servicio 
particular sean lanzados al mercado. Para el cabal logro de dicho objetivo agradeceríamos que una vez un nuevo 
clausulado o las modificaciones a un clausulado vigente hayan sido desarrollados y registrados ante la Super-
intendencia Financiera, sean así mismo remitidos por la compañía de seguros a la Oficina de Posgrados de Fa-
cultad de Ciencias Jurídicas de la Pontificia Universidad Javeriana, Edificio Gabriel Giraldo S.J. calle 40 No. 6-23 
Oficina 507, acompañados del respectivo número de registro en la antes citada Superintendencia Financiera.

Bernardo Botero Morales  
Director de la Especialización en Derecho de Seguros

REGISTRO 
SUPERINTE
NDENCIA 
FINANCIER
A

COMPAÑIA

DAÑO 
EMER- 
GENTE

LUCRO 
CESANTE

DAÑO 
MORAL

OTROS 1
DAÑOS Y
HURTO AL
VEHÍCULO

TERRE- 
MOTO

TERRO- 
RISMO

OTROS 
SIMILARES 
A 
TERRORIS
MO

RESPON- 
SABILIDAD 
CIVIL

DAÑOS
GRUA SIN
SINIES- 
TRO

CONDUCTO
R ELEGIDO

SI SI SI SI SI SI SI NO NO NO SI SI SI SI

15/05/2012-
1301-P-03-
AUTO58VER-

SION11

BBVA
2011-074366-
000-000

SI SI SI SI SI SI2 NO SI SI SI2 SI2 SI SI SI

Bolívar
03112009-
1327-P-03-
AU_112

SI SI SI SI SI SI2 SI2 SI SI SI2 SI2 SI SI SI2

Chubb
23/09/2004-
1321

SI SI NO NO SI2 SI2 SI2 SI2 SI2 NO NO SI SI SI

Colpatria 
(Esencial)

15/10/2008-
1306-P-03-
P593 
SEP/2008

SI SI NO NO SI2 NO NO SI2 SI2 NO NO NO NO NO

Colpatria 
(Tradicional)

22/08/05-
1306-P-03-
P811 
AGOSTO 
2005

SI SI NO NO SI SI NO SI SI NO NO SI SI SI2

Colpatria VIP

15/10/2008-
1306-P-03-
P594 
SEP/2008

SI SI NO NO SI SI NO SI SI NO NO SI SI SI2

15072011-
1501-P-03-
117

Estado
10/12/2012-
1329-P-02-
EAU001A

SI2 SI2 SI2 SI2 SI2 SI2 SI2 SI2 SI2 SI2 SI2 SI2 SI2 SI2

9022011-
1314-P-

03-
GSG0305021
100000

Liberty
01/07/2012-
1333-P-03-
CAU-030

SI SI SI3 NO SI SI2 NO SI SI SI2 SI2 SI2 SI2 SI

Mapfre 
Automóviles

25082011-
1326-P-03-
0000VTE04/ 
AGO11

SI2 SI2 SI2 SI2 SI2 SI2 SI2 SI2 SI2 SI2 SI2 SI2 SI2 SI2

Mapfre 
Livianos

16052011-
1326-P-03-
0000VTE04/
MAY11

SI2 SI2 SI2 SI2 SI2 SI2 SI2 SI2 SI2 SI2 SI2 SI2 SI2 SI2

Previsora
01/03/99-
1324-P-03-
AUP001

SI SI SI2 NO SI SI2 NO SI SI SI2 SI2 SI SI SI2

QBE
01112010-
1309-P-02-
AU37

SI SI2 NO NO SI SI2 SI2 SI SI SI2 SI2 SI2 SI2 SI2

02/03/2011-
1315-P-03-
AUTOMOVI-

LESI2011

SOLIFAMILIA
R19052009-

1502-40-
AU01-2

Suramerican
a

15/08/2010 
13-18 P 03 F-
01-40-184

SI SI SI SI SI2 SI2 SI2 SI2 SI2 SI SI SI SI SI2

SI SI SI

SERVICIOS ADICIONALES

SI2 NO SI2 SI2 SI2 SI2

SI2 SI2 SI2

Solidaria SI SI2 SI2 NO SI

SI2 NO NO NO SI SI

SI SI SI

RSA SI SI3 SI3 SI3 SI

SI SI SI SI NO NO

SI SI SI

Generali SI NO SI SI SI

SI2 NO NO NO SI2 SI2

SI2 SI2 SI

Equidad SI SI SI3 SI3 SI

SI SI SI SI SI SIAllianz SI SI SI SI SI

OTROS 
SIMILARES 
A TERRE-
MOTO

VEHÍCULO 
REEM- 
PLAZO Y/O
GASTOS DE
TRANSPOR
TE DEL
ASEGURAD

AIG Auto-
móvil

REGISTROC
ONDICIONA
DO 10042013-

AMPARO DE R.C. OTROS AMPAROS

PATRIMONIAL

EXTRAPATRI- MONIAL
AMPARO PATRIMO-
NIAL

(DE CULPA GRAVE)

I.	Cuadro resumen de los Principales términos y Condiciones de las pólizas
De vehículos livianos de Servicio particular

1 Daño Fisiológico - Daño a la vida de 
relación etc.

2 Se otorga con pacto expreso.	 3 Requiere sentencia judicial ejecuto-
riada.	

4 Sublimite por evento para reclaman-
tes en caso de muerte.
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II. Lo que Usted Debe Saber Sobre la Póliza de Seguro de Vehículos Livianos 
de Servicio Particular de AIG Seguros Colombia S.A.

COMENTARIO

Daño emergente Condición 1., numeral 1.1.

Condición 1.

numeral 1.1., Inciso 6

numeral 1.1., Inciso 6

numeral 1.1., Inciso 6

Condición 1,

numerales 1.2. 1.3. 1.4.

Terremoto Condición 1., numeral 1.6.

Otros similares Condición 1., numeral 1.6.

Terrorismo 3.1.15; 3.2.7, 3.2.9

Otros similares 3.2.3; 3.2.7; 3.2.9

Exclusiones 3.5.4 y 3.5.10
aplicables a todas las coberturas

numeral 2.1.,

Daño moral

2

Lucro cesante

1

4

5

Amparo patrimonial

Condición 1, numeral 1.7. y

Sin embargo, la culpa grave y el influjo de bebidas alcohólicas o 
drogas tóxicas o alucinógenas está expresamente excluida para 

todos los amparos de la póliza excepto para el de accidentes 
personales.

3

Conductor elegido

Grúa sin siniestro
Anexo de Asistencia en Viaje, 

Condición 4., literal b.

5.; 3.1.8; 3.1.13;

Garantía que el vehículo amparado no ha ingresado ilegalmente al 
país ni ha sido hurtado anteriormente (sin que hubiese sido 

recuperado por su propietario). Se excluyen los perjuicios causados 
por conductor no autorizado y los per- juicios amparados SOAT, 

FOSYGA, PLANES DE MEDICINA PREPAGADA, EPS, ARL O cualquier 
otra entidad del sistema de seguridad social.

Cláusula

•Si el Asegurado desea cancelar el servicio solicitado, debe
comunicarse con 4

horasdeanticipaciónalahorainicialmenteindicadaparalaprestaciónde
lservicio.

•El traslado solo cubre desde el sitio donde el Asegurado de
encuentre ubica- do, directamente hasta el domicilio del Asegurado,
hasta un máximo de 30 Km. desde el lugar de origen del servicio.

Vehículo reemplazo y/o gastos de
transporte del asegurado

Se otorga como amparo adicional vehículo de remplazo con pacto 
expreso, únicamente para MEDELLIN, BOGOTA, CALI, 

BARRANQUILLA, BUCARAMANGA, PEREIRA, CARTAGENA E 
IBAGUE. Igualmente se limita la tipología de automóviles que están a 

disposición del asegurado.

Condición 2.,

Anexo de Asistencia en Viaje, 
Condición 4., literal m.

Se otorga en caso de avería o accidente automovilístico pero
limitado a un máximo de 40 SMDLV por avería y 60 SMDLV por
accidente para que el vehículo accidentado o varado sea removido y
trasladado hasta el taller o concesionario más apropiado y cercano

Se otorga bajo las siguientes condiciones:

•Servicio brindado exclusivamente al asegurado.

•Servicio brindado en las principales ciudades Capitales de
Departamento

en Colombia.

•El servicio debe ser solicitado mínimo con 4 horas de anticipación.

CLÁUSULAS DE INTERES

SERVICIOS ADICIONALES

Se otorga

Se otorga – Pero no se incluye inundación.

No se otorga

No se otorga

Se otorga solamente para las coberturas de daños y no de
responsabilidad civil en el amparo 1.7.

Se otorga indicando que se reconocerá cuando se “...encuentren
debida m ente acreditados y que la responsabilidad respecto de los
mismos no provenga de preacuerdos y/o negociaciones efectuadas
por el asegurado que no hayan sido previamente autorizados por AIG
Seguros”.

AMPARO DE RESPONSABILIDAD CIVIL EXTRA - PATRIMONIAL

Se otorga indicando que se reconocerá cuando se “…encuentren
debida m ente acreditados y que la responsabilidad respecto de los
mismos no provenga de preacuerdos y/o negociaciones efectuadas
por el asegurado que no hayan sido previamente autorizados por AIG
Seguros”.

Se otorga indicando que se reconocerá cuando se “…encuentren
debida m ente acreditados y que la responsabilidad respecto de los
mismos no provenga de preacuerdos y/o negociaciones efectuadas
por el asegurado que no hayan sido previamente autorizados por AIG
Seguros”.

OTROS AMPAROS

Daños y hurto Se otorga

Otros Daños o Perjuicios

Condición 1.,

Condición 1.,

COMPAÑÍA, PÓLIZA Y REGISTRO SUPER FINANCIERA

AIG SEGUROS COLOMBIA S.A., “POLIZA DE SEGUROS DE AUTOMOVILES” REGISTRO 
CONDICIONADO 10042013-1322-P-03-POLIZAAUTOSGENER

REGISTRO NOTA TECNICA 15032013-1322-NTP-03-POLIZAAUTOSGENER

CLÁUSULA No.

AMPARO DE RESPONSABILIDAD CIVIL PATRIMONIAL

Se otorga

No está por demás poner de 
presente que con la elabo-
ración de este cuadro no se 
pretende substituir la lec-
tura cuidadosa del texto de 
la póliza, lectura que resul-
ta indispensable para una 
adecuada e integral com-
prensión del contrato.
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III. Lo que Usted Debe Saber Sobre la Póliza de Seguro de Vehículos Livianos 
de Servicio Particular de Allianz Seguros S.A.

No está por demás poner de presente que con la elaboración de este cuadro no se pretende substituir la lectura cuidadosa del texto de la 
póliza, lectura que resulta indispensable para una adecuada e integral comprensión del contrato.

COMENTARIO

Daño emergente III.6. Se otorga

Lucro cesante III.6. Se otorga

Daño moral III.6. Se otorga

Otros III.6. Se otorga

Daños y hurto al vehículo III.1. III.2. III.3 III.3.1 III.4. Se otorga

Terremoto III.5. Se otorga

Terrorismo III.1. y III.2. Se otorga

Se otorga con pacto expreso

Conductor elegido 12.3 (Anexo de Asistencia) Se otorga con pacto expreso

Vehículo reemplazo y/o gastos de 
transporte del asegurado

III. 10.

III. 9.

Se otorga vehículo de remplazo 
para pérdida total y parcial

Se otorga gastos de transporte 
para pérdida total

Cláusula N/A

4

5

Grúa sin siniestro 12.2 (Anexo de Asistencia)

SERVICIOS ADICIONALES

1

2

3

OTROS AMPAROS

Otros similares III.5.

Otros similares III.1. y III.2. Se otorga

Se otorga para huracán, tifón,
ciclón, tsunami, maremoto, y
granizada

Amparo patrimonial III.8. Se otorga para RC y para daños

CLÁUSULAS DE INTERES

COMPAÑÍA, PÓLIZA Y REGISTRO SUPER FINANCIERA
ALLIANZ SEGUROS S.A. PÓLIZA 01/01/2013 1301 P 03 AUT058
VERSIÓN 12. 2012109734-000-000

CLAUSULA No.

AMPARO DE RESPONSABILIDAD CIVIL PATRIMONIAL

AMPARO DE RESPONSABILIDAD CIVIL EXTRA - PATRIMONIAL
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III. Lo que Usted Debe Saber Sobre la Póliza de Seguro de Vehículos Livianos 
de Servicio Particular de BBVA Seguros de Colombia  S.A.

CLAUSULA No. COMENTARIO

Daño emergente 3.1.1. Se otorga

Lucro cesante 3.1.1. Se otorga

Daño moral 3.1.1. Se otorga

Otros 3.1.1. Se otorga

Daños y hurto al vehículo 3.2. 3.3. 3.4. Se otorga

Terremoto 24.1. Se otorga con pacto expreso

Terrorismo 3.2 y 3.3 Se otorga

N/A 
No se otorga vehículo de
reemplazo

Vehículo reemplazo y/o gastos de 
transporte del asegurado Se otorga gastos de transporte 

con pacto expreso para pérdida 
total

24.2

Amparo patrimonial

No se otorga

Se otorga AMIT

Grúa sin siniestro Se otorga

Se otorga
8. Anexo de asistencia. 
Coberturas al vehículo

Conductor elegido

1. Anexo de asistencia. Coberturas 
al vehículo

COMPAÑÍA, PÓLIZA Y REGISTRO SUPER FINANCIERA

1

2

3

4

5

Cláusula 1.2.4 y anexos correspondientes

24.3

AMPARO DE RESPONSABILIDAD CIVIL EXTRA - PATRIMONIAL

OTROS AMPAROS

Se otorga con pacto expreso para
RC y para daños

CLÁUSULAS DE INTERES

Asistencia jurídica en proceso
civil y penal requiere pacto
expreso

SERVICIOS ADICIONALES

3.2 y 3.3

N/AOtros similares

Otros similares

En la póliza no aparece el registro en la Superfinanciera

AMPARO DE RESPONSABILIDAD CIVIL PATRIMONIAL

No está por demás poner de presente que con la elaboración de este cuadro no se pretende substituir la lectura cuidadosa del texto de la 
póliza, lectura que resulta indispensable para una adecuada e integral comprensión del contrato.
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IV. Lo que Usted Debe Saber Sobre la Póliza de Seguro de Vehículos Livianos 
de Servicio Particular de Seguros Comerciales Bolivar S.A.

CLAUSULA No. COMENTARIO

Daño emergente 1.1.1, 2.1.1. Se otorga

Lucro cesante 1.1.1, 2.1.1. Se otorga

Daño moral 1.1.1, 2.1.1. Se otorga

Otros 1.1.1, 2.1.1. Se otorga

Daños y hurto al vehículo 1.2, 1.3, 2.2, 2.3 Se otorga

Terremoto 1.4, 2.4. Se otorga con pacto expreso

Terrorismo 2,2 Se otorga

Amparo patrimonial 1.5, 2.5
Se otorga con pacto expreso para
RC y daños

Se otorga vehículo de remplazo
con pacto expreso para pérdida
total y parcial

1.6, 2.6

Otros similares 2.2, 1.4, 2.4

Conductor elegido No se otorga

Se otorga

Vehículo reemplazo y/o gastos de 
transporte del asegurado

1.9, 2.9

Se otorga gastos de transporte 
sólo para pérdida total daños y 

pérdida total hurto

SERVICIOS ADICIONALES

Convenio Asistencia Bolívar 3.2.1.

Convenio Asistencia Bolívar 3.1.9

COMPAÑÍA, PÓLIZA Y REGISTRO SUPER FINANCIERA

1

2

3

4

5

Grúa sin siniestro

AMPARO DE RESPONSABILIDAD CIVIL EXTRA - PATRIMONIAL

OTROS AMPAROS

Se otorga huracán granizada y
anegación. Y mare- moto,
tsunami y huracán cuando sean
contratados expresamente

Se otorga asonada, motín,
conmoción civil y actos
malintencionados de terceros

CLÁUSULAS DE INTERES

Exige una garantía para el
asegurado según la cual el
vehículo no podrá ser conducido
por menor de 25 años a menos de
haber dejado constancia ex- presa 
en la solicitud de seguro y en la
carátula de la póliza, so pena de
que la Compañía se reserve el
derecho de aplicar DOS VECES el
deducible pactado

CONDICIÓN DÉCIMA SÉPTIMACláusula

2,2Otros similares

SEGUROS COMERCIALES BOLIVAR S.A. POLIZA “Vehículos
bolivar/ particulares Programa de Protección Integral”
03112009-1327-P- 03-AU_112

AMPARO DE RESPONSABILIDAD CIVIL PATRIMONIAL

No está por demás poner de presente que con la elaboración de este cuadro no se pretende substituir la lectura cuidadosa del texto de la 
póliza, lectura que resulta indispensable para una adecuada e integral comprensión del contrato.
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V. Lo que Usted Debe Saber Sobre la Póliza de Seguro de Vehículos Livianos 
de Servicio Particular de Chubb De Colombia Compañía De Seguros S.A.

CLAUSULA No. COMENTARIO

Daño emergente 1 y 3 Se otorga

Lucro cesante 1 y 3 Se otorga

Daño moral N/A No se otorga

Se otorga4.1 y 4.2Terremoto

Daños y Hurto al vehiculo 1.2, 1.3 y 1.4 Se otorga

Se otorga4.1 y 4.2Terrorismo

Otros Similares 4.1 y 4.2 Se otorga

4.5

2.5.4 No se otorgaAmparo patrimonial

Otros Similares 4.1 y 4.2 Se otorga, AMIT

Grúa sin siniestro

Conductor elegido Anexo de Asistencia 5.8

Anexo de Asistencia 5.1 Se otorga

Se otorga

CLÁUSULAS DE INTERES

SERVICIOS ADICIONALES

Vehículo reemplazo y/o Gastos de 
Transporte del Asegurado

Se otorga para el amparo de
pérdida total daños o hurto

1

2

3

4

5

COMPAÑÍA, PÓLIZA Y REGISTRO SUPER FINANCIERA
CHUBB DE COLOMBIA COMPAÑÍA DE SEGUROS S.A., PÓLIZA
23/09/2004 - 1321

AMPARO DE RESPONSABILIDAD CIVIL PATRIMONIAL

AMPARO DE RESPONSABILIDAD CIVIL EXTRA - PATRIMONIAL

OTROS AMPAROS

No se otorgaN/AOtros Daños o Perjuicios

No está por demás poner de presente que con la elaboración de este cuadro no se pretende substituir la lectura cuidadosa del texto de la 
póliza, lectura que resulta indispensable para una adecuada e integral comprensión del contrato.
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VI. Lo que Usted Debe Saber Sobre la Póliza de Seguro de Vehículos Livianos 
de Servicio Particular de Seguros Colpatria S.A. (Esencial)

CLAUSULA No. COMENTARIO

Daño emergente 1.1.1 Se otorga

Lucro cesante 1.1.1 Se otorga

Daño moral N/A No se otorga

Otros N/A No se otorga

Terrorismo 1.2.1 Se otorga con pacto expreso

Otros similares

Terremoto N/A No se otorga

Se otorga con pacto expreso1.2.1, 1.2.2.Daños y hurto al vehículo

3.1.1Cláusula

CLÁUSULAS DE INTERES

Amparo patrimonial N/A No se otorga

No se otorga

No se otorgaN/AConductor elegido

Grúa sin siniestro N/A No se otorga

Garantía de la legalidad de
matrícula y/o ingreso legal del
automóvil al país

SERVICIOS ADICIONALES

Vehículo reemplazo y/o gastos de
transporte del asegurado

1

2

3

4

5

N/A

AMPARO DE RESPONSABILIDAD CIVIL PATRIMONIAL

AMPARO DE RESPONSABILIDAD CIVIL EXTRA - PATRIMONIAL

OTROS AMPAROS

Se otorga para actos mal
intencionados de terceros y/o de
movimientos subversivos con
pacto expreso

1.2.1Otros similares

N/A No se otorga

COMPAÑÍA, PÓLIZA Y REGISTRO SUPER FINANCIERA
Seguros Colpatria S.A. Auto Colpatria Esencial.

15/10/2008-1306-P-03-P593 SEP/2008

No está por demás poner de presente que con la elaboración de este cuadro no se pretende substituir la lectura cuidadosa del texto de la 
póliza, lectura que resulta indispensable para una adecuada e integral comprensión del contrato.
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VII. Lo que Usted Debe Saber Sobre la Póliza de Seguro de Vehículos Livianos 
de Servicio Particular de Seguros Colpatria S.A. (Tradicional)

CLAUSULA No. COMENTARIOS

Daño emergente 1.1.1 Se otorga

Lucro cesante 1.1.1 Se otorga

Daño moral N/A No se otorga

Otros Daños o Perjuicios N/A No se otorga

Daños y hurto 1.1.2 , 1.1.3 , 1.1.4 Se otorga

Terremoto 1.1.6 Se otorga

Otros similares N/A No se otorga

Terrorismo 1.1.2. Se otorga

1.1.2.Otros similares

AMPARO DE RESPONSABILIDAD CIVIL EXTRA - PATRIMONIAL

1.2.1
Se otorga gastos de transporte con 

pacto expreso

3.1.1Cláusula

Cláusula 1.1.2. A / B

SERVICIOS ADICIONALES

Grúa sin siniestro Anexo Asistencia 6.1 Se otorga

Se otorgaAnexo Asistencia 6.7Conductor elegido

Garantía de legalidad de matrícula
y/o ingreso legal del automóvil al
país

Vehículo reemplazo y/o gastos de
trans- porte del asegurado

1

2

3

4

5

OTROS AMPAROS

Se otorga otros actos
malintencionados de ter- ceros y/o 
de movimientos subversivos

Asistencia jurídica en proceso
penal y civil requiere pacto
expreso

CLÁUSULAS DE INTERES

Amparo patrimonial N/A No se otorga

COMPAÑÍA, PÓLIZA Y REGISTRO SUPER FINANCIERA
Seguros Colpatria S.A. Auto Colpatria Tradicional.

22/08/05-1306-P-03-P811 AGOSTO 2005

AMPARO DE RESPONSABILIDAD CIVIL PATRIMONIAL

No está por demás poner de presente que con la elaboración de este cuadro no se pretende substituir la lectura cuidadosa del texto de la 
póliza, lectura que resulta indispensable para una adecuada e integral comprensión del contrato.
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VIII. Lo que Usted Debe Saber Sobre la Póliza de Seguro de Vehículos Livianos 
de Servicio Particular de Seguros Colpatria S.A. (VIP)

CLÁUSULA No. COMENTARIO

Daño emergente 1.1.1 Se otorga

Lucro cesante 1.1.1 Se otorga

Daño moral N/A No se otorga

Otros Daños o Perjuicios N/A No se otorga

Daños y hurto 1.1.2 , 1.1.3 , 1.1.4. Se otorga

Terremoto 1.1.6 Se otorga

Otros similares N/A No se otorga

Terrorismo 1.1.2. Se otorga

Otros similares 1.1.2.
Se otorga otros actos
malintencionados de terceros y/o 
movimientos subversivos

Amparo patrimonial N/A No se otorga

Cláusula 1.2.3. A / B
Asistencia jurídica en proceso
penal y civil requiere pacto
expreso

Grúa sin siniestro Anexo Asistencia 6.1. Se otorga

Conductor elegido Anexo Asistencia 6.7. Se otorga

Anexo Asistencia 14 Se otorga vehículo de reemplazo

1.2.1.
Se otorga gastos de transporte
con pacto expreso

Cláusula

4

CLÁUSULAS DE INTERES

Garantía de legalidad de
matrícula y/o ingreso legal del
automóvil al país

SERVICIOS ADICIONALES

Vehículo reemplazo y/o gastos de 
transporte del asegurado

1

2

3

5

3.1.1

COMPAÑÍA, PÓLIZA Y REGISTRO SUPER FINANCIERA
Seguros Colpatria S.A. Auto Colpatria VIP 15/10/2008-1306-P-
03-P594 SEP/2008

AMPARO DE RESPONSABILIDAD CIVIL PATRIMONIAL

AMPARO DE RESPONSABILIDAD CIVIL EXTRA - PATRIMONIAL

OTROS AMPAROS

No está por demás poner de presente que con la elaboración de este cuadro no se pretende substituir la lectura cuidadosa del texto de la 
póliza, lectura que resulta indispensable para una adecuada e integral comprensión del contrato.
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IX. Lo que Usted Debe Saber Sobre la Póliza de Seguro de Vehículos Livianos 
de Servicio Particular de La Equidad Seguros Generales  
Organismo Cooperativo

CLAUSULA No. COMENTARIO

Daño emergente 3.1 Se otorga

Lucro cesante 3.1 Se otorga

Daño moral 2.1.9 y 3.1
Se otorga con sentencia judicial
ejecuto- riada

Otros Daños o Perjuicios 2.1.9 y 3.1
Se otorga con sentencia judicial
ejecuto- riada

Daños y Hurto al vehiculo 3.4, 3.5 y 3.6 Se otorga

Terremoto 6.3 Se otorga con pacto expreso

Otros Similares N/A No se otorga

Terrorismo N/A No se otorga

Otros Similares N/A No se otorga

Amparo patrimonial 6.1
Se otorga con pacto expreso para
RC y Daños

Numeral 1 de la cond. 7

Conductor elegido Anexo de Asistencia 2.2.7 Se otorga

No se otorga

Se otorga con pacto expreso

Se otorgaGrúa sin siniestro
Anexo de asistencia en viaje.

CLÁUSULAS DE INTERES

SERVICIOS ADICIONALES

Vehículo reemplazo y/o Gastos de 
Transporte del Asegurado

N/A 6.4

1

2

3

4

5

COMPAÑÍA, PÓLIZA Y REGISTRO SUPER FINANCIERA
LA EQUIDAD SEGUROS GENERALES ORGANISMO COOPERA-
TIVO, PÓLIZA 15072011-1501-P-03-0000000000000117

AMPARO DE RESPONSABILIDAD CIVIL PATRIMONIAL

AMPARO DE RESPONSABILIDAD CIVIL EXTRA – PATRIMONIAL

OTROS AMPAROS

No está por demás poner de presente que con la elaboración de este cuadro no se pretende substituir la lectura cuidadosa del texto de la 
póliza, lectura que resulta indispensable para una adecuada e integral comprensión del contrato.
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X. Lo que Usted Debe Saber Sobre la Póliza de Seguro de Vehículos Livianos 
de Servicio Particular de Seguros Del Estado S.A.

CLAUSULA No. COMENTARIO

Daño emergente 3.1 Se otorga con pacto expreso

Lucro cesante 3.1 Se otorga con pacto expreso

Daño moral 2.1.12 Se otorga con pacto expreso

Otros Daños o Perjuicios 2.1.12 Se otorga con pacto expreso

Daños y Hurto al vehículo 3.3, 3.4., 3.5 y 3.6 Se otorga con pacto expreso

Terremoto 3.7 Se otorga con pacto expreso

Terrorismo 3.8 Se otorga con pacto expreso

Otros Similares 3.7

3.9 Se otorga para RC y dañosAmparo patrimonial

Se otorga movimientos 
subversivos, motines, huelgas y 

conmociones populares de 
cualquier clase

3.8Otros Similares

Anexo de Asistencia A 1.1 Se otorga

Se otorgaAnexo de Asistencia 7.1Conductor elegido

Vehículo reemplazo y/o Gastos de 
Transporte del Asegurado

3.13
Se otorga vehículo de reemplazo 
con pacto expreso para pérdida 

total y parcial

Se otorga gastos de transporte 
para pérdida y/o hurto de mayor 

cuantía
3.1

Se otorga con pacto expreso,
temblor, derrumbe, erupción
volcánica, inundaciones, granizo
y en general cualquier evento de
la naturaleza

CLÁUSULAS DE INTERES

SERVICIOS ADICIONALES

1

2

3

4

5

Grúa sin siniestro

COMPAÑÍA, PÓLIZA Y REGISTRO SUPERFINANCIERA SEGUROS DEL ESTADO S.A., 10/12/2012–1329-P–02–EAU001A

AMPARO DE RESPONSABILIDAD CIVIL PATRIMONIAL

AMPARO DE RESPONSABILIDAD CIVIL EXTRA – PATRIMONIAL

OTROS AMPAROS

La póliza de seguro de AUTOS de Seguros del Estado partiendo de un mismo clausulado le ofrece al asegurado tres diferentes alternativas 
de cobertura denominadas FAMIESTADO y GENIO COMERCIAL. 

No está por demás poner de presente que con la elaboración de este cuadro no se pretende substituir la lectura cuidadosa del texto de la 
póliza, lectura que resulta indispensable para una adecuada e integral comprensión del contrato.
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XI. Lo que Usted Debe Saber Sobre la Póliza de Seguro de Vehículos Livianos 
de Servicio Particular de Generali Colombia Seguros Generales S.A.

CLAUSULA No. COMENTARIO

Daño emergente 1.2 Se otorga

Lucro cesante 2.14 No se otorga

Daño moral 2.18
Se otorga con sentencia judicial
ejecutoriada

Otros Daños o Perjuicios N/A Se otorga

Daños y Hurto al vehiculo 4.2 y 4.3 Se otorga

Terremoto 1.1 Se otorga

Otros Similares 1.1 Se otorga

Terrorismo 1.1 Se otorga

Otros Similares 1.1 Se otorga

Amparo patrimonial 2.13 No se otorga

Grúa sin siniestro Anexo de Asistencia 1.1.2 Se otorga

Conductor elegido Anexo de Asistencia 1.2.8 Se otorga

3.2

Anexo de Asistencia 1.6

5

Se otorgan

Se parte de la base de que la póliza tiene cobertura Todo Riesgo en la medida en que textualmente 
consagra:

“Generali Colombia Seguros Generales S.A., que en adelante se llamará “La Compañía”, en consideración
a la solicitud de seguro que le ha sido presentada por el tomador, indemnizará hasta por la suma
asegurada y con sujeción a los términos y condiciones de esta póliza y sus anexos, las pérdidas o daños
materiales que sufra el vehículo descrito en el cuadro, como consecuencia de cualquier causa que no se
encuentre expresamente excluida y que provenga de un accidente o hecho súbito e imprevisto.”

SERVICIOS ADICIONALES

Vehículo reemplazo y/o Gastos de 
Transporte del Asegurado

COMPAÑÍA, PÓLIZA Y REGISTRO SUPER FINANCIERA

1

GENERALI COLOMBIA SEGUROS GENERALES S.A., PÓLIZA 
9022011 - 1314- P- 03 - GSG0305021100000

2

3

4

AMPARO DE RESPONSABILIDAD CIVIL PATRIMONIAL

AMPARO DE RESPONSABILIDAD CIVIL EXTRA – PATRIMONIAL

OTROS AMPAROS

CLÁUSULAS DE INTERES

No está por demás poner de presente que con la elaboración de este cuadro no se pretende substituir la lectura cuidadosa del texto de la 
póliza, lectura que resulta indispensable para una adecuada e integral comprensión del contrato.
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PRÓLOGO
“Entre más se busquen respuestas, más se encontrarán pregun-
tas” – Anónimo.

Como es generalmente reconocido, el Seguro de Lucro 
Cesante es una de las modalidades de cobertura más im-
portantes requeridas por grandes complejos industriales 
y comerciales para la adecuada protección de sus opera-
ciones. Si se quiere, más que el seguro de daño material o 
de daño emergente, el seguro de lucro cesante constituye 
cobertura esencial para garantizar la continuidad de un 
negocio; de hecho, con no poca frecuencia, ante la ocu-
rrencia de un evento indemnizable bajo póliza de segu-
ro: incendio, explosión, rotura de maquinaria, etc., suele 
con frecuencia ser substancialmente mayor el valor de los 
daños y perjuicios indemnizables bajo el seguro de lucro 
cesante, que el valor de los daños y perjuicios indemniza-
bles bajo el seguro de daños materiales.

Habida consideración de lo expuesto, así como del hecho 
de que la literatura, al menos en lengua castellana, exis-
tente sobre la materia es realmente escasa, he estimado de 
utilidad la realización de la presente monografía, la cual 
juzgo procedente circunscribir al denominado Seguro de 
Lucro Cesante Forma Inglesa –   Pérdida de Utilidad Bru-
ta, por ser ésta la modalidad de cobertura generalmen-
te considerada como la más idónea, constituyéndose, en 
efecto, como la más ampliamente utilizada en nuestro 
medio para el seguro de grandes complejos industriales.

La definición de los riesgos objeto de protección bajo el 
Seguro de Lucro Cesante Forma Inglesa es relativamente 
sencilla en la medida en que, como principio de carácter 
general, común por lo demás a todos los seguros de lucro 
cesante, bajo la póliza se otorga cobertura contra los mis-
mos riesgos y con los mismos alcance y limitaciones de 
la póliza de seguro de daños materiales a la que sirve de 
complemento. Por lo demás, el Seguro de Lucro Cesan-
te Forma Inglesa es una de las modalidades de cobertura 
más intrincadas y complejas. Baste al respecto poner de 
presente las dificultades que conlleva, de una parte, el es-
tablecimiento de la suma asegurada o monto por el cual 
debe otorgarse la cobertura, para lo cual se hace necesario 
realizar, entre otros cálculos, la estimación de la utilidad 
bruta esperada tal como se define en la póliza respectiva, 
como de otra, la definición de la suma a indemnizar una 
vez ocurrido el siniestro, para lo cual hace necesario reali-
zar, igualmente entre otros cálculos, la estimación del au-
mento esperado en los gastos de funcionamiento durante 
el lapso de interrupción parcial o total de operaciones del 
asegurado a causa de un siniestro amparado.

El presente estudio, una vez expuestos una serie de con-
ceptos generales básicos y de adentrarse en análisis de te-
mas relativamente álgidos inherentes a la cobertura de 
lucro cesante forma inglesa, se concentrará, fundamen-
talmente, en un objetivo de carácter didáctico, relativo a 
la descripción de la forma como debe procederse, según 
se esbozó en el párrafo anterior, para el correcto estable-

cimiento de la suma asegurada y para la adecuada defi-
nición de la suma a indemnizar. En la medida en que se 
logre este objetivo, habremos dado cumplimiento a la mi-
sión primordial que nos hemos propuesto.

Con miras en la obtención del objetivo enunciado, lue-
go de abocar el análisis del concepto mismo de Seguro de 
Lucro Cesante y de realizar un sucinto recuento sobre el 
desarrollo de dicha modalidad de cobertura a través de la 
historia del seguro, el presente trabajo se centrará en tres 
aspectos cardinales de la misma, a saber:

En primer término, en el estudio de la cobertura otorgada 
bajo el seguro de lucro cesante forma inglesa, en cuanto 
hace referencia al alcance del concepto de Pérdida de Uti-
lidad Bruta – tal como el mismo se concibe bajo la referida 
modalidad de cobertura – o sea como la pérdida resultan-
te a consecuencia del efecto combinado de la disminución 
de ingresos y del aumento en gastos de funcionamiento, 
por causa de un siniestro amparado bajo póliza de seguro 
de daños materiales.

En segundo término, en la descripción del procedimiento 
a seguir para la adecuada determinación de la suma a ase-
gurar bajo el seguro de lucro cesante forma inglesa, lo cual 
conlleva el análisis de los conceptos de Utilidad Bruta, en-
tendida como el monto en el cual los ingresos del negocio 
y el inventario al final del ejercicio contable, exceden el 
valor del inventario al comienzo del mismo, más el valor 
de los denominados Gastos Específicos de Trabajo.

Finalmente, la determinación de la suma a indemnizar 
bajo el seguro de lucro cesante forma inglesa, lo cual com-
prende el cálculo bajo diversas metodologías de los deno-
minados ingresos normales del negocio durante el período 
de indemnización; de los ingresos reales dejados de perci-
bir durante el período de indemnización; de las existen-
cias acumuladas al momento del siniestro; del aumento 
en gastos de funcionamiento para disminuir la pérdida; 
de los honorarios de auditores, revisores y contadores y 
finalmente, del deducible aplicable al siniestro con arre-
glo a los términos de la cobertura otorgada bajo la póliza.

Debo, para concluir, poner de presente que buena parte 
de los análisis realizados y de las tesis expuestas en el pre-
sente trabajo se encuentran consignadas en el laudo ar-
bitral que, en el mes de octubre de 2008, dirimió las dife-
rencias surgidas entre Laboratorios Biogen de Colombia 
S.A. y Royal & Sun Alliance Seguros S.A. a raíz de la explo-
sión ocurrida en predios del primero el día 25 de agosto 
de 2005, laudo proferido por tribunal de arbitramento en 
el cual el suscrito fue árbitro único.

En tratándose de un tema complejo y aún, si se quiere, in-
cipiente en su desarrollo, me hago la ilusión de que, con-
cluido el presente trabajo y habida consideración de su 
objetivo fundamentalmente didáctico, logremos brindar 
al menos tantas respuestas, como preguntas se susciten.

Bernardo Botero Morales
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CAPÍTULO PRIMERO: CONCEPTOS 
GENERALES Y COBERTURA
I.	CONCEPTO DE SEGURO DE LUCRO CESANTE

El diccionario Mapfre de Seguros1 define el seguro de 
lucro cesante como “Aquel que garantiza al asegurado la 
pérdida de rendimiento económico que hubiera podido al-
canzarse en un acto o actividad, caso de no haberse produ-
cido el siniestro descrito en la póliza. Se denomina también 
seguro de interrupción de negocios o seguro de pérdida de 
beneficios.”

A su turno, el Dictionary of Insurance & Finance Terms, 
de John Clark2, trae la siguiente definición de Business 
interruption insurance: “Insurance that provides com-
pensation for the policyholder if his or her business activi-
ties are interrupted by a mishap such as fire. The amount 
insured covers loss of net profits, fixed costs and any addi-
tional expenses incurred. The policy is subject to a mate-
rial damage warranty, i.e. a claim for matching damage 
must have been paid for the BI cover to be effected. It is also 
known as consequential loss insurance.”

Finalmente, C S C Bennett en su Dictionary of Insu-
rance3 hace énfasis en que el seguro de lucro cesante 
opera para amparar las pérdidas resultantes de la inte-
rrupción de negocios, directa e inmediatamente resul-
tante como consecuencia de daños causados a bienes 
materiales. Durante el período de interrupción – pone 
de presente Bennett – el negocio asegurado sufre una 
pérdida o reducción en su facturación, como resultado 
de lo cual, se presenta una disminución en utilidades 
brutas, disminución que, una vez deducidos los cos-
tos fijos, se traduce así mismo en una reducción de las 
utilidades netas.

El seguro de lucro cesante, como afirma Regleros4, es 
un seguro de daños de carácter eminentemente patri-
monial. Lo usual es que la cobertura o amparo del lu-
cro cesante se otorgue conjuntamente con el seguro de 
daños real o material, y no como un seguro indepen-
diente y autónomo. Señala el autor Francisco Javier 
Tirado Suárez5 que conforme a la legislación española, 
el seguro de lucro cesante puede celebrarse como con-
trato autónomo o añadirse como un pacto a otro segu-
ro de distinta naturaleza.

Como elementos esenciales de esta clase de seguros se 
señalan: 1) el acaecimiento previo de un siniestro am-
parado por la póliza y 2) la pérdida de un rendimiento 
económico e incremento de los gastos generales que 
continúan gravando al Asegurado tras la ocurrencia 
del siniestro. Para que la cobertura sea operante, re-

sulta necesario que se cumpla el presupuesto de que, 
con anterioridad al siniestro, el Asegurado desarrolla-
se efectivamente una actividad productiva.6 y 7

Resulta de la mayor importancia poner de presente des-
de ahora la dificultad que entraña la cuantificación del 
lucro cesante por su carácter futuro y por el grado de 
incertidumbre que conlleva, pues se trata de establecer 
el valor de la indemnización con base en proyecciones 
que deben realizarse acudiendo, para el efecto, al em-
pleo de distintas metodologías. Por supuesto, la meto-
dología a que debe acudirse para cuantificar la pérdida 
deberá ser, en primer lugar, la que hubiere sido acor-
dada por las partes, tomando en consideración que la 
obligación de indemnizar surge de convenios cuyo al-
cance está definido por los términos y condiciones del 
contrato de seguro celebrado. En consecuencia, para 
efecto de cuantificar el valor indemnizable debe acu-
dirse, en primer lugar, a las definiciones y condiciones 
consignadas al efecto en la póliza respectiva.

En síntesis, las empresas están normalmente inspira-
das en el propósito de producir ingresos como resultado 
de la explotación de una actividad legítima, los cuales, 
una vez descontados los costos en que incurren para la 
generación de los mismos, dan lugar a un excedente, 
beneficio o lucro. Mediante el seguro de lucro cesante 
se ampara tanto la pérdida de los referidos excedentes 
o beneficios, como el incremento en los costos de ope-
ración que se generen para el asegurado, como conse-
cuencia de un evento específicamente amparado bajo 
póliza de daños materiales.

Si bien desde una óptica puramente conceptual el se-
guro de lucro cesante es independiente del seguro de 
daños materiales, en la práctica, es necesario que exis-
ta entre los mismos una completa identidad en cuanto 
a las causas generadoras de los daños materiales sus-
ceptibles de dar lugar a la indemnización. Es decir que, 
para que opere la cobertura bajo el seguro de lucro ce-
sante, es indispensable que el hecho generador de la 
interrupción de operaciones amparada bajo el mismo, 
se encuentre así mismo amparada bajo el respectivo 
seguro de daños materiales.

Corolario directo de lo anterior es, como se anotó con 
anterioridad, el presupuesto técnico y económico, mas 
no jurídico, de que la aseguradora que otorgue la co-
bertura para el seguro del daño emergente sea la mis-
ma que otorgue la cobertura para el seguro de lucro 
cesante y que ambas coberturas se encuentren suje-
tas en cuanto a los hechos materiales generadores de 
responsabilidad a los mismos términos y condiciones 

1 MAPFRE SEGUROS. Diccionario Mapfre de Seguros: 
Nueva Edición Ampliada. Madrid: Editorial Mapfre. 
1992.

2 CLARK, John O. E. Dictionary of Insurance & Finan-
ce Terms. The Chartered Institute of Bankers. 1999.

3 BENETT, C S C. Dictionary of Insurance. Financial 
Times. Pitman Publishing. 1992.

4 REGLERO CAMPOS, L. Fernando, et al. Ley del Con-
trato de Seguro. Colección Jurisprudencia Comenta-
da. Thompson Arazandi. p. 946.

5 SANCHEZ CALERO, Fernando, et al.   Ley del Con-
trato de Seguro: Comentarios a la Ley 50 /1980 de 
8 de octubre, y a sus modificaciones. 3 ed. Madrid: 
Thomson Arazandi. 3 ed. p. 1108.

6 REGLERO CAMPOS, Op.cit., p. 947, 961 y 964.



Volver al índice Estudios Sobre Seguros - Bernardo Botero Morales - 145 

7 TIRADO SUAREZ, Francisco Javier. Comentarios. 
En: SANCHEZ CALERO, Fernando. Ley del Contrato 
de Seguro. Comentarios a la Ley 50 /1980 de 8 de Oc-
tubre, y a sus modificaciones. 3 ed. Madrid: Thomson 
Arazandi. p. 1130

8 BUERES FUNCEDA, Jesús. Los Seguros de Lucro Ce-
sante: Un Enfoque Práctico. 2 ed. Madrid: Allianz 
Ras Seguros y Reaseguros, S.A. 1998. p. 8 - 10.

9 Ibid., p. 9

10 TIRADO SUAREZ, Op. cit., p. 68 y 69.

11 HOWE, Charles E. El Seguro de Lucro Cesante por 
Interrupción Causada por Incendio y Otros Riesgos. 
Medellín: Editorial De Bedout. 1976. p 15.

12 CHATERED INSURANCE INSTITUTE. Curso de Se-
guros: Seguro de Pérdida de Beneficios. 2 Ed. Madrid: 
Editorial Mapfre. Abril 1979. p. 15 y 16.

generales. De hecho, normalmente el seguro de lucro 
cesante se otorga como anexo a la póliza de seguro de 
Incendio.

II.	 BREVE RESEÑA HISTÓRICA

Jesús Bueres Junceda8 en su libro Los Seguros de Lucro 
Cesante Un Enfoque Práctico, pone de presente el he-
cho de que en el siglo XV las Ordenanzas de Barcelona 
desconocían el aseguramiento del lucro cesante, pues 
al prohibir expresamente el aseguramiento de la mer-
cancía por su valor total, con mas veras no permitían 
el aseguramiento del beneficio esperado, consistente 
en el obviamente mayor valor de las mercancías en el 
puerto de destino.

Según el mismo autor, las Ordenanzas de Burgos, re-
lativas integralmente al seguro marítimo, si bien al 
tiempo de su aprobación inicial por Carlos I en 1538, 
obligaban al transportador a soportar un diezmo del 
valor de la mercancía asegurada, al ser modificadas 
con posterioridad en el año 1572, establecen tres mo-
delos de pólizas: una póliza general, una póliza para el 
casco de la nave y otra especial para los viajes a las In-
dias. Así mismo, eliminan la obligación de mantener 
el descubierto del 10%.

Pero, según anota Bueres Junceda, fue realmente du-
rante los siglos XVI y XVII cuando se introduce el con-
cepto de la asegurabilidad del beneficio esperado en 
relación con las mercancías objeto del seguro de trans-
porte, en consideración a la evidente diferencia entre 
el valor de las mismas en el puerto de origen y en el 
puerto de destino.

A este respecto juegan un papel de primordial impor-
tancia las Ordenanzas de Bilbao de 1737, las cuales in-
fluenciadas por las de Colvert de 1681, admiten como 
excepción el seguro del beneficio esperado, pudiendo 
asegurarse en el viaje de vuelta de las Indias, además 
del valor de las mercancías, hasta un 25% por concep-
to de ganancias esperadas.

Según relata Bueres Junceda, no existía, sin embar-
go, por aquellos tiempos un criterio uniforme sobre 
la asegurabilidad de los beneficios esperados. A dife-
rencia de lo que ocurría en Italia y España, en el Códi-
go de Comercio francés de 1807 se prohibía el seguro 
del beneficio esperado respecto de las mercancías en 
el transporte marítimo.

En resumidas cuentas, según el mismo autor, “El segu-
ro de LUCRO CESANTE comienza a ser recogido expresa-
mente en diversos textos legales: en el Código de Comercio 

holandés de 1836, Código de Comercio alemán de 1861 y 
Código de Comercio Italiano de 1882”.9

Por otra parte, narra Francisco Javier Tirado Suárez10 
en su obra El Seguro de Pérdida de Beneficios por Inte-
rrupción de la Empresa, que a principios del siglo XIX 
había sido ya admitida por la práctica aseguradora en 
Inglaterra la asegurabilidad en el transporte de mer-
cancías del beneficio esperado, normalmente a través 
de pólizas de valor admitido.

Ahora bien, los primeros intentos conocidos de obtener 
cobertura para las pérdidas por lucro cesante surgen 
no, como hubiera sido de esperarse, de la expedición 
de pólizas de seguro para amparar dicho riesgo, sino 
del intento por parte de asegurados de obtener, bajo 
pólizas de seguro de incendio, indemnización para las 
pérdidas de beneficios provenientes de un siniestro de 
incendio.

Efectivamente, según relata Charles E. Howe11 en su 
obra El Seguro de Lucro Cesante hacia mediados del 
Siglo XIX por la vía de las cortes británicas, algunos 
asegurados intentaron sin éxito obtener bajo pólizas 
de seguro de incendio a más de la indemnización por 
daños materiales, el reembolso de pérdidas consecuen-
ciales.

Tanto en el curso de seguros del Chartered Insurance 
Institute de Londres traducido por Editorial Mapfre12, 
como en la ya citada obra de Javier Tirado Suárez, se 
hace específicamente referencia a dos casos, así:

En el primero, Wright contra Pole (1834), Wright inició 
acción legal para reclamar bajo la póliza de incendios 
del hotel Ship Inn, una cantidad adicional al valor de 
los daños materiales, por concepto de las pérdidas in-
curridas por efecto de la suspensión de actividades del 
negocio.

“En el segundo, Menzies contra North British and Mer-
cantile Insurance Co. (1847), Menzies reclamó ante los 
tribunales escoceses bajo la póliza de incendios no solo 
la pérdida de beneficios a consecuencia de no poder 
utilizar los edificios dañados por el fuego sino, adicio-
nalmente, los salarios pagados durante el período de 
interrupción.”

En ambos casos – anota la segunda de las obras citadas 
– las reclamaciones, si bien no prosperaron, tienen el 
mérito de haber llamado la atención sobre la necesidad 
evidente de un seguro de pérdida de beneficios o de lu-
cro cesante, complementario al seguro de incendio.
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Por la misma época algunas compañías en Alsacia-Lo-
rena iniciaron el ofrecimiento del denominado L’as-
surance chomage, especie de seguro consistente en 
indemnizar en una proporción determinada de la in-
demnización establecida bajo el seguro de incendio, 
las pérdidas de carácter consecuencial producto de un 
siniestro amparado.

En dicha modalidad de seguro la suma asegurada po-
día tener un carácter absoluto o relativo. En el primer 
caso, no se exigía relación alguna entre el daño y la in-
demnización, es decir que la indemnización se fijaba 
por chomage en un porcentaje de la suma pagada por 
concepto de daños materiales, con el inconveniente 
de que el asegurado adquiría el derecho a la prestación 
asegurada, con independencia de que se hubiese pre-
sentado o no una verdadera interrupción.

Por el contrario en el seguro de carácter relativo, la 
suma asegurada se establecía en un tanto por ciento de 
la suma indemnizada por concepto de daño material, 
pero con limitaciones para evitar el enriquecimiento 
del asegurado, tales como la obligación de reanudar 
actividades, la verificación de la pérdida por peritos y 
la limitación a un año del período de indemnización.

Según unánimemente comentan Bueres Funceda, Ti-
rado Mejía y Howe13, con el tiempo esta modalidad de 
cobertura se desarrolló en forma uniforme en toda Eu-
ropa a través del mercado de Londres bajo el nombre 
de percentage of fire loss limitándola normalmente al 
10% de la suma indemnizada bajo incendios, sin nece-
sidad de comprobación del monto sufrido de pérdida.

Cabe anotar que no obstante sus defectos dicha moda-
lidad de cobertura se usa aún, en especial respecto de 
la cobertura para el transporte, en razón de la facilidad 
que conlleva para determinar de la suma asegurada y 
de la prima, así como de la indemnización.

Por su parte en el Código de Comercio español de 1885 
se admite la viabilidad sin restricciones del seguro de 
lucro cesante, materializándose en dos modalidades 
de seguros: los seguros de incendios y los seguros ma-
rítimos.

En los Estados Unidos y Canadá el seguro de lucro ce-
sante o de pérdida de beneficios empezó a otorgarse 
en la segunda mitad del Siglo XIX bajo la denomina-
ción de seguro de Use and Occupancy, sobre la base de 
indemnizar una suma previamente determinada por 
cada día de suspensión de actividades en un negocio 
asegurado, por razón de un siniestro de incendio u otro 
riesgo amparado bajo la cobertura de daños materia-

les. Lloyd’s de Londres acogió, así mismo, el otorga-
miento de dicha modalidad de cobertura, la cual con 
el   tiempo evolucionó hacia el establecimiento de co-
berturas limitadas para amparar la suspensión parcial 
de labores y de coberturas diferenciales para diversas 
épocas del año.

Más recientemente en los Estados Unidos las modali-
dades de cobertura sobre la base de pagos periódicos 
fueron reemplazadas por los denominados seguros de 
Gross Earnings o de Ingresos Brutos, orientados a otor-
gar cobertura sobre la base de calcular la real pérdida 
de ingresos que se generase a consecuencia de un si-
niestro amparado bajo seguro de daños materiales. De 
dicha modalidad de cobertura surge el denominado 
hoy en día Seguro de Lucro Cesante Forma Americana.

Ya en el Siglo XX, en el mercado británico la Profits and 
Income Insurance Co., comenzó a ofrecer un seguro de 
pérdida consecuencial o lucro cesante, ideado por el 
escocés Ludovic Maclellan Mann, consistente en una 
comparación entre el comportamiento del negocio 
asegurado durante el período de paralización de acti-
vidades una vez ocurrido el siniestro, con el comporta-
miento normal del negocio durante el mismo lapso en 
el año inmediatamente anterior al del siniestro. Bajo 
dicho sistema, la suma indemnizable por concepto de 
pérdida de beneficios, con sujeción naturalmente a 
los términos y condiciones de la póliza, consistía en 
un porcentaje definido en el contrato sobre la dismi-
nución de actividades del negocio, que arrojara la re-
ferida comparación, sin exceder de la suma asegurada 
ni de un límite determinado de tiempo, denominado 
“Período de Indemnización”. De dicha modalidad de 
cobertura surge el denominado hoy en día Seguro de 
Lucro Cesante Forma Inglesa.14

Una vez concluida la segunda guerra mundial, en la 
medida en que en los países desarrollados primero y 
luego en las denominadas economías emergentes cre-
ció la industria y el comercio, se fue desarrollando así 
mismo en forma dinámica el seguro de lucro cesante o 
de pérdida de beneficios. En esta época crece el interés 
por amparar no solo los beneficios dejados de obtener 
por la ocurrencia de un siniestro sino, adicionalmente, 
los gastos tanto normales que es necesario continuar 
sufragando como los extraordinarios surgidos por ra-
zón del siniestro mismo.

A partir de 1952 según cuenta Howe15, se inicio en el 
Reino Unido el otorgamiento de la cobertura para sa-
larios y prestaciones sobre la denominada “Base Dual” 
consistente en que se establece una suma asegurada 

12 CHATERED INSURANCE INSTITUTE. Curso de Se-
guros: Seguro de Pérdida de Beneficios. 2 Ed. Madrid: 
Editorial Mapfre. Abril 1979. p. 15 y 16.

13 BUERES FUNCEDA, Op. cit. p. 12; HOWE, Op.cit. 
p. 16 y SANCHEZ CALERO, et al, Op. Cit. p.71.

14 HOWE, Op. cit. p. 18 y 19.

15 HOWE, Op. cit. p. 22.
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16 HOWE, Op. cit., Separata. p. 3 a 20.

17 El porcentaje de Utilidad Bruta, conforme a lo esta-
blecido en la póliza y como lo señala Howe en la página 
92 de su obra “Es la relación porcentual de la Utilidad 
Bruta devengada sobre los Ingresos durante el año de 
ejercicio inmediatamente anterior a la fecha del “Daño”.

18 TIRADO SUAREZ, Op. cit. p.1132

específica para el amparo de salarios y prestaciones, 
con arreglo a la cual se indemniza el 100% de los mis-
mos durante un período inicial determinado de inte-
rrupción de actividades del negocio asegurado. Lue-
go de dicho período inicial, habida consideración de 
lo que se espera serán los ahorros en costos laborales 
por razón del despido de parte del personal, se entra a 
indemnizar un porcentaje menor de dichos costos de 
salarios y prestaciones, hasta por el resto del período 
de indemnización establecido en la póliza o hasta la 
plena recuperación de actividades de la entidad ase-
gurada.

Dicha modalidad de cobertura fue luego flexibilizada 
para permitir tanto el denominado carry over consis-
tente en la posibilidad para el asegurado de trasladar 
para un período posterior los ahorros en costo de nó-
mina obtenidos en el evento de no requerirse indem-
nización por el 100% de la cobertura convenida para 
el período inicial, así como el denominado carry back 
consistente en la posibilidad para el asegurado de uti-
lizar durante un período más amplio la cobertura para 
el 100% de los salarios y prestaciones, reduciendo el 
lapso total de cobertura otorgada para dicho concepto.

En Colombia coexisten las modalidades de cobertura 
forma americana y forma inglesa a que hemos hecho 
mención, siendo, sin embargo, de más amplia utiliza-
ción la segunda, en especial en tratándose del otorga-
miento de cobertura para riesgos industriales.

Procede finalmente poner de presente que este estudio 
se circunscribirá al análisis de la cobertura otorgada 
bajo el denominado Seguro de Lucro Cesante Forma 
Inglesa – Pérdida de Utilidad Bruta, por ser esta mo-
dalidad de cobertura, como se anotó con anterioridad, 
generalmente considerada como la más idónea y, de 
hecho, la más ampliamente utilizada en nuestro me-
dio para el seguro de grandes complejos industriales.

III.	 LA COBERTURA OTORGADA BAJO EL SEGURO 
DE LUCRO CESANTE FORMA INGLESA

Para efectos del presente trabajo utilizaremos como 
documento de referencia el denominado Anexo de 
Seguro de Lucro Cesante Formas Inglesa – Pérdida de 
Utilidad Bruta16, cuyo texto se incluye con carácter de 
“Apéndice” al presente trabajo.

La póliza define la cobertura otorgada en los siguien-
tes términos:

“AMPARO

Con sujeción a las Condiciones Generales de la Póliza de 
Lucro Cesante y las Particulares del presente anexo, la 
compañía indemnizará al asegurado la pérdida de Utili-
dad Bruta causada únicamente por la disminución de los 
Ingresos y el Aumento de los Gastos de Funcionamiento.

El monto de la indemnización se establecerá en la siguien-
te forma:

a)	 Con respecto a la Disminución de los Ingresos:

La suma que resulte de aplicar el porcentaje de Utilidad 
Bruta17 al monto en que, a consecuencia del “Daño”, se 
hubieren disminuido los ingresos normales del negocio 
durante el período de indemnización.

b)	 Con respecto al Aumento de los Gastos de Funcio-
namiento:

Los gastos adicionales en que necesaria y razonablemen-
te incurra el asegurado con el único propósito de evitar o 
reducir la disminución de los ingresos normales del ne-
gocio que hubiere ocurrido durante el período de indem-
nización, si tales gastos no se hubieren hecho, pero sin 
exceder, en ningún caso, el total de la suma que resulte 
de aplicar el porcentaje de Utilidad Bruta al valor de la 
rebaja evitada con tales gastos.

Se deducirá cualquier suma economizada durante el pe-
riodo de indemnización con respecto a aquellos costos y 
gastos del negocio que hayan podido suprimirse o redu-
cirse a consecuencia del Daño. Si la suma asegurada bajo 
esta póliza es menor que la suma que resulte de aplicar 
el porcentaje de Utilidad Bruta a * una vez los ingresos 
anuales del negocio, el monto a pagar será reducido pro-
porcionalmente”

*Complementado mediante la inserción de una y media 
o dos veces, si el período de indemnización es de dieciocho 
o veinticuatro meses.”
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Pasamos a revisar desde el punto de vista general, el 
alcance de la cobertura que se otorga.

La finalidad normal que se busca mediante el estable-
cimiento de un negocio o de una entidad de carácter 
comercial, es obtener un beneficio financiero y, aún 
tratándose de entidades sin ánimo de lucro, percibir 
un margen que permita sufragar los gastos necesarios 
para su mantenimiento. Por tal razón, si bien los bie-
nes materiales del negocio deben asegurarse para po-
sibilitar la reposición de los mismos en caso de daño, 
la sola reposición de éstos no compensa la pérdida su-
frida durante el período en el que el negocio ha perma-
necido interrumpido. Se busca entonces, contar con 
mecanismos que garanticen la continuidad del ingre-
so neto esperado, haciendo posible así para los pro-
pietarios continuar percibiendo los beneficios que el 
negocio estaba llamado a producir.18

En el mismo sentido, señala el Manual de Lucro Cesan-
te de la Suiza de Reaseguros19, que el objetivo de esta 
clase de seguro es absorber los efectos del daño mate-
rial en la producción de una empresa, es decir, asumir 
el importe que la empresa hubiese obtenido de no ha-
ber ocurrido la interrupción.20

Igualmente y con alcance similar se pronuncia Pren-
tiss B. Reed en su obra Adjustment of Property Losses:

“The purpose of business interruption insurance is to pay 
the policy holder in case of loss, subject to the limitations 
stated in the form, what his business would have earned 
had no loss occurred. It is written under various forms.” 21

En el momento en que la pérdida que sigue a un incen-
dio, explosión, temblor u otro acontecimiento, alcanza 
una determinada magnitud, se produce la paralización 
o entorpecimiento en la marcha de los negocios en la 
producción industrial o en la operación comercial de 
que se trate. Dicha paralización o entorpecimiento se 
traducen en pérdidas para su dueño y para otras per-
sonas que pueden resultar indirectamente perjudica-
das.22 y 23

Señala por otra parte Howe24 que sin seguro, la perso-
na o la empresa podrían verse enfrentados a una si-
tuación que conduciría a la pérdida de la clientela, la 
suspensión definitiva de los trabajos y negocios por 
entrar en bancarrota.25

Con el desarrollo creciente de las sociedades anónimas, 
la importancia de mantener dividendos para los ac-
cionistas se destaca como un deber primordial en ca-
beza de la dirección de una empresa. En consecuencia, 
un seguro que proteja contra la pérdida de beneficios 

es considerado como una precaución normal que debe 
tomarse con el fin de cubrir el impacto financiero que 
se presenta con posterioridad a la ocurrencia de un si-
niestro, durante el tiempo que el negocio se encuentra 
interrumpido.26 y 27

El seguro del lucro cesante o de pérdida de beneficios 
proporciona protección sobre la base de lo que se hu-
biese obtenido en caso de que no hubiere ocurrido el 
siniestro.

De conformidad con los términos y condiciones esta-
blecidas en cada contrato de seguro suscrito, median-
te la cobertura otorgada por el seguro de lucro cesan-
te, se ampara la pérdida de utilidad bruta sufrida por 
el asegurado, causada por la disminución del ingreso 
y el aumento de los gastos de funcionamiento. No está 
por demás poner finalmente de presente que la cober-
tura otorgada mediante el seguro de lucro cesante es 
de naturaleza eminentemente financiera.

19 MEIER, Werner et al. Manual de Lucro Cesante. 
Compañía Suiza de Reaseguros. 1998. Traducción: 
Servicios Logísticos de la Suiza de Reaseguros. p. 26.

20 BENÍTEZ DE LUGO, Luis. Tratado de Seguros: Los 
Seguros de Daños. Madrid: Instituto Editorial Reus. 
1955.v.II. p. 280.

21 REED, Prentiss B. Adjustment of Property Losses. 2 
ed. McGraw-Hill Book Company. 1953. p. 478. Tra-
ducción libre de la misma: El objetivo del seguro de 
lucro cesante, es pagar al tomador en caso de pérdi-
da, sujeto a las limitaciones establecidas en el clau-
sulado, lo que su negocio hubiese generado, de no ha-
ber ocurrido la pérdida. Éste, es suscrito bajo diversos 

clausulados.

22 HOWE, op. cit., p.26

23 HOWE, op.cit., p. 26 y 27.
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24 HOWE, op. cit., p. 27.

25 HOWE, op.cit., p. 27, 28 y 29

26 CHATERED INSURANCE INSTITUTE, Op. cit. p. 3.

27 CHATERED INSURANCE INSTITUTE, Op. cit. p.110.

28 TIRADO SUAREZ, Op. cit. p. 1138

29 TIRADO SUAREZ, Op. cit. p. 1138

30 TIRADO SUAREZ, Op. cit. p. 1139 y 1140.

1.	PÉRDIDA DE UTILIDAD BRUTA

Mediante la cobertura, se compensa al Asegurado la 
pérdida sufrida debido a la interrupción del negocio 
amparado, ocurrida con ocasión de un siniestro. El va-
lor de la indemnización se establece llevando a cabo la 
proyección de los ingresos que posiblemente se hubie-
ren generado durante el período indemnizable, esto 
es, de “ingresos futuros posibles”, con el fin de garan-
tizar que el monto a establecerse de la indemnización 
a cargo de la aseguradora reporte el mayor grado po-
sible de realidad y certeza. En consideración a ello, las 
pólizas contienen una estipulación en la que se acuer-
da que, para establecer el porcentaje de utilidad bruta, 
ingreso anual e ingreso normal, las cifras deben ajus-
tarse, teniendo en cuenta las tendencias del negocio 
y las circunstancias especiales y demás cambios que 
lo afecten antes o después del “daño”, así como aque-
llos que le habrían afectado si no hubiere ocurrido el 
“daño”, de tal suerte que, después de ajustadas, las ci-
fras representen, hasta donde sea razonablemente po-
sible, las que se hubieren obtenido durante el período 
correspondiente después del “daño”, si éste no se hu-
biere presentado.

Conforme a lo establecido en el modelo de póliza al que 
hemos venido haciendo referencia, la cobertura otor-
gada comprende “la pérdida de utilidad bruta causada 
únicamente por la disminución del ingreso y el aumento de 
los gastos de funcionamiento.”

Ahora bien, habida consideración de que para deter-
minar el alcance del concepto de “Pérdida de Utilidad 
Bruta” resulta indispensable establecer de manera cla-
ra en qué consiste la “Utilidad Bruta”, pasamos a revi-
sar el alcance de este último concepto.

1.1	 LA UTILIDAD BRUTA

Se encuentra definida en la póliza como sigue: “Es el 
monto por el cual los ingresos del negocio y del valor del in-
ventario al fin del año de ejercicio, excede la suma total del 
valor del inventario al comienzo del mismo año de ejercicio 
más el valor de los gastos específicos de trabajo.”

“NOTA: Para llegar a los valores de los inventarios, se ten-
drá en cuenta el sistema contable que utilice el asegurado 
aplicando las respectivas depreciaciones.”

La doctrina tiene claramente establecido que la utili-
dad o beneficio bruto puede ser determinado median-
te el empleo de diferentes métodos o procedimientos, 
veamos:

1.	Método por adición: “Este procedimiento por adición o 
suma es el más utilizado en nuestro país (España). En una de 
las pólizas al uso se define el beneficio bruto diciendo que es: 
“La suma que resulta de añadir al beneficio neto la cantidad 
de gastos permanentes del ejercicio anterior asegurados, o si 
no hay beneficio neto, dicha cantidad de gastos permanentes 
asegurados menos la parte proporcional de pérdida que co-
rresponde a tales gastos permanentes asegurados con relación 
al total de los gastos permanentes del negocio en el ejercicio 
anterior”.28

En consecuencia, bajo el método propuesto, para delimi-
tar el valor de la utilidad o beneficio bruto, debe acudir-
se primero a la definición de los elementos que la com-
ponen, esto es, la utilidad o beneficio neto y los costos o 
gastos permanentes asegurados.

Para establecer el valor de la utilidad o beneficio neto, 
se acude asimismo, en primer término, a las definicio-
nes contenidas en la póliza particular que instrumente 
el contrato de seguro celebrado entre las partes.29

Adicionalmente, para la determinación de los costos o 
gastos fijos o permanentes asegurados, debe tomarse en 
consideración que este concepto no siempre es equiva-
lente a los costos o gastos fijos, tomando en cuenta que 
ciertos costos o gastos variables pueden estar asegura-
dos como gastos fijos y a su vez, puede haber gastos fijos 
que no hayan sido objeto del seguro.

En esta clase de seguro resulta de especial importancia 
dejar consignado de manera expresa en la póliza cuáles 
son los costos o gastos fijos que se desea asegurar.

2.	Método de diferencia: Este método para establecer 
la utilidad o beneficio bruto es más reciente.30 En la pó-
liza objeto de estudio en el presente trabajo se acoge esta 
modalidad, en la medida en que, como se trascribió con 
anterioridad, en la misma se define la utilidad bruta 
como: “Es el monto por el cual los ingresos del negocio y del 
valor del inventario al fin del año de ejercicio, excede la suma 
total del valor del inventario al comienzo del mismo año de 
ejercicio más el valor de los gastos específicos de trabajo.”

Bajo el método de diferencia, resulta de especial tras-
cendencia la noción de volumen comercial o ingresos 
del negocio, los cuales también, por norma general, se 
definen en el condicionado de la póliza. En tales casos, 
la delimitación de la utilidad o beneficio bruto se realiza 
restando del volumen de ingresos del negocio, los gastos 
no asegurados. En consecuencia, en dichos casos el Ase-
gurado debe señalar en la solicitud los gastos o costos 
que decide no sean asegurados, normalmente los gastos 
o costos de naturaleza variable.
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Para establecer la utilidad bruta, conforme a lo dis-
puesto en la póliza objeto de estudio, esto es, confor-
me al método de diferencia consagrado en la misma, 
deben entonces tomarse en consideración los concep-
tos de “ingresos del negocio” “valor del inventario”, 
“año de ejercicio” y “gastos específicos de trabajo”. En 
consecuencia, pasamos a estudiar, de manera general, 
cada uno de estos conceptos.

1.2.	 INGRESOS DEL NEGOCIO

De acuerdo con lo consignado en la póliza “Son las su-
mas pagadas o pagaderas al asegurado por mercancías 
vendidas y entregadas y por servicios prestados en el curso 
del negocio en el establecimiento.”

Al referirse a las condiciones de la póliza en el punto 
relativo al volumen anual del negocio, en la obra “Se-
guro de Pérdida de Beneficios” del Curso de Seguros 
del Chatered Insurance Institute, se dice:

“Volumen anual de negocio. Este punto va asociado con la 
provisión de asegurarse de que no haya infraseguro. Hay 
que considerar que el efecto de una cláusula de ajuste es 
fijar el volumen anual del negocio que se hubiese obtenido 
en los doce meses inmediatamente posteriores al siniestro, 
si este no hubiera acaecido. Así, la reducción proporcional 
por infraseguro se llevaría a cabo después de la aplicación 
del tipo de beneficio bruto y ello tanto si el período real de 
indemnización es inferior o no a doce meses.”31

1.3.	 VALOR DEL INVENTARIO

En la póliza objeto de análisis a reglón seguido de la defi-
nición de Utilidad Bruta encontramos la siguiente nota:

“NOTA:

Para llegar a los valores de los inventarios, se tendrá en 
cuenta el sistema contable que utilice el asegurado apli-
cando las respectivas depreciaciones”.

En cuanto se refiere a este aspecto, es importante po-
ner de presente que, cualquiera sea el sistema conta-
ble que adopte el asegurado, es necesario poder esta-
blecer la relación de bienes en existencia y los valores 
de los mismos tanto al comienzo como al final del año 
de ejercicio, una vez aplicadas las respectivas depre-
ciaciones.

1.4.	 AÑO DE EJERCICIO

Para los efectos de la póliza, la expresión “año de ejer-
cicio” significa el año que termina el día en que se cor-
tan, liquidan y fenecen las cuentas anuales en el curso 
ordinario del negocio.32

1.5.	 GASTOS ESPECIFICOS DE TRABAJO

Señala la póliza que se entiende por:

“GASTOS ESPECÍFICOS DE TRABAJO:

• Todas las compras (menos los descuentos otorgados)       

• Fletes

• Fuerza motriz

• Materiales de empaque

• Elementos de consumo

• Descuentos concedidos

• Otros que se quieran deducir

Comenta Howe sobre el particular que:

La lista anotada arriba es una guía y se pueden agre-
gar algunos gastos adicionales por excluir del seguro o 
suprimir uno que otro por incluir en el seguro.

En efecto, como se ha anotado arriba respecto a la “Uti-
lidad Bruta”, hay que repasar todos los gastos que no 
son obviamente fijos y permanentes para resolver su in-
clusión o exclusión del seguro.

Las reservas anuales que se acumulan para el pago de 
las indemnizaciones legales al personal, las de despidos 
y “cesantías” y pensiones son “gastos” que deben quedar 
incluidos dentro del seguro con los demás gastos perma-
nentes que no se deducen del seguro bruto. Igual situa-
ción se encuentra respecto a las reservas para impuestos 
de todas clases sobre las ganancias.

Los pagos por intereses pueden ser de diferentes clases. 
Puede haber pagos por sobregiros, hipotecas, préstamos, 
bonos y cuentas pendientes de pago. Aunque una par-
te de los intereses puede terminar cuando, por ejemplo, 
una indemnización recibida bajo la póliza de incendio 
se utiliza para pagar algunas deudas, los intereses de-
ben asegurarse.33

A este respecto en laudo arbitral que dirimió la con-
troversia surgida entre Laboratorios Biogen y Royal & 
Sun Alliance se transcribe un aparte del dictamen pe-
ricial emitido por el doctor Horacio Ayala Vela den-
tro del respectivo proceso en el cual, en relación con el 

31 CHATERED INSURANCE, Op. cit. p. 34.

32 HOWE, Op. cit. p. 61 y 62

33 HOWE, Op. cit. p. 88
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34 KOHLER, Erick L. A Dictionary for Accountants. 
4 ed. New Jersey: Prentice Hall .1970. (Traducción li-
bre del autor)

35 BOTERO MORALES, Bernardo. Laudo Arbitral 
mediante el cual se dirimió la controversia surgida 
entre Laboratorio Biogen de Colombia S. A. y Royal 
& Sun Alliance S. A. Cámara de Comercio de Bogotá. 
Bogotá: 14 de Octubre de 2008. p. 93 y 94.

tratamiento que debe darse a los Gastos Específicos de 
Trabajo, sostiene que:

De hecho el término “Utilidad Bruta” no es usual en el 
lenguaje contable y financiero, aunque si se utiliza en 
Colombia en la determinación del impuesto sobre la ren-
ta, para designar la diferencia entre los ingresos y los 
costos imputables a tales ingresos. Es posible que el men-
cionado término responda a la traducción del vocablo 
inglés “gross profit”, que tiene un significado similar. La 
definición de este término que trae Kohler en su diccio-
nario para contadores, de manera específica para los 
casos de fabricación, puede ser muy útil para definir 
cuáles son los conceptos que deben ser incorporados en 
la determinación de los gastos específicos de trabajo. El 
texto es el siguiente 34

“En una empresa manufacturera la utilidad bruta re-
presenta el exceso de las ventas netas sobre los costos di-
rectos y los gastos de manufactura, y, por consiguiente, 
debe distinguirse del ingreso marginal, cual es el exceso 
de las ventas netas sobre los costos directos, únicamente”.

(…)

“En relación con estas cifras, particularmente en lo que 
concierne a los costos específicos que deben ser tenidos 
en cuenta para la determinación de la Utilidad Bruta y 
el consiguiente porcentaje de utilidad sobre los ingresos, 
tengo algunas discrepancias. El documento ha defini-
do como costos y gastos específicos de trabajo los costos 
variables, es decir los que tienen relación directa con la 
manufactura y la comercialización de productos. Los 
demás considerados fijos, no se tienen en cuenta para la 
determinación de la Utilidad Bruta.

Esta definición y clasificación, que considera exclusiva-
mente los costos y gastos directos, riñe con el principio 
enunciado con Kohler, el cual comparto, en el sentido 
de que conduce a determinar una utilidad marginal, en 
vez de la utilidad bruta. Por otra parte, consultando su 
destinación, en mi criterio los costos y gastos deben ser 
clasificados como específicos de trabajo o no específicos; 
estimo que no hay lugar a clasificar ciertos desembol-
sos en diferentes rubros, como es el caso de los beneficios 
voluntarios, incorporados parcialmente en el cálculo de 
RSA. Los costos deben estar asociados a la adquisición o 
a la producción de los bienes, principio que es universal 
y que está consagrado en el artículo 39 del Decreto 2649 
de 1.993. Dentro de este criterio, los gastos indirectos 
de producción forman parte del concepto costos, no así 
los gastos generales de administración o dirección de la 
empresa.”35

En su momento dentro del referido laudo el suscrito 
puso de presente y reitera en la presente oportunidad 
que respeta la posición adoptada por el doctor Horacio 
Ayala en cuanto hace referencia a la forma de valora-
ción de los Gastos Específicos de Trabajo y, de hecho, 
desde un punto de vista estrictamente teórico concep-
tual, no la cuestiona. Ahora bien, en cuanto hace refe-
rencia a su aplicación en relación con la forma de cal-
cular la indemnización debida bajo el seguro de lucro 
cesante, estima necesario poner de presente que en el 
desarrollo de los procesos de cálculo de las indemni-
zaciones es práctica generalmente aceptada en rela-
ción con alguno o algunos de los gastos de la empre-
sa, realizar, según criterios aplicables a cada caso en 
particular, distribuciones proporcionales asignándole 
únicamente a parte de los mismos el carácter de Gas-
tos Específicos de Trabajo. El suscrito comparte dicho 
criterio, no solamente por constituir el mismo, como 
se anotó, práctica generalmente aceptada en el seguro 
de lucro cesante, sino por considerar que dicha prác-
tica es reflejo de una realidad fáctica, o sea, del hecho 
de que existen algunos gastos en la causación de los 
cuales, si bien influyen en los niveles de producción o 
de ingresos, tal influencia no suele ser totalmente de-
terminante en cuanto a la necesidad de su erogación.
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1.5.1.	 Gastos en publicidad, promoción, propaganda y 
similares

En el cálculo de la indemnización dentro del seguro de 
lucro cesante suelen ocasionalmente presentarse con-
troversias en cuanto al tratamiento que debe darse a 
los gastos de publicidad, promoción, propaganda y si-
milares, en cuanto al carácter de fijos o variables de los 
mismos. A continuación exponemos sucintamente el 
tratamiento dado a este aspecto por parte de la doctri-
na.

Al respecto manifiesta Prentiss B. Reed en su obra Ad-
justment of Property Losses36

“Charges and other expenses, including salaries of offi-
cers, executives, department managers, employees un-
der contract, and other important employees, that must 
necessarily continue during the total or partial suspen-
sion of business include the following:

Advertizing under contract that requires stipulated pay-
ments even though the business may be totally suspen-
ded by a peril insured against.”

El Manual de la Suiza de Reaseguros37, define los gas-
tos fijos como aquellos que no pueden disminuirse o 
suprimirse, inmediatamente, a pesar de que se reduz-
ca la producción y entre los ejemplos de esta clase de 
gastos incluye los “gastos de publicidad y promoción”.

Entre los gastos considerados como fijos en la obra del 
Chatered Insurance Institute “Seguro de Pérdida de 
Beneficios”,38 se encuentran los Gastos de Publicidad, 
partiendo del supuesto de que la misma se encuentra 
probablemente contratada y, por lo tanto, no dismi-
nuirá después de un siniestro.

Howe por su parte afirma: “Gastos de propaganda, avisos, 
ferias, exposiciones de modas y similares son gastos más es-
tables que variables, pero cuando los avisos, especialmente 
por televisión, radio y por correo, son más bien para obte-
ner una reacción pronta y positiva del público comprador 
(y no para mantener el prestigio a largo término), talvez 
ellos pueden reducirse después de un siniestro, sobretodo los 
gastos fuera de contrato. Por lo tanto, pueden excluirse di-
chos gastos parcialmente del seguro, por lo menos”39

En idéntico sentido el profesor Francisco Javier Tirado 
Suárez, afirma: “Por otro lado el comportamiento de los 
costes varía según su naturaleza. Los costes variables… Por 
el contrario, otros costes (intereses de capital ajeno, im-
puestos (no sobre el beneficio), primas de seguros, gastos de 
mantenimiento y publicidad, etc.) continúan a pesar de 
que la capacidad productiva o distributiva de la empre-

sa haya sido temporalmente suspendida o reducida, puesto 
que la desaparición de tales costes llevaría consigo la de la 
empresa en su configuración actual.” 40

Como puede fácilmente observarse, la doctrina y la 
práctica aseguradora es unánime en dar, al menos en 
principio a los gastos de publicidad, promoción, pro-
paganda y similares, el tratamiento de gastos de natu-
raleza fija, para los efectos del seguro de lucro cesante. 
Procede sin embargo excluir algunos gastos de dicha 
índole, como bien lo anota Howe.

1.5.2.	 Otros gastos específicos de trabajo.

Como regla de carácter general constituyen otros gas-
tos específicos de trabajo los demás gastos de carácter 
variable en que pueda incurrir o no el asegurado, de-
pendiendo del volumen de actividad industrial o co-
mercial que esté en capacidad de desarrollar durante 
el período de paralización total o parcial generado por 
un siniestro amparado. Muchos de dichos gastos como 
impuestos de industria y comercio, gastos aduaneros 
y consulares, gastos de viajes, gastos de oficina, man-
tenimiento de vehículos, primas de seguros de trans-
porte y de mercancías etc., pueden disminuir en algún 
grado pero no necesariamente en proporción directa a 
la disminución del volumen de operaciones del ase-
gurado durante el período de indemnización. Como 
bien anota Howe, “…si el asegurado abulta su seguro de 
utilidad bruta con demasiados gastos variables o semi- va-
riables, corre el riesgo de que la suma asegurada pueda re-
sultarle insuficiente por la inclusión de su valor en la liqui-
dación del siniestro, mientras la compañía aseguradora, 
en cambio, tendría la ventaja de las sumas economizadas 
en dichos gastos a consecuencia del “daño” ”41

36 REED, Op. cit. Pag. 525. Ver también Pag.529, 533 
y 535.

37 MEIER, Op.cit. p. 22

38 CHATERED INSURANCE INSTITUTE, Op. cit., p. 
94 y100.

39 HOWE, Op. cit. p. 88.

40 TIRADO SUÁREZ, Op.cit. p. 1133 y 1134.

41 HOWE, Op.cit. p. 91.
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42 HOWE, Op. cit., Anexo. Pag 19

43 HOWE, Op.cit., p. 32, 33 y 34.

44 HOWE, Op.cit., p. 38.

1.6	 EL AJUSTE DE LAS CIFRAS

Un tema que ha suscitado especial controversia ha 
sido el relativo a la metodología o metodologías sus-
ceptibles de emplearse para efectos de establecer los 
porcentajes de utilidad bruta, ingreso anual e ingreso 
normal requeridos, con miras a definir la suma a in-
demnizar bajo la cobertura de lucro cesante. Al respec-
to debe en primer término dejarse en claro que, según 
se desprende del análisis cuidadoso de las cláusulas 
respectivas, la póliza modelo utilizada para efectos del 
presente estudio no define una metodología o meto-
dologías concretas a las cuales deban obligatoriamen-
te ceñirse las partes para la realización de los cálculos 
correspondientes.

Concretamente, la Póliza de Lucro Cesante que sirve 
de base al presente estudio, copia de la cual se incluye 
a manera de “APENDICE” en el mismo, en el anexo No. 
1 PÉRDIDA DE UTILIDAD BRUTA – INGLESA, bajo DE-
FINICIONES – NOTA 1, reza así:

“NOTA 1:

Para establecer el porcentaje de utilidad bruta, ingreso 
anual e ingreso normal se tendrá en cuenta lo siguiente:

Las cifras deben ajustarse, teniendo en cuenta las tenden-
cias del negocio y las circunstancias especiales y demás 
cambios que lo afecten antes o después del “daño”, y tam-
bién aquellos que le habrían afectado si no hubiere ocu-
rrido el “daño”, de tal suerte que, después de ajustadas, las 
cifras representen hasta donde sea razonablemente posible 
las que se hubieren obtenido durante el período correspon-
diente después del “daño”, si este no hubiere ocurrido.”42

Estima de importancia el suscrito analizar, desde un 
punto de vista general y abstracto, el tratamiento dado 
por la doctrina al tema de los ajustes, para pasar luego 
a establecer la metodología o metodologías conforme 
a las cuales fuere procedente realizar los ajustes res-
pectivos.  Señala Howe a este respecto:

“Según el sistema británico, el seguro de lucro cesante se 
basa en el hecho de que la actividad de un negocio y sus 
resultados pueden medirse por un patrón y la estadísti-
ca correspondiente. El patrón puede ser el resultado de las 
ventas en unos casos – la mayoría – y, en otros casos, la 
producción de determinadas unidades o, aún, el nivel de 
los jornales productivos. Sea lo que fuere dicho patrón los 
efectos de un siniestro sobre dicho negocio pueden determi-
narse en primer término comparando el movimiento que se 
tenga después de su ocurrencia con el movimiento anterior 
al siniestro, pero siempre comparando el movimiento pos-

terior con igual período calendario en el ejercicio anterior. 
Naturalmente puede haber fluctuaciones o variaciones por 
otras causas, pero el texto de la póliza permite ajustes en las 
cifras para eliminar de ellas las diferencias ajenas al sinies-
tro y sus verdaderos efectos. Estas comparaciones de cifras 
estadísticas en el negocio pueden efectuarse, digamos, mes 
por mes con iguales meses en los doce meses anteriores. Po-
dría hacerse la comparación semana laboral por semana 
laboral, o trimestre por trimestre; pero por costumbre se 
comparan meses idénticos: Enero con enero, febrero con 
febrero, y así sucesivamente, pero a partir de la fecha del 
siniestro, siendo el primer período solamente una fracción 
del mes, normalmente.

Ayuda mucho que las firmas suelen hacer comparaciones 
periódicas frecuentes para saber cómo van sus negocios, 
cómo progresan o cómo retroceden. Y, en las asambleas ge-
nerales y en las reuniones de directores, se comentan las 
diferencias en pro o en contra y las razones que inciden 
en las cifras. En este sentido, la póliza de lucro cesante por 
interrupción aprovecha esta costumbre. Luego el texto tie-
ne que tener en cuenta otras variaciones en la producción 
o en las ventas, ajenas al siniestro, según la época del año 
y hacer los ajustes necesarios, sean de efecto anterior o de 
efecto posterior al siniestro.

Dicha comparación es necesaria porque los demás cálcu-
los bajo las pólizas proceden de la merma en el negocio o 
la industria independientes de los efectos del siniestro. Los 
cálculos finales para llegar a la indemnización pagadera 
bajo la póliza dependen del amparo bajo la póliza.” 43

“Si baja el precio de venta – sin modificación en los demás 
factores – por razones del mercado (cosa menos común en 
este mundo de inflación en los últimos años); si bajan las 
ventas por razones generales de competencia y consumo o 
si la producción o ventas bajan por razón de un siniestro, 
entre otras, la utilidad neta baja en todos los casos dichos, 
hasta desaparecer, porque el gasto fijo es difícil de reducir 
por algún tiempo más o menos largo. En los casos de baja 
en los precios o de baja en las ventas por razones generales, 
ellos no son asegurables. Pero en cambio, hay que tenerlos 
en cuenta como variaciones y tendencias del negocio. En el 
caso de la reducción por siniestro amparado por el seguro, 
le toca a la compañía aseguradora indemnizar según el 
contrato contenido en su póliza.” 44

Señala Howe que esta cláusula suele encontrarse re-
dactada en las pólizas de la siguiente forma:

“Para establecer el porcentaje de utilidad bruta, ingreso 
anual e ingreso normal se tendrá en cuenta lo siguiente:

Las cifras deben ajustarse, teniendo en cuenta las tenden-
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cias del negocio y las circunstancias especiales y demás 
cambios que lo afecten antes o después del “daño”, y tam-
bién aquellos que le habrían afectado si no hubiere ocu-
rrido el “daño”, de tal suerte que, después de ajustadas, las 
cifras representen hasta donde sea razonablemente posible 
las que se hubieren obtenido durante el período correspon-
diente después del “daño”, si este no hubiere ocurrido.”45

Pone de presente el suscrito el hecho de que el texto has-
ta aquí trascrito del libro de Howe es idéntico al conte-
nido en la Póliza de Lucro Cesante que sirve de base al 
presente estudio, anexo No. 1 PÉRDIDA DE UTILIDAD 
BRUTA – INGLESA, bajo DEFINICIONES – NOTA 1, ya 
igualmente trascrito.

Continúa Charles Howe:

“La Nota No.1 es importante aún cuando (sic) un paso lógi-
co para establecer la verdadera pérdida y la indemnización 
que debe pagar la compañía aseguradora. Bajo esta nota se 
pueden hacer todos los ajustes razonables y necesarios para 
llegar lo más cerca posible a las correctas cifras de la pérdi-
da ocasionada por el “Daño”.” (Subrayado fuera del texto 
original)46

En cuanto se refiere a la tasa de beneficio bruto, el vo-
lumen actual del negocio y el volumen estándar del ne-
gocio se señala, así mismo, que “A todos ellos se harán los 
ajustes necesarios para adaptarse a la marcha de la indus-
tria, y a las circunstancias especiales que la afectan, tanto 
antes como después del siniestro, o que hubieran afectado 
al negocio en caso de no haber ocurrido dicho siniestro, de 
forma que las cifras que han sido establecidas representen, 
lo más fielmente posible, los resultados que se hubieren ob-
tenido durante el período oportuno, después del siniestro.”47

“La definición del término beneficio bruto ha sido analizada 
suficientemente y ha quedado claro que la indemnización 
que se garantiza mediante el contrato es de cara al futuro 
(es decir, a partir del día del siniestro, que podría ser el últi-
mo día en que la póliza estuviera en vigor). Por ello, la suma 
asegurada debe basarse no solo en la obtención de cifras 
correctas de la contabilidad del contratante, sino también 
tener en consideración posibles tendencias del negocio, etc., 
que pueden producirse, a fin de que dicha suma sea ade-
cuada en caso de siniestro.” 48

En el mismo sentido, Prentiss B. Reed49 afirma que cual-
quier experiencia anterior a la pérdida debe ser anali-
zada bajo la luz de las condiciones generales del ne-
gocio anteriores que fueron aceptadas, como la mejor 
guía para determinar la experiencia probable futura.50

No obstante lo señalado, este punto suele generar con-
troversia en cuanto no resulta fácil establecer los cri-

terios con sujeción a los cuales deben realizarse los co-
rrespondientes ajustes.

Adicionalmente se suele incluir y en las pólizas de lu-
cro cesante forma ingles, y de hecho incluye en la pó-
liza objeto de análisis, una nota que establece:

“Si durante el período de indemnización, el asegurado u 
otra persona obrando por cuenta de él y para beneficio del 
negocio venden mercancías o prestan servicios en lugares 
que no sean el establecimiento anotado en la póliza, el total 
de las sumas pagadas o pagaderas al asegurado por tales 
ventas o servicios entrará en los cálculos para determinar 
el monto de los ingresos del negocio durante el período de 
indemnización.”51

Acerca de esta clase de estipulaciones señala Howe:

“Es razonable que si después de ocurrir el siniestro y me-
diante gastos adicionales, se efectúan negocios en otro lo-
cal en un esfuerzo por reducir la disminución en el giro a 
causa del siniestro, las cifras entren en el cálculo de la in-
demnización neta bajo la póliza. La razón de su inclusión 
en el texto es que si la compañía limita el amparo al esta-
blecimiento descrito en la póliza, los negocios en otros esta-
blecimientos podrían considerarse fuera de los cálculos o, 
por lo menos, podría haber discusiones respecto a ellos. La 
nota aclara de antemano la situación para las partes.”52

De no establecerse en la póliza, como suele suceder con 
frecuencia, una metodología o metodologías específi-
cas para el cálculo de los porcentajes de utilidad bruta, 
ingreso anual53 e ingreso normal54, requeridos con mi-
ras a definir la suma a indemnizar bajo la cobertura de 
lucro cesante y existiendo en la doctrina, según se vio, 
amplia flexibilidad al respecto, procederá definir, de 
entre las metodologías mas generalmente aceptadas, 
las que se estimen procedentes, con miras a estable-
cer, como lo consigna expresamente la transcrita Nota 
1 “…las cifras representen hasta donde sea razonablemente 
posible las que se hubieren obtenido durante el período co-
rrespondiente después del “daño”, si éste no hubiere ocurri-
do. (Subrayado fuera del texto original).

45 HOWE, Charles E. Ob. Cit. Págs. 93 y 94

46 HOWE, Op. cit., p. 94

47 HOWE , Op. cit., Anexo p 19.

48 CHATERED INSURANCE INSTITUTE, Op. cit. p. 91.

49 REED, Op.cit. p. 509

50 CHATERED INSURANCE INSTITUTE, Op. cit. p.18.

51 HOWE, Op. cit., p.94.

52 HOWE, Op. cit. p. 94 y 95

53 Es el ingreso durante los doce meses inmediata-
mente anteriores a la fecha del “Daño”. (ver póliza).

54 Es el ingreso durante aquel período dentro de los 
doce meses inmediatamente anteriores a la fecha del 
“Daño”, que corresponda con el período de indemni-
zación. (ver póliza).
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55 La citada póliza no incluye el segundo inciso de la 
referida cláusula.

56 Cnfr. Póliza de Seguro de Lucro Cesante Forma In-
glesa. Apéndice P. 102 y 103

57 BOTERO MORALES, Op. cit., p. 102.

2.	VENTA DE EXISTENCIAS ACUMULADAS

La póliza modelo incluida a manera de apéndice en el 
presente trabajo incluye la denominada “Cláusula de 
Existencias Acumuladas”, a la cual pasaremos a referir-
nos a continuación, habida consideración de su frecuen-
te inclusión las pólizas que se expiden en la actualidad. 
De hecho, el numeral 6.4 de las Cláusulas Especiales rela-
tivas a amparo de Lucro Cesante de la Póliza SEM20079, 
expedida por Royal & Sun Alliance para amparar a La-
boratorios Biogen y que dio lugar al tribunal de arbitra-
mento al que hemos hecho con anterioridad referencia 
en el presente estudio contiene, si bien incompleta55, la 
referida cláusula, cuyo texto es el siguiente:

“EXISTENCIAS ACUMULADAS (En la Forma Inglesa). Al 
ajustar una pérdida amparada bajo esta póliza, se tendrá en 
cuenta a favor del asegurado, el hecho de que las ventas no 
disminuyan o disminuyan parcialmente durante el período 
de indemnización, debido al uso de existencias acumuladas 
de productos elaborados por el asegurado, antes de ocurrir 
el siniestro correspondiente”.

De igual forma deberá procederse a favor del asegurador en 
cuanto hace referencia a las existencias acumuladas al mo-
mento en que quede restablecida totalmente la operación del 
asegurado o al vencimiento del período de indemnización, lo 
que ocurra primero”56

Con base en lo consignado en la cláusula transcrita, al 
valor de la disminución de los ingresos registrada por 
razón de un siniestro, debe adicionarse la suma de los 
ingresos por ventas hechas durante el período de in-
demnización de inventarios existentes al momento del 
siniestro.

Ahora bien, dicho tema, o sea la forma como procede 
calcular el ajuste que debe realizarse en la pérdida am-
parada bajo la póliza, por razón de la menor disminu-
ción en las ventas registrada durante el período de in-
demnización, gracias a la utilización durante el mismo 
de productos disponibles en los inventarios del Asegu-
rado al momento de siniestro, debe ser objeto de dete-
nido análisis.

Al respecto el ilustre tratadista Horacio Ayala, dentro 
del dictamen pericial rendido en el varias veces citado 
tribunal de arbitramento de Laboratorios Biogen ver-
sus Royal & SunAlliance, se adentró en el estudio en de-
talle de la cláusula transcrita, así como en el estudio del 
efecto de la misma sobre la suma a indemnizar bajo la 
póliza respectiva. El texto del análisis realizado por el 
señor Perito Horacio Ayala es el siguiente, según trans-
cripción de laudo arbitral en referencia:57

“Observaciones del Perito. La instrucción sobre los cálcu-
los de las pérdidas indemnizables, contenida en el numeral 
6.4 de las cláusulas especiales, que ordena que se ponderen 
los efectos sobre la disminución de los ingresos durante el 
período de indemnización, originados en las ventas de pro-
ductos en existencia, que fueron elaborados antes de ocurrir 
el siniestro, persigue el mismo objetivo del principio conte-
nido en la Nota 1. Numeral 5.10. Ingreso Normal, para que: 
“…después de ajustadas, las cifras representen hasta don-
de sea razonablemente posible las que se hubieren obtenido 
durante el período correspondiente después del “daño”, si 
éste no hubiera ocurrido”.

Cuando la póliza busca que los cálculos conserven cifras, 
hasta donde sea razonablemente posible, similares a las que 
el Asegurado hubiere obtenido de no haber ocurrido el si-
niestro, en esencia persigue devolver al Asegurado su capa-
cidad económica. La póliza inglesa mide la indemnización 
con base en la utilidad bruta, lo cual equivale a reconocer, 
de manera indirecta, los efectos del siniestro sobre el pa-
trimonio del Asegurado, porque, de acuerdo con la regla 
elemental contable, el patrimonio al final de un ejercicio 
refleja los resultados obtenidos durante el mismo.

En consecuencia, en el cálculo de las pérdidas originadas 
en el siniestro, no basta estimar la reducción de los ingre-
sos; es necesario además consultar los efectos que tuvieron 
sobre el patrimonio del Asegurado, a través del análisis de 
los inventarios, situación a la cual se refiere la menciona-
da regla del numeral 6.4.

El motivo para este procedimiento, se deriva del hecho de 
que las ventas del período de indemnización pudieron no 
haberse reducido o haber disminuido en menor grado, gra-
cias a que el Asegurado vendió dentro de ese período los 
productos que tenía en el momento del siniestro. En este 
evento, los efectos de   la ocurrencia del hecho podrían no 
reflejarse (o reflejarse sólo parcialmente) en las ventas, pero 
sí en el patrimonio, mediante la reducción de los activos 
representados en inventarios.

Por el contrario, la disminución de los ingresos durante el 
período de influencia del evento, podría ser compensada to-
tal o parcialmente con el incremento de los inventarios y en 
consecuencia del patrimonio del Asegurado. Por esta razón, 
estimo que la existencia del numeral 6.4. dentro de las con-
diciones de la póliza, no implica que deba aplicarse en todos 
los casos de la misma manera, sino consultando el principio 
general, que indica que la situación que se analiza en los 
ajustes de las pérdidas es la particular del asegurado.”
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Resulta pertinente destacar de lo hasta aquí expuesto, 
como lo hizo el suscrito en el Laudo Arbitral a que he-
mos venido haciendo referencia, el hecho de que, en for-
ma unánime, tanto las cuatro firmas ajustadoras que 
se ocuparon del análisis tema, como el Perito doctor 
Horacio Ayala, coinciden en la interpretación de que la 
correcta aplicación de la cláusula a que hemos venido 
haciendo referencia, debe entenderse aplicable no so-
lamente a las existencias en la fecha del daño, para con 
ello hacer un reconocimiento a todas luces justo al Ase-
gurado abonándole los costos incurridos en la produc-
ción de tales inventarios, sino que, por idénticas razo-
nes y en observancia de idénticos principios, debe así 
mismo aplicarse a favor de la Aseguradora, tomando 
en consideración las existencias al final del período de 
indemnización, habida cuenta de que los incrementos 
en los costos de la producción de dichos inventarios, se 
encuentran ya incluidos dentro de las sumas a ser in-
demnizadas por ésta.

Procede concluir con base en lo expuesto como, según se 
consigna en el Laudo lo hizo el Tribunal, y en observan-
cia, además, del principio indemnizatorio consagrado 
para los seguros de daños por el Código de Comercio 
en su artículo 108858 que, como bien lo anotó el Perito 
Horacio Ayala, habiendo el asegurado no sólo recupe-
rado el nivel de los inventarios de productos termina-
dos que poseía al inicio del período de indemnización 
sino, además, reportado un excedente en el mismo al 
final de dicho período, no procede un ajuste adicional 
en el cálculo de la disminución de los ingresos, por ra-
zón del comportamiento de los inventarios.59

Es adicionalmente claro, como lo fue para el Tribunal 
acogiendo sin reserva alguna el criterio unánime tanto 
de las cuatro firmas ajustadoras como del señor Perito 
Horacio Ayala, que dentro de una recta aplicación de lo 
previsto en la Cláusula sobre Existencias Acumuladas, 
dentro del amparo de Lucro Cesante es absolutamente 
indispensable el análisis de los niveles de inventarios 
tanto al momento de ocurrencia del siniestro, como al 
concluir el período de indemnización.

3.	AUMENTO EN GASTOS DE FUNCIONAMIENTO

Normalmente, el seguro de gastos adicionales es un 
complemento de la cobertura de pérdida de beneficios, 
mediante la cual se cubren los gastos adicionales ten-
dientes a evitar la extensión y propagación del sinies-
tro.60

“Estos gastos adicionales o extraordinarios pueden ser de 
diversa índole: el recurso a instalaciones provisionales, a 
locales alquilados, temporalmente para sustituir a los des-
truidos o dañados por el siniestro, la compra de productos 
semifabricados, la puesta en funcionamiento de una ca-
dena de fabricación en desuso a causa de su escaso rendi-
miento o el arrendamiento de un establecimiento produc-
tivo análogo, así como el empleo de personal durante horas 
extraordinarias, o incluso una publicidad propagandística 
dirigida al mantenimiento o aumento de la clientela… En 
fin, existe una amplia libertad en el momento de la adop-
ción por el asegurado de las medidas que estime convenien-
tes, siempre que se realicen dentro del período de indemni-
zación y se destinen por el asegurado a la reanudación de 
la actividad de la empresa.

(…)

A la luz de tal cláusula debemos concluir que en nuestro 
país (España) la adopción de las medidas a adoptar que-
da al mero arbitrio del asegurado, existiendo no obstante, 
el control del asegurador a fin de constatar la necesidad y 
oportunidad de los mismos con lo que el asegurado sopor-
ta la carga de la eficacia o no de tales medidas. Por otra 
parte, esos gastos adicionales no sólo no pueden exceder el 
límite de la suma asegurada, sino que no pueden superar el 
daño realmente evitado. También tienen un límite tempo-
ral; deben efectuarse durante el período de indemnización, 
con lo que no son resarcidos por el asegurador los gastos, 
cuya eficacia surja después de finalizar el periodo de in-
demnización.”61

58 CODIGO DE COMERCIO COLOMBIANO. Artícu-
lo 1088. “Respecto del asegurado, los seguros de da-
ños serán contratos de mera indemnización y jamás 
podrán constituir para él fuente de enriquecimien-
to. La indemnización podrá comprender a la vez el 
daño emergente y el lucro cesante, pero este deberá 
ser objeto de un acuerdo expreso.” (Subrayado fuera 

del texto original.)

59 De hecho, cabría realizar un ajuste a favor del 
asegurador, el cual no se llevó a cabo en la el Laudo 
Arbitral del Tribunal a que hemos hecho referencia, 
por no haberlo contemplado la póliza respectiva.

60 MEIER, Op.cit., p.33.

61 TIRADO SUÁREZ, Op. cit., p. 1142.
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62 OSSA GÓMEZ, J. Efrén. Teoría General del Seguro. 
El Contrato. Bogotá: Editorial Temis. 1991. p. 235 y 
236.

63 HOWE, Op. cit., p. 46

64 HOWE, Op. cit., p. 82

65 CHATERED INSURANCE INSTITUTE, Op. cit. p. 34.

4.	GASTOS PERMANENTES NO ASEGURADOS

En cuanto se refiere a estos gastos, en el proceso de sus-
cripción no se suele excluir, expresamente, del ampa-
ro ningún gasto permanente. Sin embargo, resulta de 
importancia poner de presente que en la póliza objeto 
de estudio se estipula:

“NOTA 3:

Si algún gasto permanente del negocio estuviere excluido 
del amparo de este anexo por haberse deducido al calcular 
el monto de la utilidad bruta como se define en la misma, 
al computar el monto de la indemnización por razón del 
aumento de los gastos de funcionamiento sólo entrará en 
los cálculos, la porción de dichos gastos adicionales de fun-
cionamiento, que la utilidad bruta tiene en comparación 
con los gastos no amparados, sumados a la utilidad bruta.”

5.	OTROS GASTOS INDEMNIZABLES

En las condiciones particulares del contrato de segu-
ro objeto de análisis suelen estipularse cobertura entre 
otros para los siguientes gastos, los cuales son en tal 
caso indemnizables y tienen carácter diferente del au-
mento en gastos de funcionamiento:

• Reparaciones en caso de siniestro

• Remoción de escombros

• Gastos de extinción

• Gastos de preservación de bienes

• Honorarios profesionales 

• Gastos de viaje y estadía

• Gastos adicionales por trabajo nocturno, festivos, 
flete expreso

• Propiedad personal de empleados

• Reposición de archivos 

• Rotura accidental de vidrios

IV.	 EL INFRASEGURO O REGLA PROPORCIONAL EN 
EL AMPARO DE LUCRO CESANTE.

Procede hacer a continuación un breve estudio de la 
figura del infraseguro en los seguros de lucro cesante, 
la cual según pasaremos a ver no ha estado exenta de 
controversia en la doctrina.

El seguro del Lucro Cesante participa de la naturaleza 
de los seguros de daños patrimoniales. En consecuen-
cia, en principio, no le sería aplicable la regla propor-
cional, propia de los seguros de daños reales. En este 
aspecto del seguro de lucro cesante la práctica difiere 
de la posición sostenida por algunos autores como el 
profesor J. Efrén Ossa Gómez, como pasamos a expo-
ner:

El profesor Ossa Gómez señala en su obra Teoría Gene-
ral del Seguro – El Contrato:

“3. Seguro de lucro cesante. Lo mencionamos como ex-
cepción porque en la práctica suele aplicársele la regla pro-
porcional, contrariando a nuestro juicio la naturaleza de 
este tipo de cobertura, cuyo fin consiste en garantizar una 
reparación de las utilidades que el asegurado deja de per-
cibir con ocasión del siniestro.”62

De conformidad con lo afirmado por dicho autor, por 
tratarse el seguro de pérdida de beneficios o de lucro 
cesante de un seguro de carácter patrimonial, el valor 
real del interés no es susceptible de ser establecido por 
las partes con exactitud y certeza al momento de la 
celebración del contrato, razón por la cual el concepto 
de infraseguro no resultaría aplicable a esta clase de 
seguros.

En sentido contrario sostiene Howe:

“El proponente debe asegurar por una suma adecuada por-
que en el caso de insuficiencia del seguro, al ocurrir el si-
niestro, se perjudicaría proporcionalmente al monto del se-
guro que falte.”63

“Si la suma asegurada bajo esta póliza es menor que la suma 
que resulte de aplicar el Porcentaje de Utilidad Bruta a (*) 
los Ingresos Anuales del Negocio, el monto a pagar será re-
ducido proporcionalmente.”64

En la obra “Seguro de Pérdida de Beneficios” del Curso 
de Seguros del Chatered Insurance Institute se afirma, 
al referirse a las condiciones de la póliza en el punto 
relativo al volumen anual del negocio, lo siguiente:

“Volumen anual de negocio. Este punto va asociado con la 
provisión de asegurarse de que no haya infraseguro. Hay 
que considerar que el efecto de una cláusula de ajuste es 
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fijar el volumen anual del negocio que se hubiese obtenido 
en los doce meses inmediatamente posteriores al siniestro, 
si éste no hubiera acaecido. Así, la reducción proporcional 
por infraseguro se llevaría a cabo después de la aplicación 
del tipo de beneficio bruto y ello tanto si el período real de 
indemnización es inferior o no a doce meses.”65

En el Manual del Seguro de Lucro Cesante de la Sui-
za de Reaseguros encontramos, en cuanto se refiere a 
la aplicabilidad de la cláusula de proporcionalidad en 
este tipo de seguro, lo siguiente:

“La pérdida de beneficio bruto resulta de la tasa de bene-
ficio bruto (“rate of gross profit”) aplicada a la merma del 
volumen del negocio (“reduction in turnover”). Si en caso 
de siniestro se revela que la suma asegurada era demasiado 
baja, la indemnización se reduce correspondientemente.” 66

Afirma, en cuanto se refiere a este tema, el profesor 
Tirado Suárez:

“De manera que existirá aplicación de la regla proporcio-
nal, de acuerdo con el artículo 30 de la Ley del Contrato de 
Seguro cuando la cifra fijada, por el impacto inflacionista y 
la depreciación monetaria consiguiente, se encuentre des-
fasada, mientras que entrará en juego la disciplina típica 
del sobreseguro, cuando el asegurado que prevea   una evo-
lución próspera del negocio, puede erróneamente declarar 
una cifra superior al verdadero volumen negocial.”67

“En nuestra praxis del seguro de interrupción de la empresa, 
como en los demás seguros de daños, la suma asegurada ca-
rece de valor en orden a la determinación del daño sufrido. 
Se trata pues de una declaración del tomador del seguro que 
agota su eficacia en constituir la base para el cálculo de la pri-
ma; sin embargo, acaecido el siniestro, se verifica la corres-
pondencia entre la suma declarada y el valor del interés en 
dicho momento cronológico. Si la suma asegurada es inferior 
al valor del interés, caso por lo demás frecuente, debido a la 
depreciación monetaria, se produce la hipótesis de infrasegu-
ro, que viene sancionado con la aplicación de la regla propor-
cional, consagrada en el artículo 30 de la Ley del Contrato de 
Seguro. Así lo establecen las pólizas del seguro de interrupción 
de la empresa, cuando disponen la reducción proporcional de 
la indemnización en el caso de que la suma aseguradora

 (sic) sea inferior a la suma resultante de aplicar el tipo de 
beneficio bruto al volumen comercial anual, que se concreta 
por definición en el volumen del negocio durante los doce me-
ses anteriores al siniestro.”68

Como puede observarse, la doctrina y la práctica de ma-
nera casi unánime, reconocen la procedencia de la apli-
cación de la regla proporcional en los seguros de lucro 
cesante.

66 MEIER, et al, Op. cit. p. 28.

67 TIRADO SUAREZ, Op. cit., p. 1136

68 TIRADO SUÁREZ, Op. cit., p.1145.
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69 HOWE, Op. cit., Anexo. p 18.

CAPÍTULO SEGUNDO:
DETERMINACIÓN DE LA SUMA 
A ASEGURAR – UTILIDAD BRUTA –
BAJO EL SEGURO DE LUCRO 
CESANTE FORMA INGLESA
I.	CONCEPTO DE UTILIDAD BRUTA

Tal como quedó consignado con anterioridad dentro 
del presente trabajo, para los efectos del seguro de lu-
cro cesante – forma inglesa, la utilidad bruta se defi-
ne como “El monto por el cual los ingresos del negocio y 
el valor del inventario al final del año de ejercicio, excede 
la suma total del valor del inventario al comienzo del mis-
mo año de ejercicio mas el valor de los gastos específicos de 
trabajo.”69

II. CÁLCULO DE UTILIDAD BRUTA

Para efectos del seguro objeto de análisis, la utilidad 
bruta se calcula, con base en los datos contables que 
registre el Asegurado al final del año de ejercicio in-
mediatamente anterior a la iniciación de la cobertura, 
o sea al final del año que termina el día en que se cor-
tan, liquidan y fenecen las cuentas anuales en el curso 
ordinario del negocio.

A su vez,  según se vio en el Capítulo I, los Gastos Espe-
cíficos de Trabajo están compuestos por las siguientes 
partidas:

•	 Todas las compras menos los descuentos otorgados

•	 Fletes

•	 Fuerza Motriz

•	 Material de empaque

•	 Elementos de consumo

•	 Descuentos concedidos

• Otros que se quieran deducir

A efectos del cálculo de la Utilidad Bruta, el acápite ya 
citado de la póliza, “Porcentaje de Utilidad Bruta” de-
fine el mismo como la relación porcentual que repre-
senta la Utilidad Bruta respecto de los ingresos.

Procederemos a continuación a desarrollar paso a paso 
un ejemplo hipotético para el cálculo de la indemniza-
ción por concepto de lucro cesante bajo la forma ingle-
sa objeto del presente trabajo, iniciando para el efecto 
por el procedimiento para el cálculo la utilidad bruta:

1.	INGRESOS OBTENIDOS EN EL AÑO ANTERIOR AL 
DEL SINIESTRO

La partida de ingresos hace relación a los ingresos 
propios del negocio o sea las ventas y demás ingresos 
propios de la actividad industrial o comercial que de-
sarrolla el asegurado. No se incluyen dentro de dicho 
cálculo los ingresos bien ordinarios o bien extraordi-
narios no ligados con la actividad propia del negocio 
del asegurado. El cálculo de dichos ingresos no sue-
le suscitar diferencias entre quienes se ocupan de su 
análisis, razón por la cual su valor suele ser un punto 
de partida no sujeto a controversia para el inicio del 
cálculo de Utilidad Bruta y de su porcentaje. No suele 
suceder lo mismo con las demás partidas.

Para efectos del ejercicio hipotético que nos propo-
nemos desarrollar a continuación partimos de las si-
guientes partidas por concepto de ingresos:

Cuadro No. 1

2.	CÁLCULO DE INVENTARIOS

La fuente natural y obvia para establecer el monto de 
los inventarios tanto inicial como final es la contabi-
lidad del asegurado, la cual se supone debe presentar 
en forma precisa el saldo de las cuentas respectivas.

Concepto Valores
Ventas Totales $40.000’000.000

Otros ingresos propios del negocio $ 2.000’000.000

Total Ingresos $42.000’000.000



160 - Estudios Sobre Seguros - Bernardo Botero Morales Volver al índice

2.1.	 INVENTARIO FINAL

Si bien no se establece en la póliza de lucro cesante for-
ma inglesa objeto de estudio cuales son los conceptos 
que integran el inventario, no existe razón para que, 
con el objeto de realizar el cálculo del mismo, deba ex-
cluirse concepto alguno de los que normal y contable-
mente forman parte de los elementos asociados con 
la producción. En el establecimiento del valor de este 
rubro es importante, por lo tanto, tomar en considera-
ción, además de los saldos de las cuentas de producto 
en proceso y producto terminado, los rubros de mate-
rias primas y empaques. Siguiendo con el ejemplo hi-
potético tenemos:

Cuadro No. 2:

2.2.	INVENTARIO INICIAL

Como en el caso del inventario final, en este rubro es 
importante tomar en consideración, además de los sal-
dos de las cuentas de producto en proceso y producto 
terminado, los correspondientes a los rubros de mate-
rias primas y empaques. Continuando con el ejemplo 
hipotético tenemos:

Cuadro No. 3:

3.	GASTOS ESPECÍFICOS DE TRABAJO

Los Gastos Específicos de Trabajo corresponden, desde 
un punto de partida teórico, a gastos de carácter varia-
ble que, como tales, se encuentran directamente liga-
dos a los niveles de producción y que, por lo tanto, en 
el evento de paralizarse la empresa dejan de generarse 
o, en el evento de reducirse el volumen de actividades 
de la misma, se reducen igualmente. Son, por lo tan-
to, gastos no asegurables, en la medida en que la re-
ducción en la producción del Asegurado por causa de 

un siniestro, no genera pérdida alguna indemnizable 
respecto de los mismos. Tales gastos, por lo tanto, en 
el seguro de lucro cesante, se excluyen total o parcial-
mente, de la ecuación de cálculo de la Utilidad Bruta y 
así lo define la póliza.

Cuadro No. 4:

3.1	 COMPRAS

Corresponden al valor registrado en la respectiva cuen-
ta del PUC del asegurado a diciembre 31 del año de ejer-
cicio anterior a la fecha del siniestro para materia pri-
ma, material de empaque y productos semielaborados 
de terceros.

Los valores incluidos como Compras en el cálculo de 
la Utilidad Bruta, dentro del ejemplo hipotético a que 
nos hemos venido refiriendo, son los siguientes:

3.2	 GASTOS RESPECTO DE LOS CUALES SUELE EXIS-
TIR CONSENSO

Ahora bien, no existe un criterio unánime sobre el ca-
rácter de gastos específicos de trabajo de ciertas eroga-
ciones. A continuación se presenta a manera de ejem-
plo teórico una relación no taxativa de gastos sobre 
cuya clasificación como específicos de trabajo no sue-
len existir discrepancias mayores:

Cuadro No. 5-1:

Concepto Valores

Según registro en la cuenta de materia prima $1.600’000.000

Según registro en la cuenta de producto en proceso $1.200’000.000

Según registro en la cuenta de producto terminado $2.400’000.000

Según registro en la cuenta de material de empaque $ 800’000.000

Total Inventario Final $6.000’000.000

Concepto Valores

Según registro en la cuenta de materia prima $ 1.800’000.000

Según registro en la cuenta de producto en proceso $ 1.400’000.000

Según registro en la cuenta de producto terminado $ 2.900’000.000

Según registro en la cuenta de material de empaque $ 900’000.000

Total inventario inicial $ 7.000’000.000

Concepto Valores

Materia Prima $ 6.500’000.000

Material de empaque $ 4.200’000.000

Bienes semielaborados por terceros $ 2.300’000.000

Total compras $13.000’000.000

Nombre de Cuenta Monto

Materiales y suministros $ 500’000.000

Mano de obra directa $ 26’000.000

Servicios $ 480’000.000

Impuesto industria y comercio $ 124’000.000

Seguros transporte y mercancías $ 12’000.000

Gastos Aduaneros y consulares $ 13’000,000

Transporte fletes y acarreos $ 840’000.000

Formularios pliegos y licitaciones $ 50’000.000

Mantenimiento maquinaria y equipos $ 200’000.000

Contratos de servicios con terceros $1.600’000.000

Total $3.845.000.000
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3.3	 GASTOS RESPECTO DE LOS CUALES NO EXISTE 
CONSENSO

Existen por otra parte, como se anotó arriba una serie 
de egresos sobre cuyo carácter o no de gastos específi-
cos de trabajo no existe criterio uniforme.

La posición mayoritaria de la doctrina es que ciertos 
egresos es factible dividirlos entre una porción fija y 
una porción variable. Para otros como el tratadista Ho-
racio Ayala, tal como se anotó con anterioridad dentro 
del presente trabajo, los Gastos Específicos de Trabajo 
no son susceptibles de dividirse entre una porción fija 
y una porción variable. En apoyo de su tesis, el doc-
tor Ayala cita dentro del dictamen pericial rendido en 
el varias veces referido arbitramento de Laboratorios 
Biogen vs. Royal & Sun Alliance, conceptos de Eric L. 
Kohler y de Ernesto De Lima, para concluir que los Gas-
tos Específicos de Trabajo son aquellos que tienen una 
relación directa con el movimiento del negocio y que 
varían en proporción a la producción, de manera que 
no se trata de gastos que puedan ser incluidos o no a 
voluntad del Asegurado.

Procede a continuación ocuparse en concreto de algu-
nos de los más representativos de los egresos que sus-
citan dicha controversia:

3.3.1	 Servicios temporales

Si bien conviene, en criterio del suscrito, analizar la 
naturaleza de los servicios de carácter temporal que 
son prestados al asegurado dentro del giro normal de 
sus negocios, siguiendo el sentir general que respecto 
de la forma de clasificar tales gastos opera para el se-
guro del lucro cesante, sentir que, en principio acoge 
la póliza de seguro de lucro cesante, es dable concluir 
que tales gastos tienen por regla general el carácter de 
fijos, razón por la cual normalmente no se debe incluir 
parte alguna de los mismos dentro de los Gastos Espe-
cíficos de Trabajo.

Lo anterior no se opone, sin embargo, para que previo 
un juicioso estudio de tales gastos, pueda concluirse 
que los mismos, o parte de éstos tienen el carácter de 
variables.

3.3.2	 Publicidad

Tal como se consignó en el capítulo I del presente tra-
bajo, es amplio el debate sobre el carácter fijo o no de los 
gastos en publicidad y propaganda. Algunos analistas 
estiman que los gastos de publicidad y propaganda no 
deben, en parte alguna, ser considerados como Gastos 
Específicos de Trabajo. Otros son de la opinión de que 
tales gastos tienen en su integridad el carácter de Es-
pecíficos de Trabajo y los incorporan como tales por la 
suma a deducir para efectos de establecer el valor a in-
demnizar bajo la póliza de seguro de lucro cesante. El 
varias veces citado autor Horacio Ayala distingue en-
tre diversas clases de gastos de publicidad, aceptando 

unos y rechazando otros, con miras al establecimien-
to del valor correspondiente a los Gastos Específicos 
de Trabajo.

En relación con el tratamiento que, de acuerdo con la 
doctrina, debe darse a los gastos de Publicidad y Pro-
paganda, el suscrito realizó un detenido análisis en la 
sección del presente trabajo en que se ocupó del estu-
dio de las coberturas bajo el seguro de lucro cesante y 
se remite a dicho estudio, para efectos de sustentar la 
decisión de acoger el criterio, ampliamente mayori-
tario de la doctrina al respecto, de acuerdo con el cual 
tales gastos se consideran normalmente como fijos, 
excepción hecha, obviamente, de que se presente ce-
sación total de actividades de la empresa, lo cual no 
corresponde a la situación del caso hipotético objeto 
de estudio.

Siendo así, considera el suscrito que no procede, al 
menos en principio, incluir los gastos de publicidad y 
propaganda dentro de la categoría de Gastos Específi-
cos de Trabajo.

3.3.3	 Beneficios Voluntarios

El rubro de Beneficios Voluntarios hace referencia a 
gastos de personal por concepto de bonificaciones de 
diverso orden, hechas a empleados operativos de la 
compañía.

Horacio Ayala, en consistencia con su teoría de que 
un gasto determinado no es susceptible de clasificarse 
parcialmente como fijos y parcialmente como varia-
ble, sino que los gastos son en su totalidad fijos o va-
riables, incluiría como Gastos Específicos de Trabajo 
la totalidad de las sumas correspondientes al concep-
to de Beneficios Voluntarios. Estima por el contrario 
el suscrito que con fundamento en un estudio cuida-
doso sobre cada uno de los gastos que componen di-
cho rubro es factible establecer qué proporción de los 
mismos constituyen efectivamente Gastos Específicos 
de Trabajo.

3.3.4	 Horas extras y recargos.

La situación que se presenta en Horas Extras y Recar-
gos, es exactamente la misma analizada con anteriori-
dad en relación con los gastos incurridos bajo el rubro 
de Servicios Temporales, habida consideración de lo 
cual, las mismas razones expuestas para acoger como 
válido para los efectos del presente estudio el trata-
miento de fijos dado al rubro de Servicios Temporales, 
sirve de sustento para hacer lo propio, en relación con 
los gastos incurridos bajo el rubro de Horas Extras.

3.3.5	 Otros gastos

Otros gastos, como por ejemplo los gastos por concepto 
de asesoría técnica, jurídica, tributaria o contable, dada 
su naturaleza de gastos normalmente fijos no deben, en 
principio, ser considerados como Gastos Específicos de 
Trabajo. Un estudio cuidadoso de algunos de éstos po-
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dría, sin embargo, llevar a la conclusión de que al me-
nos parte de los mismos tienen naturaleza variable y 
como tal el carácter de Gastos Específicos de Trabajo.

3.4	 TOTAL DE GASTOS RESPECTO DE LOS CUALES 
NO EXISTE CONSENSO

Dentro del análisis de un caso hipotético que venimos 
realizando en el presente trabajo incluimos los siguien-
tes montos por concepto de algunos de los gastos res-
pecto de los cuales según se planteó anteriormente no 
existe consenso en cuanto a su clasificación o no, total 
o parcialmente, como Gastos Específicos de Trabajo

Cuadro No. 5-2

3.5	 TOTAL OTROS GASTOS ESPECIFICOS DE TRA-
BAJO

De conformidad con los análisis realizados respecto de 
cada uno de los rubros que integran los Gastos Espe-
cíficos de Trabajo, la suma que por tal concepto se es-
tima válida para los efectos del ejercicio que a manera 
de ejemplo se desarrolla en el presente trabajo ascien-
de a $6’048.000.000 según se desprende del siguiente 
cálculo:

Cuadro No. 5-3:

Servicios temporales
$ 130’000.000

Publicidad Varias
- 0 -

Beneficios voluntarios
$2.000’000.000

Horas extras y recargos
$ 25’000.000

Asesoría técnica
- 0 -

Total $2.155’000.000

Total de gastos respecto de los cuales no existe consenso

Nombre de Cuenta Monto

Materiales y suministros $ 500’000.000

Mano de obra directa $ 26’000.000

Servicios $ 480’000.000

Impuesto industria y comercio $ 124’000.000

Seguros transporte y mercancías $ 12’000.000

Gastos Aduaneros y consulares $ 13’000,000

Transporte fletes y acarreos $ 840’000.000

Formularios pliegos y licitaciones $ 50’000.000

Mantenimiento maquinaria y equipos $ 200’000.000

Contratos de servicios con terceros $1.600’000.000

Servicios temporales $ 130’000.000

Publicidad Varias -0-

Beneficios voluntarios $2.000’000.000

Horas Extras y Recargos $ 25.000.000

Asesoría Técnica -0-

Total Gastos Específicos de Trabajo $6’000.000.000



Volver al índice Estudios Sobre Seguros - Bernardo Botero Morales - 163 

4	 DESCUENTOS OTORGADOS Y RECIBIDOS

La póliza de seguro de lucro cesante establece bajo la 
definición de Gastos Específicos de Trabajo que tanto 
los descuentos recibidos en compras como los descuen-
tos otorgados, deben ser excluidos de la ecuación para 
el cálculo de la Utilidad Bruta. Los descuentos otorga-
dos deben por lo tanto compensarse con los descuentos 
obtenidos en ventas, en la medida en que los mismos 
constituyen de hecho un menor valor de las ventas.

Para efectos del ejercicio práctico que se desarrolla 
como parte del presente trabajo, se estiman los referi-
dos descuentos así:

Cuadro No. 6

5	 LIQUIDACION DE UTILIDAD BRUTA ANTES DEL SI-
NIESTRO

Con fundamento en lo hasta ahora expuesto, el monto 
de la utilidad bruta para los efectos del ejercicio prác-
tico que forma parte del presente trabajo, o sea, en el 
período comprendido entre el 1º de enero y el 31 de di-
ciembre del año anterior al del siniestro, se estable-
ce sumando a los ingresos obtenidos durante el año el 
valor de los inventarios al final del año y restando de 
dicho total el valor de los inventarios al inicio del año, 
las compras realizadas durante el año, los identifica-
dos como específicos de trabajo y el valor neto entre 
los descuentos otorgados por ventas y los descuentos 
recibidos por compras.

Ahora bien, de la división del monto de la utilidad bru-
ta obtenido siguiendo el procedimiento descrito, en-
tre el valor total de los ingresos obtenidos durante el 
año, se obtiene el denominado porcentaje de utilidad 
bruta.

Veamos en el cuadro siguiente el resultado de dicha 
operación en cuanto respecta a las cifras hipotéticas 
obtenidas por cada uno de los citados conceptos en el 
ejemplo igualmente hipotético que hemos venido de-
sarrollando:

 Cuadro No. 7:

III.	 CALCULO DE LA SUMA ASEGURADA Y DEL PE-
RÍODO DE INDEMNIZACIÓN

Una vez establecido el porcentaje de la Utilidad Bruta 
con base en los estados financieros al cierre del año de 
ejercicio inmediatamente anterior a la fecha de ini-
ciación de la vigencia de la póliza, debe el Asegurado 
proceder a estimar la Suma Asegurada y el Período de 
Indemnización para la vigencia del seguro que se ini-
cia. Dicha labor, de por sí dispendiosa y delicada, con-
sistente en proyectar lo que se estima sean los ingre-
sos esperados y por ende, la utilidad bruta proyectada 
durante el período de vigencia de la póliza y aún mas 
allá de este, en la medida en que el siniestro pudiese 
presentarse una vez transcurrido un lapso considera-
ble de la vigencia del seguro, o sea cerca de la fecha de 
expiración de la cobertura.

El período de indemnización se calcula, tomando en 
consideración el lapso que estima el asegurado habrá 
de transcurrir hasta la plena recuperación de sus acti-
vidades después de un siniestro severo, el cual puede 
ser de seis, doce, dieciocho o aún más meses.

Para efectos del presente trabajo partimos del supues-
to de que Los ingresos proyectados para efectos de la 
determinación de la suma asegurada ascenderán a 
$45.500’000.000, el porcentaje de utilidad bruta se 
mantendrá en 50%, Utilidad Bruta para la vigencia del 
seguro – o sea la suma asegurada bajo la póliza – as-
cenderá por lo tanto a

$22.750’000.000 millones, sobre la base de que el Pe-
ríodo de Indemnización requerido para contar con una 
cobertura adecuada es de 12 meses.

No está por demás poner finalmente de presente que 
la suma asegurada se establece con base en la Utilidad 
Bruta esperada para un período proyectado de doce 
meses, sin tomar en consideración el período de in-
demnización convenido en la póliza.

Concepto Valor

Descuentos otorgados en ventas $1.210’000.000

Menos: Descuentos recibidos en compras $ 210’000.000

Neto de descuentos otorgados y recibidos $1.000’000.000

Rubros Valor

Ingresos obtenidos durante el año (Cuadro No. 1) $ 42.000’000.000

Inventario final (Cuadro No. 2) $ 6.000’000.000

Inventario inicial (Cuadro No. 3) -($ 7.000’000.000)

Compras realizadas durante el año (Cuadro No. 4) -($ 13.000’000.000)

Gastos Específicos de Trabajo (Cuadro No. 5) -($ 6.000’000.000)

Descuentos Condicionados (Cuadro No. 6) -($ 1.000’000.000)

Utilidad Bruta $ 21.000’000.000

% de Utilidad Bruta 50,00%
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CAPÍTULO TERCERO:
DETERMINACIÓN DE LA SUMA
A INDEMNIZAR BAJO EL SEGURO
DE LUCRO CESANTE
FORMA INGLESA
I.	INGRESO NORMAL DEL NEGOCIO DURANTE EL 
PERIODO DE INDEMNIZACIÓN

Una vez establecido el denominado porcentaje de uti-
lidad bruta (en el ejercicio hipotético de este estudio 
50.0% según quedó establecido al final del capítulo an-
terior), o sea la relación porcentual que representa la 
Utilidad Bruta respecto de los ingresos del negocio du-
rante el año de ejercicio inmediatamente anterior a la 
fecha del daño, procede entrar a determinar la cuan-
tía de los que hubiesen sido los ingresos normales del 
negocio durante el período de indemnización.

Ingreso Normal, al tenor de lo consignado en la pó-
liza de seguro de lucro cesante objeto de estudio “Es 
el ingreso durante aquel período dentro de los doce meses 
inmediatamente anteriores a la fecha del “Daño”, que co-
rrespondan con el período de indemnización.”70

Ahora bien, la misma póliza estipula que para estable-
cer el Ingreso Normal “Las cifras deben ajustarse, tenien-
do en cuenta las tendencias del negocio y las circunstancias 
especiales y demás cambios que le afecten antes o después 
del “Daño” y también aquellos que le hubieran afectado si 
no hubiere ocurrido el daño, de tal suerte que, después de 
ajustada, las cifras representen hasta donde sea razona-
blemente posible las que se hubieren obtenido durante el 
período correspondiente después del “Daño”, si éste no hu-
biere ocurrido”71

A este respecto procede poner de presente que existen 
diversas metodologías que pueden llegar a ser utiliza-
das para la realización de la proyección de los ingresos 
que el asegurado ha debido generar durante el período 
de indemnización, metodologías cuyo análisis resulta 
altamente pertinente, habida consideración de la im-
portante incidencia que la proyección de tales ingre-
sos tiene en el establecimiento de la suma a indemni-
zar por concepto de lucro cesante. Veamos:

1.	METODOLOGIA DE PROYECCIÓN DE INGRESOS A 
PARTIR DE RESULTADOS HISTORICOS DE  
LA EMPRESA

Respecto de esta metodología manifiesta la firma In-
corbank S.A Banqueros de Inversión, dentro del peri-
taje rendido en el varias veces citado proceso arbitral 
de Laboratorios Biogen vs Royal & Sun Alliance: “Esta 
metodología, avalada por la literatura financiera local 
e internacional y utilizada de manera permanente en la 
práctica profesional, tiene en cuenta varios años de resul-
tados de la empresa que se analiza para la estimación de 
sus ingresos futuros. Su fortaleza radica en que recoge las 
tendencias de la compañía en cuya dinámica además na-
turalmente, de las circunstancias internas de la misma, 
confluyen necesariamente las tendencias de la industria. 
Por esta razón, normalmente esta metodología se comple-
menta con estimaciones basadas en las tendencias del mer-
cado, las cuales se presentarán como segunda metodología 
de este peritaje.”72

Para la adecuada elaboración de las proyecciones res-
pectivas se debe analizar el comportamiento de los 
ingresos del asegurado durante un numero plural de 
años inmediatamente anterior al momento de la pér-
dida, – normalmente tres – análisis que permite esta-
blecer el crecimiento promedio histórico de los ingre-
sos de la empresa en dicho período, crecimiento que lo 
lleva a calcular, así mismo, el ingreso esperado para el 
período de indemnización.

2.	METODOLOGIA DE EVOLUCIÓN DEL	  
MERCADO	DE LA INDUSTRIA RESPECTIVA

Esta metodología parte de la premisa de que toda com-
pañía local o internacional evoluciona con las mismas 
tendencias de la industria a que pertenece y, por tal ra-
zón, resulta válido considerar la historia y perspectiva 
del mercado en que se desarrolla el negocio del asegu-
rado, con miras a proyectar el comportamiento espe-
rado futuro del mismo.

Dicha metodología, complementa la de estimación de 
ingresos futuros con base en la tendencia histórica de 
los resultados de la propia empresa, seleccionada como 
primera metodología válida de cálculo de los ingresos 
futuros.

Para la elaboración de las respectivas proyecciones bajo 
esta metodología, se toma como base el crecimiento real 
de la industria respectiva en Colombia y a partir del 
mismo se estiman los ingresos esperados de la entidad 
objeto de estudio para el período de indemnización.

70 HOWE, Op. cit., Anexo. p. 19

71HOWE, Op. cit., Anexo. P. 19 y 20

72 BOTERO MORALES, Op.cit., p. 230.
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73 HOWE, Op. cit., Anexo. p.70

3.	METODOLOGIA DE PROYECCIÓN DE INGRESOS A 
PARTIR DE LA EVOLUCION DE PEDIDOS

Requiere esta metodología de un sistema de informa-
ción que le permita integrar las áreas comercial, de 
producción y contable de la empresa objeto de análi-
sis. El proceso de información inicia con el registro de 
las órdenes de compra (pedidos) de los clientes y tiene 
como uno de sus entregables de salida, la facturación 
de los productos despachados.

Para la adecuada aplicación de esta metodología es 
indispensable que la empresa cuente con un sistema 
de información histórica, que le permita integrar las 
áreas comercial, de producción y contable, sistema de 
información que constituye una fuente necesaria para 
poder efectuar seguimiento a la evolución del negocio 
y para la estimación de los ingresos esperados.

Haciendo uso de dicha información y mediante el aná-
lisis de las relaciones de pedidos anulados, autorizados 
y cumplidos y de facturas anuladas, aplazadas y des-
pachadas, debe poderse calcular la correspondencia 
entre los pedidos y la facturación para un período de 
al menos tres años, con miras a establecer un prome-
dio anual ponderado razonablemente confiable. Con 
dichas bases es factible estimar los ingresos esperados 
del asegurado para el período de indemnización.

4.	METODOLOGIA DE PRESUPUESTOS

La metodología de presupuestos tiene su fundamen-
to esencial en otorgar confiabilidad a las proyeccio-
nes que sobre su desempeño futuro realiza la empresa 
objeto de la cobertura de seguro. Dicha confiabilidad, 
sin embargo, deberá surgir como resultado de la ra-
zonabilidad y credibilidad que merezcan los análisis 
que hubieren servido de fundamento a las cifras pro-
yectadas como presupuesto por la propia empresa. Es-
pecialmente importante para efectos de establecer la 
razonabilidad y credibilidad de las proyecciones sobre 
comportamiento futuro de la empresa que aparezcan 
consignadas en el presupuesto de la entidad, es la cons-
tancia del análisis y aprobación del presupuesto hecho 
por los órganos supremos de dirección de la empresa, 
normalmente su Junta Directiva y su Representante 
Legal.

Elemento adicional de juicio en la valoración de la me-
todología de presupuesto como metodología confia-
ble para la proyección de los ingresos esperados de la 
empresa durante el período de indemnización, es la 

verificación del grado de acierto que en los períodos 
anteriores al del siniestro hubiesen arrojado los pre-
supuestos, en frente de los resultados realmente obte-
nidos para los mismos períodos.

 Resulta, en síntesis, conveniente dejar en claro que 
los presupuestos no son per se un medio idóneo para 
probar el ingreso proyectado durante el período de in-
demnización en un seguro de lucro cesante. Estos sólo 
lo serán, en la medida en que contengan análisis, in-
formación, estudios y en general una sustentación só-
lida y convincente de sus proyecciones.

5.	METODOLOGIA MIXTA

Procede finalmente hacer referencia a la que, a falta de 
una mejor denominación optamos por calificar como 
metodología mixta, la cual consiste en realizar el cál-
culo de los ingresos esperados durante el período de 
indemnización acudiendo a varias metodologías ra-
zonablemente confiables tales como las brevemente 
expuestas de proyección de ingresos a partir de los re-
sultados históricos de la empresa, evolución del mer-
cado de la industria respectiva, proyección de ingre-
sos a partir de la evolución de pedidos y presupuesto 
de la empresa, para luego analizar la consistencia de 
los resultados obtenidos bajo cada una de las mismas 
y por último, promediar, si fuere el caso, los resulta-
dos obtenidos bajo cada una de las que resulten con-
sistentes, de tal suerte que, al tenor de lo que la misma 
póliza establece ”… después de ajustadas las cifras repre-
senten hasta donde sea razonablemente posible las que se 
hubieren obtenido durante el período correspondiente des-
pués del “Daño”, si éste no hubiese ocurrido.”73 (Subrayado 
fuera del texto original).

6	 CONCLUSIÓN

Procede, hecha la exposición anterior sobre diversas 
metodologías para el cálculo del ingreso esperado du-
rante el período de indemnización, hacer dos precisio-
nes que se juzgan pertinentes en relación con el tema.

En primer lugar debe dejarse en claro que si bien las 
metodologías expuestas son, por regla general, idó-
neas para la obtención del resultado que se busca, no 
es pretensión del suscrito considerarlas, en manera 
alguna, como las únicas aceptables para la obtención 
del objetivo propuesto.
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En segundo término, procede reiterar lo consignado 
al respecto en el varias veces citado texto de la póliza 
objeto de estudio, en el sentido de que:

“Las cifras deben ajustarse, teniendo en cuenta las ten-
dencias del negocio y las circunstancias especiales y demás 
cambios que le afecten antes o después del “Daño”, y tam-
bién aquellos que le habrían afectado si no hubiere ocurri-
do el “Daño”, de tal suerte que, después de ajustadas, las 
cifras representen hasta donde sea razonablemente posible 
las que se hubieren obtenido durante el período correspon-
diente después del “Daño”, si éste no hubiere ocurrido.”

Hechas las salvedades anteriores reiteramos nuestro 
criterio en el sentido de considerar acertado el proce-
dimiento de promediar los resultados independiente-
mente obtenidos bajo cada una de las citadas metodo-
logías, con miras a establecer el cálculo definitivo del 
ingreso esperado del asegurado durante el período de 
indemnización y, por ende, del denominado Ingreso 
Normal en la póliza objeto de análisis.

Resulta, por lo tanto, claro para el suscrito que es per-
fectamente admisible a la luz de la póliza, y, por lo de-
más, de la práctica generalmente aceptada en el se-
guro de lucro cesante, acudir a cualquier metodología 
que resulte técnicamente admisible, con el objeto de 
establecer, hasta donde resulte razonablemente po-
sible, los ingresos esperados del asegurado durante el 
período de indemnización de seguro, o sea, durante el 
término en que, dentro de los límites de cobertura de 
la póliza, resultare afectada por el siniestro la Utilidad 
Bruta del asegurado, tal como la misma se define en la 
póliza.

Con base en lo expuesto y dando continuidad al ejer-
cicio práctico que a manera de ejemplo didáctico ha 
sido incluido en el presente trabajo de grado, procede-
mos a definir la suma que, para los efectos del mismo, 
debe ser considerada como proyección de los Ingresos 
esperados durante el período de indemnización, o sea 
de los denominados Ingresos Normales, con arreglo al 
siguiente cálculo:

Cuadro No. 8

II.	 INGRESOS DEJADOS DE PERCIBIR DURANTE EL 
PERIODO DE INDEMNIZACIÓN

Los ingresos reales dejados de percibir durante el pe-
ríodo de indemnización se establecen restando de los 
ingresos proyectados para el período de indemniza-
ción, los ingresos reales percibidos durante dicho pe-
ríodo. Siguiendo con el ejercicio teórico a que hemos 
venido haciendo referencia, dichos ingresos ascienden 
a la suma de

$11.500’000.000, valor resultante de restar de la suma 
de $45.500’000.000, por concepto de los ingresos pro-
yectados para el período de indemnización según 
lo consignado en el numeral I. anterior, la suma de 
$34.000’000.000 que, siguiendo el referido ejercicio 
teórico, se asume que corresponde a los ingresos rea-
les percibidos durante el período de indemnización.

 Para efectos prácticos del citado ejercicio los cálculos 
respectivos se incluyen en el siguiente cuadro:

Cuadro No. 9

Proyección con base en los ingresos esperados a 
partir del resultado histórico de la empresa

$45.300’000.000

Proyección con base en los ingresos esperados a 
partir de la evolución del Mercado de la Industria 
respectiva.

$46.200’000.000

Proyección con base en los ingresos esperados a 
partir de la evolución de pedidos.

$44.500’000.000

Proyección con base en los ingresos esperados a 
partir del presupuesto aprobado por la Junta 
Directiva.

$46.000’000.000

Promedio de los anteriores $45.500’000.000

Ingresos reales percibidos durante el período de 
indemnización

$34.000’000.000

$45.500’000.000

$11.500’000.000

Ingresos proyectados como Ingreso Normal del 
Negocio para el período de indemnización

Ingresos dejados de percibir durante el 
período de indemnización
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74 Cnfr. Póliza de Seguro de Lucro Cesante Forma In-
glesa. Apéndice P. 102 y 103

* Complementado mediante la inserción de una y me-
dia o dos veces, si el período de indemnización es de 
dieciocho o veinticuatro meses.

75 Cnfr. Póliza de Seguro de Lucro Cesante Forma In-
glesa. Apéndice P. 94

III.	 EXISTENCIAS ACUMULADAS AL MOMENTO DEL 
SINIESTRO

Mediante anexo a la Póliza de Seguro de Lucro Cesan-
te Forma Inglesa, denominado usualmente Cláusulas 
Especiales del Amparo de Lucro Cesante - Existencias 
Acumuladas, se suele estipular que:

“Al ajustar una pérdida amparada bajo esta póliza se ten-
drá en cuenta a favor del asegurado, el hecho de que las 
ventas no disminuyan o disminuyan parcialmente duran-
te el período de indemnización, debido al uso de existencias 
acumuladas de productos elaborados por el asegurado, an-
tes de ocurrir el siniestro correspondiente.

De igual forma deberá procederse a favor del asegurador 
en cuanto hace referencia a las existencias acumuladas al 
momento en que quede restablecida totalmente la opera-
ción del asegurado o al vencimiento del período de indem-
nización, lo que ocurra primero”74

Resulta a todas luces procedente a este respecto, tal 
como se consignó en el Capítulo Segundo del presente 
estudio, adicionar a la suma a indemnizar los costos de 
elaboración de las existencias acumuladas de produc-
tos terminados al momento del siniestro, que hubieren 
permitido que las ventas disminuyeran en un menor 
grado durante el período de indemnización. Con arre-
glo a idéntico razonamiento es así mismo pertinente, 
descontar de la suma a indemnizar el incremento en el 
costo de elaboración de las existencias acumuladas de 
productos terminados al final del período de indem-
nización, costo que debe entenderse incluido dentro 
de la suma a ser indemnizada con arreglo a los térmi-
nos de la cobertura otorgada.

En consistencia con lo expuesto, se incluyen a conti-
nuación dentro del ejercicio práctico que forma parte 
del presente estudio un nuevo cuadro con las siguien-
tes partidas hipotéticas:

Cuadro No. 10

IV.	 EL AUMENTO EN GASTOS DE FUNCIONAMIEN-
TO PARA DISMINUIR LA PERDIDA

La póliza objeto de estudio en el Anexo de Lucro Ce-
sante – Pérdida Utilidad Bruta Forma Inglesa, bajo la 
definición de Amparo consigna que:

 “El monto de la indemnización se establecerá en la siguien-
te forma:

(…)

“Con respecto al aumento en los gastos de funcionamiento: 
Los gastos adicionales en que necesaria y razonablemen-
te incurra el asegurado con el único propósito de evitar la 
disminución de ingresos normales del negocio que hubiere 
ocurrido durante el período de indemnización, si tales gas-
tos no se hubiesen hecho, pero sin exceder en ningún caso, 
en total la suma que resulte de aplicar el porcentaje de uti-
lidad bruta al valor de la rebaja evitada por tales gastos.

“Se deducirá cualquier suma economizada durante el pe-
ríodo de indemnización, con respecto a aquellos costos y 
gastos del negocio que hayan podido suprimirse a conse-
cuencia del “daño”. Si la suma asegurada bajo esta póliza 
es menor que la suma que resulte de aplicar el porcentaje de 
Utilidad Bruta a * una vez los ingresos anuales del negocio, 
el monto a pagar será reducido proporcionalmente.”75

Antes de dar inicio al análisis respectivo, estima nece-
sario el suscrito poner de nuevo de manifiesto el alto 
grado de dificultad que entraña la definición de la 
suma a indemnizar por concepto del aumento en gas-
tos de funcionamiento, ante la diversidad de criterios 
con que puede ser establecida dicha suma.

Al respecto es pertinente llamar ante todo la atención 
sobre el hecho de que en el análisis que debe realizarse 
de las partidas que integran el total de la reclamación 
por este concepto, es fundamental identificar el carác-
ter extraordinario de las mismas. No basta, por lo tan-
to, que el asegurado demuestre la existencia del gasto 
y su vinculación a la producción; también debe probar 
que el mismo correspondió a una erogación extraor-
dinaria, aspecto que debe ser estudiado a profundi-
dad, al punto de que es necesario determinar el monto 
de la variación de las partidas a través del análisis de 
su comportamiento histórico antes del siniestro y el 
que las mismas presenten durante el período de in-
demnización, verificando y conciliando cada una de 
las sumas reclamadas, con los soportes entregados por 
el Asegurado.

$2.900’000.000

$2.400’000.000

$ 500’000.000

Existencias acumuladas de productos 
terminados al momento del siniestro

Existencias acumuladas de productos 
terminados al final del período de 
indemnización

Mayor valor de las existencias 
acumuladas al momento del siniestro
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En ocasiones resulta sin embargo indispensable utili-
zar para el análisis respectivo la técnica de muestreos, 
técnica que no es necesariamente objetable cuando el 
volumen de información disponible lo amerite, pero 
que, obviamente, no reporta el mismo grado de con-
fiabilidad que resulta del estudio, una a una, de las 
partidas.

Hechas las anteriores acotaciones, continuando con 
nuestro ejercicio práctico, procederemos a relacionar 
a manera de ejemplo una serie no exhaustiva de rubros 
y partidas que suelen generar aumento en los gastos de 
funcionamiento, la suma de las cuales forma parte de 
los montos a tomar en consideración para determinar 
el valor de la indemnización a cargo de la asegurado-
ra. Veamos:

Cuadro No. 11:

Se incluyen a renglón seguido a manera de ilustración 
una serie de razonamientos que se estiman pertinen-
tes en relación con los rubros y partidas propuestos, a 
manera de ejemplo hipotético dentro del ejercicio que 
se viene desarrollando.

“Arriendo $40’000.000. Se trata de gastos cancelados 
para almacenar los materiales de empaque, porque el 
área destinada a esos fines fue ocupada para otros pro-
pósitos. Los gastos por este concepto que aparecen en 
los detalles corresponden en su gran mayoría a servi-
cios de bodegaje.

Edificio $130’000,000. Se trata de desembolsos vin-
culados con la adecuación de la bodega de materiales 
de empaque, trasladada a otro sitio. La mayor partida 
dentro de este rubro corresponde a obra civil. En ge-
neral el total está compuesto por varias partidas rela-
cionadas con pagos a empresas y compra de materia-
les destinados a la reparación de los inmuebles, tales 
como mallas, impermeabilizante, instalaciones eléc-
tricas, pintura y similares.

Maquila $1.500’000.000. Pagos efectuados a fabrican-
tes de productos similares, por concepto del servicio 
de maquila. Esta partida está compuesta por numero-
sos comprobantes, relacionados con pagos efectuados 
a diversas empresas, por fabricación de productos e 
impresión de empaques.

Honorarios $50’000.000. Se trata de los pagos a aseso-
res técnicos contratada para apoyar la validación de 
todos los procesos nuevos, el levantamiento de los in-
ventarios físicos y en general las actividades del área 
técnica.

Muebles y Equipo $160’000.000. Esta partida corres-
ponde a la compra de muebles, computadores y equi-
pos de aire, necesarios para agilizar los procesos de fa-
bricación en diferentes maquiladores.

Nómina $170’000.000. Este rubro corresponde a tres 
conceptos: i) Personal adicional contratado para el 
apoyo de las labores cuidado de las existencias al mo-
mento del siniestro; ii) Horas extras de operarios, en 
las instalaciones de los maquiladores, porque su ca-
pacidad no era suficiente para cubrir las necesidades 
del asegurado; y iii) Personal de segundo turno, para 
lograr los niveles de inventarios requeridos para satis-
facer la demanda.

Papelería $5’000.000. Estos gastos corresponden en 
gran medida a la impresión de papelería y al valor de 
las fotocopias tomadas internamente, que fueron car-
gadas al siniestro mediante la asignación de un centro 
de costos.

Capacitación $15’000.000. Esta partida corresponde a 
gastos incurridos para capacitar a los operarios en la 
agilización del reinicio de actividades, según la recla-
mación.

Dotación $30’000.000. Suministro de dotación espe-
cial para los funcionarios adicionales que entraron a 
laborar en las instalaciones del asegurado al momento 
del siniestro. Las partidas que conforman el total de 
este rubro corresponden a compras de elementos de 
dotación, tales como botas, guantes, overoles, cami-
setas, etc.

Transporte $180’000.000. Estos gastos están vincula-
dos con servicios de transporte para agilizar los pro-
cesos de distribución de los insumos a diferentes ma-
quiladores para la fabricación y el posterior traslado 
del producto terminado a bodegas del asegurado.

Cajas Menores $20’000.000. Estos gastos correspon-
den a pagos efectuados por el asegurado para atender 
diferentes necesidades inmediatas, tales como repues-
tos menores, servicios, transportes de personal, etc.

Cuenta Monto

Arriendo de equipos $ 40’000.000

Arriendo de oficinas $ 130’000.000

Maquila $1.500’000.000

Honorarios $ 50’000.000

Muebles y equipos $ 160’.000.000

Nómina $ 170’000.000

Papelería $ 5’000.000

Capacitación $ 15’000.000

Dotación $ 30’000.000

Transporte $ 180’000.000

Cajas menores $ 20’000.000

TOTAL $2.300’000.000
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76 Estrictamente, de establecerse en la póliza un pe-
ríodo de indemnización de un año debería tomarse 
365 no 360 días.

77 Este valor se obtiene directamente del asegurado. 
Ver comentario en la hoja No. 68

78 Este valor se obtiene directamente del asegurado. 
Ver comentario en la hoja No. 76

IV.	 LOS HONORARIOS DE AUDITORES, REVISORES 
Y CONTADORES

Es frecuente que bajo el amparo de honorarios de au-
ditores, revisores y contadores se otorgue, con suje-
ción a un sublímite especial, cobertura para los gastos 
en que incurra el asegurado en honorarios de audito-
res, revisores y contadores para demostración y deter-
minación de la cuantía del siniestro.

 Dentro del ejercicio hipotético que hemos realizado, 
asumimos que la póliza tiene efectivamente estable-
cido un sublímite de $200´000.000 asignado a ho-
norarios para auditores, revisores y contadores en la 
sección II Lucro Cesante y que el asegurado presenta 
reclamación debidamente sustentada con las facturas 
correspondientes, por la suma de $100’000.000

Previa revisión de las respectivas facturas, se estable-
ce por lo tanto bajo el ejercicio práctico en mención 
un rubro de $100’000.000, por concepto de honora-
rios de auditores, revisores y contadores, como suma 
a indemnizar bajo la póliza.

V.	DEDUCIBLE DE LUCRO CESANTE

El deducible bajo las pólizas de lucro cesante suele es-
tablecerse en término de días. En la práctica el monto 
de dicho deducible se calcula tomando en considera-
ción el monto de la utilidad bruta indemnizable di-
vidida por el número de días que constituyen el pe-
ríodo de indemnización acordado y multiplicado a su 
vez por el número de días que se estipulan en la póliza 
como período de indemnización.

Para los efectos del ejercicio adelantado como parte del 
presente trabajo de tesis, el valor del deducible para 
el amparo de lucro cesante se define en 3 días, con lo 
cual establecida en $6.000’000.000, la utilidad bruta 
indemnizable antes de deducible y en 360 días el pe-
ríodo de indemnización76, el valor del deducible as-
cendería a 3/360 de la utilidad bruta indemnizable, o 
sea en la suma de $50’000.000.

VII. SUMA	 TOTAL A INDEMNIZAR POR CONCEPTO 
DE LUCRO CESANTE

Procedemos finalmente a la liquidación de la suma a 
indemnizar, observando para el efecto paso a paso el 
procedimiento que con arreglo a los términos y con-
diciones de la Póliza de Seguro de Lucro Cesante For-
ma Inglesa, cuyos términos y condiciones generales se 
anexan al presente trabajo.

Cuadro No. 12:

Ingresos obtenidos en el año anterior 
(cuadro No. 1)

Inventario final (cuadro No. 2)

Inventario inicial (cuadro No. 3)

Compras (cuadro No. 4)

Otros Gastos Específicos de Trabajo 
(cuadro No. 5-3)

Neto descuentos otorgados y recibidos 
(cuadro No. 6)

Utilidad Bruta antes del siniestro 
(cuadro No. 7)

Porcentaje Utilidad bruta

Ingresos proyectados (cuadro No. 8)

Ingresos reales en período de 
indemnización77

Pérdida por disminución de ingresos 
(cuadro No. 9)

Mayor valor de existencias acumuladas 
(cuadro No. 10)

Disminución de ingresos mas mayor 
valor de existencias

Utilidad bruta antes de deducible (50% 
de la anterior)78

Deducible de 3 días (3/360 de 
$6.000’000.000)

Pérdida neta de utilidad por 
disminución de ingresos

Aumento en gastos de funcionamiento 
(cuadro No. 11)

Honorarios auditores, revisores y 
contadores

SUMA TOTAL A INDEMNIZAR POR 
LUCRO CESANTE

$   5.950.000.000

$   2.300’000.000

$ 100’000.000

$   8.350’000.000

($7.000’000.000)

($1.000’000.000)

($6.000’000.000)

($50’000.000)

$ 45.500’000.000

($34.000’000.000)

$ 11.500’000.000

$ 500’000.000

$ 12.000’000.000

$   6.000’000.000

LUCRO CESANTE

$ 42.000’000.000

$   6.000’000.000

($13.000’000.000)

$ 21.000’000.000

50,00%
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CONCLUSIONES
Como se anotó en la introducción, el presente trabajo 
de tesis es un estudio que sin soslayar, dentro de las 
limitaciones del mismo, el análisis de temas recono-
cidamente álgidos del seguro de lucro cesante, se pro-
puso como objetivo central cumplir una función esen-
cialmente didáctica, relativa a la forma como opera 
la cobertura otorgada bajo el Seguro de Lucro Cesante 
Forma Inglesa. Mucho es lo que en relación con este 
tema, de por sí complejo, queda por desarrollar y pro-
fundizar, pero, para efectos del objetivo propuesto, 
esperamos haber cumplido con el tratamiento que del 
mismo se da en el Capítulo Primero.

Dos temas complementarios y de primordial impor-
tancia se tratan a reglón seguido en forma sistemática, 
con criterio igualmente de forma primordial didácti-
co y siguiendo para el efecto una secuencia lógica. En 
el Capítulo Segundo, el relativo a la determinación de 
la suma a asegurar – utilidad bruta – en el Seguro de 
Lucro Cesante Forma Inglesa y en el Capítulo Tercero, 
el relativo a la determinación de la suma a indemni-
zar, igualmente bajo el Seguro de Lucro Cesante For-
ma Inglesa.

De lo consignado en el Capítulo Segundo se desprende 
en nuestro criterio como conclusión, talvez evidente 
pero no por ello menos importante, la necesidad de 
llevar a cabo al momento de tomar el seguro de lucro 
cesante forma inglesa, un detenido y cuidadoso estu-
dio de los elementos que sirven de base para el cálculo 
de la suma a asegurar, o sea de la determinación de la 
utilidad bruta y dentro de esta, del desglose detalla-
do de los denominados Gastos Específicos de Traba-
jo. Sinceramente sorprende la frecuencia con que, en 
el desarrollo práctico del proceso de aseguramiento, 
se realiza en forma ligera y superficial el cálculo de la 
suma a asegurar.

Por otra parte, de lo consignado en el Capítulo Tercero 
resulta meridianamente claro concluir que, en concor-
dancia con la conclusión anterior, no solamente para 
efectos de garantizar el cálculo adecuado de la suma 
a asegurar, sino además, como elemento primordial 
para facilitar la determinación de la suma a indem-
nizar bajo el seguro de lucro cesante forma inglesa, 
constituye antecedente de primordial importancia, 
que evita arduas polémicas y dificultades, disponer de 
elementos e información claros, acordados de común 
acuerdo por las partes al momento de la suscripción 
del seguro, sobre la forma como se estableció la suma 
asegurada bajo la póliza.

Bernardo Botero Morales  
Bogotá D.C. Julio 10 de 2009
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APÉNDICE
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PÓLIZA DE LUCRO CESANTE

TOMADOR: ASEGURADO: Agente:
Dirección:
BENEFICIARIO: CÉDULA O NIT:

Fecha de la solicitud:

PERÍODO DEL
SEGURO: Desde el 

                  Hasta el

SUMA ASEGURADA: $..................... m.c.c. PRIMA $

Sobre:
Impuesto a
las ventas $........................

A las 4 p.m.

De acuerdo con las condiciones especiales adheridas a 
esta Póliza las cuales forman parte integrante de la 
misma.

TOTAL $........................

NATURALEZA DEL NEGOCIO

SITUACION DEL RIESGO
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En consideración a las declaraciones que el tomador ha hecho en la solicitud, la cual se incorpora a este con-
trato para los efectos (en adelante llamada la “Compañía”), se obliga a indemnizar al asegurado con sujeción a 
las condiciones de esta póliza y sus anexos las pérdidas por interrupción del negocio como consecuencia de la 
destrucción o el daño por incendio y/o rayo (en adelante llamado “Daño”) de cualquier edificio u otros bienes 
o cualquier parte de los mismos utilizados por el asegurado en el establecimiento para efectos del negocio.

Este seguro no ampara ninguna pérdida por interrupción del negocio causada por cualquiera de los siguientes 
eventos:

a)	Incendio proveniente de explosión, excepto la explosión de gas que se utilice estrictamente para uso domés-
tico y cuando sea empleado únicamente para tal uso.

b)	Guerra civil o internacional, motines, huelgas, movimientos subversivos o, en general conmociones popu-
lares de cualquier clase.

c)	Erupciones volcánicas, temblores de tierra o cualesquiera otras convulsiones de la naturaleza: tifón, hura-
cán, tornado, ciclón u otra perturbación atmosférica, a excepción del rayo.

d)	Incendio de mercancías a granel, a consecuencia de su propia combustión espontánea.

e)	Daños que sufran los aparatos eléctricos y/o sus accesorios por una causa inherente a su funcionamiento o 
por la caída del rayo, aunque en los mismos se produzca incendio.

Para los efectos del amparo otorgado por la presente póliza, es condición, que en el momento de presentarse el 
“Daño” de la propiedad del asegurado en el establecimiento, su interés en la misma esté asegurado bajo póliza 
contra Incendio y/o Rayo y que la compañía o compañías que lo hayan asegurado bajo dicha póliza hayan pa-
gado o reconocido su responsabilidad con respecto a él. Queda entendido que la responsabilidad de la compa-
ñía no excederá en ningún caso de la suma asegurada para cada artículo ni del valor del interés asegurable que 
tenga el asegurado en el negocio al tiempo de ocurrir el siniestro.

En fe de lo cual la COMPAÑÍA expide la presente póliza en la ciudad de del mes de de 19

LA COMPAÑÍA
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C O N D I C I O N E S    G E N E R A L E S
CLÁUSULA PRIMERA:

SEGUROS SUSCRITOS EN OTRAS COMPAÑIAS.

Si la totalidad o parte del interés asegurado por la presente póliza lo estuviere también por otros contratos de 
seguros de Lucro Cesante suscritos en cualquier tiempo y conocidos por el tomador o asegurado, es obligatorio 
para éstos, declararlo y obtener la respectiva constancia escrita de la compañía. La inobservancia de esta obli-
gación cuando tal circunstancia está preguntada en el cuestionario respectivo produce la nulidad relativa del 
contrato.

El asegurado deberá igualmente, informar por escrito a la compañía de los seguros de igual naturaleza que 
contrate sobre el mismo interés dentro del término de diez (10) días hábiles contados a partir de su celebra-
ción. La inobservancia de esta obligación producirá la terminación del contrato, a menos que el valor conjun-
to de los seguros no exceda el valor real del interés asegurado.

CLÁUSULA SEGUNDA:

DECLARACIÓN INEXACTA O RETICENTE.

El tomador está obligado a declarar sinceramente los hechos o circunstancias que determinan el estado del 
riesgo, según el cuestionario que le sea propuesto por la compañía. La reticencia o la inexactitud sobre hechos 
o circunstancias que, conocidos por la compañía, la hubieren retraído de celebrar el contrato, o inducido a es-
tipular condiciones más onerosas, producen la nulidad relativa del seguro.

 Si la declaración no se hace con sujeción a un cuestionario determinado, la reticencia o la inexactitud produ-
cen igual efecto si el tomador ha encubierto por culpa, hechos o circunstancias que impliquen agravación ob-
jetiva del estado del riesgo.

No obstante, si la inexactitud o reticencia provienen de error inculpable del tomador, el presente contrato 
conservará su validez, pero la compañía sólo estará obligada, en caso de siniestro, a pagar un porcentaje de la 
prestación asegurada equivalente al que la tarifa o la prima estipulada represente respecto de la tarifa o prima 
adecuada al verdadero estado del riesgo.

 CLÁUSULA TERCERA:

PAGO DE LA PRIMA.

La prima deber ser pagada por el tomador a más tardar dentro del término de diez (10) días contados a partir 
de la entrega de la póliza, o si fuere el caso de los anexos que se expidan con fundamento en ella.

La mora en el pago de la prima producirá la terminación del contrato a partir de la fecha del envío de la res-
pectiva comunicación por parte de la compañía a la última dirección conocida del tomador.

CLÁUSULA CUARTA:

MODIFICACIONES, TRASLADOS Y TRANSMISIÓN DE LA PROPIEDAD.

Si durante el término de vigencia de este seguro sobreviene alguna o algunas de las circunstancias que se 
mencionan en esta cláusula, el asegurado deberá informar por escrito de ellas a la compañía, con antelación 
no menor de diez (10) días a la fecha de modificación o traslado, si éstas dependen de su arbitrio. La falta de 
notificación en el término indicado, produce la terminación del contrato.

Tales circunstancias son:

a)	Cambios o modificaciones en el comercio o en la industria dentro de los edificios asegurados o que conten-
gan los objetos asegurados.

b)	Traslado de todos o de parte de los bienes asegurados a locales distintos de los designados en la póliza.

c)	Transferencia del interés asegurado a no ser que se efectúe por causa de muerte.

PARAGRAFO 1°: La transmisión por causa de muerte del interés asegurado o del negocio a que esté vinculado el 
seguro, dejará subsistente el contrato a nombre del adquirente, a cuyo cargo quedará el cumplimiento de las 
obligaciones pendientes en el momento de la muerte del asegurado.
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Pero el adjudicatario tendrá un plazo de quince (15) días, contados a partir de la fecha de la sentencia aproba-
toria de la partición para comunicar a la compañía la adquisición respectiva. A falta de esta comunicación se 
produce la extinción del contrato.

La transferencia por acto entre vivos del interés asegurado o del negocio a que esté vinculado el seguro, pro-
ducirá automáticamente la extinción del contrato, a menos que subsista un interés asegurable en cabeza del 
asegurado. En este caso, subsistirá el contrato en la medida necesaria para proteger tal interés, siempre que el 
asegurado informe de esta circunstancia a la compañía dentro de los diez (10) días siguientes a la fecha de la 
transferencia.

PARAGRAFO 2°: Notificada la compañía de una modificación, variación o traslado del riesgo en los términos 
consignados en esta cláusula, aquella podrá revocar el contrato o exigir el reajuste a que haya lugar en el valor 
de la prima.

CLÁUSULA QUINTA:

OBLIGACIONES DEL ASEGURADO EN CASO DE SINIESTRO.

Cuando ocurra un siniestro indemnizable bajo la presente póliza, el asegurado tiene obligación de emplear in-
mediatamente todos los medios de que disponga para disminuir o impedir la interrupción del negocio y para 
evitar o aminorar la pérdida.

Además comunicará por escrito a más tardar dentro del término legal de tres (3) días, contados a partir de la 
fecha que haya conocido o debido conocer la ocurrencia del siniestro, tal circunstancia a la compañía.

Cuando el asegurado o el beneficiario no cumpla con estas obligaciones, la compañía deducirá de la indemni-
zación el valor de los perjuicios que le cause dicho incumplimiento.

Al presentar la reclamación es indispensable que el asegurado obtenga a su costa y entregue o ponga de mani-
fiesto a la compañía todos los detalles, libros, recibos, facturas, documentos justificativos, actas y cualquiera 
informes que la compañía esté en derecho de exigirle con referencia a la reclamación, al origen y a la causa del 
siniestro y a las circunstancias bajo las cuales las pérdidas se han producido o que tengan relación con la res-
ponsabilidad de la compañía o con el importe de la indemnización.

CLÁUSULA SEXTA:

PÉRDIDA DEL DERECHO A LA INDEMNIZACIÓN

El asegurado o el beneficiario quedará privado de todo derecho procedente de la presente póliza, en los si-
guientes casos:

a)	Si las pérdidas o daños han sido causados intencionalmente por el asegurado o por sus representantes lega-
les o con su complicidad.

b)	Cuando la reclamación presentada por él fuere de cualquier manera fraudulenta si en apoyo de ella, se hi-
cieren o autorizaren declaraciones falsas o si se emplearen otros medios o documentos engañosos o dolosos.

 c)	 Cuando al dar noticias del siniestro omite, maliciosamente, informar de los seguros coexistentes sobre los 
mismos intereses asegurados.

CLÁUSULA SÉPTIMA

INTERRUPCIÓN POR ORDEN AUTORIDAD CIVIL

Esta póliza se extiende a amparar la pérdida real sufrida por el asegurado que resulte directamente de una in-
terrupción del negocio, durante un período que no excede de dos semanas consecutivas cuando, el acceso a 
dicho establecimiento sea específicamente prohibido por orden de autoridad competente, como consecuencia 
directa de “Daño” de cualquier propiedad adyacente al establecimiento descrito, por cualquiera de los riesgos 
amparados por la presente póliza.
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CLÁUSULA OCTAVA

EXCLUSIONES ESPECIALES

La compañía no será responsable por ningún aumento de la pérdida por interrupción del negocio que proven-
ga de:

a)	El cumplimiento de cualquier norma legal, que regule la construcción, reparación o demolición de edificios 
o estructura.

b)	La interferencia en el establecimiento descrito de huelguistas u otras personas, en la reconstrucción, repa-
ración o reemplazo de la propiedad o con la reanudación o continuación del negocio.

 c)	 La suspensión, caducidad, demora y/o cancelación de cualquier escritura, licencia (incluyendo las de im-
portación), contrato o pedido, a menos que tal suspensión, caducidad, demora o cancelación resulte directa-
mente de la interrupción del negocio, caso en el cual la compañía será responsable solamente por aquella pér-
dida que afecte las ganancias del asegurado durante, y sin exceder, del período de indemnización amparado 
por esta póliza.

La compañía tampoco será responsable por pérdidas de la clientela, ni por ninguna otra pérdida consecuen-
cial, sea próxima o remota, distintas a las estipuladas en la presente póliza.

CLÁUSULA NOVENA: DISMINUCIÓN DE LA SUMA ASEGURADA.

La suma asegurada se entenderá reducida, desde el momento del siniestro, en el importe de la indemnización 
pagada por la compañía.

Si la póliza comprendiere varios incisos, la reducción se aplicará al inciso o incisos afectados.

CLÁUSULA DÉCIMA: MODIFICACIONES EN BENEFICIO DEL ASEGURADO

Si durante la vigencia de la presente póliza se presentan modificaciones en las Condiciones Generales de la 
Póliza, legalmente aprobadas, que representen un beneficio a favor del asegurado, tales modificaciones se 
considerarán automáticamente incorporadas a la póliza siempre que tal cambio no implique un aumento a la 
prima originalmente pactada.

CLÁUSULA ONCE:

S U B R O G A C I Ó N

En virtud del pago de la indemnización, la compañía se subroga hasta concurrencia de su importe, en todos 
los derechos del asegurado contra las personas responsables del siniestro. El asegurado no podrá renunciar en 
ningún momento a sus derechos contra terceros responsables del siniestro. Tal renuncia le acarreará la pérdi-
da del derecho a la indemnización.

El asegurado, a petición de la compañía, deberá hacer todo lo que esté a su alcance para permitirle el ejercicio 
de los derechos derivados de la subrogación y será responsable de los perjuicios que le acarree a la compañía 
su falta de diligencia en el cumplimiento de esta obligación. En todo caso, si su conducta proviene de mala fe, 
perderá el derecho a la indemnización.

CLÁUSULA DOCE:

P R E S C R I P C I Ó N

La prescripción de las acciones derivadas de la presente póliza, se regirá de acuerdo a la Ley.

CLÁUSULA TRECE: REVOCACIÓN DEL SEGURO. 

El presente contrato podrá ser revocado unilateralmente por la compañía mediante noticia escrita enviada al 
asegurado a su última dirección conocida, con no menos de diez (10) días de antelación contados a partir de la 
fecha del envío; y por el asegurado en cualquier momento, mediante aviso escrito dado a la compañía.

En caso de revocación por parte de la compañía, ésta devolverá al asegurado la parte de prima no devengada, o 
sea, la que corresponde al lapso comprendido entre la fecha en que comienza a surtir efecto la revocación y la 
del vencimiento del seguro.
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En caso de que sea revocado por el asegurado, el importe de la prima devengada y el de la devolución se calcu-
lará tomando en cuenta la tarifa de seguros a corto plazo.

CLÁUSULA CATORCE: NOTIFICACIONES.

Cualquier notificación que deban hacerse las partes para los efectos del presente contrato, deberá consignarse 
por escrito y será prueba suficiente de la notificación, la constancia del envío del aviso escrito por correo reco-
mendado o certificado dirigido a la última dirección conocida.

CLÁUSULA QUINCE: MODIFICACIONES

 La modificación a las cláusulas impresas de la póliza, así como las cláusulas adicionales que modifiquen las 
condiciones básicas deberán ser sometidas a la previa aprobación de la Superintendencia Bancaria.

CLÁUSULA DIECISEIS

DOMICILIO

Sin perjuicio de las disposiciones procesales, para los efectos relacionados con el presente contrato se fija	
como domicilio de las partes la	 ciudad de ………………………. en la República de Colombia.
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PÉRDIDA DE UTILIDAD BRUTA –  
INGLESA PÓLIZA DE LUCRO CESANTE No.

CONDICIONES PARTICULARES

Suma Asegurada:	$ 

A M P A R O

Con sujeción a las Condiciones Generales de la Póliza de Lucro Cesante y las Particulares del presente anexo, la 
compañía indemnizará al asegurado la pérdida de Utilidad Bruta causada únicamente por la disminución de 
los Ingresos y el Aumento de los Gastos de Funcionamiento.

El monto de la indemnización se establecerá en la siguiente forma:

a)	Con respecto a la Disminución de los Ingresos:

La suma que resulte de aplicar el porcentaje de Utilidad Bruta al monto en que, a consecuencia del “Daño”, se 
hubieren disminuido los ingresos normales del negocio Durante el período de indemnización.

b)	Con respecto al Aumento de los Gastos de Funcionamiento:

Los gastos adicionales en que necesaria y razonablemente incurra el asegurado con el único propósito de evi-
tar o reducir la disminución de los ingresos normales del negocio que hubiere ocurrido durante el período de 
indemnización, si tales gastos no se hubieren hecho, pero sin exceder, en ningún caso; en total, la suma que 
resulte de aplicar el porcentaje de Utilidad Bruta al valor de la rebaja evitada por tales gastos.

 Se deducirá cualquier suma economizada durante el período de indemnización, con respecto a aquellos cos-
tos y gastos del negocio que hayan podido suprimirse o reducirse a consecuencia del “Daño”. Si la suma ase-
gurada bajo esta póliza es menor que la suma que resulte de aplicar el porcentaje de Utilidad Bruta a * una vez 
los ingresos anuales del negocio, el monto a pagar será reducido proporcionalmente.

D E F I N I C I O N E S

Para todos los efectos del presente seguro, los términos que mencionan en seguida, tienen el significado que 
aquí se les asigna.

AÑO DE EJERCICIO:

Para los efectos de esta póliza la expresión “AÑO DE EJERCICIO” significa el año que termina el día en que se 
cortan, liquidan y fenecen las cuentas anuales en el curso ordinario del negocio.

UTILIDAD BRUTA:

Es el monto por el cual los Ingresos del negocio y el valor del inventario al fin del año de ejercicio, excede la 
suma total del valor del inventario al comienzo del mismo año de ejercicio más el valor de los gastos específi-
cos de trabajo.

NOTA: Para llegar a los valores de los inventarios, se tendrá en cuenta el sistema contable que utilice el asegu-
rado aplicando las respectivas depreciaciones.

 GASTOS ESPECIFICOS DE TRABAJO:

1.	 Todas las compras (menos los descuentos otorgados)

2.	Fletes

3.	Fuerza Motriz

4.	Materiales de Empaque

5.	Elementos de Consumo

*	 Complementado mediante la inserción de una  y media o dos veces, si el período de indemnización es de dieciocho o veinticuatro meses.
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6.	Descuentos concedidos

INGRESOS DEL NEGOCIO:

Son las sumas pagadas o pagaderas al asegurado por mercancías vendidas y entregadas y por servicios presta-
dos en el curso del negocio en el establecimiento.

PERÍODO DE INDEMNIZACIÓN:

Es el período que empieza con la ocurrencia del “Daño” y termina a más tardar…. Meses después del mismo y 
durante el cual los resultados del negocio están afectados a causa del “Daño”.

PORCENTAJE DE UTILIDAD BRUTA:

Es la relación porcentual que representa la Utilidad Bruta respecto a los ingresos del negocio durante el año de 
ejercicio inmediatamente anterior a la fecha del “Daño”.

INGRESO ANUAL:

Es el ingreso durante los doce meses inmediatamente anteriores a la fecha del “Daño”.

INGRESO NORMAL:

Es el ingreso durante aquel período dentro de los doce meses inmediatamente anteriores a la fecha del “Daño”, 
que corresponda con el período de indemnización.

NOTA 1:	 Para establecer el porcentaje de Utilidad Bruta, Ingreso Anual Ingreso Normal se tendrá en cuenta lo 
siguiente:

Las cifras deben ajustarse, teniendo en cuenta las tendencias del negocio y las circunstancias especiales y de-
más cambios que le afecten antes o después del “Daño”, y también aquellos que le habrían afectado si no hu-
biere ocurrido el “Daño”, de tal suerte que, después de ajustadas, las cifras representen hasta donde sea razo-
nablemente posible las que se hubieren obtenido durante el período correspondiente después del “Daño”, si 
éste no hubiere ocurrido.

NOTA 2: Si durante el período de indemnización, el asegurado u otra persona obrando por cuenta de él y para 
beneficio del negocio venden mercancías o prestan servicios en lugares que no sean del establecimiento ano-
tado en la póliza, el total de las sumas pagadas o pagaderas al asegurado por tales ventas o servicios entrará en 
los cálculos para determinar el monto de los ingresos del negocio durante el período de indemnización.

NOTA 3: Si algún gasto permanente del negocio estuviere excluido del amparo de este anexo (por haberse de-
ducido al calcular el monto de la Utilidad Bruta tal como se define en la misma), al computar el monto de la 
indemnización por razón del aumento de los gastos de funcionamiento sólo entrará en los cálculos, la propor-
ción de dichos gastos adicionales de funcionamiento, que la Utilidad Bruta tiene en comparación con los gas-
tos no amparados, sumados a la Utilidad Bruta.
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CLÁUSULAS ESPECIALES PARA EL AMPARO DE LUCRO CESANTE
1.	EXTENSIÓN DE AMPARO PARA INTERRUPCIÓN POR ORDEN DE AUTORIDAD CIVIL

Esta póliza se extiende a amparar la pérdida real sufrida por el asegurado que resulte directamente de una in-
terrupción al negocio, cuando el acceso al establecimiento sea específicamente prohibido por orden de auto-
ridad competente, como consecuencia directa de un siniestro amparado por esta póliza que afecte cualquier 
propiedad cercana al establecimiento asegurado.

2.	EXCEPCIÓN POR DEDUCIBLE A LAS PÉRDIDAS POR DAÑOS.

Si como consecuencia de la aplicación del deducible a una pérdida amparada que cause daños cubiertos a los 
bienes asegurados, no hay indemnización ni aceptación de responsabilidad por parte de la aseguradora úni-
camente porque la pérdida no llega al valor del deducible estipulado, el amparo de lucro cesante sí operará, 
siempre que la responsabilidad de la aseguradora, hubiera existido de haber excedido la pérdida el deducible 
estipulado.

3.	AMPARO AUTOMÁTICO DE NUEVAS COBERTURAS

Todo nuevo amparo que se incluya en los seguros todo riesgo y rotura de maquinaria que cubren los estable-
cimientos asegurados, queda automáticamente incluido para esta sección, mediante el ajuste de tasas a que 
haya lugar.

4.	EXISTENCIAS ACUMULADAS (En la Forma Inglesa)

Al ajustar una pérdida amparada bajo esta póliza, se tendrá en cuenta a favor del asegurado, el hecho de que 
las ventas no disminuyan o disminuyan parcialmente durante el período de indemnización, debido al uso de 
existencias acumuladas de productos elaborados por el asegurado, antes de ocurrir el siniestro correspondien-
te.

De igual forma deberá procederse a favor del asegurador en cuanto hace referencia a las existencias acumula-
das al momento en que quede restablecida totalmente la operación del asegurado o al vencimiento del período 
de indemnización, lo que ocurra primero.
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Actividad 
aseguradora 
Libro 5
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Comportamiento de la Industria 
Aseguradora Colombiana en 1991
Impacto Ley 45 de 1990

Año
1991

CARACTERÍSTICAS GENERALES
DEL RÉGIMEN DE COMPETENCIA
ENTRE LAS COMPAÑÍAS DE 
SEGUROS VIGENTE HASTA 1990
A fin de que se pueda apreciar en debida forma el al-
cance de las modificaciones introducidas en 1990 al 
régimen legal que rige la competencia entre las com-
pañías de seguros en Colombia, procederé a realizar 
en primer término una breve descripción de las carac-
terísticas generales que informaban el régimen ante-
rior:

1.		 En Colombia existía un régimen de pólizas y 
tarifas uniformes para todas las compañías del sec-
tor, sujetas a la aprobación previa del Estado, para 
los ramos de incendio y líneas aliadas, vehículos 
automotores, sustracción, manejo, cumplimiento, 
transportes, vidrios planos, vida grupo y colectivo.

2.	 En los demás ramos de seguros si bien no exis-
tían pólizas y tarifas uniformes, las compañías de-
bían obtener aprobación previa por parte de la Su-
perintendencia Bancaria para sus pólizas y tarifas, 
excepción hecha de las correspondientes a los se-
guros de aviación, casco marítimo y ramos técnicos 
(montaje de maquinaria, rotura de maquinaria, co-
rriente débil, todo riesgo para contratista etc.) que 
eran más por fuerza de la práctica generalizada que 
por norma legal, ramos de libre competencia.

3.	 El porcentaje de las primas susceptible de ser 
cedido al exterior por vía de reaseguro, estaba limi-
tado a un monto anual máximo por ramo, el cual era 
para la mayoría de los ramos del sesenta por ciento 
(60%).

4.	 Las cesiones de reaseguro facultativo al exterior 
requerían de aprobación individual y previa por 
parte de la Superintendencia Bancaria. Asimismo, 
ante dicho ente gubernamental debía registrarse 
a posteriori los contratos de reaseguro automático 
cedido a reaseguradores del exterior.

5.	 Existía entre las compañías de seguros un con-
venio de comisiones uniformes para los interme-
diarios de seguros en todos los ramos. Por su parte 
la Superintendencia Bancaria tenía establecidos lí-
mites legales mínimos de comisiones para los rea-
seguros facultativos que se cedían al exterior.

CARASTERÍSTICAS GENERALES
DEL RÉGIMEN DE COMPETENCIA
ENTRE LAS COMPAÑÍAS DE 
SEGUROS VIGENTES A PARTIR 
DE 1990
A partir de la expedición en 1990 de las nuevas nor-
mas reglamentarias del sector asegurador colombia-
no, en especial de la Ley 45, o ley de reforma del sector 
financiero, se dio origen a un nuevo régimen de com-
petencia entre las compañías de seguros, cuyas carac-
terísticas principales, sucintamente expuestas, son las 
siguientes:

1.		 Eliminación tanto de la uniformidad como de la 
aprobación previa por parte de la Superintendencia 
Bancaria, tanto de las pólizas como de las tarifas en 
todos los ramos de seguros. En su reemplazo se ins-
tituyó un simple registro ante el ente de control de 
los clausulados y de las tarifas con que la compañía 
proyecta operar en el mercado.

2.	 Libertad total de cesión de reaseguro al exterior 
y eliminación del registro de los contratos de rea-
seguro.

3.	 Libertad total para el establecimiento y nego-
ciación de comisiones en el seguro directo, respecto 
del cual, como mencioné anteriormente, no existía 
una regulación legal propiamente tal, sino un con-
venio entre las compañías del sector.

4.	 Libertad total para el establecimiento y nego-
ciación de comisiones en el reaseguro con el exte-
rior.
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EFECTOS DEL NUEVO RÉGIMEN
DE COMPETENCIA SOBRE 
CRECIMIENTO DEL SECTOR
ASEGURADOR
En la sucesión de gráficos que se presentan a conti-
nuación puede observarse el comportamiento que en 
términos de crecimiento presenta el sector asegurador 
colombiano entre 1984 y el primer semestre de 1991, 
tanto en su conjunto como respecto de los principales 
ramos de seguros generales, como en los seguros de 
personas, así:

1. Evolución de las primas emitidas por la indus-
tria aseguradora en precios constantes de 1990 y su 
comparación con el comportamiento del Producto 
Interno Bruto.

Según puede observarse en el Gráfico 1, respecto de un 
crecimiento en términos reales del 5.5% observado en 
1989, 2.3 puntos por encima del crecimiento del Pro-
ducto Interno Bruto, el sector asegurador pasó en 1990 
a un decrecimiento del 1.6%, 5.8 puntos por debajo del 
crecimiento del Producto Interno Bruto. Para 1991 se 
proyecta un decrecimiento del sector del 7.5%, 9.5 pun-
tos por debajo del crecimiento del 2.0% esperado para 
el Producto Interno Bruto.

No está por demás anotar que el crecimiento del 17.1% 
que se observa para el sector en el año de 1988, puede 
considerarse puntual, en razón de que en dicho año 
entró en vigencia el Seguro Obligatorio de Accidentes 
de Tránsito "SOAT", que representó para el sector un 
primaje adicional de $13.675 millones.

2.	 Comportamiento de las primas emitidas en el 
conjunto de los ramos de seguros generales a sep-
tiembre de 1991 y en particular en los ramos de in-
cendio y lucro cesante, transportes, cumplimiento 
y vehículos durante el primer semestre de 1991.

Como puede observarse en los Gráficos 2, 3, 4 y 5 el 
conjunto de los ramos de seguros generales y muy es-
pecialmente los ramos de incendio y lucro cesante, 
transporte y cumplimiento presentan a partir de 1990 
y durante 1991 un sensible deterioro en sus índices de 
crecimiento real.
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Especialmente preocupante es la situación de incen-
dio, transportes y cumplimiento, ramos que tradicio-
nalmente registraron índices razonables de siniestrali-
dad, los cuales, como se anotó anteriormente, pasaron 
de un régimen de póliza y tarifa controladas a un régi-
men de póliza y tarifa libres.

El ramo de vehículos automotores, según se observa 
en el Gráfico 6, presenta un comportamiento bastante 
estable, no obstante haber pasado del régimen unifor-
me y de control al de libertad, lo cual debe atribuir-
se a la elevada siniestralidad que tradicionalmente ha 
arrojado dicho ramo, así como al hecho de que las ca-
racterísticas mismas del ramo permiten elaborar pro-
yecciones razonablemente confiables sobre su com-
portamiento futuro.

3.	 Comportamiento de las primas emitidas en se-
guros de personas.

En los seguros de personas, si bien operaba el control 
de pólizas y tarifas por parte de la Superintendencia 
Bancaria, no existía, salvo para los seguros de vida gru-
po y colectivos un régimen de pólizas y tarifas unifor-
mes, pudiendo por lo tanto cada compañía, como al 
efecto sucedía, someter a la aprobación del ente gu-
bernamental sus propios planes de seguro. En dichos 

ramos, según se observa en el Gráfico 7, el crecimiento 
de las primas para el conjunto de las compañías del 
sector registra un comportamiento estable.

COMPORTAMIENTO DE LA 
SINIESTRALIDAD
Siniestros pagados por el conjunto de la industria ase-
guradora colombiana en los años de 1988, 1989, 1990 y 
septiembre de 1991.

Según se desprende de dicho gráfico, excepción hecha 
de 1990, el crecimiento de los siniestros ha sido con-
sistentemente mayor al de las primas, registrándose 
un desequilibrio especialmente fuerte en septiembre 
de 1991.

Es de anotar que, en 1988, año en que operó por pri-
mera vez el Seguro Obligatorio de Accidentes de Trán-
sito, dicho seguro generó un incremento del 7.9% en 
las primas y del 2.3% en los siniestros.

Sin entrar en un análisis pormenorizado de las causas 
que han venido generando el deterioro en los índices 
de siniestralidad, podemos señalar como principales 
las siguientes:

1. El clima de inseguridad que vive el país, el cual afec-
ta de manera especial los ramos de vehículos, sustrac-
ción y vida.
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2. El fuerte incremento registrado en el costo de las 
indemnizaciones, el cual ha sido especialmente signi-
ficativo en los ramos de vehículos y salud.

3. El recrudecimiento registrado en los actos de terro-
rismo, de manera especial durante el primer semestre 
de 1991.

4. Y, finalmente, pero no menos importante, deterioro 
en los niveles de tarifación que se ha producido como 
resultado de la agudización en la competencia, gene-
rado por el nuevo régimen legal a que hemos venido 
haciendo referencia en el presente documento.

NUEVAS NORMAS CUYA 
EXPEDICIÓN AFECTA EL 
COMPORTAMIENTO Y LOS 
RESULTADOS DEL SECTOR 
ASEGURADOR
Sin adentrarnos por limitaciones de tiempo en su aná-
lisis procedemos a enunciar de manera esquemáti-
ca una serie de normas dictadas bien por el Congreso 
de la República o bien por el Gobierno Nacional, cuya 
expedición tiene especial incidencia en el comporta-
miento y en los resultados del sector asegurador. Tales 
normas, distinguiendo entre las que tienen un efecto 
positivo y las que tienen un efecto negativo sobre los 
estados financieros de las compañías de seguros, son 
las siguientes:

A. Normas Con Efecto Positivo

1. Modificaciones del régimen de reservas técnicas (Ley 
45/90 Art. 48; Decreto 839/91).

2. Nuevo régimen patrimonial. Capital mínimo para 
constitución y organización de entidades asegurado-
ras (Ley 45/90 Art. 9).

•	 Patrimonio técnico mínimo (Ley 45/90 Art. 39; 
Res. 2730/90 S.B.).

•	 Margen de solvencia (Ley 45/90 Art. 50; Res. 
2730/90 S.B.).

•	 Fondo de Garantía (Ley 45/90 Art. 51 y 60).

3. Régimen de inversiones de las reservas (Ley 45/90 
Art. 49).

4. Régimen de Inversiones Admisibles (Ley 45/90 Art. 
54 a 57).

B. Normas Con Efecto Negativo

1.	 Libertad de competencia (Ley 45/90 Art. 43 a 47, 73, 
74 y 77; Circular Externa 044/91 S.B.).

2.	Disminución del término para el pago de siniestros 
(Ley 45/90 Art. 83).

3.	Incremento en el interés por la mora en el pago de 
los siniestros (Ley 45/90 Art. 83).

4.	Modificación del régimen del Seguro Obligatorio de 
Accidentes de Tránsito

5.	Disminución del término para el pago de saldos por 
concepto de reaseguros (Circular Externa 039/90 S.B.).

6.	Calificación de cartera (Res. 2053/89 S.B.).

7.	Calificación de Inversiones (Res. 2524/ 90 S.B.).

8.	Ajuste de los pasivos de pensiones de jubilación (Circ. 
Ext. 063/90 S.B).

9.	Modificación al régimen sobre provisión de primas 
por recaudar (Res. 2300/ 89 PUC. S.B.).
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PERSPECTIVAS A CORTO Y 
MEDIANO PLAZO
No soy muy optimista respecto de las perspectivas del 
mercado asegurador colombiano en el corto plazo, o 
más concretamente para 1.992.

El proceso de competencia desbordada vivido durante 
los últimos meses de 1990 y todo el año 1991, genera-
rá un inexorable deterioro en los resultados técnicos 
que, si bien ya empieza a percibirse, se presentará con 
especial rigor en 1992.

De otra parte, los muy pobres resultados que hubiese 
podido arrojar el sector asegurador durante 1991 se ve-
rán en parte compensados por la cuantiosa liberación 
que en la reserva para riesgos en curso viene registrán-
dose en los estados financieros de las compañías por 
efecto del cambio en la legislación a que hemos hecho 
referencia con anterioridad.

Soy, sin embargo, moderadamente optimista respecto 
del mediano plazo, o más concretamente para 1993.

Los negativos resultados que se vislumbran deberán 
para mediados del próximo año permitirnos empezar 
a separar los hombres de los niños, como reza el vie-
jo y conocido adagio inglés, y eventualmente el sector 
comience a reorientar su rumbo hacia una suscripción 
más sólida y responsable.

No poco dependerá adicionalmente del comporta-
miento de los mercados internacionales de reasegu-
ro, de cuyo "endurecimiento" empiezan a percibirse 
signos inequívocos si nos atenemos a los términos en 
que fueron renovadas las coberturas de aviación y los 
contratos de exceso de pérdida.

La actitud que asuman los reaseguradores de reconoci-
da solvencia y trayectoria en relación con los términos 
de coberturas y tasas para los reaseguros facultativos 
de los grandes riesgos será sin duda determinante a 
este respecto.

Soy partidario de un esquema de apertura y desregu-
lación que permita la libre competencia en el sector de 
seguros, lo que, por lo demás, es una clara tendencia 
de los mercados internacionales que en nuestros paí-
ses no podemos ignorar.

El costo del cambio dependerá en gran parte de la se-
riedad y profesionalismo con que los aseguradores 
asimilen las características del nuevo entorno legal en 
que se desarrolla el proceso de competencia. Una sus-
cripción técnica y responsable constituiría sin duda 
factor crítico de éxito.
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Marco Jurídico y Práctico de los Procesos 
de Apertura Económica y Desregulación 
de los Seguros en Colombia

Año
1993

“La libertad no precede al deber, sino que es una  
consecuencia de él.”

Emmanuel Kant.

Introducción
Con el inicio de la década de los 90 se dio comienzo en 
América Latina, con excepción de Chile que lo había em-
prendido 13 años antes, a los procesos de fomento a la 
inversión extranjera y a la libre competencia interna-
cional dentro de las economías locales, que se ha dado 
en denominar "apertura", y a la disminución de la in-
fluencia del Estado como ente regulador y prestatario 
de servicios dentro del desarrollo de la actividad eco-
nómica en general, que se ha dado en denominar "des-
regulación".

La actividad aseguradora no ha sido ajena a estos pro-
cesos, como pasaremos a verlo durante el transcurso de 
la presente exposición.

II. Características generales del ré-
gimen de competencia externa y re-
gulación interna del sector asegura-
dor colombiano vigente hasta 1990.
Antes de entrar en el análisis de las medidas de aper-
tura y desregulación del sector asegurador colombia-
no tornadas a partir de 1990, procederemos a realizar 
una breve descripción del régimen vigente hasta en-
tonces.

A. Régimen de competencia externa en el Sector asegu-
rador Colombiano vigente hasta 1990.

1. Salvo excepciones especiales, desde 1970 no se 
permitía inversión extranjera directa en el sector 
de seguros y reaseguros.

2. Rígida regulación cambiaria tanto para el giro de 
utilidades al exterior como para las transacciones 
relacionadas con la actividad de reaseguro.

3. Limitación por ramo del porcentaje de reasegu-

ro susceptible de ser cedido al exterior. Sesenta por 
ciento como regla general.

4. Autorización previa de las cesiones de reaseguro 
al exterior y determinación legal de las comisiones 
mínimas de cesión.

5. Libertad de contratación en el exterior sólo para 
los seguros cuya obtención no fuese posible en Co-
lombia.

6. Régimen restringido para la expedición de segu-
ros en moneda extranjera.

El proceso de apertura busca establecer los medios que 
hagan factible una activa participación de entidades 
aseguradoras y reaseguradoras extranjeras en los mer-
cados locales.

B. Régimen de regulación interna del sector asegurador 
colombiano vigente hasta 1990.

1. Pólizas y tarifas uniformes y sujetas a la aproba-
ción previa del Estado en los ramos de incendio y lí-
neas aliadas, vehículos, sustracción, manejo, cum-
plimiento, transportes, vida grupo y colectivo.

2. Pólizas y tarifas sujetas a aprobación previa del 
Estado en los demás ramos de seguros, excepción he-
cha de aviación, casco marítimo y ramos técnicos.

3. Convenio privado de comisiones uniformes para 
los intermediarios de seguros.

4. Monopolio estatal en el otorgamiento de la mayor 
parte de los seguros para entidades oficiales.

III. La apertura de los seguros en  
Colombia. Marco Normativo.
El proceso de apertura dentro de la actividad asegura-
dora busca establecer los medios que hagan factible una 
más activa participación de entidades aseguradoras y 
reaseguradoras extranjeras en los mercados locales. En 
tal sentido y con tal propósito han sido dictadas en Co-
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lombia a partir de 1990, un conjunto de normas inspi-
radas en esencia en seis postulados básicos, así:

1. Apertura a la inversión extranjera en el sector de se-
guros y reaseguros.

2. Posibilidad de establecimiento en el país de compa-
ñías foráneas de seguros y reaseguros.

3. Amplia flexibilidad cambiaria tanto para las tran-
sacciones en divisas inherentes a la inversión extran-
jera, como para las relacionadas con la actividad ase-
guradora en sí misma.

4. Completa libertad para la cesión de reaseguro al ex-
terior.

5. Libertad para la contratación directa en el exterior 
de los seguros de importaciones o de los seguros cuya 
obtención no sea posible en Colombia.

6. Amplio régimen para la expedición de seguros de-
nominados en moneda extranjera.

En resumen, podemos afirmar que, excepción hecha 
de las restricciones al otorgamiento directo de cober-
turas desde el exterior, o comercio transfronterizo de 
seguros, y de algunas restricciones de carácter menor 
en cuanto a los demás aspectos antes anotados, Co-
lombia ha realizado un amplio proceso de apertura en 
el sector de los seguros.

En cuanto hace referencia al comercio transfronterizo 
ya se han dado algunos pasos preliminares a nivel de 
los países del Pacto Andino. La obtención de resultados 
concretos a este respecto supone, sin embargo, la rea-
lización de un proceso largo, dispendioso y delicado 
de armonización normativa a nivel internacional que 
no lo hace razonablemente factible en el corto plazo.

IV. La desregulación de la acti-
vidad aseguradora en Colombia, 
Marco Normativo.
Hasta 1990 el sector de los seguros en Colombia operó 
bajo una rígida estructura de regulación estricta, en la 
cual había poco margen de acción para la innovación 
y menos para la competencia. Conjuntamente con el 
inicio del proceso de apertura, se dio en 1990 comien-
zo al desmonte del pesado andamiaje regulatorio, con 
miras a propender por un mayor grado de eficiencia 
en la administración de las empresas y una más acti-
va competencia en el desarrollo de nuevos productos 
y servicios, dentro de un entorno normativo de mayor 
libertad de acción para la iniciativa individual, esta-
blecido sobre la base de un más estricto control de los 
resultados. En tal sentido y con tal propósito, se dicta-
ron igualmente un conjunto de normas, cuyos postu-
lados esenciales fueron los siguientes:

1. Amplia libertad para el diseño de pólizas en todos 
los ramos de seguros.

2. Libertad de tarifas en todos los ramos de seguros.

3. Prohibición de acuerdos sectoriales en materia 
de precio y condiciones de los productos ofrecidos.

A diferencia de otros países en América Latina, no 
ha habido nunca en Colombia monopolio estatal en 
materia de reaseguros.

Los procesos de apertura y desregulación suponen 
una menor presencia del Estado como ente presta-
tario de servicios, en competencia con el sector pri-
vado.

4. Posibilidad de utilización de la red de oficinas de 
los establecimientos de crédito para la promoción 
y gestión de operaciones de seguros.

5. Simplificación de los procedimientos para la 
aprobación de nuevos intermediarios de seguros 
y libre estipulación de las comisiones que deberán 
reconocerse a éstos.

6. Eliminación del monopolio estatal para el otor-
gamiento de los seguros a entidades oficiales.

Muy significativo ha sido en realidad el avance obteni-
do en el proceso de desregulación de la industria ase-
guradora colombiana.

V. La pata coja de la privatización
Los procesos de apertura y desregulación suponen, en 
adición al establecimiento de mayores oportunidades 
para la competencia internacional y de la reducción 
del marco regulatorio, una menor presencia del Esta-
do como ente prestatario de servicios en competencia 
con el sector privado.

A este respecto se han venido dando pasos significa-
tivos en el sector real de la economía colombiana y se 
ha anunciado la próxima privatización de importan-
tes entidades en el sector financiero.

No ha sido, con todo, consistente la posición adopta-
da por el gobierno colombiano en relación con el sec-
tor de los seguros. En efecto, lejos de propender por 
la privatización de las entidades oficiales de seguros, 
se ha optado, en el caso concreto de La Previsora, por 
ampliar su ámbito de acción, que anteriormente es-
taba restringido al seguro de bienes del Estado, a la 
competencia abierta con las entidades privadas en la 
suscripción de riesgos particulares.

Debemos sí reconocer que, a diferencia de otros países 
en América Latina, no ha habido nunca en Colombia 
monopolio estatal en materia de reaseguros. De otra 
parte, no es menos significativo el hecho de que los 
cuantiosos seguros de la Caja de Crédito Agrario, que 
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con anterioridad se suscribían por la sección de segu-
ros de dicha entidad, hayan sido sometidos reciente-
mente al proceso de licitación pública para su otorga-
miento.

VI. Medidas complementarias a las 
normas sobre apertura  
y desregulación
El drástico viraje realizado en las reglas sobre regula-
ción y competencia, hizo necesario redefinir el papel 
del Estado en cuanto al alcance de la labor de control 
y vigilancia que le compete ejercer sobre el sector de 
los seguros, reorientándola de la arcaica coadminis-
tración y estricta reglamentación, hacia un mayor én-
fasis en velar por la estabilidad financiera y capacidad 
de atender el cumplimiento de sus compromisos por 
parte de las entidades aseguradoras.

Con tal propósito y en forma acertada se adoptaron una 
serie de medidas, inspiradas en principios y prácticas 
de reconocida validez internacional, entre las cuales 
debemos destacar:

1. Actualización de los capitales mínimos y esta-
blecimiento de patrimonios técnicos para todas las 
entidades del sector.

2. Introducción de los conceptos de margen de sol-
vencia y de fondo de garantía.

3. Modificación del régimen de reservas de primas 
no devengadas o de riesgos en curso.

4. Establecimiento de la reserva para siniestros in-
curridos pero no reportados (IBNR) y de la reserva 
de desviación de siniestralidad.

5. Modificación del régimen de inversiones de las 
compañías de seguros y reaseguros.

En síntesis, podemos afirmar que en el relativamente 
corto lapso de tres años el sector asegurador colom-
biano ha pasado de un sistema excesivamente rígido, 
inspirado en actitudes paternalistas en el que se en-
contraban seriamente limitadas las posibilidades de 
innovación y competencia, a un sistema sólido y armó-
nico de apertura a la competencia externa y de signifi-
cativa reducción de la actividad reguladora del Estado, 
complementado con la expedición de normas orienta-
das a garantizar la solidez financiera de las entidades 
del sector y a velar por la confiabilidad y transparencia 
de sus estados financieros. Como bien lo manifestaba 
el doctor José Elías Melo1, Superintendente Bancario, 

en su discurso de clausura de la IV Convención Nacio-
nal de Seguros, "el control y vigilancia del Estado ha sido 
sustituido por una supervisión centrada en aspectos de pre-
vención de la insuficiencia patrimonial, en obedecimiento 
a un criterio que entrega a los empresarios el manejo de sus 
negocios, sin otra cortapisa que la de hacerlo en forma se-
gura y de acuerdo con las normas legales"

VII. El terreno por recorrer
Queda aún camino por recorrer. Existen en primer tér-
mino correctivos, en su mayoría menores, que deben 
introducirse a las normas hasta ahora dictadas, cuyo 
análisis omito por exceder tanto el propósito como las 
limitaciones de tiempo de la presente intervención.

No está por demás sin embargo hacer, a manera de 
constancia, una somera mención de las modificacio-
nes que con improvidente ligereza y evidente desvia-
ción de los objetivos de la norma, se introdujeron en 
la Ley 45 de 1990 al contrato de seguro, en lo atinente, 
entre otros aspectos, al mérito ejecutivo de la póliza, a 
la oportunidad para el pago de la indemnización y a la 
naturaleza del seguro de responsabilidad civil. Dichas 
modificaciones fueron parcialmente corregidas me-
diante la Ley 35 de 1993, la cual, no obstante, es sus-
ceptible de similares críticas.

En verdad la reforma al Código de Comercio ha debi-
do La reforma al Código de Comercio ha debido ser un 
pequeño estatuto, de derecho privado, y no el apén-
dice de una ley, como bien lo decía el Profesor J. Efrén 
Ossa2, de memorable recordación "estructurarse -aún 
haciéndola extensiva a otros temas no menos urgidos de 
revisión como un pequeño estatuto, de derecho privado y 
no como apéndice de una ley destinada a regular la ac-
tividad institucional del sector financiero nacional. Entre 
otras razones porque, de este modo, es muy débil su soporte 
constitucional".

Retomando el tema después de la corta digresión ante-
rior, juzgamos procedente mencionar, así sea en forma 
sucinta, algunas medidas adicionales cuya adopción 
constituye necesario complemento de las normas so-
bre apertura y desregulación. Tales son, enumeración 
que dista mucho de ser exhaustiva, las siguientes:

1. Adopción de textos uniformes de referencia para 
las pólizas y anexos en la mayoría de los ramos, que 
permitan dar una mayor precisión y seguridad al 
alcance de los acuerdos contractuales.

1  José Elías Melo Acosta, Superintendente Bancario. 
Discurso de Clausura de la IV Convención Nacional 
de Seguros. Cartagena de Indias, octubre 16 de 1992

2 J. Efrén Ossa G. Teoría General del Seguro. Prólogo 
a la segunda edición Editorial Temis, Bogotá Colom-
bia 1991.
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2. Establecimiento de bases estadísticas confiables 
a nivel del mercado en su conjunto que hagan fac-
tible la elaboración de estudios actuariales sólidos 
que a su vez sirvan de adecuado sustento a las tari-
fas.

3. Reglamentación más flexible del sistema de uti-
lización de la red de oficinas de los establecimien-
tos de crédito.

4. Eliminación de los reportes periódicos a la Su-
perintendencia Bancaria sobre actividades de las 
compañías del sector, que aún subsisten como re-
zago del sistema de excesiva regulación y control.

VIII. Efectos prácticos de los proce-
sos de apertura y desregulación en 
Colombia. Evolución en cifras.
Habiendo transcurrido tres años desde la iniciación del 
proceso de apertura y desregulación del sector de los se-
guros en Colombia, hemos juzgado conveniente llevar 
nuestra exposición más allá del análisis teórico concep-
tual, a la observación práctica de la forma como han 
evolucionado los principales indicadores del sector.

A este respecto no está por demás poner de presente que 
existen factores ajenos a las reformas normativas, tales 
como el deterioro en la seguridad general y los cambios 
en el mercado internacional de reaseguros, que han in-
cidido en mayor o menor grado en el comportamiento 
de las cifras.

A continuación, presentamos una serie de gráficos so-
bre la evolución de las cifras más representativas del 
sector en su conjunto durante el período 1986 a 1992 y 
en los casos en que nos ha sido posible proyectado para 
1993.

Tanto las cifras como los índices corresponden a la to-
talidad de las compañías autorizadas para operar en 
Colombia incluida la Sección de Seguros de la Caja de 
Crédito Agrario.

El análisis de los cuadros de primas emitidas nos per-
mite observar cómo consistentemente en los años de 
1990 y 1991 se presenta una sensible disminución en la 
facturación, resultado, sin duda, del desbordado pro-
ceso de competencia que genera la súbita desregula-
ción del sector, coadyuvado por la situación "blanda" 
de los mercados internacionales de reaseguro existente 
en esos años.

Para 1992 y 1993 (proyectado), se observa un dinámi-
co crecimiento de la facturación que se produce como 
resultado de un menor desbordamiento en el proceso 
de competencia interna y además y principalmente, a 
causa del "endurecimiento" que empieza ya a registrar-
se en los principales mercados internacionales de rea-
seguro.

Excepción hecha de 1990, los índices de siniestrali-
dad denotan un permanente incremento desde 1986, 
el cual se acentúa a partir de 1991, como resultado, en 
buena parte, del incentivo a la competencia inducido 
por el nuevo entorno normativo.

El índice de costos de administración que había veni-
do disminuyendo hasta 1988, retoma a partir de 1989 
una tendencia al alza que se acelera en 1991 por efecto 
de la disminución en primas y de los mayores costos 
iniciales que conlleva el proceso de cambio.

Según se observa en el gráfico respectivo, los costos 
de adquisición permanecieron relativamente estables 
hasta 1990. A partir de 1991 denotan sin embargo una 
drástica reducción que, en nuestro criterio, es el re-
sultado del efecto combinado de la desregulación y la 
reducción en las comisiones de reaseguro impuestas 
por los mercados internacionales.

Ameritan finalmente mención especial el incremento 
registrado para 1992 en el patrimonio del sector, como 
consecuencia de las capitalizaciones que se ha hecho 
necesario realizar a la luz de las nuevas normas, sobre 
capitales mínimos, patrimonios técnicos y márgenes 
de solvencia y la correlativa y constante disminución 
en la rentabilidad del patrimonio, al haber sido infe-
rior el ritmo de incremento de las utilidades al ritmo 
de capitalizaciones.
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IX. Encuesta sobre la apertura y 
desregulación del mercado asegu-
rador colombiano
Con el objeto de obtener una visión sobre los efectos 
de la apertura y la desregulación en la industria ase-
guradora colombiana, no circunscrita a percepciones 
o criterios exclusivamente personales, realizamos en 
el pasado mes de agosto una encuesta entre los prime-
ros ejecutivos de las compañías de seguros que operan 
en Colombia, incluida la sección de seguros de la Caja 
de Crédito Agrario, cuyos principales resultados pre-
sentamos a continuación.

La encuesta fue absuelta por la totalidad de las compa-
ñías o grupos de compañías (34) autorizadas para ope-
rar en Colombia. Los gráficos que se presentan fueron 
elaborados sobre la base de un voto por cada compañía 
o grupo de compañías, o sea sin ponderación alguna 
por razón del tamaño o número de compañías repre-
sentadas.

X. Estado actual de los procesos de 
apertura y desregulación en Ibe-
roamérica
Como es bien sabido, de manera bastante generaliza-
da se vienen produciendo en Iberoamérica modifica-
ciones de la legislación sobre competencia y control 
en el sector de los seguros, similares a los realizados 
en Colombia, las cuales están generando cambios de 
importancia en muchos mercados.

Habida consideración de lo expuesto, para terminar, 
hemos elaborado, con base en un cuidadoso estudio 
sobre la legislación de seguros en Iberoamérica rea-
lizado por FIDES bajo la dirección del doctor William 
Fadul, sendos cuadros en los que se presume, sin ma-
yores pretensiones, el estado actual de los procesos de 
apertura y desregulación en los países del área.

Agradezco a FIDES, a su presidente doctor William Fa-
dul y al Comité Organizador de la XXIV Conferencia 
Hemisférica de Seguros, la honrosa invitación a parti-
cipar como orador en este magno evento.

Confío en que esta exposición les haya permitido for-
marse una idea general tanto sobre los fundamentos 
teóricos, como sobre los primeros resultados del pro-
ceso de apertura y desregulación del sector de los segu-
ros que se vienen realizando en Colombia desde 1990 
y que, como claramente se desprende de la encuesta 
presentada, ha contado con un amplio respaldo en la 
comunidad aseguradora nacional.
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Apertura y Desregulacion 
de los Seguros en Colombia.

Año
1996

A manera de introducción y para fijar un marco de re-
ferencia sobre las normas y los cambios que se produ-
jeron durante el proceso de apertura, así como para 
contrastar algunas cifras de lo que ocurría en 1990, úl-
timo año en que operamos bajo el régimen de control, 
y lo que sucedía a finales de 1995 o a junio de 1996, 
según las cifras de que disponemos, haré una breve 
exposición y luego sacaré algunas conclusiones sobre 
las medidas que, a mi juicio, deberían tomarse para 
afrontar las actuales dificultades.

1. REGIMEN DE COMPETENCIA
En primer término y sin mayor elaboración al respec-
to, resumo los principales cambios que se introduje-
ron a raíz de la iniciación del proceso de apertura y la 
desregulación del sector. Hasta 1990 había:

• Control estatal del clausulado en pólizas. En muchas 
de ellas y en ramos muy importantes había también 
uniformidad de textos por acuerdo privado entre las 
aseguradoras. A partir de 1991, hay libertad de clau-
sulado; además de la prohibición expresa de acuerdos 
sectoriales que limitan la competencia.

• Control estatal de tarifas y uniformidad de tarifas en 
muchos casos. Ahora hay libertad de tarifas y prohibi-
ción de acuerdo sobre ellas.

• Limites a la inversión extranjera. Aunque desde hace 
muchos años había inversión extranjera en el país, ésta 
estaba muy limitada. Hoy hay libertad de inversión ex-
tranjera y unos controles puramente administrativos.

• Restricciones a la cesión de reaseguros al exterior. 
Hoy se presenta una total libertad de cesión de rease-
guros al exterior.

• Rígida regulación cambiaria. Hoy hay una amplia 
flexibilidad en la regulación cambiaria.

• Rígido control de intermediarios, para agencias, 
agentes y corredores. Hoy hay un control limitado a 
los intermediarios más importantes y más grandes del 
mercado, pero hay una libertad prácticamente total 
para el resto de la intermediación de agencias y agen-
tes de seguros.

• Comisiones de intermediación uniformes. No por 
norma legal, sino por un acuerdo privado del sector 
que operaba en forma bastante consistente. Hoy las 
comisiones de intermediación son totalmente libres.

• Monopolio parcial en los seguros oficiales. Algunos 
seguros de dependencias oficiales se licitaban, pero en 
su gran mayoría se otorgaban a La Previsora, ya que 
cuando las condiciones eran similares, se debería pre-
ferir a esta aseguradora estatal en el otorgamiento de 
las coberturas. Ahora hay libertad de contratación en 
seguros oficiales.

• Capitales mínimos prácticamente irrisorios. Ahora 
hay un importante incremento en capitales mínimos.

• No existía el concepto de margen de solvencia. Hoy 
se exige margen de solvencia, al igual que se hace en el 
mercado común europeo.

• Régimen restringido de inversiones. Hoy hay un ré-
gimen más amplio y en proceso de ampliarse aún más, 
según hemos sabido.

Los anteriores son los aspectos más importantes que 
conlleva la apertura de la regulación.

1 Presidente de Colseguros - La Nacional. Abogado y 
economista de la Universidad Javeriana, especializa-
do en derecho laboral, con estudios en seguros, rea-
seguros, administración y finanzas. Desde 1986 fue 
Presidente de Colseguros, hasta 1996. Inició su acti-
vidad profesional en la Insurance Company of North 
América, hoy CIGNA, donde ocupó diversos cargos en 

Colombia y en Estados Unidos en el área administra-
tiva y en el análisis y selección de riesgos. Entre otros 
cargos, ha sido Gerente de Seguros Tequendama y 
Presidente Fundador de Seguros Colmena. Perteneció 
a las juntas directivas de FASECOLDA, ACOLDESE y 
Cervecería Unión, entre otras. Fue galardonado por 
FASECOLDA con la medalla al Mérito Asegurador y 

condecorado con la Orden - Valor al Mérito Humano 
de las Naciones Unidas. Es Director de la especializa-
ción de Derecho de Seguros en la Universidad Javeria-
na y profesor de «Aspectos Técnicos del Contrato de 
Seguro». Además, es miembro del Comité Ejecutivo 
de la Asociación Colombiana de Fianzas, de la cual 
también fue Presidente.

Bernardo Botero Morales1 
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2. FACTURACION DE PRIMAS DEL 
SECTOR ASEGURADOR COLOM-
BIANO
Ahora bien, las siguientes cifras muestran algunos as-
pectos positivos y otros negativos de este proceso.

Hubo una clara dinamización del sector. En 1991 el cre-
cimiento del sector se desaceleró, pero a partir de 1992 
y hasta 1994, el sector presentó una dinámica muy im-
portante en el crecimiento de primas.

A partir de 1995 y sobre todo en 1996, se presentó una 
notoria desaceleración. Este fenómeno comprende 
este periodo y evidentemente está influido por la pro-
blemática general de la economía del país.

Sin embargo, hay algunos aspectos importantes en el 
periodo comprendido entre 1990 y 1995:

• A 1995 el ramo de vehículos automotores tenía un 
crecimiento del 78% para el período (este es un creci-
miento en términos reales porque las cifras están en 
pesos constantes de diciembre de 1995). El crecimien-
to promedio anual del ramo fue del 12,2% y su parti-
cipación pasó del 24,9% al 28,4% en el conjunto de los 
ramos.

• Incendio cayó de 153,1 mil millones en 1990 a 129,2 
mil millones en 1995. Tuvo un decrecimiento efectivo; 
su participación de mercado descendió del 14,8% al 8%.

• Ingeniería tuvo un crecimiento dinámico del 76,8% 
para el término completo y 12,2% de promedio anual. 
Su participación en el mercado pasó del 6,6% al 7,5%.

• Transportes presentó un crecimiento promedio del 
6,2%. Sin embargo, su participación descendió del 6,3 
al 5,5%.

• Terremoto fue uno de los ramos con mayor dinámica, 
pero con un volumen de primas relativamente bajo, 
que pasó de 30,5 mil millones a 78,8 mil millones, para 
un crecimiento desde 1990 hasta 1995 del 158,4% y un 
crecimiento promedio anual del 21%.

• Cumplimiento descendió su participación en el mer-
cado del 4,5% al 3,5% y escasamente creció un 23,4% 
durante el periodo, para un promedio anual del 4,3%.

• Aviación también es un ramo dinámico. Creció en un 
90,6%; hay nuevas aerolíneas en el mercado y reestruc-
turación de las flotas en las aerolíneas tradicionales, 
esto hizo que el valor de (las primas) subiera conside-
rablemente. Como reflejo de esta situación, se presen-
tó un crecimiento del 13,5% promedio anual.

• Otros ramos de seguros generales crecieron un 76,3%, 
con un 12% de crecimiento real promedio anual, de 120,6 
mil millones a 212,6 mil millones en su conjunto.

•  El ramo de seguros de personas (sin incluir los ra-
mos de seguridad social pues distorsionaría este aná-

lisis comparativo porque son completamente nuevos) 
presentó un leve incremento en su participación del 
25,7% al 25,9%, un crecimiento del 57,1% y promedio 
anual del 9,5%. En general, el conjunto de seguros ge-
nerales, sin incluir los ramos de seguridad social, pre-
sentan un crecimiento bastante importante del 9,3% 
en promedio anual, 56,1% para el período.

Hasta ahí, puede decirse que se presentó un efecto po-
sitivo en los cinco años que transcurren desde diciem-
bre de 1990 hasta diciembre de 1995. Examinemos otros 
aspectos.

3. EVOLUCION DE LA CRIMINALI-
DAD EN COLOMBIA
Antes de examinar el resultado desde el punto de vista 
técnico, veamos qué ha pasado en el país. Hay algo de 
lo que no nos hemos ocupado mucho y no hemos sido 
suficientemente conscientes. Según datos de la Policía 
Nacional (excepción hecha del dato que corresponde a 
vehículos asegurados hurtados), el aumento de la cri-
minalidad que afecta directamente al sector ha sido 
bastante agudo.

La cifra de homicidios, comunes ya de por sí, es de 24 
mil homicidios, cifra que se compara muy desfavora-
blemente con índices internacionales aun de países 
con el mismo nivel de desarrollo. Sin embargo, el cre-
cimiento no ha sido tan dramático como el de otro tipo 
de delitos: un 4,5% en el periodo y menos del 1% anual.

Sin embargo, los homicidios en accidentes de tránsito 
crecen un 8,5%. De acuerdo con datos de la Policía Na-
cional, el hurto de vehículos en conjunto, asegurados 
y no asegurados, ha crecido un 19,8% en unidades hur-
tadas (es decir, en número de casos). Esto es más preo-
cupante aún, si se ubica dentro del parque automotor 
asegurado: el incremento promedio anual en hurto de 
vehículos es el 31% a junio de 1996. De acuerdo con da-
tos de FASECOLDA, creció más del 20% respecto de ju-
nio del año anterior.

El número de casos de piratería terrestre se ha incre-
mentado en un promedio de 35% anual desde 1990 has-
ta 1995; el terrorismo, en 1990 estaba en niveles bas-
tante altos por el problema del narcotráfico, registró 
un crecimiento, de todas maneras, alto, del 8% anual 
y de 46,8% para el período.

Respecto al hurto a entidades financieras hay un in-
cremento del 98,9% para el período, 14,7% anual. Eso 
evidentemente afecta los resultados del sector.
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4. INDICE DE SINIESTRALIDAD
A continuación, hablaremos de siniestralidades netas, 
o sea siniestralidades cuenta compañía, con datos de 
diciembre de 1990 y junio de 1996 (que es el más re-
ciente dato disponible sacado sobre bases idénticas).

•  En vehículos automotores se ha pasado de una si-
niestralidad del 77,2% al 81,4%.

•  En incendio y lucro cesante, seguimos con un des-
bordamiento grande en competencia y subimos la si-
niestralidad del 27,5% al 47,5%

•   Ingeniería ha tenido un comportamiento sui generis; 
este ramo tradicionalmente tenía un esquema de tari-
fa libre, a diferencia de los demás. De todas maneras, 
se registra un descenso importante en la siniestralidad 
(de 104,5% a 72,8%), si bien el índice registrado a junio 
de 1996 es también un índice muy alto.

•   En transportes, de una siniestralidad del 37,9% se 
pasó a una del 70,2% cuenta compañía retenido. Estos 
son siniestros ocurridos contra primas devengadas.

•   En terremoto, del 6,6% se incrementó al 46%. Hay 
un efecto puntual que tuvo que ver con el terremoto 
de 1995 y que llegó hasta el segundo semestre de 1996. 
Este dato debe analizarse un poco diferente del resto 
de los de la tabla.

• Cumplimiento pasó del 18,7% al 46,4%.

• Aviación se incrementó del 6,7% a 345%. Este dato no 
tiene un significado real, porque en este ramo la reten-
ción es mínima. Aunque cualquier desviación en la fre-
cuencia de siniestros produce una distorsión, el efecto 
en el conjunto de la operación es realmente mínimo.

• Los demás ramos de seguros generales han presenta-
do estabilidad: del 57,8%, bajaron al 55,8%; seguros de 
personas, excluyendo de nuevo a los ramos de seguri-
dad social, aumentó del 53,1 al 56,3%.

• El conjunto de seguros tuvo un incremento cercano 
a 10 puntos en el índice consolidado de siniestralidad 
del sector, entre lo registrado a diciembre de 1990, justo 
después de la expedición de la Ley 45, y junio de 1996. 
En casi todos los casos denota no sólo una situación 
puntual sino una tendencia de deterioro en el resulta-
do técnico.

5. RESULTADOS CONSOLIDADOS
DEL SECTOR ASEGURADOR 
COLOMBIANO
A continuación intentaremos establecer un P y G del 
conjunto de la operación del mercado, que aporta al-
gunas indicaciones interesantes sobre los efectos de 
apertura y de desregulación. Este P y G se basa-sobre el 

mismo PUC años 90 y 95- en estadísticas de FASECOL-
DA.

Las primas retenidas (incluyen contratos no propor-
cionales y compañías reaseguradoras; las primas de los 
contratos no proporcionales de reaseguro están resta-
das y en pesos constantes de diciembre de 1995) crecie-
ron un 49,7% para el período comprendido entre 1990 y 
1995, con un crecimiento promedio anual del 8,4%.

Las reservas técnicas y matemáticas no crecen. El nue-
vo régimen de reservas no ha generado realmente la 
necesidad de tener, desde el punto de vista de reser-
vas técnicas y reservas matemáticas, unos porcentajes 
mayores de los que había bajo el régimen anterior. Por 
ello se presentó un decrecimiento en el conjunto de re-
servas técnicas y matemáticas, en pesos constantes del 
95, del 1,9%.

Eso hace que las primas devengadas tengan una diná-
mica más importante que la de las primas escritas, de 
57,9% con un incremento anual del 9,5%. De hecho, los 
índices de siniestralidad están sobre una prima deven-
gada más alta y más dinámica. Si hubiésemos mante-
nido el mismo régimen de reserva, el índice de sinies-
tralidad sería mayor del que estamos registrando y del 
que vimos anteriormente.

Los siniestros ocurridos aumentaron de 395,5 mil mi-
llones a 685,2 mil millones de pesos, para un crecimien-
to del 73,3% y un promedio anual del 11,6%. Si se com-
para con el crecimiento de la prima escrita del 49,7% y 
contra el crecimiento de la prima devengada del 57,9%, 
definitivamente el crecimiento de los siniestros es mu-
cho más dinámico.

En cuanto a los costos de adquisición, esta cifra se ob-
tiene por exclusión. Quiero hacer esa salvedad porque 
no es el costo de adquisición de comisiones sobre pri-
mas, sino el neto de comisiones pagadas menos comi-
siones recibidas por cesiones de reaseguro. Este dato 
amerita un análisis posterior.

Gastos y provisiones tuvo un crecimiento bastante alto 
83,6% en el periodo, 12,9% promedio anual. Por otro 
lado, el resultado técnico (negativo) se deterioró al pa-
sar de 81 mil millones a 161 mil millones de pesos, un 
crecimiento del 97,7% en el periodo y un crecimiento 
anual promedio del 14,6%.

El producto de inversiones tuvo una dinámica impor-
tante, de 178 mil millones a 354 mil millones de pesos, 
un crecimiento del 98,9% y 14,7% promedio anual. Sin 
embargo, cabe anotar que, si bien es cierto que tene-
mos un nuevo producto de inversiones, un régimen de 
inversiones más favorable y que hemos tenido perío-
dos con tasas de interés altas- el patrimonio del sec-
tor (y parte de ese patrimonio se ha ido a inversiones) 
también ha subido de 304.696 millones en diciembre 
de 1990 a 2.889.000 millones a junio de 1996. Es decir, 
una parte es rentabilidad de los incrementos patrimo-
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niales que ha habido que realizar para mantener los 
márgenes de solvencia y requerimientos de patrimo-
nios técnicos.

Por otra parte, tenemos otros ingresos y egresos, a los 
cuales no me refiero por ser una cifra menor. El ajuste 
por inflación, que no había en el 90, también es una ci-
fra pequeña.

Por último, el resultado antes de impuestos se incre-
mentó en un 50,4%, de 117 mil millones a 176 mil mi-
llones de pesos y un crecimiento promedio anual de 
8,5%; la provisión de impuestos en 1995 fue menor en 
un 20,1% de la que había en 1990. Para terminar este 
punto, la utilidad neta se incrementó en un 63,6% en 
el período y una rentabilidad, es decir un incremento 
promedio anual, del 10,4%.

6. ANÁLISIS COMPARATIVO 
DE ÍNDICES DE GESTIÓN
Al analizar este P y G, se encuentra un notorio deterio-
ro técnico y una pérdida de eficiencia en la adminis-
tración del negocio compensados por un incremento 
importante en el producto de inversiones, el cual en 
buena parte se da por los incrementos patrimoniales.

Los índices a junio de 1996 se pueden analizar toman-
do el balance semestral contra el de diciembre de 1990. 
El índice de siniestralidad se incrementó de 56,8% a los 
costos de adquisición (éste sí es el costo directo de ad-
quisición, es decir, comisiones sobre primas directas, 
no es el que habíamos analizado anteriormente) baja-
ron del 13,7% al 11,3%.

Los costos de administración a junio de 1996 descen-
dieron del 25,8% al 19,9%. Esperábamos tener organi-
zaciones más eficientes, pero las cifras no lo mues-
tran así. Hemos sufrido un deterioro entre 1995 y 1996, 
cuando teníamos cifras del orden del 20%. En 1996 se 
presentó una menor eficiencia en parte seguramente 
debido a los costos de montar la infraestructura para el 
manejo de los ramos de seguridad social. No obstante, 
este dato se obtuvo contra primas directas (incluyendo 
primas de seguridad social). De hecho, no se ha dado el 
proceso de mayor eficiencia, que deberíamos acome-
ter para competir efectiva y eficientemente dentro del 
mercado.

Provisiones se han incrementado del 4,7% al 5,7%. Hay 
un régimen más severo de provisiones, sobre todo en 
el tema de cartera. Ha habido deterioro en la cartera 
también.

En resumen, el índice de gestión, de acuerdo con estos 
criterios, subió de un 95,1% a un 108% y la rentabilidad 
del patrimonio, tomadas las utilidades sobre el patri-
monio en 1990 y las utilidades sobre el patrimonio en 
1995, descendió de un 11,3% a un 3,1%.

Este es el entorno que dan las cifras, de acuerdo con las 
estadísticas de FASECOLDA, hechas sobre esquemas 
uniformes, salvo pequeños cambios.

7. ESTRATEGIAS PARA HACER
FRENTE A LAS DIFICULTADES
QUE PLANTEA EL ESQUEMA 
ACTUAL
Para concluir enumeraré las acciones que a mi juicio 
debe tomar el sector o que en algunos casos ya ha toma-
do para afrontar la problemática actual y, sobre todo, 
la que enuncia la tendencia que venimos observando.

1. Tenemos que volver hacia rígidas políticas de suscrip-
ción con especial énfasis en autos, transporte e inge-
niería (corriente débil). Estos son ramos de alta reten-
ción, cuya siniestralidad incide directamente sobre los 
estados financieros y en los cuales las políticas depen-
den de la actitud y actividad de las compañías. Esto no 
sucede con los ramos de baja retención, en los cuales el 
proceso de competencia si está inducido en un porcen-
taje alto por la problemática de competencia del sector 
internacional.

2. Respecto a la promoción del ramo de seguros de per-
sonas, en especial de riesgos profesionales y productos 
de mercadeo masivo, no cabe duda de que hay que en-
focar buena parte de la actividad en esa dirección. En 
estos ramos el grado de penetración todavía es más o 
menos bajo y el nivel de competencia no tiene los des-
bordamientos que se observan en los ramos de seguros 
de propiedad.

3. Un alto porcentaje de las compañías de seguros no 
cuenta con información confiable y oportuna sobre 
los resultados de la suscripción, por ramos y por ofi-
cina. Creo que en esto hemos fallado en forma osten-
sible, porque esta información es indispensable para 
manejar eficientemente un esquema de apertura, para 
monitorear las políticas y para conocer los resultados 
obtenidos. Esto representa incluso replantear estas po-
líticas o, si se habla de cuentas grandes pero individua-
les, tener las herramientas para renegociarlas en forma 
oportuna y eficiente.

4. Durante muchos años trabajamos con estadísticas 
poco oportunas y confiables. Sin embargo, tuvimos unos 
grandes márgenes de operación en los cuales el conjunto 
de la operación del mercado permitía que, aunque la es-
tadística no llegaba muy rápido, no hubiera un deterio-
ro en el resultado. Hoy en día, con una competencia tan 
alta necesitamos (y esto es una prioridad enorme) con-
tar con información confiable y oportuna para monito-
rear el negocio y seguir compitiendo en forma eficien-
te, pero sin exponer las organizaciones al deterioro de  
sus resultados.
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5. Evidentemente, el fortalecimiento de los sistemas 
de control interno, las presiones de la competencia y el 
desbordamiento que ésta genera en muchas ocasiones 
hacen que las políticas se queden escritas. Las com-
pañías diseñan en su oficina principal unas políticas 
sensatas, pero al llegar a la negociación, a la defini-
ción del negocio individual, en un altísimo grado no 
se están cumpliendo, con las consecuencias de dete-
rioro de los resultados. Esas políticas no corresponden 
sólo a las tarifas, sino a las políticas de suscripción, al 
seguimiento de recaudos, al seguimiento de financia-
ciones. Es decir, es en toda la problemática que se re-
laciona con el mercado en donde tenemos que fortale-
cernos para garantizar resultados adecuados.

6. Es necesario el redimensionamiento de la compa-
ñía y el estricto control de gastos o de las organizacio-
nes. Los índices de administración siguen muy altos. 
De hecho, de acuerdo con la estadística de FASECOL-
DA a agosto de 1996, el mercado ha crecido un 18,2% 
durante los últimos 12 meses, contando los ramos de 
Seguridad Social. Si los ingresos de los ramos tradicio-
nales siguen creciendo un 13% o 14% y los gastos crecen 
del 20% al 30%, con solo proyectar esas cifras sabremos 
adónde vamos a llegar.

7. Esto fuerza, necesariamente, a las compañías a di-
señar operaciones más eficientes y a redimensionarse 
para poder acomodarse a las nuevas circunstancias y 
situaciones que plantea el mercado.

8. Un riguroso control de cartera. Es obvio que el pro-
blema no es exclusivo del sector asegurador. Refleja la 
problemática que ha experimentado el sector finan-
ciero colombiano en cuanto al endurecimiento y dete-
rioro gradual de la cartera. Eventualmente las normas 
recientes dictadas por la Junta Directiva del Banco de 
la República, una mayor flexibilidad en cuanto a las 
disponibilidades monetarias y la reducción de tasas de 
interés pueden contribuir a aminorar el ritmo al que se 
ha deteriorado la cartera. Sabemos también que algu-
nos sectores de la economía están pasando por gran-
des dificultades y que eso no se arregla de la noche a la 
mañana.

9. Por último, es recomendable una prudente política 
de inversiones en medio de la desaceleración y la in-
certidumbre económica. Es evidente que hay que tra-
bajar con un esquema de prudencia en las inversiones 
y en la medida en que el régimen (que es deseable que 
así sea) se flexibilice, pues tendremos que tener ya en 
la iniciativa propia para explorar las distintas opcio-
nes.

Quería simplemente hacer este recuento sobre cómo 
veo el comportamiento del entorno asegurador dentro 
del esquema nuevo de apertura y de desregulación.

APERTURA Y DESREGULACION DE LOS SEGUROS 
EN COLOMBIA

Bernardo Botero 
Presidente 

Grupo Colseguros -  La Nacional

VI Congreso Nacional Seguros ‘ 96 
Octubre 1996

APERTURA Y DESREGULACION DE LOS SEGUROS 
EN COLOMBIA 

Regimen de Competencia

APERTURA Y DESREGULACION DE LOS SEGUROS 
EN COLOMBIA 

Regimen de Competencia

FACTURACION DE PRIMAS DEL SECTOR  
ASEGURADOR COLOMBIANO 

(En pesos constantes de diciembre 31/95)

(*) No incluye Seguridad Social 

Fuente:  Estadisticas de la Indrustria Aseguradora y Capitalización – FASECOLDA

HASTA 1990 DESDE 1991

Control estatal de clausulados Libertad de clausulados

Control estatal de tarifas Libertad de tarifas

Inversión extranjera limitada Libertad de invesión extranjera

Restricciones a cesión de reaseguro al 
exterior

Libertad de cesión de reaseguro al 
exterior

Rígida regulación cambiaria Amplia flexibilidad cambiaria

Rígido control de intermediarios Control limitado de intermediarios

Comisiones de intermediación uniformes Comisiones de intermediación libres

Monopolio parcial en seguros oficiales
Libertad de contratación en seguros 
oficiales

Capitales mínimos bajos
Importante incremento en capitales 
minimos bajos

No exigencia de margen de solvencia Exigencia de margen de solvencia

Regimen de inversiones restringido Regimen de inversiones amplio

(Miles de millones de pesos) 1990 % 1995 % % INCR
% INCR 

ANUAL PROM

VEHICULOS AUTOMOTORES 257.9 24.9 459 28.4 78 12.2

INCENDIO Y LUCRO 
CESANTE

153.1 14.8 129.2 8 -15.6 -3.2

INGENIERIA 68.6 6.6 121.3 7.5 76.8 12.2

TRANSPORTE 65.3 6.3 88.3 5.5 35.2 6.2

TERREMOTO 30.5 2.9 78.8 4.9 158.4 21

CUMPLIMIENTO 46.5 4.5 57.4 3.5 23.4 4.3

AVIACION 26.6 2.6 50.7 3.1 90.6 13.5

OTROS RAMOS GENERALES 120.6 11.7 212.6 13.2 76.3 12

SEGUROS DE PERSONAS (*) 266.6 25.7 418.9 25.9 57.1 9.5

TOTAL SEGUROS 1035.7 100 1616.2 100 56.1 9.3
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EVOLUCION DE LA CRIMINALIDAD EN COLOMBIA 
(Numero de casos)

 

Fuente:  Policía Nacional

INDICES DE SINIESTRALIDAD DEL SECTOR  
ASEGURADOR COLOMBIANO 

(Siniestros incurridos netos/Primas devengadas netas)

(*) No incluye Seguridad Social 

Fuente:  Estadisticas de Industria Aseguradora y Capitalización – FASECOLDA

RESULTADOS CONSOLIDADOS DEL SECTOR  
ASEGURADOR COLOMBIANO 

(En pesos constantes de diciembre 31/95)

(*) 	Incluye contratos no proporcionales 
	 Incluye compañías no reaseguradoras 

Fuente:  Estadisticas de Industria Aseguradora y Capitalización – FASECOLDA

ANALISIS COMPARTIVO DE INDICES DE GESTION

(*) No incluye Seguridad Social 

Fuente:  Estadisticas de Industria Aseguradora y Capitalización – FASECOLDA

ESTRATEGIAS PARA HACER FRENTE A LAS DIFI-
CULTADES QUE PLANTEA LA COYUNTURA ACTUAL

1.	  Rígidas políticas de suscripción, con énfasis espe-
cial en autos, transportes y ramos de ingeniería.

2.	Activa promoción de los ramos de personas, en es-
pecial riesgos profesionales y productos de mercado 
masivo.

3.	Información confiable y oportuna sobre el resultado 
de la suscripción en cada uno de los ramos y en cada 
una de las oficinas.

4.	Fortalecimiento de los sistemas de control interno.

5.	Redimensionamiento de la compañía y estricto con-
trol de gastos.

6.	Riguroso control de cartera.

7.	Prudente política de inversiones.

1990 1995 % INCR
% INCR ANUAL 

PROM

HOMICIDO COMUN 24.308 25.398 4.5 0.9

HOMICIDIO ACCID. TRANSITO 4.208 6.311 50 8.5

HURTO DE VEHICULOS 9.936 24.519 146.8 19.8

HURTO DE VEHICULOS ASEGURADOS 2.342 9.058 286.8 31

PIRATERIA TERRESTRE 442 1.952 341.6 35

TERRORISMO 577 847 46.8 8

HURTO ENTIDADES FINANCIERAS 355 706 98.9 14..7

dic-90 jun-96

(%) (%)

VEHICULOS AUTOMOTORES 77.2 81.4

INCENDIO Y LUCRO CESANTE 27.5 47.5

INGENIERIA 104.5 72.8

TRANSPORTE 37.9 70.2

TERREMOTO 6.6 46.3

CUMPLIMIENTO 18.7 46.4

AVIACION 6.7 345.8

OTROS RAMOS GENERALES 57.8 55.8

SEGUROS DE PERSONAS (*) 53.1 56.3

TOTAL SEGUROS 56.8 65.2

Miles de millones de Pesos 1990 1995 % INCR
% INCR ANUAL 

PROM

PRIMAS RETENIDAS 748.7 1120.5 49.7

-       Reservas técnicas y Matemáticas 102.9 100.9 -1.9

PRIMAS DEVENGADAS 645.8 1019.6 57.9 9.5

-       Siniestros Incurridos 395.5 685.2 73.3 11.6

-       Costos de adquisición 68.1 11.5 -83.1 -42.7

-       Gastos y Provisiones 264 484.5 83.6 12.9

RESULTADO TECNICO -81.8 -161.7 97.7 14.6

-       Producto der Inversiones 178.4 354.9 98.9 14.7

-       Otros Ingresos (Egresos) 20.4 0.9 -95.6 -86.5

-       Ajustes por Inflación -18.1

RESULTADO ANTES DE IMPUESTOS 117 176 50.4 8.5

-       Provisión Impoventa 18.4 14.7 -20.1 -4.6

UTILIDAD NETA 98.6 161.3 63.6 10.4

8.4

dic-90 jun-96

INDICE DE SINIESTRALIDAD NETA (*)

(Sin. Incurridos Netos/Primas Dev. Netas)

COSTOS DE ADQUISICIÓN

(Comisiones/Primas Directas)

COSTOS DE ADMINISTRACION

(Gastos/Primas Directas)

PROVISIONES

(Provisiones/Primas Directas)

INDICE DE GESTION 95.10% 108.00%

RENTABILIDAD DEL PATRIMONIO 11.30% 3.10%

4.70% 5.70%

56.80% 65.20%

13.70% 11.30%

19.90% 25.80%
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El Riesgo de Terrorismo y su Incidencia En 
El Seguro y en el Reaseguro

Año
2003

Bernardo Botero Morales 

Análisis de lo sucedido el 11 de septiembre de 2001 en los Es-
tados Unidos y evaluación de sus consecuencias en los mer-
cados nacional e internacional.

Introducción
Por honrosa designación de la Asociación Colombiana 
de Derecho de Seguros y en especial de su ilustre pre-
sidente profesor Carlos Ignacio Jaramillo, me corres-
ponde presentar en representación de Colombia ante 
el VIII Congreso del CILA, el presente trabajo sobre el 
cambiante mundo de los seguros de terrorismo dentro 
de la actual coyuntura mundial. Debo, sin embargo, 
antes de adentrarme en mi exposición sobre el tema, 
poner de presente que si bien la información consigna-
da en el mismo proviene de fuentes serias y confiables, 
habida consideración de la entidad y naturaleza de los 
acontecimientos ocurridos en las ciudades de Nueva 
York y Washington y en inmediaciones de la ciudad de 
Pittsburgh el luctuoso 11 de septiembre de 2001 y de la 
complejidad de sus efectos, es altamente factible que 
muchas de las apreciaciones aquí consignadas sufran 
en el futuro modificaciones de no poca consideración.

1. LA COBERTURA PARA ACTOS
TERRORISTAS ANTES DEL 11 
DE SEPTIEMBRE DE 2001
1.1. Alcance de la cobertura de seguro para actos 
terroristas antes del 11 de septiembre de 2001

Históricamente bajo el seguro básico de incendio se 
cubrían los daños causados por incendio y/o rayo, 
provenientes de cualquier causa, con excepción de 
guerra civil o internacional, huelga, asonada, motín, 
o conmoción civil. Los daños por incendio causados 
por atentados terroristas se encontraban amparados 
sin necesidad de anexo adicional alguno, como por lo 
demás lo estaban los daños, igualmente por incendio, 
provocados por vandalismo o actos malintencionados 
de terceros.

Además, antes del 11 de septiembre de 2001, las pólizas 
otorgadas por las compañías de seguros y los contratos 
de reaseguro suscritos por éstas con el mercado inter-
nacional, normalmente cubrían cualquier pérdida en 
que incurriere el asegurado con arreglo a los términos 
de los denominados anexos de “Huelga, motín y con-
moción civil” y “Vandalismo y actos malintenciona-
dos de terceros” registrados ante la Superintendencia 
Bancaria. Se excluían, tal como sucede hoy en día, los 
daños resultantes de guerra civil o internacional, de-
clarada o no, rebelión, sedición, insurrección, etc.

Bajo los citados anexos de “Huelga, motín y conmo-
ción civil” y “Vandalismo", se amparaba la destrucción 
o daño material de los bienes asegurados, causados 
abiertamente por “motines” o en forma subrepticia 
por “actos mal intencionados de terceros”, así como 
los daños causados por explosión originada en tales 
fenómenos, los actos terroristas y los actos cometidos 
por individuos pertenecientes a movimientos subver-
sivos, mientras no constituyesen actos de rebelión, in-
surrección, guerra civil o internacional, a la luz de lo 
consignado expresamente en la exclusión respectiva.

Ahora bien, a partir del 11 de septiembre de 2001, al-
gunas compañías de seguros comenzaron a sublimi-
tar motu propio la cobertura para “motín" y "vandalis-
mo”, o a excluir expresamente de cobertura los actos 
cometidos por movimientos subversivos o en general 
por terroristas, para sus asegurados especialmente ex-
puestos al riesgo de terrorismo.

En síntesis:

•	 Los incendios causados por movimientos subver-
sivos eran parte de la cobertura básica de incendio 
y/o rayo;

•	 Se suscribía el riesgo de terrorismo dentro de las 
pólizas de incendio como parte de los amparos de 
“motín" y "vandalismo”;

•	 No se establecía sublímite alguno para los ampa-
ros de “motín” y “vandalismo” ni para el riesgo de 
terrorismo cubierto bajo los mismos;
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•	 No se cobraba recargo alguno de prima por la pro-
tección que contra el riesgo de terrorismo se otor-
gaba bajo los amparos de “motín” y “vandalismo”;

•	 Los deducibles se establecían individualmente 
para cada caso, con base en la experiencia de cada 
uno de los riesgos en términos de siniestralidad.

1.2. Alcance de las coberturas para actos terro-
ristas antes del 11 de septiembre de 2001 – En los 
contratos de reaseguro.

- Proporcionales. Como es bien sabido, los contratos 
de reaseguro se negocian generalmente por vigencias 
continuas de 12 meses. Por lo tanto, aun después del 
11 de septiembre de 2001 y hasta el 31 de diciembre del 
mismo año, en unos casos, o aún después, hasta el 30 
de junio de 2002 en otros, respecto de los negocios que 
podían ser cedidos a los contratos proporcionales, no 
había restricción para otorgar las coberturas de “mo-
tín” y “vandalismo”-incluido terrorismo- para el 100% 
de los valores expuestos a pérdida o valores en riesgo, 
previa estipulación de la prima adicional prevista para 
las citadas coberturas.

Sin embargo, a partir del 11 de septiembre de 2001, la 
gran mayoría de compañías de seguros comenzaron a 
sublimitar la citada cobertura, dependiendo del ries-
go a asegurar. 

No proporcional. Dentro de los contratos de reasegu-
ro no proporcional suscritos por las aseguradoras para 
amparar su retención de riesgos respecto de eventos 
de carácter catastrófico amparados bajo los ramos de 
incendio, líneas aliadas y terremoto, se otorgaba nor-
malmente protección al 100% del límite de cobertura 
contratado, excepción hecha de los daños resultantes 
de guerra civil o internacional, declarada o no, rebe-
lión, sedición, insurrección, etc., los cuales se encon-
traban expresamente excluidos.

Normalmente, se incluía en el texto del contrato la de-
nominada cláusula de horas LPO 98 A numeral C, que 
a la letra reza: “El término “ocurrencia” significará to-
das las pérdidas individuales resultantes de y directa-
mente ocasionadas por una catástrofe. Sin embargo, 
la duración y alcance de una “ocurrencia” así defini-
da estará limitada a 72 horas consecutivas en relación 
con motines, conmociones civiles y daños malinten-
cionados.

2. ¿QUÉ SUCEDIÓ EL 11 
DE SEPTIEMBRE DE 2001?
El día 11 de septiembre de 2001 dos aviones Boeing, un 
767-200 de American Airlines y un 757-200 de Uni-
ted Airlines, secuestrados aparentemente por fanáti-
cos islámicos, realizaron un ataque suicida a las dos 
torres principales del World Trade Center en la ciudad 

de Nueva York, Estados Unidos de América. El primero 
de los ataques se presentó a las 8:46 a.m., hora del este 
– 7:46 a.m., hora colombiana- e impactó la estructura 
de la Torre Norte del citado complejo; el segundo ocu-
rrió 16 minutos más tarde y su objetivo fue la torre sur 
ibídem.

Debido a la fuerza del impacto y a las altas temperatu-
ras que se generaron al interior de las dos torres como 
consecuencia de la explosión del combustible propul-
sor de las aeronaves, las estructuras metálicas de am-
bos edificios se debilitaron y sufrieron deformaciones 
que terminaron por producir el colapso de las mismas. 
La torre sur se derrumbó a las 9:45 a.m., hora del este 
–8:45 a.m., hora colombiana- y 43 minutos después, a 
las 10:28 a.m. cayó la Torre Norte.

Esa misma mañana, otro avión Boeing 757-200 de 
American Airlines había impacto contra el edificio del 
Pentágono en la ciudad de Washington D.C. y uno más, 
nuevamente Boeing 757-200, esta vez de United Air-
lines caería a tierra, en un nuevo y parcialmente frus-
trado atentado terrorista, cerca de Pittsburgh, en el 
Estado de Pennsylvania. 3.122 personas murieron du-
rante la tragedia, y aproximadamente 2.250 quedaron 
heridas, si bien esta última cifra nunca se establecerá 
con certeza.

De la tragedia sabemos que:

•	 El costo estimado de la destrucción del World Tra-
de Center asciende a la suma de US$105.000 millo-
nes;

•	 Se calcula que las pérdidas aseguradas del WTC fluc-
túan entre US$40.000 millones y US$50.000 millones;

•	 Las pérdidas totales para la industria asegurado-
ra como consecuencia del conjunto de eventos te-
rroristas realizados en Nueva York, Washington y 
cercanías de Pittsburgh, el fatídico 11 de septiem-
bre de 2001, se estima fluctúan entre US$50.000 y 
US$60.000 millones.

•	 Para la industria aseguradora mundial es, indivi-
dualmente considerado, el mayor siniestro de su his-
toria; muy superior en términos de pérdidas econó-
micas al más devastador de los huracanes, ‘Andrew', 
el cual generó a cargo del sector asegurador indem-
nizaciones del orden de los US$20.000 millones;

•	 La industria aseguradora no fue, además, ajena a 
sacrificio de vidas humanas producido por la trage-
dia. Las dos firmas de corretaje de seguros y reasegu-
ros más grandes del mundo, Marsh McLennan con 
oficinas en la Torre Norte y Aon Corporation, con 
oficinas en la Torre Sur, perdieron respectivamente 
294 y 175 funcionarios en este horrendo holocausto.
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3. CONTROVERSIA SOBRE EL
SEGURO DE LAS TORRES 
GEMELAS
El día 25 de julio de 2001 las autoridades portuarias 
de Nueva York habían cedido bajo contrato de arren-
damiento por 99 años los derechos de explotación del 
World Trade Center a la firma Silverstein Properties. 
En virtud del citado contrato, Silverstein Properties 
había procedido igualmente a asegurar los predios del 
WTC y el respectivo contrato de seguro, si bien para el 
11 de septiembre se encontraba vigente, hecho sobre el 
cual no existe controversia, las correspondientes póli-
zas se hallaban aún en proceso de expedición.

La cobertura para los amparos de incendio y líneas 
aliadas, incluyendo terrorismo, fue otorgada a prime-
ra pérdida absoluta hasta por un límite “por evento” o 
por "ocurrencia" de US$3.550 millones, con cláusula de 
restablecimiento automático de la suma asegurada, la 
cual prevé, en síntesis, que, en caso de presentarse al-
gún siniestro, el monto de la cobertura se restablecerá 
en forma inmediata y automática hasta completar el 
límite pactado inicialmente en la póliza.

A raíz del siniestro, se suscitó entre la entidad asegu-
rada, Silverstein Properties, y el grupo de asegurado-
res que acordaron asumir el riesgo, una interesante 
controversia sobre si los hechos ocurridos en el WTC 
el 11 de septiembre deben considerarse un solo evento, 
como tal indemnizable hasta por el límite asegurado 
de US$3.550 millones, o dos eventos independientes, 
indemnizables, por tal virtud, en forma individual, 
con lo cual se incrementaría el monto de la reclama-
ción indemnizable a la suma de US$7.100 millones.

Algunos de los aseguradores y reaseguradores del WTC 
han demandado ante la Corte Federal del Distrito Sur 
de Nueva York –declarada competente para la solución 
en primera instancia de todos los conflictos jurídicos 
surgidos o que llegaren a surgir por razón de la trage-
dia ocurrida en el WTC, para que se defina el siniestro 
como un solo evento, a lo cual se opone, como era de 
esperarse, Silverstein Properties.

Al respecto no está por demás poner de presente que, 
en las pólizas que se expiden para otorgar cobertura 
bajo los denominados ramos de property, no es prác-
tica frecuente incluir una definición de “evento” u 
“ocurrencia”, excepción hecha de ciertas coberturas 
específicas de carácter catastrófico, tales como terre-
moto, en relación con las cuales, como principio ge-
neral, un “evento” u “ocurrencia” suele definirse como 
todas las pérdidas o daños ocurridos en un lapso de-
terminado normalmente 72 horas, resultantes direc-
ta o indirectamente de una misma causa o de causas 
conexas, dentro de un área geográfica definida. Este 
criterio admite, sin embargo, pacto en contrario, he-
cho que constituye, precisamente, el tema central de 

la controversia suscitada en el caso objeto de estudio.

Con base en el análisis realizado por Independent In-
surance Agents & Brokers of America - Big I Virtual 
University, procedemos a consignar a continuación 
los siguientes comentarios:

•	 Aparentemente todas las aseguradoras involu-
cradas en la suscripción del riesgo –22 en total, ha-
bían expedido individualmente las respectivas no-
tas de cobertura, si bien los términos de las mismas 
no eran idénticos, pues no se había terminado aún 
de definir algunos puntos en cuanto al alcance de 
la protección otorgada;

•	 Hasta donde se tiene conocimiento la mayoría de 
los aseguradores del WTC sostiene que la definición 
de “evento" había sido acordada con base en Will-
Proob Form que define ocurrencia como "todas las 
pérdidas o daños atribuibles a una misma causa o 
serie de causas. Tales pérdidas deberán ser acumu-
ladas y el valor total de las mismas será considerado 
como una misma ‘ocurrencia' independientemente 
del lapso o del área en los cuales tales hechos suce-
dan";

•	 Por su parte el asegurado, Silverstein Properties, 
sostiene que la póliza se encontraba en proceso de 
ser reemplazada por otra en la que no se definía 
“ocurrencia”. Existen, por lo tanto, discrepancias 
que podrían hacer necesaria la definición de la con-
troversia mediante un proceso con la intervención 
de jurado;

•	 De no establecerse en forma concluyente la exis-
tencia de un clausulado aplicable, muy seguramente 
las partes deberán atenerse a la definición de ocu-
rrencia” tal como aparezca aceptada en casos pre-
cedentes;

•	 Como quedó consignado con anterioridad, en su 
mayoría las pólizas de seguro de daños no definen 
“evento” u “ocurrencia”. Sólo suele incluirse tal de-
finición en relación con la cobertura de carácter ca-
tastrófico que se otorga para las aseguradoras bajo 
contratos de reaseguro no proporcional, que am-
paran pérdidas causadas por eventos catastróficos, 
tales como terremotos;

•	 Por otra parte, con frecuencia el término “ocu-
rrencia” suele definirse en las pólizas de seguro de 
responsabilidad civil o “casualty”, en las cuales ge-
neralmente se entiende como tal “La exposición 
continua y repetida a las mismas o sustancialmen-
te las mismas causas generadoras de un daño";

•	 En síntesis, a favor de la tesis de un solo "evento” 
u “ocurrencia” se argumenta el hecho de que los dos 
actos fueron planeados por la misma organización 
y se hallan inspirados en una misma motivación o 
designio criminal. En su contra se pone de presente 
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que los actos fueron realizados mediante la utiliza-
ción de dos aviones, bajo control independiente de 
distintos individuos, que destruyeron dos edificios, 
en momentos diferentes.

•	 Procede finalmente poner de presente que la ju-
risprudencia en los Estados Unidos no ha sido pa-
cífica ni mucho menos uniforme al respecto.

Ahora bien, el pasado 25 septiembre la Corte del Distri-
to Sur de Nueva York a cargo del proceso en su prime-
ra instancia, en un pronunciamiento inicial que sólo 
hace referencia a la controversia surgida entre World 
Trade Center Properties LLC, firma demandada y con-
trademandante en representación de Silverstein Pro-
perties, y tres de las 22 aseguradoras suscriptoras del 
riesgo, a saber, Hartford Fire Insurance Company, Ro-
yal Indemnity Company y St. Paul Fire & Marine Insu-
rance Company, concluyó que (1) cada una de las cita-
das aseguradoras había expedido binders otorgando la 
cobertura con arreglo a la WilProp Form elaborada por 
Willis of New York Inc., corredor de seguros para Sil-
verstein Properties y (2) que al tenor de lo consignado 
en los citados binders, la destrucción de los edificios 
del WTC constituye una sola “ocurrencia”.

Sobre la base de la anterior decisión la suma a indem-
nizar por cada una de las citadas aseguradoras se esta-
blecería, por lo tanto, partiendo de una pérdida máxi-
ma indemnizable para las 22 compañías involucradas 
de US$3.550 millones.

Procede, finalmente, poner de presente que el anterior 
es apenas el primer fallo dentro de un proceso judicial 
cuya sentencia final tardará muchos años en conocer-
se y que además, el mismo sólo se pronuncia sobre el 
alcance de la cobertura otorgada por 3 de las 22 asegu-
radoras que participaron en la suscripción del riesgo.

4. EFECTOS DE LOS HECHOS DEL
11 DE SEPTIEMBRE DE 2001 
SOBRE LA INDUSTRIA 
ASEGURADORA EN SU 
CONJUNTO Y ESPECÍFICAMENTE
EN RELACIÓN CON LA 
COBERTURA DE TERRORISMO
4.1. Pérdidas sufridas por la industria aseguradora

A continuación en los cuadros Nº 1 y N° 2 se consigna, 
respectivamente, tanto en cifras absolutas como en for-
ma de gráfico, el monto aproximado de las pérdidas su-
fridas por la industria aseguradora a escala mundial, 
bajo los distintos ramos de seguros, como consecuencia 
de los actos terroristas ocurridos el 11 de septiembre de 
2001 en el World Trade Center de Nueva York, elaborados 
con base en cálculos realizados por Münchener Rück.

Según se desprende del citado cuadro, las indemnizacio-
nes estimadas por concepto de las pérdidas amparadas 
bajo contratos de seguro, a raíz de los hechos terroristas 
ocurridos el 11 de septiembre de 2001 en Nueva York, as-
cienden a una suma aproximada a US$50.000 millones.
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4.2. Reacciones de la opinión pública internacio-
nal

En adición al unánime rechazo del atentado y al enor-
me sacrificio de víctimas inocentes producto del mis-
mo, fueron múltiples las manifestaciones de preocu-
pación por el impacto económico de las pérdidas para 
el sector asegurador, así como sobre sus efectos sobre 
la solidez financiera del sector. Veamos algunas:

“Los expertos financieros han declarado que el ataque 
aéreo a la ciudad de Nueva York, constituye el desastre 
más costoso causado por el hombre en toda su historia y 
puede tomar años conocer el valor total de las reclama-
ciones por pérdidas en este siniestro."- BBC de Londres.

"Saxon Reily, Chairman de Lloyd's en Londres, dijo que 
este siniestro ha generado la más compleja situación de 
responsabilidades de seguros e interdependencias que la 
industria haya visto en su historia." - BBC de Londres.

"Las acciones en bolsa de gigantes como Swiss Re, Mü-
nich Re cayeron hasta en un 17% en los primeros días, 
pero han recuperado gran parte de su valor. En otros 
casos los valores de las acciones de Royal & Sun Allian-
ce, han continuado cayendo." - Swiss Re, KPMG, BBC 
News.

4.3. Efectos sobre la industria aseguradora en su 
conjunto

Los principales efectos de los trágicos hechos del 11 de 
septiembre de 2001 sobre la industria aseguradora en 
su conjunto han sido los siguientes:

•	 Fuerte aumento general en los costos del seguro 
para el riesgo de terrorismo el cual era otorgado en 
muchos países dentro de la cobertura básica de in-
cendio y líneas aliadas, sin recargo en la prima- y 
reducción en el alcance de las coberturas;

•	 Establecimiento o sensible incremento en dedu-
cibles para el amparo de terrorismo;

•	 Exigencia por parte de los reaseguradores a las 
aseguradoras de incrementar sus niveles de reten-
ción de riesgo;

•	 Restricciones para el otorgamiento de coberturas 
de “todo riesgo”;

•	 Dinamización de los sistemas alternativos de 
transferencia de riesgos o Capital Market Products;

•	 Imposición de sublímites para la cobertura de te-
rrorismo dentro de las pólizas de seguro de propie-
dades o property insurance;

•	 Reducción de los plazos otorgados para el pago de 
las primas de seguro, tanto por parte de las asegu-
radoras a los asegurados como por parte de los rea-
seguradores a aquéllas;

•	 Marcada renuencia a la negociación de programas 
multianuales de seguros; 

•	 Reducción en los plazos de validez de las cotiza-
ciones; 

•	 Imposición de nuevas cláusulas de garantía, en 
especial en cuanto hace referencia a la protección 
de los riesgos;

•	 Dramático incremento de los costos de las cober-
turas y reducción en los límites de las mismas.

4.4. Efectos específicos sobre el amparo de terro-
rismo.

Concretamente en relación con el amparo de terro-
rismo, que como manifestamos con anterioridad no e 
otorgaba en forma explícita, pero de hecho no estaba 
amparado, los efectos inmediatos de los hechos del 11 
de septiembre fueron los siguientes:

•	 Surgimiento de la urgente necesidad de una de-
finición precisa de terrorismo que delimite su ám-
bito respecto de los conceptos de guerra, rebelión, 
insurrección, motín, vandalismo y actos mal inten-
cionados de terceros. 

•	 Propensión hacia la creación de fondos estatales 
o privados pero provistos de un significativo apoyo 
estatal, para el otorgamiento de la cobertura de te-
rrorismo. 

•	 Tendencia hacia el establecimiento de una cober-
tura autónoma para el riesgo de terrorismo. 

•	 Notable reducción de la capacidad mundial de co-
bertura para el amparo de terrorismo.

5. DE LAS DEFINICIONES DE 
TERRORISMO Y EVENTOS 
SIMILARES 
5.1. Definiciones generales de terrorismo

En el estudio Terrorism - Dealing wit new spectre, la 
Compañía Suiza de Reaseguros manifiesta: “El fenó-
meno del terrorismo es difícil de definir en forma  clara. 
No es tarea fácil distinguir el terrorismo de otras formas de 
violencia, tales como el vandalismo, la rebelión, la guerra 
civil y aun el motín, por cuanto su manifestación es muy 
diversa en los términos de su instigación, motivos, dimen-
siones, objetivos y resultados." 

A continuación, reproducimos las más importantes y 
más ampliamente aceptadas definiciones de terroris-
mo, algunas de las cuales sirven de base para estable-
cer tanto el alcance de la cobertura cuando la misma 
es otorgada, como el alcance de la exclusión cuando 
los daños causados por tal fenómeno no son objeto de 
protección bajo pólizas de seguro.
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•	 Definición consignada en el Diccionario de la Real 
Academia de la Lengua Española: “m. Dominación por 
el terror. // 2. Sucesión de acotos de violencia ejecuta-
dos para infundir terror”.

•	 Definición consignada en el artículo 1° de la Con-
vención de Ginebra de 1937: “En el presente convenio la 
expresión Actos de Terrorismo comprende los hechos crimi-
nales dirigidos contra un Estado y cuyo fin y naturaleza 
es provocar el terror en personalidades determinadas, en 
grupos de personas y en el público."

•	 Definición consignada en el acta del Pool Re, com-
pañía de seguros que, con reaseguro de la corona britá-
nica, otorga cobertura de terrorismo en el Reino Uni-
do: “Acciones de personas que actúan en nombre de o en 
conexión con cualquier organización que desarrolle acti-
vidades dirigidas a derrocar o influenciar por la fuerza o 
violencia, el gobierno de su majestad en el Reino Unido o 
cualquier otro gobierno de derecho o de hecho."

•	 Definición consignada en la exclusión del riesgo de 
terrorismo impuesta por Lloyd's de Londres a raíz de 
los hechos ocurridos el 11 de septiembre de 2001 en la 
ciudad de Nueva York: “Para el propósito de este anexo un 
acto de terrorismo significa un acto, incluido pero no limi-
tado al uso de fuerza o violencia y/o la amenaza de tales, 
por cualquier persona o grupo(s) de personas, bien sea que 
actúe solo o en representación de o en conexión con cual-
quier organización (es) o gobierno(s), cometido o inspirado 
en propósitos políticos, religiosos, ideológicos o similares, 
incluida la intención de influenciar a cualquier gobierno 
y/o intimidar a la población, o a alguna porción de ésta.”

Nota: En los seguros o reaseguros otorgados por Llo-
yd's con la exclusión transcrita, se estipula adicional-
mente que, si el asegurador manifiesta que, por razón 
de la referida exclusión, cualquier pérdida, daño, cos-
to o gasto, no se encuentra cubierto bajo la póliza res-
pectiva, la carga de la prueba de lo contrario será del 
asegurado.

No está por demás poner de presente que la inversión 
en la carga de la prueba exigida por Lloyd's en este caso 
plantea inquietudes en cuanto a su viabilidad jurídica 
a la luz del derecho positivo colombiano, cuyo análi-
sis, si bien muy importante, trasciende el objeto del 
presente trabajo.

•	 Definición establecida por la Compañía Suiza de Re-
aseguros para ser insertada con carácter bien de exclu-
sión o bien de delimitación del alcance expreso de la 
cobertura otorgada, bajo pólizas respecto de las cua-
les concedan cobertura de reaseguro: "Por terrorismo se 
entiende un acto o una amenaza de violencia o un acto 
dañino para la vida humana, la propiedad o la infraes-
tructura tangible o intangible con la intención o efecto de 
influenciar a un gobierno o atemorizar a la ciudadanía o 
a un sector de ella.” 

5.2. Elementos de la definición de terrorismo. 

De las definiciones trascritas se desprenden como ele-
mentos comunes a la noción de terrorismo los siguien-
tes:

•	 Realización de actos de violencia o intimidación

•	 Propósito de generar pánico o terror.

•	 Dirigido contra el Estado o una comunidad

•	 Inspirado en motivaciones de carácter político, re-
ligioso, ideológico, etc.

5.3. Ámbito de la cobertura del riesgo de terroris-
mo

El riesgo de terrorismo se ubica en un punto de equi-
distancia entre:

Los denominados riesgos o peligros sociales de huelga, 
motón, asonada, conmoción civil y vandalismo y ac-
tos mal intencionados de terceros, normalmente ase-
gurables y,

Los denominados riesgos o peligros políticos de rebe-
lión, insurrección, sedición, revolución, guerra civil y 
guerra internacional, normalmente inasegurables.

5.4. Incidencia de la definición legal de terrorismo 
en el contrato de seguro

Sin entrar en análisis de fondo que el estudio del tema 
enunciado sin duda ameritaría, procedemos a consig-
nar tres breves pautas sobre la incidencia que la defi-
nición o no de lo que se entiende por terrorismo dentro 
de las pólizas de seguro que se expiden en Colombia, 
tiene a la luz del derecho positivo colombiano. Vea-
mos:

•	 Cuando en la póliza no se define terrorismo o acto 
terrorista, la interpretación de dicho término, en la 
medida en que aparezca consignado en el texto de la 
póliza, queda deferida al alcance del mismo de acuer-
do con su definición legal, la cual se consigna normal-
mente en el Código Penal.

•	 Cuando en la póliza se define terrorismo o acto te-
rrorista y se incluyen como terroristas actos que de 
acuerdo con la definición legal no lo son, lo incluido 
de más tiene plenos efectos en cuanto atañe a la rela-
ción contractual.

•	 La exclusión de actos terroristas debe quedar expre-
samente consignada en la póliza de seguro para que 
sea oponible al asegurado.

•	 La exclusión de actos terroristas no conlleva necesa-
riamente las de huelga, motín, asonada, conmoción ci-
vil y vandalismo y actos malintencionados de terceros.
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6. CARACTERÍSTICAS ACTUALES
DE LOS SEGUROS Y DE LOS
REASEGUROS DE TERRORISMO 
EN COLOMBIA
6.1. Testimonio de importantes reaseguradores in-
ternacionales sobre la asegurabilidad del riesgo de 
terrorismo

La opinión de los principales reaseguradores interna-
cionales en torno a la asegurabilidad del riesgo de te-
rrorismo es, en términos generales, además de coin-
cidente, complementaria. A manera de ilustración, 
transcribimos a continuación tres testimonios al res-
pecto, dos de la Compañía Suiza de Reaseguros, una de 
las dos más grandes e importantes firmas de reasegu-
ros en el ámbito mundial, y uno más de Partner Re, no 
menos prestante firma de reaseguros norteamericana.

Manifiesta la Compañía Suiza de Reaseguros en el es-
tudio Catástrofes de la naturaleza y catástrofes antro-
pógenas en el año 2001:

“En muchos sentidos el riesgo de terrorismo es compa-
rable a los riesgos de catástrofes naturales, tales como 
terremotos, huracanes o inundaciones. En ambos ca-
sos, el enorme potencial de daño inherente a tales ries-
gos dificulta la diversificación; eventos individuales 
pueden afectar economías enteras y muchos ramos 
del negocio asegurador. Sin embargo, existen también 
importantes disparidades: a diferencia de los atenta-
dos terroristas, los peligros de la naturaleza ocurren al 
azar y no son intencionales, y tanto las probabilidades 
como las consecuencias pueden modelarse con méto-
dos científicos."

Adicionalmente, en el estudio Terrorism – Dealing 
with the new expectre, la misma prestigiosa reasegu-
radora pone de presente:

“Los atentados del 11 de septiembre demostraron que 
este tipo de amenazas son virtualmente inevaluables 
en términos tanto de frecuencia como de severidad, 
haciendo extremadamente difícil para la industria 
privada de seguros amparar adecuadamente dicho 
riesgo. Si bien tanto aseguradores como reasegurado-
res se encuentran en disponibilidad y posibilidad de 
otorgar cobertura limitada para el riesgo de terroris-
mo, éstos están igualmente explorando un enfoque a 
largo plazo. La experiencia de alianzas entre entes pri-
vados y públicos en el otorgamiento de cobertura para 
otros riesgos extraordinarios, tales como terremotos 
e inundaciones, provee una valiosa guía sobre cómo 
afrontar en forma efectiva el riesgo de terrorismo."

A su turno, Partner Re en su estudio Terrorism - Sha-
ring the financial impact, expresa:

"Existen diferencias sustanciales entre el terrorismo 
y los tradicionales riesgos de carácter catastrófico. El 
terrorismo es obra intencional del ser humano inspi-
rada en el propósito de causar el mayor daño posible y 
no es factible, por lo tanto, basarse en las experiencias 
vividas para proyectar el comportamiento probable 
futuro. Aún si fuere viable identificar y generar mode-
los para los peores eventos imaginables, y allegar con-
clusiones sobre la probable severidad de los eventos, 
dicho ejercicio continuaría teniendo carácter especu-
lativo y además no suministraría elementos de juicio 
sobre frecuencia esperada.

"Nosotros vislumbramos “Soluciones de Mercado de 
carácter nacional para terrorismo, que involucren no 
sólo aseguradores y reaseguradores, sino además enti-
dades privadas y gobiernos, que alienten la adminis-
tración conjunta de los riesgos y un sentimiento de 
apoyo mutuo y responsabilidad a todos los niveles de 
la sociedad."

6.2. La asegurabilidad del riesgo de terrorismo – 
Presupuestos.

Antes del 11 de septiembre de 2001 las pérdidas que 
se consideraba podrían potencialmente causar actos 
terroristas, parecerían asumibles sin mayores dificul-
tades por el sector privado de seguros. En efecto – ex-
cepción hecha de los países que de tiempo atrás han 
establecido consorcios – en la mayor parte del mundo 
el riesgo de terrorismo venía siendo en un alto por-
centaje amparado, expresa o tácitamente, por asegu-
radores particulares.

Ahora bien, a partir del 11 de septiembre de 2001 ha 
surgido un entendible y legítimo interés de parte de 
la comunidad en general por el seguro de terrorismo y 
una no menos entendible aprensión por parte del sec-
tor asegurador hacia el otorgamiento indiscriminado 
de dicha cobertura.

Habida consideración de lo expuesto, la industria ase-
guradora se ha avisto avocada a la necesidad de eva-
luar cuidadosamente la real asegurabilidad del riesgo 
de terrorismo y establecida la misma, sus posibilida-
des y limitaciones para asumirlo en forma técnica. Lo 
anterior supone un cuidadose análisis sobre:

•	 La “cuantificabilidad”, o sea la posibilidad de es-
tablecer en forma razonable la probabilidad y seve-
ridad de las pérdidas potenciales a causa de actos 
terroristas.

•	 La aleatoriedad o sea la medida en que las posibi-
lidades de pérdida bajo el riesgo de terrorismo tie-
nen un carácter más o menos fortuito. 

•	 La mutualidad, o sea el número aproximado de 
asegurados sujetos al riesgo de terrorismo, ampa-
rables bajo contrato de seguro.
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•	 La “viabilidad económica” o sea la real factibilidad 
para los aseguradores de cobrar una prima adecua-
da por la asunción del riesgo de terrorismo. 

En síntesis, el riesgo de terrorismo presenta un gran 
desafío para la industria aseguradora. Si bien los ase-
guradores y reaseguradoras están hoy en día en posi-
bilidad de otorgar una cobertura muy limitada para el 
riesgo de terrorismo, la misma se irá muy seguramente 
incrementando en la medida en que la capacidad del 
mercado para la asunción de dicho riesgo aumente, lo 
cual será factible, de una parte, porque ingreses nue-
vos capitales con tal propósito al sector – lo que está 
empezando a darse – y de otra porque se incremente 
la viabilidad técnica de asumirlo, como  resultado del 
perfeccionamiento de las técnicas de administración 
y control del mismo. 

6.3. La asegurabilidad del riesgo de terrorismo – 
Reflexiones.

Juzgamos procedente en el análisis sobre la asegura-
bilidad del riesgo de terrorismo formular, entre segu-
ramente muchas otras, las siguientes reflexiones:

•	 En criterio de la Compañía Suiza de Reaseguros, 
que no encontramos en lo absoluto desprovisto de 
razón, dos o tres eventos como el ocurrido el 11 de 
septiembre pueden llevar a la ruina a la industria 
aseguradora en su conjunto. 

•	 El riesgo de terrorismo no puede ser asegurado de 
la manera en que se venía haciendo. Debe, como pri-
mer paso, definirse con precisión qué es terrorismo 
para los efectos de la cobertura que se esté dispues-
to a otorgar y como segundo paso, cuantificarse la 
exposición y lograrse que el precio de la cobertura 
refleje adecuadamente el potencial de la catástrofe.

•	 Resulta extremadamente difícil, por otra parte, 
delimitar el ámbito geográficoy temporal de la co-
bertura, en cuanto concierne a la definición de lo 
que constituye o puede constituir un solo evento. 

•	 Algunos supuestos de la asegurabilidad del riesgo, 
como por ejemplo la probabilidad de la ocurrencia 
del mismo, no son viables de establecer en forma 
razonablemente aceptable en cuanto hace referen-
cia al riesgo de terrorismo. 

•	 Lo que se consideraba prácticamente imposible, 
tendrá que estimarse como probable, así sea en for-
ma remota. Ejemplo claro de esta reflexión es lo su-
cedido en el WTC de Nueva York.

•	 Hoy en día el riesgo de terrorismo no es en la prác-
tica cuantificable o medible en términos razona-
blemente aproximados en cuanto toca con su fre-
cuencia como en lo que respecta a su severidad y tal 
vez nunca lo será. 

•	 La diversificación en cuanto hace referencia al 

riesgo de terrorismo es en extremo difícil de lograr. 

•	 Al no poderse tasar técnicamente, el precio de la 
cobertura de terrorismo termina siendo estableci-
do prioritariamente con base en la ley de la oferta y 
la demanda. 

•	 Se requiere desarrollar nuevos principios en ma-
teria de: condiciones de cobertura, criterios de sus-
cripción, métodos de establecimiento de tasas y 
asignación de capitales. 

•	 Finalmente, debe realizarse una cuidadosa pon-
deración de riesgos, con base más en la proyección 
de posibles acontecimientos futuros, que en la eva-
luación de experiencias pasadas. 

6.4. Mercados para el seguro de terrorismo des-
pués del WTC

De acuerdo con la información suministrada por Aon 
Limited Londres, la actual capacidad mundial de co-
bertura para los riesgos de sabotaje y terrorismo en 
los ramos de daños materiales o seguros de propiedad, 
sobre base de suscripción facultativa, o sea excepción 
hecha de la capacidad disponible en aquellos países 
que cuentan con esquemas de consorcio o similares, 
asciende en cifras redondas a la suma de USD$1.325 
millones aproximadamente, distribuida como sigue:

•	 Lloyd’s de Londres* 		 US$200

•	 AIG 									        US$150

•	 Axis Specialty Ltd. 		  US$125

•	 ACE 								        US$100

•	 Berkshire Hathaway 	 US$ 500

•	 SRIR 								        US$ 250

Las tasas sobre el límite de la cobertura otorgada fluc-
túan entre un 2.0% y un 10% para riesgos ubicados en 
USA y entre un 2.0% y un 30.0% para riesgos ubicados 
en países con problemas crónicos de terrorismo. 

* Catlin, Hiscox, Beazley, Amlin, MAP, Wellngton, As-
cot y otros.

6.5. Consorcios de reaseguro para el riesgo de sa-
botaje y terrorismo

Las dificultades surgidas para el adecuado asegura-
miento contra los riesgos de sabotaje y terrorismo han 
generado la necesidad de constituir en cada país, me-
diante un esfuerzo mancomunado entre los asegura-
dos, el sector local de seguros, el mercado internacio-
nal de reaseguros y el Estado, consorcios con el objeto 
de hacer viable el otorgamiento de cobertura adecua-
da para tales riesgos. Bajo el referido esquema de con-
sorcios, dentro de sus posibilidades tanto financieras 
como técnicas, los asegurados, el sector local de segu-
ros y el mercado internacional de reaseguros, están 
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llamados a asumir las capas primarias de la cobertura 
requerida y el Estado a operar como reasegurador de 
última instancia. 

Los siguientes países cuentan hoy con consorcios o mo-
dalidades similares de cobertura en los cuales se cuen-
ta con la activa participación del Estado, constituidos 
para asumir los riesgos de sabotaje y terrorismo:

España (Consorcio), Reino Unido (Pool Re), Francia 
(Gareat), Suráfrica (Sasria), Alemania (Extremus), Is-
rael (PTFC), Estados Unidos (TRIA) y Austria. 

Adicionalmente, Holanda y Australia se encuentran 
actualmente en proceso de constituir sus propios con-
sorcios.

6.6. Características actuales del seguro y del rease-
guro de terrorismo

En síntesis, las principales características de los segu-
ros y reaseguros de sabotaje y terrorismo, actualmente 
disponibles en el mercado internacional de reaseguro 
son las siguientes:

Hoy en día normalmente no se otorga cobertura para 
terrorismo bajo los contratos automáticos de reasegu-
ro. Solo excepcionalmente se otorga en forma subli-
mitada.

Habida consideración de la limitaciones consignadas 
en los contratos automáticos de reaseguro, los riesgos 
que requieren cobertura para terrorismo procuran ob-
tenerla en forma facultativa. 

El mercado de reaseguro facultativo para el riesgo de 
terrorismo es excesivamente costoso y no son pocos 
los riesgos que no obtienen cobertura para el mismo 

En los países más desarrollados se ha establecido, como 
única forma efectiva de generar la cobertura requeri-
da para actos terroristas, la constitución de consorcios 
de reaseguro.

7. CONCLUSIONES
•	 De lo expuesto a lo largo del presente documento, con-
sideramos procedente, en apretada síntesis, consignar 
a manera de tema de reflexión cinco conclusiones muy 
concretas, a saber:

•	 Los eventos ocurridos el 11 de septiembre de 2001 en 
las ciudades de Nueva York y Washington y en cercanías 
de la ciudad de Pittsburgh en los Estados Unidos, eviden-
ciaron que el riesgo de terrorismo, que con contadas ex-
cepciones, se venía consciente o inconscientemente ase-
gurando por el sector asegurador privado en el mundo 
entero, presenta un elevado potencial de generación de 
pérdidas catastróficas que han hecho necesario replan-
tear en forma drástica los presupuestos, términos y con-
diciones requeridos para su adecuado aseguramiento.

•	 Existen aún vacíos e imprecisiones que es necesario 
superar, en cuanto hace referencia al alcance de la defi-
nición de lo que se entiende por “terrorismo" o por "ac-
tos terroristas”, para efectos tanto del otorgamiento de 
la respectiva cobertura, en los casos en que el asegurador 
decide otorgarla, como para efectos de la correspondien-
te exclusión, cuando se hace necesaria la inserción de la 
misma en las pólizas de seguro. Es preciso definir con 
mayor precisión el alcance tanto de las coberturas como 
de las exclusiones de “motín”, “vandalismo y actos ma-
lintencionados de terceros”, así como de los eventos de 
“rebelión”, “insurrección”, “asonada”, etc. y sus diferen-
cias con el “terrorismo” o los “actos terroristas" propia-
mente tales. 

•	 A raíz de la tragedia del 11 de septiembre de 2001 se 
produjo una drástica reducción en la capacidad o límite 
de cobertura disponible para el seguro del riesgo de te-
rrorismo en el mercado internacional de reaseguros, una 
severa restricción en el alcance de la cobertura ofrecida 
para dicho riesgo y un sensible incremento en los costos 
de la escasa capacidad de protección disponible.

•	 Los hechos del 11 de septiembre generaron en la comu-
nidad una mayor conciencia sobre la necesidad de contar 
con adecuada protección contra el riesgo de terrorismo, 
lo cual repercutió en un incremento de la demanda por 
dicho seguro, que en un alto porcentaje no le ha sido posi-
ble atender adecuadamente al sector asegurador privado 
internacional, por las razones ampliamente expuestas.

•	 Las dificultades técnicas que para su adecuada asegu-
rabilidad por el sector privado de seguros plantea el ries-
go de terrorismo, hacen prever que, al menos en el corto 
plazo, el mercado internacional de seguros y reaseguros 
no dispondrá de una capacidad de protección suficien-
temente amplia y a un costo razonable, que haga facti-
ble atender adecuadamente las sentidas necesidades de 
protección de la comunidad en relación con dicho riesgo. 
Habida consideración de lo expuesto, el más promisorio 
medio de afrontar el riesgo de terrorismo es la realiza-
ción de proyectos conjuntos entre el sector asegurador y 
el Estado, mediante los cuales cada uno asuma, de acuer-
do con sus posibilidades, la parte del citado riesgo que 
los asegurados no estén en capacidad de retener. Por lo 
tanto, solo mediante la constitución de consorcios o sis-
temas similares, en los cuales el Estado estaría indefec-
tiblemente llamado a operar como reasegurador de últi-
ma instancia, sería posible asegurar un alto porcentaje 
del riesgo de terrorismo.
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RESUMEN (ES)
El Derecho de Seguros si bien cuenta con una legisla-
ción y actividad propia, se inmersa y dispersa de for-
ma relevante dentro y desde el mundo del Derecho 
mercantil, pero al tiempo se aleja de la misma debi-
do a circunstancias particulares como su creciente ex-
pansión tanto en el sector público como privado. Se 
hace relevante entonces, presentar la llamada “Teoría 
del Riesgo” como ejemplo de la ya mencionada expan-
sión y la constante modificación del Derecho de Se-
guros por fuera de la legislación comercial. Se señala 
por consiguiente, normas como la Ley 45 de 1990, Ley 
35 de 1993 y la Ley 389 de 1997, de gran trascendencia 
pues las más representativas reformas fueron intro-
ducidas bajo esta Ley: consensualidad del contrato y 
la incorporación del Contrato de Seguro de responsa-
bilidad civil.

El futuro del derecho de seguros se visualiza con énfa-
sis en la indemnización, beneficios al asegurado y au-
sencia de formas solemnes para su perfeccionamiento, 
proyectándose o mejor, ampliándose para responder a 
las necesidades económicas, estatales y de protección 
comunitaria.
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ABSTRACT (EN)
Notwithstanding insurance law has its own legislation 
and activity, it may also be submerged and be diffu-
sed throughout the orbit of commercial law, but at the 
same time it comes part that area due to particular 
circumstances such as its growing expansion both in 
the public and the private sector. Therefore, the Theory 
of Risk is worth mentioning as example of the abo-
ve mentioned expansion and the constant changing 
nature of insurance law outside of com- mercial law. 
Rules such as Law 45 of 1990, Law 35 of 1993 and Law 
389 of 1997 are of great importance as the most re-
presentative amendments were introduced by [them]: 
non-solemnity and incorporation of the liability in-
sur- ance policy.

The future of insurance law is seen by stressing out in-
demnification and lack of solemnity for completion, 
extending itself to respond to State economic needs 
and community protection.

Key words: insurance policy, commercial business, amen-
ding legislation, expansion
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INTRODUCCIÓN
El derecho de seguros dentro del marco del derecho 
mercantil. Procede, antes de adentrarnos en la tarea 
relativamente sencilla de describir someramente la 
evolución reciente del Derecho de Seguros en nuestro 
ordenamiento jurídico, y de adentrarnos en la más exi-
gente e intrincada de tratar de predecir su futura evo-
lución, realizar, habida consideración precisamente 
de la naturaleza y objetivos del presente coloquio, unas 
breves reflexiones sobre el alcance y contenido del de-
nominado Derecho de los Seguros, dentro del marco 
del moderno Derecho Mercantil.

El mundo registra durante la última mitad del siglo 
XX y lo que va corrido del siglo XXI, una extraordina-
ria transformación, política, económica y social que 
genera, necesariamente, un amplio impacto sobre las 
instituciones de carácter mercantil, así como sobre la 
normatividad llamada a regir las relaciones comercia-
les entre los miembros de la comunidad.

Dentro de este nuevo entorno, el sector de los segu-
ros, ha venido adquiriendo una notable importancia, 
dadas sus vastas proyecciones socio-económicas y los 
amplios beneficios que de su adecuada utilización 
pueden derivarse, como vehículo apto para el afian-
zamiento de valores tan caros a la sociedad moderna 
como la seguridad, la estabilidad y la solidaridad. Tiene 
pues el seguro como institución, un amplio potencial 
generador de beneficios para la comunidad, y de allí 
el marcado interés del legislador en introducir, como 
en efecto ha sucedido, significativas modificaciones 
al conjunto de normas que regula dicha actividad.

En efecto, procede observar cómo en forma cada día 
más depurada y exigente, han venido desarrollándose 
un conjunto uniforme de principios, que regulan los 
diversos aspectos del seguro en sus aspectos contrac-
tual y empresarial, los cuales no son comunes a nin-
guna otra disciplina jurídica. 

De hecho la sistemática y ordenada gestación doctri-
naria de estos principios y su posterior concreción y 
desarrollo en normas de derecho positivo, han llevado 
la institución del seguro a desbordar los causes mis-
mos del derecho comercial, el cual, al decir del profe-
sor argentino, Juan Carlos Morandi, ha sido incapaz de 
mantenerlo en su seno. Adicionalmente, en la regu-
lación del seguro concurren, además de la cambiante 
normatividad de derecho privado, que regula los as-
pectos contractuales de dicha institución, normas de 
derecho público no menos dinámicas, que conforman 
el estatuto regulatorio tanto de la actividad en sí mis-
ma, como de las empresas de objeto social exclusivo, 
autorizadas para su explotación comercial.

A la anterior, ya de por sí significativa tendencia, se 
ha adicionado en los últimos años el inmenso com-
promiso asignado al sector de administrar las cober-
turas propias de la seguridad social, coberturas, aún 
en etapa de incipiente de desarrollo, que se resisten a 
su regulación, al menos en forma exclusiva, bajo los 
principios y normas que informan la actividad mer-
cantil.

Es de tal trascendencia esta adición, realizada en nues-
tro país a raíz de la expedición de la Ley 100 de 1993 
que, anticipándonos a lo que más adelante será el so-
mero análisis del presente y futuro de los seguros en 
Colombia, procede poner de presente el hecho de que 
la misma alteró la tradicional clasificación dual de los 
seguros privados, entre seguros de daños y seguros de 
personas, de sólida y arraigada fundamentación en 
factores tanto históricos como jurídicos, al ampliarla 
a lo que es hoy una indiscutible clasificación triparti-
ta, entre seguros de daños, seguros de personas y se-
guros de la seguridad social.

Establecida la existencia en la práctica de un verdadero 
Derecho de Seguros, dotado de características y prin-
cipios propios, importa analizar, así sea brevemente, 
el verdadero alcance de dicho derecho.

1	 Revista de la extinta Asociación Colombiana de 
Compañías de Seguros “Asecolda”. No. 6.

2	 ANTÍGONO DONATI, (1960) Los Seguros Privados 
– Manual de Derecho. Librería Bolch Barcelona.

3	 ERNESTO CABALLERO SÁNCHEZ. Curso de Dere-

cho Mercantil.

4	 J. EFRÉN OSSA G. Tratado Elemental de Seguros. 
Editorial Lerner, Bogotá.

5	 ISAAC HALPERIN, (1983). Seguros. Ediciones De-
palma, Buenos Aires.
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Al respecto escribía hace ya varias décadas el anterior-
mente citado autor argentino JUAN CARLOS MORAN-
DI, en un artículo intitulado “Autonomía y Sistemati-
zación del Derecho de Seguros”1, el cual por razón de 
la reciente dinámica del sector parece haber ganado 
actualidad, lo siguiente:

“Con un sentido lato, resulta difícil hablar de autono-
mía del Derecho de Seguros”, ya que la ciencia del De-
recho es una sola, edificada sobre principios generales, 
inalterables e indestructibles. Sin embargo, la natura-
leza misma de las cosas y el natural acontecer de los he-
chos y actos que a las mismas se refieren, determinan 
en ciertos casos la necesidad de edificar una estructu-
ración jurídica que, si bien responde en sus principios 
esenciales a los generales del Derecho –puesto que de 
ciencia jurídica se trata–, tiene también sus “propios 
principios” –secundarios y complementarios frente 
a los generales del Derecho–, sobre los cuales se es-
tructura para responder a las necesidades que deter-
minaron su creación. Solo en tal sentido creemos que 
se puede hablar de un Derecho autónomo; autónomo 
en cuanto a su funcionamiento independiente frente 
a otra rama del Derecho, pero nunca en cuanto a los 
principios generales que gobiernan todo el sistema”.

La sucintamente expuesta tesis del profesor Morandi 
de otorgar al Derecho de Seguros un grado tal de espe-
cialidad, que induzca a considerarlo como un derecho 
autónomo, si bien no huérfana de defensores eminen-
tes como ANTÍGONO DONATI2 y ERNESTO CABALLERO 
SÁNCHEZ3, no corresponde a una concepción realista 
de la estructura organizacional y sistemática del De-
recho.

Es en nuestro criterio claro que la actividad asegura-
dora, y como corolario el Derecho de Seguros que regu-
la la misma, no obstante la cambiante dinámica en su 
regulación a que hemos hecho referencia, se encuentra 
inspirada y cuenta con un amplio arraigo en los prin-
cipios que informan el Derecho Mercantil.

Por otra parte, la regulación por normas de derecho 
público de la actividad aseguradora y de los operado-
res autorizados para su explotación, no constituye, en 
si misma, razón suficiente para justificar el otorga-
miento de autonomía jurídica al Derecho de Seguros, 
por cuanto tal fenómeno no es extraño a otras disci-
plinas del Derecho Mercantil, como la banca, la fiducia 
y en general la intermediación financiera, sin que ello 
amerite instituirlas en ramas autónomas del derecho.

Siguiendo a los profesores J. EFREN OSSA4  e  ISAAC 
HALPPERIN5 estimamos que, el alcance de la auto-
nomía del Derecho de Seguros no tiene porque ir mas 
allá de conferir a dicha institución la necesaria unidad 
científica y didáctica, así como de dotarla de autono-
mía legislativa, en el sentido y con el alcance de que su 
regulación se realice mediante un conjunto armónico 
de normas legales, que involucren los aspectos con-
tractual, empresarial, tributario, financiero y laboral 
de la misma.

No resulta, sin embargo, exótico a pesar de lo hasta aquí 
expuesto, avizorar, así sea con cierta timidez, una cre-
ciente influencia sobre el conjunto de las actividades 
del sector, de la especial naturaleza del ordenamiento 
jurídico que en materia contractual e institucional ins-
piran la normatividad que regula la seguridad social, 
hoy delegada en su administración al sector institucio-
nal privado y/o público de los seguros. Tal influencia 
inducirá, en mi criterio más temprano que tarde, mo-
dificaciones en principios reguladores del sector que, 
sin llegar a constituirlo en un derecho autónomo, lo 
lleven a apartarse cada día más de normas y principio 
propios del Derecho Mercantíl, tradicionalmente ins-
piradores, como ya se dijo, de la normatividad propia 
del Derecho de Seguros. Dejo en esta forma plasmada 
mi primera inquietud sobre el futuro del Derecho de 
Seguros en Colombia.
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1.	EL DERECHO DE SEGURO 
DENTRO DEL MARCO DEL 
CÓDIGO DE COMERCIO. 
DECRETO NO. 410 DE 1971
El Título V El Contrato de Seguro del Libro Cuarto de 
los Contratos y Obligaciones Mercantiles del Código de 
Comercio, realizó avances importantes en materia de 
la regulación del contrato de seguro, en la medida en 
que actualizó, sistematizó y dotó de mayor claridad la 
en alto grado obsoleta legislación sobre dicho contra-
to, consignada en el antiguo Código de Comercio Te-
rrestre adoptado para la República de Colombia, como 
es bien sabido, mediante la Ley 57 de 1.887.

Avances significativos consignados en dicho estatuto 
constituyen, la adopción de la denominada moderna 
teoría de riesgo, con arreglo a la cual son asegurables 
ya no exclusivamente hechos o eventos estrictamente 
fortuitos, tal como lo predicaba el artículo 635 del an-
tiguo Código de Comercio Terrestre6 sino, tal como lo 
consigna el Art.1054 del C.Co de 19717, hechos o even-
tos mas o menos fortuitos.

Tal modificación dio viabilidad jurídica a desarrollos 
tan importantes como el seguro de la responsabilidad 
civil, no viable de otorgarse bajo el antiguo Código, no 
sólo por razón de la estrecha definición de riego con-
signada en el Art. 635 de dicho estatuto, sino, además, 
por expresa disposición del Art. 676 del mismo, el cual, 
en su inciso primero establecía que

“El asegurador no está obligado a indemnizar la pérdi-
da o deterioro procedente de vicio propio de la cosa, de 
un hecho personal del asegurado, o de un hecho ajeno 
que afecte civilmente la responsabilidad de éste.”

Deben, adicionalmente, abonarse al Código de Comer-
cio, entre otros avances notables: haber precisado el al-
cance del concepto de interés asegurable en los seguros 
de personas; haber consignado norma expresa sobre 
prescripción de la acciones derivadas del contrato de 
seguro; haber hecho claridad sobre la figura de la su-
brogación del asegurador en los derechos del asegura-
do contra el tercero causante del siniestro; haber dado 
viabilidad jurídica al seguro de lucro cesante, seguro 
de proscrito otorgamiento, a la luz de lo dispuesto por 
el numeral 1º del Art. 646 del antiguo código8.

No se registra similar esfuerzo de actualización legis-
lativa, dicho sea de paso, en lo tocante con el Título 
XIII - Del Seguro Marítimo, Libro Quinto - De la Nave-
gación, en el cual se transcribieron sin mayor elabo-

ración normas tradicionales del seguro marítimo, al-
gunas de ellas definitivamente obsoletas como la del 
Art. 1706 que consagra la posibilidad del seguro sobre 
el riesgo putativo o sea el que – como reza la norma –

“…solo existe en la conciencia del tomador o del asegura-
do y del asegurador, bien sea porque ya haya ocurrido el 
siniestro o bien porque ya se haya registrado el feliz arri-
bo de la nave en el momento de celebrarse el contrato.”

2.	 LAS MODIFICACIONES AL
CÓDIGO DE COMERCIO
No obstante los importantes avances registrados en 
materia del contrato de seguro con la expedición del 
C.Co, la verdad es que los más significativos y de ma-
yor importancia se han producido mediante modifi-
caciones introducidas al mismo en diversas épocas. 
Veamos los más trascendentales:

Mediante la Ley 45 de 1990 se produjo, en primer tér-
mino, una profunda modificación en el alcance de la 
regulación de la actividad aseguradora en materia de 
competencia, régimen de inversiones y estructura pa-
trimonial, que condujo al sector, de una virtual co-ad-
ministración por el Estado, en la cual los textos de póli-
zas y tarifas eran uniformes y previamente aprobados 
por la entonces Superintendencia Bancaria, a una to-
tal libertad de competencia, en la que, lejos de pro-
piciarse, como hasta entonces, los acuerdos a través 
del ente gremial “Fasecolda” en clausulados y costos 
de las coberturas, se pasó a prohibir dichos acuerdos, 
como prácticas restrictivas de la competencia de mer-
cado. Este cambio de regulación introdujo una radical 
transformación en los sistemas de competencia entre 
las aseguradoras y generó, de hecho, una significativa 
reducción en el costo de las coberturas.

Ameritan adicionalmente mención especial las mo-
dificaciones introducidas en el marco regulatorio del 
contrato de seguro por la Ley 45 de 1990, en cuanto 
hace referencia al mérito ejecutivo de la póliza, Art. 
1053, al término para el pago de la prima, Art. 1066, a 
la terminación del contrato por el no pago de la prima, 
Art. 1068 y al ámbito de la cobertura que se otorga bajo 
el contrato de reaseguro, Arts. 1134 y 1135, entre otros.

Nota: Esta norma fue, en criterio de algunos juristas de la 
época, derogada por el Art.13 de la Ley 27 de 1888, que en 
sus incisos 1º y 3º establece: “1º En toda clase de seguros, 
cuando las partes acordaren fijar el valor asegurable en 
una suma determinada, la suma convenida será obligato-
ria para ambas partes como valor asegurable… 3º Si una 

6	 Código de Comercio Terrestre de 1887. Art. 635 in-
ciso segundo: “Se entiende por riesgo la eventualidad 
de todo caso fortuito, que pueda causar la pérdida o 
deterioro de los objetos asegurados.”

7	 Código de Comercio de 1971. Art. 1054: “Denomí-
nase riesgo el suceso incierto que no depende exclusi-

vamente de la voluntad del tomador, del asegurado 
o del beneficiario, y cuya realización da origen a la 
obligación del asegurador. Los hechos ciertos, salvo 
la muerte, y los físicamente imposibles, no constitu-
yen riesgo y son, por lo tanto, extraños al contrato de 
seguro. Tampoco constituye riesgo la incertidumbre 
subjetiva respecto de determinado hecho que haya 

tenido o no cumplimiento.”.

8	 Código de Comercio Terrestre de 1887. Art. 646. 
Por consiguiente, no pueden ser materia de seguro: 1º 
Las ganancias o beneficios esperados;…”
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utilidad imaginaria hubiere sido asegurada en una valua-
ción y el asegurador rechazare la estimación que a ella se 
diere, deberá probar que ella excede del provecho que al 
tiempo de la conclusión del contrato pudiera haberse ope-
rado, según los cálculos comerciales.”

 Adicionalmente, son de destacar en materia regulato-
ria de carácter contractual, en lo tocante con el seguro 
de responsabilidad civil:

•	 La inclusión dentro del Art. 1127 de la posibilidad 
de asegurar la culpa grave, limitación de cobertu-
ra ampliamente debatida por la comisión redacto-
ra del código, no obstante haber sido ya desde 1930 
superada por la ley francesa del contrato de seguro. 
A este respecto prevaleció en la comisión el crite-
rio opuesto a la asegurabilidad de dicha culpa, de-
fendido por el profesor J. E FREN OSSA GÓMEZ, por 
considerar que “quien amerita dicha cobertura no la 
requiere y quien la requiere no la amerita”.

No fue, sin embargo, muy afortunada en su redac-
ción la reforma del referido Art. 1127, en la medida 
en que si bien dio vía libre al seguro de la culpa gra-
ve, lo hizo “…con la restricción indicada en el artículo 
1055.”, norma que en forma expresa prohíbe el ase-
guramiento de la misma.

Pero no paran allí las críticas a la reforma de dicha 
norma pues, adicionalmente, modificó el ámbito de 
la cobertura que se otorga bajo el seguro de respon-
sabilidad civil, al pasar de otorgarla respecto de los 
perjuicios patrimoniales que “sufra” el asegurado, a 
que hacía referencia la norma original, a otorgarla 
respecto de los perjuicios patrimoniales que “cau-
se” el asegurado, con lo cual se eliminó de un tajo, 
salvo pacto expreso en contrario, la cobertura para 
los perjuicios extra patrimoniales que se causen a 
la víctima.

•	 La precisión introducida en el Art. 1131, aún no 
exenta de controversia, en cuanto a la fecha a partir 
de la cual se cuenta la prescripción de las acciones, 
y

•	 La consagración en el Art. 1127 del seguro de res-
ponsabilidad civil como seguro a favor de terceros 
y el establecimiento en el Art. 1133, en desarrollo de 
dicho principio, de la acción directa contra el ase-
gurador en favor de la víctima.

Posteriormente, mediante la Ley 35 de 1993 en su Art. 
23, se estableció, respecto de los riesgos propios de la 
actividad financiera, la posibilidad del aseguramien-
to de los mismos, ya no con base el principio general 

consagrado en el Art. 1954 del C.Co., o sea, en que el 
evento generador de la obligación a cargo del asegura-
dor hubiese “ocurrido” durante el período de vigencia 
de la cobertura sino, con base en que el evento gene-
rador de la obligación a cargo del asegurador hubiese 
sido “descubierto” durante el período de vigencia de 
la cobertura. Se dio pues la posibilidad de amparar, 
como a la letra reza la norma, “…hechos pretéritos cuya 
ocurrencia es desconocida por tomador y asegurador.”

Dicha ley creó, adicionalmente, la posibilidad de mo-
dificar, mediante pacto expreso y para los seguros de 
los grandes riesgos, el término para el pago de la in-
demnización por el asegurador y la tasa de interés por 
la mora en el pago de la misma, Art. 21, así como, el 
término para la revocatoria del contrato, Art. 22.

Finalmente y circunscribiéndonos a los cambios, en 
nuestro criterio más significativos, introducidos por 
el legislador en la normativa regulatoria de la activi-
dad aseguradora desde la expedición del código en el 
año de 1971, procede hacer referencia a la Ley 389 de 
1997.

Dos modificaciones de especial trascendencia fueron 
introducidas por dicha ley al contrato de seguros, así:

•	 La modificación del carácter solemne a consen-
sual del contrato, realizada mediante el artículo 1º 
de la Ley.

Ya en el año de 1961 el Gobierno Nacional, conscien-
te de la necesidad de dotar el contrato de seguro 
de la agilidad que exige el dinámico desarrollo de 
las operaciones comerciales, así como de la conve-
niencia de poner a tono nuestra legislación con las 
modernas tendencias de la doctrina, consagraba en 
el proyecto de Código de Comercio presentado a la 
consideración del Congreso de la República, el ca-
rácter consensual del contrato de seguro. Modernas 
legislaciones sobre dicho contrato, como la france-
sa de 1930 y la argentina de 1967, le otorgan dicho 
carácter.

El código del año 71, menos a tono en este como en 
otros aspectos ya comentados con las modernas ten-
dencias de la doctrina y la legislación, había pre-
servado, luego de un amplio debate en la comisión 
redactora, el carácter solemne de dicho contrato.

•	 La incorporación en nuestro régimen legal del 
contrato de seguro de responsabilidad civil, de la 
controvertida modalidad anglosajona del seguro 
por reclamación o claims made, con arreglo a la cual 
se ampara la responsabilidad del asegurado por las 
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reclamaciones que contra este o directamente con-
tra el asegurador sean presentadas durante la vi-
gencia de la póliza, independientemente de que el 
hecho generador de la misma se hubiere realizado 
con anterioridad a la fecha de iniciación de la co-
bertura.

No menos trascendental fue la incorporación bajo el 
Art. 5º de la citada ley 389 de 1997, de la viabilidad de la 
comercialización de pólizas de seguros por intermedio 
de los establecimientos de crédito, incorporación que 
permitió el amplio desarrollo que en la última década 
se ha registrado en el sistema de comercialización de-
nominado de “bancaseguros”.

3.	EL FUTURO DEL DERECHO
DE SEGUROS
De dónde venimos

En síntesis, en cuanto hace referencia al contrato, ve-
nimos de un acuerdo de voluntades revestido para 
su validez de precisas formalidades; concebido para 
transferir riesgos – entendidos como tales hechos fu-
turos y necesariamente fortuitos, susceptibles de cau-
sar perjuicios de índole patrimonial–, generador de 
una prestación de carácter estrictamente indemniza-
torio y concebido en beneficio exclusivo del asegura-
do.

En cuanto hace referencia a la institución, venimos de 
una actividad altamente regulada por el Estado con 
énfasis en cuanto hace referencia a su forma de opera-
ción y régimen de competencia, orientada a suplir los 
requerimientos de protección de las personas jurídi-
cas y naturales, en atención a necesidades de carácter 
individual.

En dónde estamos

Estamos hoy en día, en cuanto hace referencia al con-
trato, en presencia de un acuerdo de voluntades des-
provisto de formalidades para su perfeccionamiento, 
concebido para transferir riesgos – entendidos como 
hechos no necesariamente fortuitos, o si se quiere más 
propiamente, siguiendo a Alfredo Manes 9, a la aten-
ción de necesidades futuras, económicas y más o me-
nos fortuitas – generador de una prestación no siempre 
de carácter estrictamente indemnizatorio y concebido 
en beneficio tanto del asegurado como de terceros.

En cuanto hace referencia a la institución, estamos en 
una actividad virtualmente libre en materia de com-
petencia y altamente regulada por el Estado en materia 

financiera, con énfasis en la supervisión de la solidez y 
solvencia patrimonial de las aseguradoras, y cada día 
más orientada a suplir los requerimientos de protec-
ción no solo de las personas jurídicas y naturales sino 
de la comunidad en general.

Hacia dónde vamos

Decíamos al inicio de la presente disertación que des-
cribir la evolución reciente del derecho de seguros en 
nuestro ordenamiento jurídico es tarea relativamen-
te sencilla. No lo es, ciertamente, tratar de predecir su 
futura evolución.

No obstante, a riesgo de equivocarnos, procederemos 
a proponer a este ilustrado auditorio algunas reflexio-
nes sobre el futuro del derecho de seguros en Colom-
bia, desde la perspectiva, como lo hemos hecho hasta 
ahora, por una parte, del contrato – Derecho Privado 
de Seguros, como, por la otra, de la institución – De-
recho Público de Seguros.

Por lo que respecta al ámbito propio del contrato de 
seguro – Derecho Privado de Seguros, y más concreta-
mente en lo tocante con los elementos esenciales del 
mismo, “interés asegurable”, “prima o precio” y “obli-
gación condicional del asegurador”, no se perciben, al 
menos por el suscrito, factores que permitan prever 
cambio o evolución significativos. La verdad es que 
dichos elementos, con sus notas diferenciadoras en 
cuanto hace referencia al ámbito propio de los seguros 
de personas, de una parte y de los seguros de daños, de 
la otra, y salvo ligeros ajustes esencialmente de forma, 
han permanecido estables y no se vislumbran razones 
de alteración de los mismos en el futuro.

No ocurre igual con el elemento “riesgo”, el cual, como 
quedó anotado con anterioridad, ha venido flexibili-
zándose en forma gradual, siendo previsible la conti-
nuidad en el futuro de dicha tendencia, habida con-
sideración de los notables avances registrados en la 
ciencia, que hacen cada día más susceptibles de ser 
previstos, sucesos hasta hace poco totalmente fortui-
tos. Tal sucede, por vía de ejemplo, con la no muy lejana 
previsibilidad de enfermedades y deficiencias orgáni-
cas, susceptibles de ser plenamente establecidas gra-
cias al acelerado avance de las investigaciones sobre el 
genoma humano, iniciadas escasamente hace 18 años.

Otro, si bien no elemento esencial, si nota caracterís-
tica de los seguros de daños, que ha venido flexibili-
zándose en los últimos años, es el relativo al “carácter 
indemnizatorio del seguro”, el cual encuentra ya des-
de hace algún tiempo algún grado de excepción tanto 
en los denominados seguros “por valor de reposición o 

9	 EDUARDO MANES. Teoría General del Seguro.

10	 Seguro Paramétrico es una modalidad de cober-
tura mediante la cual se establece una suma a in-
demnizar fija, sujeta la ocurrencia en un territorio 
previamente definido de un evento de determinadas 
características, con total prescindencia de la evalua-

ción de los daños efectivamente causados por dicho 
fenómeno. Por ejemplo un terremoto o un huracán.

11	 Sistemas Alternativos de Transferencia de Riesgos. 
Si bien existen diversas modalidades, son, en esencia, 
sistemas mediante los cuales se otorgan coberturas que 
garantizan al asegurado o al reasegurado la indem-

nización de siniestros al momento de su ocurrencia, 
bajo el compromiso por parte de este de reintegrar al 
asegurador o reasegurador, en un lapso previamente 
convenido, parte o la totalidad de la suma indemni-
zada.
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remplazo”, como en los seguros “de o por valor admi-
tido”. Ejemplo aún más claro de dicha flexibilización 
constituyen nuevas modalidades de cobertura, como 
los denominados “seguros paramétricos”10, que viene 
desde hace ya algún tiempo otorgándose en el exterior 
y empiezan a ofrecerse en Colombia, los cuales generan 
obligaciones de pago a cargo de aseguradores por ocu-
rrencia de eventos amparados bajo pólizas de seguro, 
sin sujeción alguna a la prueba del perjuicio sufrido 
por el asegurado. Algo similar sucede con los denomi-
nados “sistemas alternativos de transferencia de ries-
gos”11, mas parecidos a una operación financiera que a 
una verdadera cobertura de seguro.

La posibilidad, por otra parte, de que se permita la 
contratación directa de seguros en el exterior, prevista 
dentro del Tratado de Libre Comercio (TLC) con los Es-
tados Unidos, aprobado por el Congreso Colombiano y 
pendiente de aprobación por el Congreso de la Unión 
Americana, plantea adicionalmente nuevos interro-
gantes que es preciso despejar, como son, entre otros, 
los referentes a la jurisdicción y a la ley aplicables al 
contrato.

No está por demás hacer nuevamente referencia a los 
seguros de la Seguridad Social, y más concretamente 
a las denominadas pólizas de seguros previsionales de 
invalidez y sobrevivencia, a los seguros de accidentes 
de trabajo y enfermedad profesional y a los seguros de 
renta vitalicia, los cuales, si bien se rigen por las nor-
mas del C.Co, en materia del contrato de seguro, están 
igualmente sujetos a la normatividad propia de la se-
guridad social, así como a una ampliamente flexible 
interpretación en lo tocante con las restricciones y li-
mitaciones de sus coberturas, en la medida en que se 
considere que las mismas puedan entrar en conflicto 
con la protección de derecho fundamentales. Ejemplo 
claro de dicha flexibilización es la tendencia a consi-
derar como imprescriptibles las obligaciones surgidas 
de tales seguros.

Procede finalmente en lo tocante con las reflexiones 
sobre el futuro del derecho de seguros en materia con-
tractual, hacer referencia, ya no por razones ligadas 
a la evolución misma de dicha institución, a la nece-
sidad de establecer una normatividad propia para los 
denominados seguros de cumplimiento, en la medida 
en que, por razón de la naturaleza misma de la obliga-
ción asumida por el asegurador bajo dichos seguros, 
se hace necesario, entre otras determinaciones, esta-
blecer: el carácter irrevocable de la cobertura otorga-
da, la improcedencia de la terminación del contrato 
por agravación del estado del riesgo o por no pago de 
la prima y la asegurabilidad de los actos tanto potes-
tativos como dolosos del tomador.

En lo tocante con el ámbito propio de la institución 
aseguradora – Derecho Público de Seguros, se vislum-
bra una cada día mayor injerencia del Estado en la re-
gulación de los aspectos relativos al fortalecimiento 

patrimonial de las aseguradoras, a la solidez y solven-
cia financiera de las mismas y a su régimen de inver-
siones. Ha venido adicionalmente tomando injeren-
cia el Estado en el seguimiento de la normatividad y 
prácticas sobre gobierno corporativo, establecidas por 
las empresas, concepto éste que involucra una clara 
definición de principios, de políticas, de planes estra-
tégicos y de prácticas comerciales, así como el segui-
miento de resultados y el adecuado control de los di-
versos riesgos propios de la actividad.

Nuevos e importantes retos se vislumbran adicional-
mente para la actividad regulatoria del sector de los 
seguros en Colombia – Derecho Público de Seguros – 
como producto, entre otros, de los siguientes hechos:

•	 La delegación en el sector privado de seguros del 
otorgamiento de las coberturas propias de la segu-
ridad social;

•	 La ampliación cada día mayor del ámbito de co-
bertura de los seguros obligatorios, los cuales se ini-
ciaron en el país con el Seguro Obligatorio de Acci-
dentes de Tránsito (SOAT) creado mediante la Ley 
1032 de 1991, ramo que se ha convertido a la fecha 
en el tercero de mayor facturación, con $669.000 
millones en primas emitidas durante el año 2007;

•	 La internacionalización de la actividad asegura-
dora, mediante la inclusión del mercado transfron-
terizo de seguros en el TLC con los Estados Unidos, 
aprobado, según se consignó con anterioridad, por 
el Congreso de Colombia y pendiente de aprobación 
por el Congreso de la Unión Americana;

•	 El creciente incremento en la cuota de mercado 
de aseguradoras extranjeras, las cuales han pasado 
de representar en 1986 el 24% del capital del sector, 
a representar hoy en día el 63% del mismo.

Si como no sin razón se afirma, los hechos econó-
micos constituyen antecedentes de la normativi-
dad jurídica, los hechos aquí descritos, forzarán, sin 
duda, nuevas regulaciones del sector acordes con 
las cambiantes realidades del mercado.

Solo me resta, para terminar, consignar mi íntima 
convicción de que, en todo caso, en lo tocante con la 
sustancia de los elementos esenciales y atributos jurí-
dicos del contrato de seguros, es de esperarse que éste 
haya de permanecer, en lo que es dable vislumbrar, 
esencialmente estable.
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por el señor Camilo Fernández Escovar en  
representación del Dr. Bernardo Botero Morales

El proceso de desarrollo en que se encuentran la mayo-
ría de nuestros países, exige acometer cada día un ma-
yor número de ambiciosos proyectos en obras de in-
fraestructura vial, minería, agricultura, electricidad, 
industria, comunicaciones, etc.., para cuya realización 
se hace imperiosa la participación de firmas construc-
toras, técnicos y proveedores de diversos países.

El adecuado otorgamiento de las garantías requeridas 
para el afianzamiento de los contratos a que tales pro-
yectos dan lugar, debe realizarse mediante, estrecha 
colaboración entre afianzadores profesionales, tanto 
de los países en que han de llevarse a cabo las obras, 
como de aquellos de que son originarios los contratis-
tas que han de adelantarlas.

La forma como deben en nuestro concepto desarro-
llarse las relaciones entre los afianzadores del país de 
origen del contratistas, compañías solicitantes, y los 
afianzadores del país en que han de tener ejecución los 
contratos, compañías suscriptas, constituye el objeto 
de la presente exposición.

I. NOCION DE "FRONTING"
Antes de exponer nuestro criterio conviene, en aras de 
claridad y aun a riesgo de pecar de improcedente dada 
la calidad de este auditorio, consignar, así sea breve-
mente, las características y alcances de la noción de 
"fronting".

Según definición del Lloyds de Londres el "fronting" es 
"la aceptación de responsabilidad bajo un seguro di-
recto para el caso que nos ocupa fianza directa con el 
propósito de reasegurar -- reafianzar la totalidad del 
riesgo a la tasa neta original, usualmente descontan-
do una sobrecomisión".

En el fronting, como claramente se desprende de la 
definición transcrita, la compañía suscriptora a cam-
bio de una comisión previamente acordada suscribe la 
garantía sin asumir directamente riesgo alguno. Por 
regla general dicha operación se realiza únicamente 
en razón de la imposibilidad legal en que se encuentra 

la compañía solicitante de suscribir directamente la 
garantía, al no tener el carácter de afianzador autori-
zado en el país en que debe ser otorgada.

II. BREVE ANALISIS DE LOS
ACUERDOS DE “FRONTING"
Como se desprende de la definición transcrita el fron-
ting supone esencialmente la participación de un ase-
gurador local, o para el caso de un afianzador local, 
como simple instrumento para la expedición de un 
seguro o garantía, siendo el riesgo en su totalidad o 
casi totalidad asumido en definitiva por la compañía 
foránea solicitante.

El hecho de que la compañía a cuyo cargo corre la expe-
dición de la póliza de un acuerdo de fronting no asuma 
parte alguna del riesgo, si lo hace sea en una propor-
ción mínima, da lugar a que de parte suya el estudio 
del contratista, del contrato y de la garantía misma 
sean generalmente muy superficiales, concentrándose 
con mayor énfasis en la evaluación de la responsabi-
lidad patrimonial de la compañía colega que formula 
la solicitud. Si bien en la encuesta sobre acuerdos de 
fronting llevada a cabo por la Asociación Panamerica-
na de Fianzas, las compañías de 19 entre 27 países en-
cuestados ---70 por ciento manifestaron analizar la 
capacidad técnica y responsabilidad patrimonial del 
proponente a afianzar, es apenas razonable suponer 
que dicho análisis no se realice en muchos casos con el 
detenimiento y profundidad que serían desplegados 
si el riesgo fuese en forma significativa asumido por el 
suscriptor de la garantía.

De otra parte en la citada encuesta sólo las compañías 
de uno entre 27 países encuestados --3,7 por ciento-- 
manifestaron no analizar la responsabilidad patrimo-
nial de la entidad solicitante.

Adicionalmente, el afianzador foráneo solicitante si 
bien por lo general se encuentra familiarizado a fon-
do con la trayectoria y capacidad técnica y financiera 
del contratista y de allí que esté dispuesto a solicitar 
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-y en ocasiones a exigir --le sea cedida la totalidad o 
casi totalidad del riesgo, no suele conocer a cabalidad 
otros aspectos no menos importantes, tales como las 
normas legales que rigen el contrato y la garantía, las 
características de uno y otra, la eventual incidencia de 
riesgos políticos, etcétera.

Finalmente y no menos importante es la consecuencia 
negativa que los acuerdos de "fronting" suelen gene-
rar sobre las balanzas de cambio de los países en que 
se lleva a cabo la ejecución del contrato, al dar lugar a 
importantes cesiones de riesgo al exterior sin permi-
tir una razonable utilización de la capacidad local de 
retención.

III. SISTEMAS PONDERADOS 
DE PARTICIPACION CONJUNTA
Lo anteriormente expuesto nos lleva a la conclusión de 
que los acuerdos de fronting no constituyen el medio 
más idóneo de colaboración entre suscriptores de di-
versos países para la emisión de fianzas de contratos 
en que participan contratistas extranjeros.

La expedición de tales fianzas debe, en nuestro crite-
rio, por razones de carácter administrativo, técnico y 
financiero, llevarse a cabo no en base a convenios de 
fronting en los cuales la compañía solicitante asume 
la totalidad del riesgo, sino mediante un sistema pon-
derado de participación conjunta, en que tanto la en-
tidad solicitante extranjera como la suscriptora local, 
compartan porcentajes adecuados de responsabilidad 
en la fianza o fianzas, garantizando asimismo una ra-
zonable utilización de la capacidad local.

No puede desconocerse el derecho que asiste a la com-
pañía solicitante para asumir una parte significativa 
del riesgo, pues no sólo es ella quien tiene una relación 
más directa con el cliente y por lo tanto quien mejor 
conoce su capacidad técnica, su trayectoria y su situa-
ción y obtener la contragarantía respectiva. De otra 
parte, no puede tampoco desconocerse que la compa-
ñía suscriptora se encuentra en mejor posición para 
evaluar las características del contrato, los términos y 
condiciones de las garantías requeridas, los eventuales 

riesgos políticos, etcétera, razón por la cual su parti-
cipación debe ser efectiva en la asunción de una parte 
importante del riesgo y no limitarse como en las ope-
raciones de fronting a la percepción de una comisión 
razonable.

No menos importante es la labor de asesoría que debe 
prestar el afianzador al contratista afianzado --más 
aun siendo este extranjero, especialmente en caso de 
discrepancias o conflictos con la entidad contratan-
te, los cuales en muchos casos pueden llegar a derivar 
en declaración de caducidad o incumplimiento del 
contrato, y por lo tanto, en reclamación bajo la garan-
tía emitida. Evidentemente el suscriptor local se en-
cuentra en mejor posición de realizar dicha labor que 
la compañía solicitante. Al respecto habrá de su parte 
un interés claro y definitivo, en la medida en que su 
participación en la fianza sea efectiva.

En adición a las razones expuestas hasta ahora, cabe 
mencionar las limitaciones de carácter legal para ce-
der riesgos al exterior, existentes en algunos países, li-
mitaciones que generalmente buscan asegurar, como 
antes anotamos, una razonable utilización de la capa-
cidad local, en procura de evitar gastos no indispen-
sables de divisas. Este aspecto adquiere especial signi-
ficación hoy en día, habida consideración del estado 
altamente deficitario que presenta la balanza de cam-
bios en muchos de nuestros países.

En Colombia concretamente la Superintendencia Ban-
caria, según Resolución Nº 3125 de 1983, estableció un 
mecanismo mediante el cual no se autoriza la cesión 
facultativa de seguros o fianzas al exterior, mientras 
no se surta un proceso adecuado de ofrecimiento a 
compañías locales.

En conclusión y con base en lo expuesto, si bien excep-
cionalmente los acuerdos de fronting resultan proce-
dentes, como norma general juzgamos más equitati-
vo y conveniente para las partes, plantear sistemas de 
efectiva participación conjunta en la asunción de los 
riesgos, entre la compañía solicitante extranjera y la 
compañía suscriptora local.
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